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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:26, en presencia de 24 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 55ª y 56ª, ordinarias, en 30 de septiembre y 1 de octubre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto, iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad (boletín N° 4.999-11).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos del señor Ministro del Interior, con los que responde igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Kuschel, referidos a la posibilidad de dotar de equipos de comunicación a las aduanas y puestos fronterizos de Palena y Chaitén, y a los trabajos de limpieza del cauce del río que inundó esa última ciudad.



Del señor Ministro de Hacienda, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, relativo a la elaboración de un cuerpo legal que autorice al Estado a crear empresas en aquellas áreas donde no existe interés de los particulares.



De la señora Ministra de Educación, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Frei, tocante a la situación que afecta a don Jorge Luis Guerrero.



Del señor Subsecretario de Transportes, mediante el cual contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, referente a la posibilidad de aumentar, en ciertas localidades del país, el parque de taxis básicos, colectivos y radiotaxis.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Nuevo segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.983 y el decreto ley N° 825, con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios (boletín N° 4.928-26). (Véase en los Anexos, documento 1).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (boletín N° 3.562-06) (con urgencia calificada de “suma”). (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que refuerza los estímulos al desempeño del personal de la Corporación Nacional Forestal (boletín N° 6.068-05) (con urgencia calificada de “simple”). (Véase en los Anexos, documento 3).


--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Horvath y Sabag, por medio de la cual inician un proyecto de ley sobre participación ciudadana en materia de protección ante el impacto acústico de ciertas actividades (boletín N° 6.146-06). (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Senadores señores Navarro, Ávila, Bianchi, Girardi y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que establece que una de las salas en que se divida la Corte Suprema conocerá exclusivamente de materias laborales y que sus miembros deberán tener experiencia en Derecho del Trabajo (boletín N° 6.147-07). (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Del Senador señor Ominami, a través de la cual inicia un proyecto que modifica la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero, con la finalidad de regular la actividad de factoring no bancario (boletín N° 6.148-03). (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Economía.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Ruiz-Esquide, Núñez y Vásquez, con la que inician un proyecto de ley que modifica el sistema previsional.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en los números 1º y 6º del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Navarro, Ávila y Horvath, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República someter al Congreso Nacional la ratificación de la Convención Iberoamericana de los Derechos de los Jóvenes y comprometer el interés del Estado de Chile por incorporar sus contenidos en el desarrollo de políticas públicas (boletín N° S 1.119-12). (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



De los Senadores señores Romero, Ávila, García, Gazmuri, Pizarro y Zaldívar, relativo al decreto que fijará las fórmulas tarifarias de electricidad para el período 2008-2012 (boletín N° S 1.120-12). (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Terminada la Cuenta.

)------------ (

El señor HORVATH.-  ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra, Su Señoría.
El señor HORVATH.- Señor Presidente, se nos ha comunicado que la Comisión de Hacienda aprobó -entiendo que por unanimidad- el proyecto de ley que refuerza los estímulos al desempeño del personal de la Corporación Nacional Forestal.



Además, todos los gremios están de acuerdo con el texto de la iniciativa, razón por la cual solicito que sea tratada como si fuera de Fácil Despacho al inicio de esta sesión.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Señor Senador, hago presente que existe un acuerdo adoptado por la Sala en la sesión especial de la mañana, en el sentido de alterar la tabla de la presente sesión y tratar, como si fuera de Fácil Despacho, la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar a los miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia.



Además, en la tabla figura otro proyecto de real importancia como el que declara el feriado evangélico.



La Mesa no tiene inconveniente en abocarse a la iniciativa a la que Su Señoría ha hecho referencia, una vez despachadas ambas materias.



Por lo tanto, dado que en estos momentos existe el quórum necesario, se procederá a tratar la solicitud de la Primera Mandataria.

V. ORDEN DEL DÍA

DESIGNACIÓN DE SEÑORES ALEJANDRO FERREIRO YAZIGI, ROBERTO GUERRERO VALENZUELA, JUAN PABLO OLMEDO BUSTOS Y RAÚL URRUTIA ÁVILA COMO MIEMBROS DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde ocuparse del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República por el que solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia a los señores Alejandro Ferreiro Yazigi, Roberto Guerrero Valenzuela, Juan Pablo Olmedo Bustos y Raúl Urrutia Ávila, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia establecida en el número 5) del artículo 53 de la Constitución  Política.

--Los antecedentes sobre el oficio (S 1113-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en, sesión 55ª, en 30 de septiembre de 2008.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 58ª, en 8 de octubre de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  En el oficio respectivo, el Ejecutivo señala que propone por el periodo de seis años (que vence en 2014), a los señores Alejandro Ferreiro y Roberto Guerrero, y por el de tres años (que vence en 2011), a los señores Juan Pablo Olmedo Bustos y Raúl Urrutia Ávila.



La Comisión analizó los antecedentes profesionales de las personas propuestas y las recibió en una audiencia pública, oportunidad en la cual expusieron sus planteamientos y respondieron las preguntas que les efectuaron diversos señores Senadores. Dichas intervenciones figuran en el informe que Sus Señorías tienen en sus pupitres.



Cabe dejar constancia de que el referido órgano técnico, conformado por los Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, comprobó que en la proposición sometida a la consideración del Senado se ha dado cumplimiento a los requisitos y procedimientos de designación regulados por la ley Nº 20.285, sobre acceso a la información pública.



Asimismo, la Comisión deja testimonio de que las personas nominadas exhibieron cabal comprensión de la importancia y envergadura del papel encomendado al Consejo para la Transparencia y, también, de que declararon bajo juramento ante el Secretario de la Comisión, en su calidad de ministro de fe, no encontrarse afectas a ninguna inhabilidad ni incompatibilidad para desempeñar el cargo al cual han sido propuestas.



Finalmente, corresponde tener presente que para la aprobación de la propuesta se requiere el voto conforme de 25 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Varios Honorables colegas han solicitado abrir la votación y la Mesa accederá a ello.



En votación.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- ¿Me permite hacer una consulta, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Cómo no, señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Me gustaría que el señor Secretario informe cuántos Senadores  se encuentran presentes en el Hemiciclo.



Gracias.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Hay 27 señores Senadores presentes en la Sala, señor Ministro. Tenemos quórum.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Solo quiero dejar constancia de que me inhabilito en esta votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Muy bien. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para nombrar a los señores Alejandro Ferreiro Yazigi, Roberto Guerrero Valenzuela, Juan Pablo Olmedo Bustos y Raúl Urrutia Ávila como miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia (25 votos).


Votaron la señora Matthei y los señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.
DECLARACIÓN DE FERIADO LEGAL EL 31 DE OCTUBRE: DÍA NACIONAL DE LAS IGLESIAS EVANGÉLICAS Y PROTESTANTES

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece feriado el 31 de octubre, Día Nacional de las Iglesias Evangélicas y Protestantes, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.  



--Los antecedentes sobre el proyecto (4640-24 y 4662-24) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 73ª, en 5 de diciembre de 2007.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 57ª, en 7 de octubre de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es el establecimiento como feriado legal del día 31 de octubre de cada año en reconocimiento del Día Nacional de las Iglesias Evangélicas y Protestantes.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización aprobó el proyecto tanto en general cuanto en particular por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Bianchi, Núñez, Pérez Varela y Sabag), y efectuó modificaciones al texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados. La redacción definitiva se consigna en la página respectiva del informe.



Cabe destacar que a la Comisión asistieron especialmente invitados el Presidente del Sínodo de Pastores de la Iglesia Alianza Cristiana y Misionera, el Obispo de la Iglesia Metodista Pentecostal, el Director Ejecutivo y la Coordinadora de la Mesa Ampliada, el Director Ejecutivo de la Comisión “31 de Octubre” y el Presidente de la Mesa Ampliada UNE-CHILE. Este último expresó su opinión sobre la iniciativa  ante el órgano técnico.



Finalmente, cabe recordar que los Comités acordaron en el día de ayer que, en el caso de ser aprobado en general el proyecto, se fijará como plazo para presentar indicaciones el martes 14 de octubre, a las 12.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-
En discusión general.



Hay diversos señores Senadores inscritos para intervenir.

El señor NARANJO.- ¡Fundamentemos el voto, señor Presidente!

El señor GÓMEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Pidió la palabra en primer lugar el Honorable señor Bianchi.

El señor GÓMEZ.- Es para plantear una cuestión reglamentaria.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría, para ese efecto.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, entiendo que los Comités acordaron un plazo de una semana para formular indicaciones. Pero si esta se cumple, el feriado que se propone crear no regirá para este año.



Como reglamentariamente ello se acordó en reunión de Comités, no sé si la Sala puede resolver hoy aprobar el proyecto por unanimidad y despacharlo esta tarde para que la Cámara de Diputados haga lo propio mañana, a fin de que el feriado sea posible para el año en curso. Si no, entrará en vigor a partir del próximo.



--(Aplausos en las tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Pido al público asistente -que ha venido con tanto interés, por cierto, y tiene todo el derecho a estar aquí- que se abstenga de hacer manifestaciones; de ese modo, resolveremos el asunto de la forma más expedita posible.



Senador señor Gómez, la Mesa prefiere iniciar el debate y luego encontrar una solución al asunto planteado. Porque en la reunión de Comités, aunque hubo diferencias, se llegó a un acuerdo unánime, y ello genera un problema reglamentario.



Mientras se desarrolla la discusión -el primer inscrito es el Honorable señor Bianchi-, voy a consultar con el señor Secretario para ver qué caminos existen para resolver la situación en los términos en que a todos nos interesa.



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, más que abrir el debate, daré cuenta, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, del trabajo realizado con relación al proyecto. Y luego me inscribiré para dar mi opinión al respecto.



Antes de ello, quiero manifestar que, por lo menos desde nuestro sector, acogemos la petición formulada por el Honorable señor Gómez. Nos parece total y absolutamente razonable. De lo contrario, los tiempos de tramitación de la iniciativa no alcanzarán para que el feriado opere a partir de este año. Y eso es lo que se espera.



La Mesa tomará una decisión sobre el particular en un rato más. Nosotros desde ya manifestamos nuestra adhesión a lo planteado por el referido señor Senador.



Me corresponde ahora, tal como señalé, informar, como Presidente de la Comisión de Gobierno, un proyecto de ley ampliamente conocido por la ciudadanía que propone, en reconocimiento del mundo evangélico, declarar feriado el día 31 de octubre de cada año, fecha emblemática que recuerda a Martín Lutero.



La iniciativa en análisis tuvo su origen en dos mociones. Sus autores son los Diputados señoras Goic y Sepúlveda (doña Alejandra), y señores Accorsi, Espinoza, Jarpa, Meza, Robles, Sule, Venegas (don Samuel), Venegas (don Mario), Araya, Díaz, Mulet, Ojeda, Olivares, Sabag y Sepúlveda (don Roberto). Ellos se hicieron cargo del anhelo de las corrientes religiosas evangélicas, y demostraron con este proyecto la preocupación del Parlamento por la población evangélica.



La pluralidad del pensamiento religioso, fiel reflejo del esquema libertario que ha plasmado nuestra Constitución, es ciertamente un mensaje de optimismo, que da cuenta de una sociedad tolerante, democrática y respetuosa de credos y manifestaciones religiosas.



Esa realidad, que nace en sociedades democráticas, ha permitido que distintas cosmovisiones puedan convivir en espacios de paz y comprensión.



Señor Presidente, durante el debate en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, tuvimos la oportunidad de escuchar la exposición de representantes del mundo evangélico y de uno de los autores de las mociones, el Diputado señor Eduardo Díaz. Fue allí donde se presentaron los antecedentes que evidenciaron algo que es conocido por gran parte del país: la innegable ayuda que el cristianismo evangélico presta a los sectores más desposeídos y  marginales, principalmente a hombres y mujeres con problemas de adicción a las drogas y en las cárceles, personas que se encuentran dentro de un grupo que hoy se denomina como de “pobreza dura”.

 

Cabe hacer presente que el proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados se refería solo a la Iglesia Evangélica, en tanto que la propuesta que hoy conoce la Sala considera también a la Iglesia Protestante, tal como prescribe el decreto Nº 142, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2005, que declara el día 31 de octubre como “Día Nacional de las Iglesias Cristianas Evangélicas y Protestantes de Chile”. 



Si bien la razón de armonizar ambos cuerpos legales es válida, cabe precisar que tanto las Iglesias Evangélicas como las Protestantes tienen visiones y expresiones diferentes, aunque obedecen, eso sí, a un mismo origen: Lutero.



En cuanto a los efectos económicos que representa para el país la instalación de un nuevo feriado, se requiere iniciar un debate sobre la necesidad de los feriados existentes y su verdadero sentido, con el objeto de contar con celebraciones que tengan una causa cierta y un origen histórico y cultural que ameriten su declaración como tales.



Por ese motivo, la Comisión de Gobierno aprobó la indicación sustitutiva del Ejecutivo tendiente a establecer el 31 de octubre como feriado móvil, en forma de no perjudicar la producción nacional. El acuerdo pertinente fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Núñez, Pérez Varela, Sabag y quien habla.



Señor Presidente, el día de hoy será recordado no solo como un hito para el mundo evangélico, sino también como la ocasión en que desde el Parlamento se dio un nuevo paso hacia la estructuración de un país más tolerante y democrático.



Concluyo pidiendo a la Sala que, tal cual lo hizo el referido órgano técnico, apruebe el proyecto, en lo posible también por consenso. 



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, me sumo a lo planteado por los otros Comités en el sentido de buscar una fórmula que permita que esta justa iniciativa sea despachada hoy, para los efectos de que el feriado tan especial que se instituye comience a regir el presente año.



Coincido con lo señalado por Sus Señorías en cuanto a que se trata de un día histórico para un importante sector de la sociedad chilena, representado por quienes profesan la fe cristiana evangélica y protestante, pues se está concretando una antigua aspiración de esa tradición religiosa al establecerse vía legislativa como feriado el 31 de octubre en tanto Día Nacional de las Iglesias Evangélicas y Protestantes de Chile.



Permítanme Sus Señorías recordar que el gran impacto actual de la fe reformada, expresada en quienes nos honran con su presencia en las tribunas de esta Corporación, comienza el 31 de octubre de 1517, cuando el monje Martín Lutero clava en las puertas de la catedral de Wittenberg las 95 tesis teológicas con que discute conductas de la Iglesia Católica de entonces, dando origen a lo que son hoy las iglesias evangélicas y protestantes de Chile y el resto del mundo.



En nuestro país, los procesos históricos de igualdad ante la ley para las expresiones de la libertad religiosa -es bueno que miremos hacia el pasado- comienzan en el siglo XIX con las actividades de patriotas como Bernardo O’Higgins y José Miguel Carrera, quienes tuvieron gestos señeros para abrir espacios a una pluralidad tolerante que reconociera la diversidad de pertenencia en materia de fe trascendente.



En 1865 -prosigo con mi mirada al pasado, que concluye en lo que estamos haciendo hoy día-, una ley interpretativa de la Carta de 1833 abrió la sociedad chilena a la posibilidad de ejercer los cultos “disidentes”, es decir, las expresiones eclesiásticas evangélicas y protestantes. Hacia fines del siglo XIX vinieron las leyes laicas, y en 1925 la Constitución Política definió como “laico” al Estado chileno al separar a la Iglesia Católica de sus funciones de religión oficial.



Desde la década de 1850, cuando entró en vigencia el Código Civil, las iglesias evangélicas y protestantes obtuvieron personalidad jurídica como corporaciones de derecho privado sin fines de lucro, situación que contribuimos a modificar positivamente cuando en 1999 -como recordarán Sus Señorías- se aprobó la ley Nº 19.638, sobre Constitución Jurídica de las Iglesias y Organizaciones Religiosas, que permitió el acceso a la calidad legal de “personas de derecho público religiosas”.



En el año 2005, el Gobierno de don Ricardo Lagos Escobar declaró el 31 de octubre Día Nacional de las Iglesias Cristianas Evangélicas y Protestantes, como recordarán quienes se encuentran hoy en las tribunas de esta Alta Cámara.



Esta tarde, y luego del trámite de rigor, nos hallamos legislando para declarar feriado nacional el 31 de octubre en tanto Día Nacional de las Iglesias Evangélicas y Protestantes.



En consecuencia, una vez más estamos avanzando positivamente en un aspecto muy fundamental: reconocer el inmenso aporte social e histórico que esas entidades de fe cristiana han hecho al país.



La declaratoria de feriado nacional es un gesto de reconocimiento por parte de la sociedad chilena a los cientos de miles de mujeres y hombres, de jóvenes y niños, de familias que militan con humilde y decidida persistencia en la fe heredada del fundador de la Iglesia Cristiana: Jesús el Cristo.



Por lo expuesto, los Senadores del Partido Por la Democracia votaremos favorablemente la idea de legislar en esta materia de tanta justicia.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero unirme a quienes, en la Comisión de Gobierno y, antes, en la Cámara de Diputados aprobaron esta iniciativa, que busca establecer como feriado el 31 de octubre, Día Nacional de las Iglesias Evangélicas y Protestantes.



Para fundamentar esa posición, que representa a la Unión Demócrata Independiente y -creo- a todos los miembros de esta Corporación, señalaré algunos aspectos que a mi entender justifican la votación aprobatoria de este Senado, que espero sea unánime.



Señor Presidente, la religión forma parte de la cultura de los pueblos. Las expresiones culturales reflejan al final las valoraciones que los hombres hacemos de aquellas cosas que nos importan, de aquellas cosas que le dan sentido y justificación a nuestra existencia. Y, no obstante vivir en un Estado laico, que no tiene compromisos religiosos en ningún sentido, las religiones, en cuanto representan hábitos de vida de la población, forman parte de esa cultura. Lo que deben hacer los Estados, entonces, es darles espacio, expresarles su respeto y, cuando significan parte sustancial de la nación, otorgarles los reconocimientos institucionales correspondientes.



Por lo tanto, no hay ninguna contradicción entre un Estado no confesional, estrictamente laico -en el sentido más literal de la palabra-, y la generación de espacios que, en cuanto instituciones, podamos reconocer a las expresiones religiosas que tienen vida en una nación, como ocurre en el caso de Chile.



Históricamente, nuestro país, por su fundación, a partir del encuentro de las Américas y España, ha tenido desde su comienzo una impronta católica, porque la acción hispana conllevó también, en su momento, la difusión de esa fe. Y por eso en los albores de la Independencia se confunden el Estado y la Iglesia -proceso que durará hasta 1925-, en una manifestación de que Chile reconocía ese factor.



Sin embargo -y esto es lo interesante-, junto con el nacimiento de nuestro país surge la semilla de las iglesias evangélicas y protestantes. Porque nuestra nación, que emergía a la vida, abrió sus puertas y permitió la llegada de muchos extranjeros, quienes también trajeron consigo su fe, su religión.



Sin lugar a dudas, las iglesias evangélicas y protestantes empezaron a hacer desde entonces su camino y a desarrollar su acción en Chile, lo cual les ha permitido, en vez de ser una de tantas expresiones muy menores, representar a una parte muy significativa de nuestra población.



Por eso, cuando hoy reflexionamos sobre la posibilidad de expresar a las iglesias evangélicas un reconocimiento institucional mediante el establecimiento de un feriado, lo que estamos haciendo es dar cuenta de la realidad histórica de lo que ha ocurrido en Chile.



Desde 1925, la Constitución consagró la separación entre la Iglesia y el Estado. No obstante ello, hubo -y existe hasta ahora- un reconocimiento institucional -por ejemplo, a través de feriados legales- a la propia Iglesia Católica, que desarrolla diversas actividades que reflejan ese compromiso como expresión de la cultura, más allá de la no confesionalidad de nuestro Estado.



Por eso mismo, hacer ese espacio para el pueblo cristiano que está llevando a cabo su trabajo, su oficio bajo las iglesias evangélicas y protestantes corresponde a una realidad que deseamos reconocer.



La verdad -digámoslo- es que actualmente aquellas representan a un porcentaje relevante de nuestra población que adhiere entusiasta y activamente a la fe cristiana bajo iglesias evangélicas amparadas en numerosas congregaciones. El último Censo habla de 15 por ciento; probablemente, la cifra se acerca a 20 por ciento en la actualidad. Es, entonces, una parte importante de nuestro pueblo.



Pero no solo se trata de una expresión cuantitativa. Hay una presencia institucional muy relevante y creciente de las iglesias evangélicas, que se han incorporado a las más variadas gamas de instituciones sociales, educativas, culturales y de todo orden en nuestro país. Forman parte ya de la base social de Chile entero.



Podemos agregar que esas iglesias desarrollan una labor social extremadamente trascendente en algunos ámbitos. Conocido es, por ejemplo, su trabajo para recuperar a quienes han caído en distintos tipo de adicciones: alcohol, drogas, en fin.



Lo cierto, señor Presidente, es que las iglesias evangélicas no solo forman parte institucional del país, sino que además son parte de la chilenidad.



Por eso mismo, consideramos de toda justicia y conveniencia este reconocimiento. Y hacerlo constituye un paso más en el largo y difícil camino que han recorrido dichas iglesias en Chile.



Recordemos que durante el siglo XIX, por el hecho de ser el nuestro un Estado confesional, las dificultades que se presentaban tornaban difícil la prédica, la difusión y el reconocimiento de la iglesia evangélica en nuestro país. Pero se hizo el espacio y finalmente se reconoció y aseguró la libertad religiosa -fue el primer hito histórico, y en definitiva se recogió en la Carta de 1925-, para que las personas, conforme a su conciencia, puedan seguir los caminos a que las llama su fe.



El paso siguiente lo dimos hace no muchos años, cuando a la libertad religiosa le agregamos un aspecto muy significativo: la igualdad jurídica de todas las religiones. Porque si bien algunas pueden tener más fieles que otras, de hecho a todas les asiste el derecho a ser reconocidas por el Estado en la misma igualdad y calidad jurídica.



Esa fue la Ley de Culto, que nosotros contribuimos a aprobar. Y aquí, en el Senado, logramos acuerdos sustanciales para asegurar su viabilidad. Nos tocó participar en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, y creemos haber hecho, a partir de esa normativa legal, una contribución para que a la libertad religiosa consagrada en Chile se uniera la igualdad jurídica de todas las religiones.



En ese estado, hemos podido seguir avanzando, permitiendo a la vez que, mediante la dictación de diversos decretos, aquella realidad se vaya plasmando lenta pero inexorablemente en los ámbitos de la educación, de la salud, del trabajo hospitalario, de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, en fin, en todos los planos donde, con su fe, muchas personas desean contribuir con un mensaje de paz a los chilenos y chilenas, cualquiera que sea el lugar en que se encuentren.



Hoy, a esos hitos de libertad y de igualdad jurídica se añade uno muy relevante, que viene a ser una especie de consolidación del referido proceso: el reconocimiento institucional que Chile, mediante esta legislación que declara un feriado nacional, hace a la contribución de las iglesias evangélicas y protestantes en el país.



Me parece que, cuando discutimos sobre feriados religiosos, no podemos simplemente hacer una aproximación menor o, mucho menos, material, sumando y restando los recursos que significa para la producción nacional un día más o un día menos.



Aquí hay una cosa muchísimo más profunda, que en mi concepto le da sentido a la vida. Porque no vivimos para trabajar, sino que trabajamos para vivir. Y es precisamente porque la existencia tiene sentido que el reconocimiento, a través de un feriado, a una institución, a una realidad, a una parte de Chile, como lo es la Iglesia Evangélica, constituye una oportunidad para agradecer a esta su contribución y aporte.



Por todas esas razones, señor Presidente, nos sumamos con mucho entusiasmo a esta iniciativa de ley; le daremos nuestra aprobación, y una vez más aprovechamos la ocasión para expresar nuestra gratitud a nuestros hermanos de fe -lo digo como católico-, porque creo que el pueblo evangélico es también el pueblo cristiano. Nos unen el mismo Dios, la misma fe, y tenemos el mismo amor por nuestra patria, lo que nos hace a todos ser partícipes del reconocimiento que hoy se expresa en la aprobación entusiasta del feriado religioso que se instituye para las iglesias evangélicas y protestantes.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, el 31 de octubre, decretado Día Nacional de las Iglesias Cristianas Evangélicas y Protestantes, no es solo una fecha para realzar el ejercicio de la libertad religiosa: representa también un muy sentido anhelo de sobre 15 por ciento de nuestra población.



Ese día Martín Lutero clavó -como se ha dicho en esta Sala- sus famosas 95 tesis, que dieron inicio al mundo protestante.



La historia de las iglesias evangélicas chilenas va unida a la del pensamiento humanista laico y progresista. Bien lo sabemos los radicales, que hemos librado luchas durante tres siglos para construir un Estado moderno que respete las creencias de todos.



De hecho, este proyecto fue presentado inicialmente por los Diputados radicales señores Meza, Robles, Sule y Espinosa.



Rescatar de la historia nacional al pueblo evangélico es rendir homenaje a miles de chilenas y chilenos que iluminaron los albores de nuestra Independencia mediante las enseñanzas de los Evangelios y de los grandes teólogos de la Reforma.



Los primeros protestantes chilenos se formaron bajo el alero de James Thomson. Este activo miembro de la Sociedad Bíblica Británica y Extranjera fue invitado a nuestro país por Bernardo O’Higgins para introducir el sistema Lancasteriano en los establecimientos educacionales de la naciente República.



En Valparaíso, en 1845, una nutrida colonia alemana e inglesa solicitó a Estados Unidos el envío de un pastor. Eso originó la llegada a Chile de David Trumbull, pionero de una ardua tarea pastoral que concluyó con la construcción del primer templo público evangélico del país. En esta ciudad puerto fundó la primera sede de la Sociedad Bíblica, instancia dedicada a distribuir la Biblia en las comunidades evangélicas constituidas a lo largo del territorio nacional.



En esta etapa no podemos omitir ilustres nombres de pastores y misioneros pioneros: William Taylor, Ira Haynes La Fetra, James Higgins, William Writh y el siempre presente español Juan Bautista Canut de Bon, quien, con su prédica en las calles, conmocionó a la sociedad de su época.



Era hora de rendirles un homenaje como este a los pastores de ayer, de hoy y de siempre.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, desde ya, queremos decir que nos parecería una buena medida que la Sala determinara, ojalá por unanimidad, que el próximo 31 de octubre el pueblo evangélico pudiese conmemorar lo que estima como parte fundamental de su propia identidad, y que aprobáramos reglamentariamente, en consecuencia, el proyecto sometido a nuestra consideración.



Los socialistas estamos convencidos de que las democracias modernas se desenvuelven en forma plena cuando son capaces de reflejar exactamente las identidades culturales, políticas, religiosas existentes en el seno de la sociedad. Cuando carecen de esa capacidad, son truncas, no se desarrollan.



Chile enfrentaba, como en muchos otros aspectos, serias dificultades para poder entender esa pluralidad. Es lo que ha sucedido para comprender que también forma parte de nuestra nación el pueblo mapuche -y ello se extiende a otros pueblos originarios-, respecto del cual hemos realizado largas discusiones acerca de la necesidad de reconocerlo como parte esencial de nuestra identidad nacional.



Y en el caso de la estructura religiosa del país, cabe consignar que, aun cuando la Constitución de 1925 había contemplado la separación del Estado y de la Iglesia, pasaron muchos años, tal vez demasiados, hasta que en 1999 la Ley de Cultos no solo concretó la igualdad jurídica entre las distintas expresiones religiosas, sino que, además, reconoció la existencia del pueblo evangélico y de otras religiones que forman parte esencial de nosotros mismos, de nuestra propia cotidianidad como nación.



Transcurrieron muchos años, y la constitución de una Comisión Especial que estudió dicho cuerpo legal honró, a mi juicio, a esta Corporación. Ello tuvo lugar en 1998. Solo en dos oportunidades, durante el siglo XX, se adoptó una medida semejante para estudiar específicamente un problema. Conducida por el entonces Senador señor Mario Ríos y con la presencia de parlamentarios particularmente importantes para el desarrollo de nuestra institucionalidad, como los señores Sergio Díez, Anselmo Sule, Andrés Zaldívar y otros, estudiamos durante mucho tiempo la manera de desarrollar mejor una normativa como la Ley de Cultos, que ha permitido a más de mil iglesias ser consideradas en igualdad de condiciones con las demás.



Me parece que ese es un avance muy sustantivo de nuestra democracia; que ha perfeccionado la manera de convivir y de entendernos entre los chilenos.



El pueblo evangélico lo necesitaba desde el siglo XIX, porque, como se ha reconocido aquí, ya existía en esa época. Y nos enteramos, entre otras cosas, de que nunca pudo contar con un cementerio; de que los restos de quienes profesaban su fe no tenían la posibilidad de ser llevados al Cementerio General, como tampoco al Católico, por cierto, y de que el cerro Santa Lucía debía acogerlos, en circunstancias de que en vida habían sido personas tan chilenas como las demás.



Entonces, hemos ido recogiendo la historia de a poco. Hemos ido reconociendo y reconstruyendo de esta manera la historia de Chile. Hemos ido imponiéndonos, por lo tanto, de la pluralidad de opciones en todos los planos. Y si una de ellas resulta legítima para los pueblos es la de carácter religioso. Si algo realmente necesita siempre el ser humano, cualquiera que sea su orientación, es la posibilidad de expresar su espiritualidad y la forma como se relaciona con Dios.



Algunos somos laicos, pero entendemos perfectamente la conveniencia de que todas las religiones en nuestro país se manifiesten libremente. Y, en ese sentido, lo que hacemos hoy día constituye un acto histórico, porque estamos permitiendo que una expresión religiosa tan sustantiva, que reúne a más de un millón 600 mil chilenos, tenga su día, al igual que otras. En esa oportunidad especial podrán conmemorar un hecho histórico como el que protagonizó Lutero en su momento.



El que se vaya a “perder” una cantidad importante de recursos es un argumento que, a mi juicio, carece de validez cuando lo que estamos haciendo efectivamente es engrandecer la patria. Esta última no se mide por dinero; no puede ser vista como si fuera un gran banco. Es mucho más que eso. Y la patria necesitaba reconocer, en un día como el 31 de octubre, al pueblo evangélico.



Creo que al tomar la decisión de aprobar el feriado -espero que lo hagamos por unanimidad- estamos construyendo más patria.



He dicho.

)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, le pido recabar la autorización para que la Primera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos, que se encuentra citada para las 18, pueda sesionar paralelamente con la Sala.



Y solicito, entonces, que se abra la votación del proyecto en debate.

El señor GÓMEZ.- Conforme.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si no hay objeciones, se otorgará la autorización.



--Así se acuerda.
)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, creo que hoy día el alma evangélica y protestante, que está en cada rincón de nuestro país, se ha hecho presente en el Congreso Nacional; esa alma evangélica y protestante que no ha encontrado un camino fácil a través de la historia, sino, muy por el contrario, lleno de obstáculos, de limitaciones, de problemas. Y si hay algo que resaltar y reconocer es la tremenda humildad y paciencia con que ha ido superando todas sus dificultades.



Chile no ha estado ajeno a ello. Tenía una deuda con el pueblo evangélico y protestante. Solo recién cuando recuperamos la democracia dimos pasos en la dirección de establecer, no solo la libertad de cultos, sino también la igualdad entre ellos.



Tal vez la intolerancia que perduró durante muchos años en nuestro país explique en parte la situación; pero no la justifica bajo ninguna circunstancia. Fue así como el año pasado la Presidenta Bachelet, en una de sus tantas intervenciones, hizo referencia al pueblo evangélico y su iglesia: “Estas iglesias” -dijo- “son representantes de valores relevantes como el respeto, la universalidad y la diversidad, y constituyen una opción religiosa importante en nuestro territorio nacional”.



Han pasado muchos años -demasiados, como se ha expresado aquí- para reconocer como real y efectiva la presencia del pueblo evangélico y protestante. Las cifras estadísticas, que son relevantes, no solo la señalan, sino que también dan cuenta del creciente aumento de la gente que se suma a esa fe religiosa.



La Declaración Universal de los Derechos Humanos establece la libertad religiosa como un derecho fundamental y, lo más importante, el pilar de la libertad de conciencia que se le reconoce a toda persona.



Por eso, resulta necesario el paso que damos hoy día.



Solo el avance de la tolerancia y el diálogo entre las diversas iglesias en los últimos años han permitido un mayor reconocimiento, por parte de la sociedad y los chilenos, de la enorme significación de la iglesia evangélica y protestante.



Por mencionar un ejemplo, hace algunos años habría sido imposible plantear un proyecto de esta naturaleza en el Congreso.



En consecuencia, vayan mis palabras de agradecimiento a todos los parlamentarios, de las más diversas posiciones políticas, que presentaron la iniciativa para establecer el feriado en comento.



Otra cosa que debemos recordar es que durante los últimos años hemos ido dando pasos muy importantes -como se ha señalado aquí- a fin de construir un país donde tengan espacio todas y todos, independiente de sus posiciones políticas, religiosas o económicas.



Por eso, fue muy relevante que en 1999 aprobáramos la Ley de Cultos, porque existía libertad de culto, pero no igualdad religiosa. Y, si bien es cierto que ese cuerpo legal ha sido trascendente en el reconocimiento de las iglesias evangélicas y protestantes, debemos manifestar, con mucha claridad, que aún no logra su plena y total vigencia. En algunas escuelas todavía se ponen dificultades para la enseñanza de religiones distintas de la católica. 



En ese sentido, tenemos una deuda: avanzar en que efectivamente la igualdad religiosa y la libertad de culto sean aceptadas y permitidas en cada institución existente en Chile.



Como muy bien se señaló, se dio un segundo paso, no menor, cuando el Presidente Ricardo Lagos, por decreto supremo N° 142, de 26 de diciembre de 2005, instituyó el 31 de octubre como DÍA NACIONAL DE LAS IGLESIAS EVANGÉLICAS Y PROTESTANTES, de manera de rescatar la importancia que revisten tales instituciones religiosas. Y debo expresar que Chile es uno de los pocos países de América Latina que lo ha hecho.



El paso que estamos dando hoy termina con una evidente discriminación entre las distintas iglesias cristianas. Una de ellas -a la cual pertenezco- contaba con varios feriados religiosos; las otras carecían por completo de ellos. 



Eso constituía una injusticia. Si la Iglesia Evangélica es relevante en la sociedad chilena, ¿por qué no establecer también para ella un día de esas características? ¿Había algo que temer por el hecho de que su presencia fuera reconocida legalmente y tuviera luego la posibilidad de esa celebración? ¿Quién puede temblar por ello? ¿A quién afecta eso? ¡A nadie…!



Ninguna persona convencida de su fe y sus creencias puede experimentar aprensiones en el sentido de que porque los evangélicos tienen un día van a poner en peligro a otras religiones. No, señor Presidente. Muy por el contrario.



Creo que el reconocimiento que se les hace hoy a esas iglesias es muy significativo. Este tercer paso que hemos dado desde el retorno a la democracia se lo merecían con creces. El país registraba una inmensa deuda con ellas a lo largo de su historia, y la hemos ido reparando en parte desde el restablecimiento de la normalidad institucional.



Por eso, señor Presidente, los socialistas, que propugnamos por la libertad de expresión y la tolerancia, valoramos el proyecto y vamos a votarlo a favor entusiastamente.



Creo que su aprobación implica reiterar, no solo nuestro compromiso con la libertad religiosa, sino también con la igualdad de cultos.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, estamos viviendo un momento de gran trascendencia histórica, diría, en el sentido de que, con la aprobación del nuevo feriado en homenaje a las iglesias evangélicas y protestantes de Chile y bajo la invocación del gran reformador que fue Martín Lutero, sin duda estamos afirmando dos principios que considero muy centrales en la consolidación democrática del país: el carácter laico del Estado y el carácter pluralista de la sociedad. 



Pero el laicismo y el pluralismo no significan que la comunidad no reconozca también sus grandes corrientes culturales y religiosas. Porque la iniciativa en debate importa el reconocimiento a una de las comunidades religiosas más vastas, crecientes y activas dentro de la sociedad chilena.



Y hago referencia a la trascendencia histórica porque vamos desarrollando un camino de larga data en el país, signado por la lucha contra la intolerancia y por la afirmación pluralista.



No hay duda de que la Reforma, iniciada por Lutero en el siglo XVI, fue uno de los grandes acontecimientos religiosos y culturales de la historia del cristianismo y de Occidente. Generó, en su oportunidad, una tremenda renovación religiosa en una parte muy importante de la cristiandad y, al mismo tiempo, profundas divisiones en ella.



Las iglesias derivadas de la Reforma han ejercido en la historia contemporánea una gran influencia, inicialmente en Europa; después, en Estados Unidos, que fue la primera sociedad democrática de estos hemisferios; y, en forma muy posterior, en Chile, en las ex colonias del imperio español, porque el proceso contrario a la Reforma, la Contrarreforma, tuvo en España -y también en Italia- una de sus fortalezas principales.



Por tanto, en los comienzos de la República heredamos una cultura religiosa particularmente intolerante: la de la Contrarreforma y la Iglesia Católica hija de la Contrarreforma, no de otra Iglesia Católica.



En consecuencia, no fue casualidad que, como se indicó, los primeros representantes del mundo evangélico y protestante llegaran a Chile junto con la Independencia y los fundadores de la República. Antes no pudieron hacerlo, simplemente, porque eran perseguidos.



Y tampoco fue casualidad que el primer Pastor fuera invitado por el Director Supremo Bernardo O’Higgins, Padre de la Patria, quien, tanto por su adscripción a las órdenes masónicas cuanto por su formación europea e inglesa, tenía un conocimiento directo y un respeto personal -sin perjuicio de que fue católico y murió con el hábito franciscano- respecto de la Iglesia Anglicana.



Entonces, la lucha contra la intolerancia religiosa y por la libertad de culto acompañó a la República desde su nacimiento y ha dado, en diversos instantes, pasos muy significativos. Muchos de ellos fueron obra de los gobiernos liberales, inspirados también por el radicalismo. Cabe recordar las leyes laicas del siglo XIX, que provocaron gran pasión y controversia -Registro Civil, matrimonio civil, cementerios laicos-, y, finalmente, la separación formal de la Iglesia y el Estado en la Constitución de 1925, en el Gobierno del Presidente Arturo Alessandri. 



Y, sin perjuicio de la separación de la Iglesia y el Estado, quedaron muchas instituciones, prácticas, costumbres, culturas y leyes que de alguna manera no aseguraban la igualdad religiosa. Eso se corrigió, felizmente -como expresó el Honorable señor Núñez, quien, junto con otros Senadores, tuvo una activa participación en ello-, en 1999, con la dictación de un gran cuerpo legal de la transición chilena: la Ley de Cultos.



Hoy damos un paso más allá. Porque la lucha por la igualdad de cultos, por la libertad de conciencia, porque todas las denominaciones religiosas importantes reciban el reconocimiento del país entero, reviste un carácter permanente, ya que debemos vencer esa historia de la intolerancia y la exclusión.


Me alegra mucho que hoy día -es parte de cómo madura en forma pluralista la sociedad- este proyecto vaya a ser aprobado, imagino, por unanimidad. Eso no habría pasado en el siglo XIX, cuando los chilenos nos dividimos de manera profunda en torno a estas cuestiones.



A mi juicio, ello significa que la sociedad en su conjunto, no una de sus vertientes, ni uno de sus sectores, sino todos los chilenos, reconocemos en el carácter laico del Estado, en el carácter plural de la sociedad chilena, pero también en nuestras grandes corrientes religiosas y culturales, un bien que nos pertenece a todos.



Con ello, no solo estaremos otorgando un reconocimiento específico a la comunidad evangélica y protestante de Chile, sino además contribuyendo a la profundización de la tolerancia, el pluralismo, que constituye la base cultural de una democracia moderna y madura.



Por lo tanto, me alegra mucho que hoy estemos aprobando esta iniciativa.



Finalmente, señor Presidente, desde el punto de vista de los procedimientos, dado que se trata de una normativa muy simple, sin mucho que reformar, pues solo establece el feriado y lo relativo a su movilidad, propongo eliminar el trámite requerido de acuerdo con el Reglamento, en el sentido de fijar un plazo para presentar indicaciones -no creo que haya que formularle ninguna-, y la acojamos hoy, con el objeto de que el reconocimiento pueda ejercerse a partir de este año.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, los Senadores de Renovación Nacional votaremos a favor de declarar feriado el 31 de octubre como Día Nacional de las Iglesias Evangélicas y Protestantes. 



Quiero señalar dos razones que, a mi juicio, justifican plenamente que nuestro país consagre un día nacional para esas iglesias.



La primera la recojo, en parte, de mi experiencia como Senador por La Araucanía.



He podido constatar, tanto en zonas rurales como urbanas de mi Región, que registra los mayores niveles de pobreza del país -más bien diría que se halla empobrecida-, cómo cientos de miles de personas sencillas y modestas: trabajadores agrícolas, pequeños agricultores, comunidades mapuches, jefas de hogar, pequeños emprendedores, jóvenes, participan en iglesias evangélicas y cultivan valores y principios que les permiten enfrentar la adversidad, las serias dificultades materiales. Y lo más maravilloso -diría yo- es que sobre la base de su fe, de sus convicciones, realizan un enorme esfuerzo por superar las dificultades y salir adelante con sacrificio y responsabilidad.



En una sociedad donde parecieran primar cada vez más los aspectos materialistas, con un alto porcentaje de relatividad valórica, es reconfortante ver que en todos los rincones del territorio surge una iglesia evangélica, construida por los propios vecinos que la integran, donde, en definitiva, se transmiten los valores que forjaron la identidad de nuestro país: la honradez, la solidaridad, la generosidad, el sacrificio, la responsabilidad, el respeto por los demás, los cuales se inculcan desde pequeños a los jóvenes que después, fundados en estos principios, logran salir adelante en sus vidas.



Y esto no es menor; pues, por regla general, no se trata de sectores acomodados, sino de gente con una vida muy difícil, de mucho sacrificio, para la cual la fe representa un gran soporte que les permite, incluso, mirar el futuro en forma más optimista que otras personas con más recursos.



Esa labor en bien de la sociedad chilena, basada en principios sólidos, en la fe, resulta francamente ejemplar.



Tengo una segunda razón para respaldar la iniciativa, señor Presidente.



Durante muchos años he dedicado mis esfuerzos a la seguridad ciudadana y, particularmente, a combatir el tráfico de drogas. Por cierto, no exento de polémicas y conflictos, como todos quienes estamos en el servicio público. 



He podido constatar en reiteradas ocasiones, porque he recurrido a ellos, que los pastores de las iglesias evangélicas son los primeros en acudir a brindar protección a víctimas de delitos graves y que muchas veces deben buscar refugio para impedir venganzas en su contra. Me ha tocado verlo especialmente en los casos de quienes denuncian tráfico de drogas y que en su villa, en su población, no solo en mi Región, sino en numerosas de las grandes ciudades, cuando tienen la valentía de hacer estas denuncias, quedan en total desamparo. Y los primeros que los acogen, los protegen, los cuidan y les dan el debido respaldo, son las iglesias evangélicas.



También he sabido de jóvenes víctimas del consumo de drogas que han caído en la adicción. Y debo decir que son centenares las iglesias evangélicas que los acogen, porque a veces no tienen cabida en instituciones del Estado o privadas tan exitosas y eficientes como la del Senador señor Orpis. Cada vez que uno recurre a las iglesias evangélicas puede comprobar que la formación valórica constituye una base de sustentación extraordinariamente sólida para que estos jóvenes tengan la oportunidad de salir adelante de nuevo, después de haber sufrido períodos muy dramáticos en sus vidas.



Entonces, lo que sucede con la iglesia evangélica no solo tiene que ver con el reconocimiento de una justicia histórica, sino también con el de una labor que se lleva a cabo día a día en nuestra sociedad, en forma anónima, desinteresada, y que ayuda a miles y miles de chilenos en distintos frentes.



Señor Presidente, cuando hay iglesias que realizan esa enorme contribución a nuestra sociedad es de toda justicia que Chile les consagre un día nacional, porque se lo han ganado en terreno, no en la teoría.



Por esas razones, valoramos esta iniciativa legal y la apoyamos con resolución, porque creemos que hace justicia a cientos de miles de compatriotas que profesan una fe y que han sido capaces de traducirla en beneficio de otros y de nuestro país.



En consecuencia, anuncio mi voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Con el objeto de despachar hoy el proyecto y en atención a las peticiones formuladas por algunos señores Senadores -entre ellos el Honorable señor Naranjo-, procederemos a abrir la votación.

El señor VÁSQUEZ.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, la bancada radical renuncia expresamente a la presentación de indicaciones -se ha sumado también el Senador señor Bianchi- e invita al resto de las bancadas y Comités a proceder de igual forma, a fin de que el proyecto sea aprobado en general y particular.



Señor Presidente, si se abre la votación, nos estaremos pronunciando sin saber con exactitud qué se vota.


En consecuencia, solicito, con el mayor respeto, que primero se resuelva si existe unanimidad para que la iniciativa se vote hoy en general y en particular, y que después nos pronunciemos acerca del fondo, dando cinco minutos para intervenir a quienes no lo hayamos hecho.



Lo lógico es resolver el primer problema reglamentario, planteado por el Senador señor Gómez, y luego efectuar la votación.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Lamento discrepar de Su Señoría. Pero primero corresponde pronunciarse en general, y por eso iba a abrir la votación. Luego resolveremos acerca del asunto planteado al inicio de la sesión por el Honorable señor Gómez.



Por consiguiente, procederemos a votar y cada señor Senador dispondrá de cinco minutos para fundar su pronunciamiento. 

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro
El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, solo deseo reafirmar el apoyo y el impulso que el Gobierno de la Presidenta Bachelet ha dado a la iniciativa en análisis, que -como se ha señalado- es fruto de una moción transversal de distintos señores Diputados.



Dicho respaldo se debe no solo a lo que se ha reiterado en torno a la importancia histórica que tienen para el país el pueblo y las iglesias evangélicas, sino también a una convicción muy profunda acerca de cuál debe ser la concepción del carácter laico del Estado.



Como han manifestado varios señores Senadores, este último se separó de la Iglesia Católica en 1925, y desde entonces se ha producido una evolución en el mundo respecto al estatuto de la religión y de las iglesias en un Estado no confesional.



La tradición laica, que viene de la Revolución Francesa, pretendió reducir lo religioso al ámbito de lo particular, de lo privado, de la pura conciencia individual, del templo, de la sacristía.



Sin embargo, muchos países laicos han desarrollado una concepción de la laicidad diferente, en la que han ido reconociendo el valor de la religión y le han asignado un estatus público. El caso más evidente es el de los Estados Unidos. Pero no se trata del único. También se puede citar el de Holanda, Alemania, Suecia, entre otros.



Cuando en un Gobierno reciente se promulgó la ley que otorga el carácter de derecho público a las organizaciones religiosas, se reconoció en forma legal que la laicidad del Estado no supone relegar la religión a un asunto puramente privado o individual, sino comprender que las iglesias, todas las organizaciones religiosas, cristianas o no cristianas, poseen un estatus público en la sociedad chilena.



Consecuente con ello, la Presidenta de la República ha nombrado una capellana evangélica en La Moneda.



Si se tuviera una concepción clásica, antigua, de la laicidad, no debiera haber capellanes en La Moneda, de ningún tipo. Porque, según la tradición de la Revolución Francesa, en el país galo, por ejemplo, no se puede usar ningún distintivo religioso cuando se quiere entrar a un liceo público.



No es esa la concepción en Chile. Al contrario, la Presidenta de la República -reitero- ha nombrado una capellana evangélica. Y, en el caso de las instituciones armadas, ha dictado un reglamento que permite que haya no solo capellanes católicos, sino también evangélicos en las Fuerzas Armadas, Carabineros e Investigaciones. Es decir, existe igualdad en tal sentido.



El Parlamento, al establecer un Día Nacional de las Iglesias Evangélicas, en los hechos está reafirmando una laicidad que reconoce el carácter público de la religión. Porque reconoce un valor en el ser evangélico.



Tal vez mañana, como en los Estados Unidos, podría instaurarse como feriado el día del Año Nuevo Judío, si la comunidad judía en Chile tuviera una significación tal como la que posee en dicho país.



O sea, nos encontramos ante un camino de pluralismo religioso, cultural y de concepción de la laicidad del Estado muy importante, porque establece un estatus público de lo religioso.



Este es un tema de debate hoy, por ejemplo, en Francia. En el reciente viaje que realizó Benedicto XVI a dicha nación, el intercambio de opiniones con el Presidente Sarkozy versó justamente en torno a si hay una laicidad buena y otra mala, una positiva y otra negativa. No quiero entrar en esa profundidad, porque no considero que sea del caso, y no se trata de una materia que se discuta hoy en Chile.



Sin embargo, parece muy relevante que partidos de tradición laica hoy promuevan y voten a favor de que exista un feriado público religioso para alcanzar una mayor igualdad de culto y establecer un estatuto público de las religiones, dando la posibilidad de que ellas se expresen, como se hace en el Tedeum Evangélico, que se celebra en la catedral evangélica y al que asisten todas las autoridades del Estado, y en el Tedeum Ecuménico de la catedral católica.



Entonces, con la ley en proyecto estamos no solo reconociendo la importancia y la trascendencia de la fe evangélica en el país, sino también reafirmando una concepción del carácter laico del Estado chileno respetuosa de la libertad de conciencia, de la libertad de pensamiento, de la libertad religiosa; pero que, al mismo tiempo, valora lo positivo de la religión para la sociedad, por todo lo que se ha señalado, no únicamente en cuanto a las acciones sociales que realizan las iglesias, sino además por el valor intrínseco que la espiritualidad posee.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Quedan nueve Senadores inscritos para intervenir. En el ánimo de despachar la iniciativa ahora, les pido que se limiten en el uso de la palabra, es decir, que quienes realmente deseen fundar su voto no se excedan de tres minutos.



Ahora bien, si algún señor Senador está dispuesto a no hacer uso de la palabra, lo puede manifestar.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Están inscritos los Honorables señores Horvath, Sabag, Longueira, Bianchi, Gómez, Vásquez, Muñoz Aburto, Ominami y Escalona.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No vamos a alcanzar a despachar el proyecto, dado que está por terminar el Orden del Día.
El señor SABAG.- Moción de orden, señor Presidente.

El señor GÓMEZ.- No haré uso de la palabra, señor Presidente.

El señor LONGUEIRA.- Yo tampoco.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Perfecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, han intervenido varios señores Senadores, pero de las mismas bancadas. Hay otras en las cuales nadie ha hablado. Al menos nos asiste el derecho de intervenir en nombre del Comité.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Entonces, Su Señoría hará uso de la palabra en nombre de su bancada.

El señor LONGUEIRA.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, renuncio a mi derecho a hablar solo en la medida que despachemos totalmente el proyecto hoy.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Esa es la intención, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Correcto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Como tenemos que salvar un asunto reglamentario, pido la comprensión de los señores Senadores para poder hacerlo.



El Honorable señor Sabag planteó algo razonable, pues ningún Senador de su partido ha hablado.



Por otra parte, los Senadores señores Gómez y Vásquez también renunciaron a intervenir.



Honorable señor Horvath, ¿hará uso de la palabra?

El señor HORVATH.- A fin de que el proyecto se despache completamente hoy, no intervendré.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Formulo la misma consulta al Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Hablaré brevemente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Por su parte, los Honorables señores Ominami y Escalona tampoco harán uso de la palabra.



Entonces, el Honorable señor Bianchi -con mayor razón- podría no hacerlo.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en beneficio de que esta materia sea resuelta y votada hoy, también renuncio a mi derecho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El Senador señor Sabag ha pedido intervenir.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el problema es que nadie de la Democracia Cristiana ha hablado, y resulta legítimo el derecho a expresar nuestro punto de vista.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.



--(Durante el fundamento de voto).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- No es primera vez que se tramita en el Congreso un proyecto de ley relacionado con el mundo evangélico. Cada vez que lo hemos hecho, como sucedió, por ejemplo, con lo que es la Ley de Culto, ha habido aprobación unánime.



No me cabe duda de que la iniciativa en debate va a tener el mismo trato.



¿Por qué ha existido unanimidad en ambas Cámaras para aprobar los asuntos relacionados con los evangélicos? Los parlamentarios representamos a todo Chile, incluso hasta la localidad más apartada. En cada rincón del territorio vemos cómo actúan sus prosélitos: con respeto y abnegación. Nadie podría levantar la voz y decir: “Yo me opongo porque estos no son confiables y en  tal parte andan haciendo esto y lo otro en perjuicio de la gente”. En todos los lugares revelan el mismo sacrificio y entrega por el don de la fe con cariño y alegría.



Por eso los más de 3 millones de sus integrantes hoy día se han ganado el derecho que solicitan.



--(Aplausos en tribunas).



Ya el Presidente Lagos, con el decreto supremo Nº 142, de 26 de diciembre de 2005, hizo el primer gesto al declarar el 31 de octubre como el Día Nacional de las Iglesias Cristianas y Protestantes de Chile. Nosotros ahora le estamos dando consistencia a esa norma al establecer esa fecha como feriado.



No les estamos entregando algo gratis. Lo merecen por sus muchas demostraciones: educar niños (tienen escuelas casi en todos los templos); asistir en los hospitales a los enfermos terminales, y allí permanecen dándoles cariño, manteniendo su fe, el ánimo y acompañándolos solícitamente.



¿Qué se espera de una persona que se va de este mundo? Sin embargo, es el mayor gesto de amor lo que entregan a los enfermos.



En las cárceles, ¿quién visita a los condenados después de una reclusión de 15 ó 20 años? Ahí está también el mundo evangélico. ¿Acaso esos presos les van a prestar algún servicio cuando cumplen penas por varios años, y a veces a perpetuidad? Pero ellos los asisten y reconvierten a quienes muchas veces son criminales.



Deseo resaltar el gran beneficio que le han hecho al país.



¿Cuánto asignamos en el Presupuesto de la Nación a combatir la droga? ¡Miles de miles de millones de pesos! ¿Y quién hace un trabajo de hormiga con los drogadictos para sacarlos del vicio? El mundo evangélico, en silencio y en forma privada. El caso de los alcohólicos es exactamente igual. ¿Y cuánto cuesta al Estado de Chile el trabajo de estas hormiguitas que se encuentran a lo largo del territorio nacional? Cero pesos.



--(Aplausos en tribunas).



Cuando uno de sus hermanos deja esta tierra, ahí están todos ellos para acompañarlo hasta su última morada, cantando con alegría. 



¡Qué gestos los suyos! ¡Hay mucho que imitar del mundo evangélico! Su solidaridad, constancia, abnegación y sobre todo su honradez. 



En el Congreso siempre les hemos reconocido esos dones. Y por tal motivo cada vez que se tramita un proyecto de ley en su beneficio, lo aprobamos por unanimidad. 



Esta iniciativa es legítima y justa. ¡La han ganado!



Sin embargo, algunos sectores de evangélicos acudieron a la Comisión de Gobierno para oponerse a este proyecto; otros ofrecieron alternativas a la norma. Pero la que mejor se encuadró fue la que hoy pretendemos aprobar.



Deseo decir a los evangélicos que, con mucho agrado, apoyaremos esta iniciativa, porque han logrado que Chile, en compensación, les entregue como feriado el 31 de octubre.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, con el establecimiento del 31 de octubre de cada año como Día Nacional de las Iglesias Evangélicas y Protestantes reconocemos el aporte realizado por la Iglesia Evangélica a nuestra sociedad, tanto en lo espiritual como en lo social.



Tenemos que reconocer que ese pueblo se ha ganado día a día un espacio importante en el quehacer social y religioso chileno.



Hace un tiempo se aprobó una iniciativa para consagrar, justamente, la libertad de culto en el país. Y en esa línea se inserta la necesidad de que los evangélicos puedan contar con un día especial para sus celebraciones.



No me cabe la menor duda de que hoy este proyecto va a tener un respaldo unánime, pues busca respetar el legado y el aporte de las distintas iglesias del país y, en este caso, valorar la entrega que el mundo evangélico ha efectuado a nuestra patria.



Voto que sí.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos).



Votaron la señora Matthei y los señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Como se ha aprobado en general, corresponde en seguida realizar la votación particular.



El día de ayer, ante una diferencia surgida respecto de esta materia y a fin de tratarla hoy, los Comités acordaron por unanimidad que, de ser aprobada en general la iniciativa, se fijaría una semana de plazo para presentar indicaciones.



Sobre el particular, prefiero que el señor Secretario precise el aspecto reglamentario, porque hay una norma expresa que nos obliga.



Después, la Mesa va a proponer una fórmula para superar esta situación, en caso de haber ambiente para ello.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La norma a la que alude el señor Presidente es la del artículo 19 del Reglamento, que dice: “Ningún Senador podrá oponerse a los acuerdos adoptados, dentro del marco de su competencia, por la unanimidad de los Comités.



“La oposición que se haga se tendrá por no formulada y no será admitida a debate.”.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- De acuerdo al tenor literal y a un sano criterio, la Mesa recuerda que los Comités son nuestros representantes. Y si nosotros, por unanimidad, estamos dispuestos a rever el acuerdo adoptado por consenso, prima la resolución unánime de la Sala.



En ese evento, si hubiese disposición, podríamos dar sentido lógico a la mencionada norma estatutaria.



¿Habría unanimidad para proceder de esa forma?

El señor PÉREZ VARELA .- Sí.

El señor GÓMEZ.- De acuerdo.

El señor BIANCHI.- Así es.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Por tanto, se revierte el acuerdo de Comités y correspondería votar en particular el proyecto.



--Así se acuerda.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, lo aprobaríamos con la misma votación anterior.



--Se aprueba en particular el proyecto (29 votos), y queda despachado en este trámite.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)------------------(
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo suscrito por los Senadores señores Larraín, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, García, Gómez, Horvath, Longueira, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que tenga a bien constituir una comisión de seguimiento de la crisis financiera internacional.



--Pasa a la Comisión de Hacienda.

TRANSFORMACIÓN DE CASA DE MONEDA 

EN SOCIEDAD ANÓNIMA

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima, con segundo informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (2949-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 8ª, en 8 de abril de 2008.



Informes de Comisión:



Hacienda, sesión 27ª, en 17 de junio de 2008.


Hacienda (segundo), sesión 57ª, en 7 de octubre de 2008.


Discusión:



Sesión 31ª, en 1 de julio de 2008 (se aprueba en general).
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general por la Sala en su sesión de 1° de julio del año en curso.



La Comisión de Hacienda deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 1°, 2°, 4°, 6° a 10, 13 y 16, disposiciones que conservan el mismo texto aprobado en general.





No obstante, a solicitud del Senador señor García, en la Comisión se sometió a votación cada uno de dichos artículos, resultando aprobados con los votos de los Honorables señores Frei, Naranjo y Ominami y las abstenciones de los Senadores señora Matthei y señor García. 



En consecuencia, si bien tales artículos deberían darse por aprobados también en particular, van a ser puestos en discusión y en votación oportunamente por el señor Presidente.



La Comisión efectuó diversas enmiendas al texto despachado en general, las que fueron resueltas por unanimidad, con excepción de seis, las que igualmente serán puestas en discusión y en votación por el señor Presidente cuando corresponda.



Asimismo, cabe hacer presente que los artículos objeto de modificaciones también fueron votados en forma separada, siendo todos ellos aprobados por 3 votos a favor y 2 abstenciones.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado dividido en cuatro columnas, la primera de las cuales transcribe las normas legales relacionadas con el proyecto; la segunda, la iniciativa aprobada en general; la tercera, las enmiendas de la Comisión de Hacienda, y la cuarta y última, el texto que resultaría si la Sala las aprobara.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, pido segunda discusión, porque, dado que varios señores Senadores se han ido a festejar con anticipación el feriado del 31 de octubre, no me parece apropiado que un proyecto de esta envergadura  sea rechazado por falta de quórum.



Adicionalmente, solicito que la iniciativa sea colocada en el primer lugar de la tabla de la próxima sesión ordinaria. 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Su Señoría ha hecho uso de un derecho reglamentario.



Por lo tanto, si le parece a la Sala, se acogerá la proposición formulada por Su Señoría.



--El proyecto queda para segunda discusión y, a menos que exista una iniciativa calificada con “discusión inmediata”, también para ser ubicada en el primer lugar de la tabla de la próxima sesión ordinaria.

)------------------(
El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, también pido segunda discusión para el proyecto de acuerdo que viene a continuación, aprobatorio del Acuerdo entre Chile e Israel sobre actividades remuneradas para familiares del personal de misiones diplomáticas o representaciones consulares. 

El señor GAZMURI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Yo iba a plantear que tal iniciativa y la siguiente se discutieran y se votaran simultáneamente, pues apuntan en el mismo sentido. Así que le pido al Senador señor Vásquez que retire su solicitud de segunda discusión y se acceda a la petición que estoy formulando.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, pedí segunda discusión por entender que no había quórum para votar; pero, como advierto que no es así, retiro mi solicitud.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Entonces, si le parece a la Sala, los asuntos que figuran en la tabla con los números 4 y 5 serán tratados conjuntamente.



--Así se acuerda.

ACUERDOS ENTRE CHILE E ISRAEL Y BÉLGICA SOBRE EJERCICIO

DE ACTIVIDADES REMUNERADAS PARA FAMILIARES

DE PERSONAL DIPLOMÁTICO Y CONSULAR

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Proyectos de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueban los Acuerdos entre los Gobiernos de la República de Chile y el Estado de Israel y el Reino de Bélgica sobre el ejercicio de actividades remuneradas para ciertos miembros de la familia del personal de misiones diplomáticas u oficinas o representaciones consulares, con informes de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el primer proyecto (5757-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 34ª, en 8 de julio de 2008.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores, sesión 57ª, en 7 de octubre de 2008.



--Los antecedentes sobre el segundo proyecto (5854-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 38ª, en 29 de julio de 2008.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores, sesión 57ª, en 7 de octubre de 2008.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo de ambas iniciativas es permitir el libre ejercicio de actividades remuneradas en el Estado receptor, por parte de las personas que se indican, sobre la base de un tratamiento recíproco.


La Comisión de Relaciones Exteriores, teniendo presente que se trata de Convenios de usual estilo entre países amigos, les dio su aprobación, tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Gazmuri, Romero y Pizarro, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En discusión general y particular los dos proyectos de acuerdo.



Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, se trata de dos iniciativas que, como ya dije, apuntan en el mismo sentido, esto es autorizar a las personas que forman parte del grupo familiar de un miembro de una misión diplomática o representación consultar del Estado que envía para dedicarse a actividades remuneradas en el Estado receptor, sobre una base de reciprocidad. 



Chile ha firmado ya varios convenios sobre la misma materia con otros países para corregir una situación que, en mi concepto, constituye prácticamente una rémora de la diplomacia del siglo XIX.



En consecuencia, pido a la Sala que apruebe ambos proyectos de acuerdo.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban en general y en particular los dos proyectos de acuerdo (14 votos), y queda terminada su tramitación legislativa.



Votaron la señora Matthei y los señores Cantero, Chadwick, Escalona, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Naranjo, Núñez, Prokurica, Sabag y Vásquez.

)------------------(

La señora MATTHEI.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.
La señora MATTHEI.- ¿Sería posible votar hoy día el proyecto que otorga beneficios a los funcionarios de la CONAF?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo en tal sentido?

El señor VÁSQUEZ.- ¡No, señor Presidente!

El señor NÚÑEZ.- No estaba en tabla.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Por eso la señora Senadora está solicitando tratarlo ahora. De lo contrario, lo hubiéramos visto.



Solicito la unanimidad para ese efecto.

El señor VÁSQUEZ.- No la doy, señor Presidente.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- No hay unanimidad.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, el proyecto fue acogido por unanimidad en la Comisión de Hacienda. Y lo único que desean los gremios es que sea aprobado por la Sala. Ellos acudieron al Senado a conversar con todos nosotros y lo que se desea es beneficiar a quienes cuentan con salarios más bajos.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Es efectiva la información de la señora Senadora. La solicitud a que se ha hecho mención fue realizada por la totalidad de los gremios. Por eso el proyecto figura aprobado en forma unánime. Y no se necesita unanimidad para tratarlo.



--(Aplausos en tribunas).

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, la única duda que me surge -yo no tengo ningún problema con los gremios; al contrario- es que habría una diferencia sustancial de remuneraciones entre lo que se otorga a los funcionarios de menor rango y lo que percibirán los de mayor jerarquía. Si eso es así, la situación me parece absolutamente injusta y votaría en contra de la iniciativa.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Ofreceré la palabra a los señores Senadores que conocieron del proyecto para que expliquen su contenido.

El señor VÁSQUEZ.- Gracias, señor Presidente.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para discutir la iniciativa?



Acordado.

REFORZAMIENTO DE ESTÍMULOS A DESEMPEÑO DE PERSONAL  DE LA 

CORPORACIÓN NACIONAL FORESTAL

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que refuerza los estímulos al desempeño del personal de la Corporación Nacional Forestal, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6068-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 54ª, en 16 de septiembre de 2008.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 59ª, en 8 de octubre de 2008.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es reforzar los estímulos al desempeño colectivo del personal de la CONAF.



La Comisión de Hacienda discutió el proyecto solo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señora Matthei y señores Frei, García, Letelier y Ominami), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El texto pertinente se consigna en el informe que Sus Señorías tienen a la vista.



Finalmente, cabe señalar que el referido órgano técnico deja constancia de que, en su opinión, la iniciativa debería ser aprobada por la Sala tanto en general cuanto en particular.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, ante todo, debo señalar que el problema que existe con la CONAF es que esta es una Corporación de Derecho Privado y no Público, lo cual significa que muchos de los beneficios que se han otorgado al sector público dicha entidad no los ha recibido. Y si uno compara los sueldos de profesionales, técnicos o trabajadores de la CONAF versus, por ejemplo, los que se perciben en el INDAP o el SAG, puede observar que el personal de aquella institución se encuentra sumamente perjudicado.



Esta iniciativa no soluciona del todo el problema de rezago de remuneraciones que presenta, pero sí las mejora en forma sustancial.



Establece, en primer lugar, una asignación de estímulo a la eficiencia institucional, es decir, los funcionarios quedan sujetos al cumplimiento de metas. Este beneficio se implementa durante tres años y puede llegar, finalmente, hasta un rango de entre 7 y 10 por ciento sobre la suma del sueldo base.



En seguida, describe cómo se fijan las metas; señala que el personal recibirá el 100 por ciento si cumple entre el 90 y el 100 por ciento de ellas, etcétera.



También otorga una asignación de estímulo a la función directiva: Director Ejecutivo, Gerentes, Fiscal y Directores Regionales, porque ellos tampoco perciben el beneficio que se concedió a las demás jefaturas mediante las leyes de modernización del Estado. El monto va desde un 30 hasta un 15 por ciento sobre la suma del sueldo base.



Es indispensable otorgar dicho beneficio, porque es difícil encontrar gente dispuesta a trabajar por los sueldos que se están ofreciendo.

Un tercer estímulo…



Perdónenme, pero no logró encontrar el texto. Es que no lo tenía preparado para hoy.

El señor VÁSQUEZ.- ¡Usted pidió discutir el proyecto, señora Senadora…!

La señora MATTHEI.- Lo sé. Ocurre que es urgente para los trabajadores.



El tercer estímulo tiene que ver, básicamente, con los funcionarios…

El señor VÁSQUEZ.- De la Comisión Chilena de Energía Nuclear.

La señora MATTHEI.- No. Esa es otra cosa.



--(Manifestaciones en tribunas).
La señora MATTHEI.- Me dicen desde las tribunas que se trata de los guardaparques.



¡Muchas gracias!



--(Aplausos en tribunas).

La señora MATTHEI.- ¡Es fantástico!



¡Qué bueno!



¡Este es diálogo ciudadano, señor Presidente!

El señor VÁSQUEZ.- ¡Están legislando desde las tribunas, señor Presidente…!

La señora MATTHEI.- También se concede un estímulo a los trabajadores permanentes -vale decir, a los guardaparques-, que corresponde al 5 por ciento aplicado sobre la suma del sueldo base y de las asignaciones establecidas con anterioridad.



¿Qué sucede en la actualidad? Que los guardaparques reciben prácticamente el salario mínimo, a pesar de que exponen su vida y de que muchas veces deben acudir a lugares remotos. Y con el sueldo que se les paga cuesta realmente conseguir gente dispuesta a cumplir esas labores.



Por eso, señor Presidente, es muy urgente la aprobación de este proyecto. Los funcionarios de la CONAF lo están pasando mal; sus sueldos son muy bajos. Para ellos es superimportante que él sea despachado lo antes posible, porque estos beneficios regirán  a contar del 1° de enero del presente año. Y, por lo tanto, mientras más rápido lo acojamos, ellos podrán recibir antes la cantidad de dinero que se ha ido acumulando durante el 2008.



En consecuencia, no solo pido que la iniciativa sea aprobada ojalá por unanimidad, sino que además que se apruebe en general y en particular.



Gracias.

El señor NARANJO.- ¡Si le parece!

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Es comprensible la dificultad que se le presentó a Su Señoría, porque recién los señores Senadores acaban de recibir el texto comparado. Por ende, no era fácil poder ubicarse.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, ¿me permite plantear una cuestión de Reglamento?

El señor LONGUEIRA.- ¡Procedamos del mismo modo que lo hicimos con el proyecto relacionado con los evangélicos…!

El señor NARANJO.- Votemos antes, señor Presidente.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Senador señor Sabag, el Honorable señor Escalona quiere plantear un asunto de Reglamento.

El señor SABAG.- ¡Cómo no, señor Presidente! Con el mayor agrado, le concedo una interrupción.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, la Subcomisión Mixta N° 3 ha sido convocada para analizar el Presupuesto a partir de las 18:30, y como la presente sesión continúa, dado que después viene la hora de Incidentes, solicito autorización a fin de que ella pueda reunirse.

El señor NARANJO.- ¡Votemos antes!

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Pido a los Senadores señores Gómez y Vásquez permanecer acá porque, de lo contrario, si concurren a la mencionada instancia legislativa, no será posible votar en esta Sala.

El señor LONGUEIRA.- ¡Abra la votación, señor Presidente!

El señor NARANJO.- ¡Sí, ábrala!

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Solicito a Sus Señorías el mismo esfuerzo que pusieron en el proyecto anterior; esto es, renunciar al derecho de intervenir y votar la iniciativa, para que así podamos cumplir con la gente de la CONAF.

El señor NARANJO.- ¡Conforme, señor Presidente!

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- ¿Todos los señores Senadores renuncian al uso de la palabra?



Muy bien.



En votación general el proyecto.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, si se aprueba la idea de legislar, solicito a la Mesa que se fije un plazo muy acotado para presentar indicaciones.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Señora Senadora, la Mesa propone que, de acogerse en general la iniciativa, con la misma votación se apruebe en particular.

La señora MATTHEI.- Conforme, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (15 votos).


Votaron la señora Matthei y los señores Ávila, Cantero, Chadwick, Escalona, Gazmuri, Gómez, Horvath, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Prokurica, Sabag y Vásquez.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Habría que fijar plazo para presentar indicaciones.

La señora MATTHEI.- Se entiende que está aprobado en general y en particular.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No, señora Senadora. La Comisión de Hacienda -según su opinión- propone a la Sala aprobar el proyecto en general y en particular. Sin embargo, reglamentariamente corresponde primero aprobar la idea de legislar, y luego, si no se pide plazo para presentar indicaciones, quedaría aprobado en particular. 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- A menos que la Sala, con la misma votación anterior, estuviera de acuerdo en despacharlo también en particular.



Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, este tema se iba a plantear en reunión de Comités, y tengo entendido que se llegó al acuerdo de aprobarlo en general y en particular.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguro que no, señora Senadora.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Acabo de revisar los acuerdos de Comités y no figura en ellos tal resolución.

La señora MATTHEI.- Entonces, señor Presidente, ruego a usted que fije un plazo…

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Si no hubiere objeción, quedaría aprobado también en particular.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Entonces, entiendo que los señores Senadores no piden plazo para formular indicaciones.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Así es.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En consecuencia, debería darse por aprobado en particular con la misma votación anterior.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Efectivamente.





--Se aprueba en particular el proyecto, con la misma votación con que se acogió la idea de legislar (15 votos).


--(Aplausos en tribunas).

La señora MATTHEI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.
La señora MATTHEI.- Señor Presidente, quiero hacer un reconocimiento al Honorable señor Horvath, quien se preocupó de que la iniciativa se votara hoy.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Muy bien.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

SALUDO A PUEBLO ECUATORIANO POR APROBACIÓN DE NUEVA CONSTITUCIÓN POLÍTICA. PROYECTO DE ACUERDO
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Naranjo, Escalona, Ominami, Muñoz Aburto, Navarro y Núñez.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1114-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 56ª, en 1 de octubre de 2008.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es saludar el proceso democrático desarrollado por el pueblo del Ecuador mediante el cual se aprobó una nueva Constitución Política.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En estos momentos no hay quórum para adoptar acuerdos.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Cuando están trabajando las Comisiones de Presupuestos en paralelo con la Sala, se hace difícil reunir los quórums requeridos. Por eso, en general, no soy partidario de conceder autorizaciones para ello. Pero, en este caso, estaban aquí diversos señores Ministros.



Se llamará a los señores Senadores por cinco minutos.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No hay quórum todavía.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Señores Senadores, han transcurrido los cinco minutos que establece el Reglamento y no hay quórum en la Sala. 


Por consiguiente, corresponde levantar la sesión.



En todo caso, se dará curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)--------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor CANTERO:



A la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, haciéndole presente DEMORA EN CONSTRUCCIÓN DE CASETA SANITARIA PARA BENEFICIARIO DE PROGRAMA DE MEJORAMIENTO DE BARRIOS; al señor Superintendente de Seguridad Social, sobre INCORPORACIÓN DE DON NICOLÁS AGUILAR MARTÍNEZ A CAJA DE COMPENSACIÓN “LA ARAUCANA”; al señor Presidente del Directorio de Televisión Nacional de Chile, solicitándole acoger PLANTEAMIENTOS DE COMUNAS DE OLLAGÜE, SAN PEDRO DE ATACAMA, TALTAL Y TOCOPILLA PARA RECEPCIÓN DE SEÑAL DE TVN-ANTOFAGASTA; al señor Director del Servicio de Salud de la Segunda Región, pidiéndole solución para CONTAMINACIÓN ACÚSTICA POR CONSTRUCCIÓN EN ANTOFAGASTA DE EDIFICIO ÍCONO; al señor Director de la Oficina de Protección Civil y Emergencias de la Segunda Región, para que emita opinión sobre EFECTOS URBANOS DE CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIO ÍCONO EN ANTOFAGASTA; al señor Director de Obras Municipales de la Ilustre Municipalidad de Antofagasta, para que informe acerca de CUMPLIMIENTO DE REQUERIMIENTOS TÉCNICOS EN CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIO ÍCONO; al señor Superintendente del Cuerpo de Bomberos de la Segunda Región, solicitándole informar referente a HERRAMIENTAS DISPONIBLES ANTE EMERGENCIA EN EDIFICIO ICONO, EN ANTOFAGASTA.



De los señores ESPINA, ARANCIBIA, CANTERO, GARCÍA, NOVOA y señora MATTHEI:



Al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, recabando antecedentes sobre OTORGAMIENTO DE RECURSOS A UNIDADES REGIONALES DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS Y TESTIGOS (reiteración de oficio).


Del señor GIRARDI:



A la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, para que informe respecto de diversos aspectos relacionados con AUTORIZACIÓN DE FAENAS A EMPRESA HIDROAYSÉN EN CENTRAL BAKER 1 Y EVENTUAL INFRACCIÓN A RESOLUCIÓN 31 EN SU EJECUCIÓN.
)----------(

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:18.







Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 55ª, ORDINARIA, EN MARTES 30 DE SEPTIEMBRE DE 2.008



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, los señores Ministros del Interior, don Edmundo Pérez Yoma; Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y de Obras Públicas, don Sergio Bitar Chacra.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones cuadragésima novena, especial y quincuagésima, ordinaria, ambas de 9 de septiembre del año en curso; quincuagésima primera, ordinaria, de 10 se septiembre de 2008; quincuagésima segunda y quincuagésima tercera, ambas especiales, de 11 de septiembre del año en curso, que no han sido observadas. 



El acta de la sesión quincuagésima cuarta, ordinaria, de 16 de septiembre de 2008, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Catorce de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los nueve primeros, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Girardi y Gómez, que interpreta el artículo 93 del Código Penal, excluyendo de la extinción de la responsabilidad penal, por amnistía, indulto o prescripción, a los crímenes y simples delitos que constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra, contemplados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes (Boletín N° 5.918-07).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza la construcción de bienes urbanos sin recepción definitiva destinados a equipamiento de deporte y salud (Boletín Nº 4.304-14).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima (Boletín Nº 2.949-05).


5.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Boletín N° 4.716-07).


6.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (Boletín N° 3.562-06).



8.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (Boletín N° 3.436-07).



9.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz (Boletín N° 5.068-10).


Con el décimo, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios (Boletín N° 5.315-05).


-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el siguiente, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea nueva Circunscripción Senatorial y Dirección Regional del Servicio Electoral de Arica y Parinacota (Boletín N° 5.432-06).



Con los tres últimos, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 5.458-07).


2.- Proyecto de ley que establece nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos (Boletín N° 5.887-06).


3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil, estableciendo que el apellido de la madre anteceda al del padre (Boletines números 3.810-18 y 4.149-18, refundidos).



-- Se tiene presente las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, por el período que se indica, a los señores Alejandro Ferreiro Yazigi, Roberto Guerrero Valenzuela, Juan Pablo Olmedo Bustos y Raúl Urrutia Ávila (Boletín N° S 1.113-05) (con la urgencia prevista en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado, con las modificaciones que indica, el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz (Boletín N° 5.068-10) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Queda para Tabla.



Con los tres siguientes, informa que ha prestado su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica el artículo 104 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, para permitir que la persona que se enferme en sus vacaciones pueda hacer uso de su licencia médica (Boletín N° 5.709-06).



2.- Proyecto de ley que perfecciona el derecho a renta vitalicia de los ascendientes o descendientes que hubieren vivido con el voluntario bombero fallecido en actos de servicio (Boletín N° 6.104-22).



-- Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



3.- Proyecto de ley que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el quinto, remite el Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2009 (Boletín N° 6.116-05).



Asimismo, para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que dicho Mensaje fue recibido, en esa Corporación, el día 29 de septiembre del año en curso.



-- Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



Con el último, comunica la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Especial que deberá informar el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2009.



-- Se toma conocimiento.



Once del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la sentencia dictada respecto del proyecto de ley que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares (Boletín Nº 4.975-14).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con los diez siguientes, remite copia autorizada de igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de los siguientes preceptos: artículo 161 del Código Tributario; incisos primero y segundo del artículo 45 del Título IV “De la Declaración de Quiebras”, del Código de Comercio y del inciso segundo del artículo 26 de la Ley de Timbres y Estampillas; artículo 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud; inciso cuarto del artículo 104 de la Ley General de Bancos y artículo 1.891 del Código Civil.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señor García, señora Matthei y señores Arancibia, Espina, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Romero, referido a la intervención de funcionarios públicos en el proceso de elecciones internas del Partido Socialista de Chile.



Dos del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con los que contesta igual número de oficios cursados en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativos a los robos de que han sido objeto los comerciantes del sector centro de la ciudad de Victoria y a los delitos de abigeato cometidos en esa comuna y en las de Ercilla y Collipulli.



Cinco del señor Ministro del Interior, con los que responde igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath -al segundo de los cuales adhirió el Honorable Senador señor Zaldívar- referidos al cierre, en Puerto Aysén, de la planta de la empresa Salmones Antártica; a la situación producida en la XI Región producto de los sismos que se iniciaron en enero de 2007 en la falla geológica denominada “Istmo de Ofqui-Liquiñe”; a la adopción de medidas ante los efectos de la catástrofe de Palena; a la implementación de una red de monitoreo volcánico a lo largo del país, y a la ampliación del período de Zona de Emergencia en la Región de Aysén.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Romero, acerca de información sobre diversos aspectos del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo y del Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo.



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, referido a medidas que eviten que el aumento del gasto público eleven excesivamente las tasas de interés.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Orpis, en que se agradece la labor de asistencia desarrollada por el Gobierno con motivo del accidente que afectó a una delegación de estudiantes del Colegio Cumbres de Santiago.



De la señora Ministra de Educación, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al atraso en la entrega de textos escolares gratuitos.



Tres del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social:



Con el primero, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Letelier, acerca de los horarios máximos de jornada de los conductores de los vehículos del Transantiago.



Con el segundo, contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor García, respecto del pago del bono extraordinario que concedió a los pensionados la ley N° 20.269.



Con el tercero, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al seguro de cesantía.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de los problemas que ha enfrentado la Motonave Don Baldo, que cubre el tramo entre Quellón y Puerto Chacabuco.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la concesión de la “Ruta de la Madera”.



Cuatro de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero, responde un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la adopción de medidas ante la catástrofe de Palena.



Con el segundo, da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Frei, acerca de la situación que afecta a don Julio Enrique Huichal.



Con el tercero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, respecto de las medidas para limpiar y encauzar el caudal del río Blanco.



Con el cuarto, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los problemas que afectan a las personas que viven en Pedro de Valdivia Bajo -comuna de Concepción- que participan en el Programa “Quiero mi Barrio”.



Tres de la señora Ministra de Agricultura:



Con los dos primeros, da respuesta a igual número de oficios expedidos en nombre del Honorable Senador señor Espina, a los cuales adhirió el Honorable Senador señor García, referidos a la disminución del presupuesto del Programa de Recuperación de Suelos Degradados y a las barreras sanitarias a la papa.



Con el tercero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la distribución de alimento concentrado a las comunidades y agricultores afectados por la sequía.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de los propietarios del área hacia la cual se podría ampliar Chaitén.



Dos de la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la denuncia sobre corta ilegal de bosque nativo protegido en Aysén, por parte de la empresa Energía Austral.



Con el segundo, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo al problema de contaminación que afecta a los valles de Huelehueico y Manzanares, ubicados en la comuna de Renaico, Región de La Araucanía.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante el cual contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de estudiar una fórmula de subsidio a la operación de la energía eléctrica en favor de la Municipalidad de Las Guaitecas.



De la señora Subsecretaria de Carabineros, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a un informe financiero acerca de la permanencia de efectivos policiales en la comuna de Tirúa.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de la Región del Bío Bío, con el que contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a los problemas que se han producido en Concepción debido al abandono de la vía férrea.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Educación de la Región de Antofagasta, con el que responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, respecto de los actos de violencia escolar en la Escuela Victoriano Quinteros Soto, de Taltal.



Dos del señor Director de Presupuestos, con los que da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos al retraso en el pago de los compromisos financieros del Servicio Regional de Vivienda y Urbanismo.



De la señora Directora Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la implementación de una Red de Monitoreo Volcánico a lo largo del país.



Tres del señor Coordinador General de Transportes de Santiago:



Con el primero, responde un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Letelier, acerca de los horarios máximos de jornada de los conductores de los vehículos del Transantiago.



Con el segundo, da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Novoa, referido al pago del arriendo de los vehículos contratados para atender al Transantiago por parte de la empresa de buses “Gran Santiago”.



Con el tercero, contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República, que instruya a los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, de Obras Públicas y de Vivienda y Urbanismo, para que adopten las medidas necesarias para que se construyan ciclovías en las calles o avenidas segregadas para la locomoción colectiva (Boletín N° S 1.039-12).



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo  a los reiterados delitos de los que han sido objeto los vecinos de la comuna de Ercilla.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Allamand, que establece estándares mínimos de desempeño energético de los artefactos eléctricos que se comercialicen en el territorio nacional (Boletín N° 5.967-08).



-- Queda para Tabla.
Mociones



De los Honorables Senadores señores Vásquez, Bianchi y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de reforma constitucional en materia de vacancia del cargo de diputados y senadores (Boletín N° 6.117-07).



Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que propone un mecanismo para el reemplazo de los parlamentarios independientes en caso de vacancia de su cargo (Boletín N° 6.118-07).



-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
_____________

RECIBIMIENTO A DELEGACIÓN DEL 

CONGRESO 

DE LA 

REPÚBLICA DEL PERÚ 



El señor Presidente anuncia la visita delegación del Congreso de la República del Perú, presidida por don Javier Velásquez Quesquén y, seguidamente, hace uso de la palabra.



A continuación, hace uso de la palabra Su Excelencia el Presidente del Congreso de la República del Perú, don Javier Velásquez Quesquén.



Posteriormente, el señor Secretario General señala que el señor Presidente del Congreso de la República del Perú ha solicitado dar lectura a la siguiente resolución:



“Consejo de la Medalla de Honor del Congreso de la República del Perú


Resolución N° 005-2008-2009-P/CMHCRP


Considerando:



Que el Consejo de la Medalla de Honor del Congreso de la República del Perú, en su sesión del 5 de setiembre de 2008, acordó conceder la condecoración de la Medalla de Honor del Congreso de la República, en el grado de Gran Cruz, al señor Adolfo Zaldívar Larraín, Presidente del Senado de la República de Chile;



Se resuelve:



Otorgar la Medalla de Honor del Congreso de la República del Perú, en el grado de Gran Cruz, al señor Adolfo Zaldívar Larraín, Presidente del Senado de la República de Chile, como expresión de fortalecimiento de las relaciones entre el Congreso de la República del Perú y el Senado de la República de Chile; extender el diploma correspondiente e imponer la insignia de la condecoración en la oportunidad que se señale.



Regístrese, comuníquese y archívese.



Dada en Lima, en el Congreso de la República, a los veintinueve días del mes de setiembre de dos mil ocho.



Javier Velásquez Quesquén



Presidente del Congreso de la República y del Consejo de la Medalla de Honor del Congreso de la República del Perú.



Santiago Fujimori Fujimori



Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores del Congreso de la República y Secretario del Consejo de la Medalla de Honor del Congreso de la República del Perú”.



A continuación, el señor Presidente del Congreso de la República del Perú impone al señor Presidente del Senado, la condecoración de la Medalla de Honor del Congreso de la República del Perú, en el grado de Gran Cruz.



Seguidamente, hace uso de la palabra el señor Presidente y anuncia que se suspenderá la sesión por unos minutos para despedir al señor Presidente del Congreso de la República del Perú.



Se suspende la sesión a las 16:50 horas.



Se reanuda la sesión a las 17:04 horas.

_____________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, acordaron lo siguiente:



Fijar nuevos plazos para presentar indicaciones respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas, y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (Boletín Nº 3.778-18), hasta las 12 horas del día lunes 13 de octubre del año en curso.



2.- Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece medidas contra la discriminación (Boletín Nº 3.815-07), hasta las 12 horas del día lunes 13 de octubre del presente año. En este último caso, las indicaciones deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
- - -



Seguidamente, el señor Presidente recaba el acuerdo unánime de la Sala para autorizar el ingreso a ella del señor Subsecretario de Obras Públicas.



La Sala no da su acuerdo, por oposición del Honorable Senador señor Navarro.
______________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Obras Públicas e informe de la 

Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Obras Públicas e informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín N° 5.172-09, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Obras Públicas, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 2º, 3º, 4º y 5º. 



II.- Numerales del artículo 1º que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 3, 4, 7 (pasó a ser 8), 13 (pasó a ser 15), 17 (pasó a ser 20),  y 18 (pasó a ser 21).



III.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1 a.-, 5 a.-, 6 a.-, 6 c.-, 7 a.-, 7 b.-, 19 b.- y  26 x.-. 



IV.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 6 b.-, 7 c.-, 17 x.-, 18, 19 a.-, 25 a.-, 26 xx.-, 28 a.-,  44 a.-, 48 x.-, 48 xx.- y 48 c.-. 



V.- Indicaciones rechazadas:  5,  6,  9,  10, 17, 17 a.-, 17 b.-, 17 c.-, 19, 20 a.-, 21 a.-, 22, 24, 25, 26 a.-, 28, 32, 33 a.-, 35, 36, 37, 39, 40 a.-, 41, 42, 44, 47, 48, 48 a.- y 48 b.-. 



VI.- Indicaciones retiradas: 1, 2, 3, 4, 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 20, 21, 23, 26, 27, 29, 30, 31, 33, 34, 38, 40, 43, 45, 46. 49, 50, 51 y 52.



VII.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.



El señor Secretario General añade que la Comisión de Obras Públicas propone aprobar el texto despachado en general con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1º

Nº 1)

Artículo 1º

---Reemplazarlo por el siguiente:


“1) Sustitúyese el artículo 1°, por el siguiente:


“Artículo 1°.- La ejecución, reparación, conservación o explotación de obras públicas fiscales, por el sistema establecido en el artículo 87 del decreto supremo N° 294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, las licitaciones y concesiones que deban otorgarse, ya se trate de la explotación de las obras y servicios; del uso y goce sobre bienes nacionales de uso público o fiscales, destinados a desarrollar las áreas de servicios que se convengan; de la provisión de equipamiento o la prestación de servicios asociados, se regirán por las normas establecidas en el presente decreto con fuerza de ley, su reglamento y las bases de la licitación de cada contrato en particular, que el Ministerio de Obras Públicas elabore al efecto.


Las concesiones que se otorguen contemplarán la obligación del concesionario de cumplir, durante toda la vigencia de la concesión, con los niveles de servicio, estándares técnicos o ambos, establecidos en las respectivas bases de licitación, para las diferentes etapas y condiciones de la concesión.”.”.

Nº 2)

Artículo 1º bis

--- Sustituir el inciso cuarto del artículo 1º bis propuesto, por el siguiente:


“El Consejo estará integrado además por tres especialistas en evaluación social e ingeniería de proyectos, con experiencia profesional en las áreas en que se desarrolle el programa de concesiones, quienes no podrán ser funcionarios públicos ni personas relacionadas con empresas concesionarias de obras públicas. Su nombramiento corresponderá al Presidente de la República y será efectuado a partir de una nómina de cinco postulantes confeccionada por el Consejo de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, mediante concurso público de antecedentes, fundado en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias. En el marco del concurso, el Consejo de Alta Dirección Pública deberá constatar la idoneidad de los profesionales elegidos y la ausencia de inhabilidades e incompatibilidades que les afecten. El concurso deberá cumplir con el procedimiento establecido en el Reglamento de esta ley y desarrollarse en un plazo máximo de 60 días corridos. Estos especialistas durarán cuatro años en sus funciones, se irán renovando parcialmente de conformidad al procedimiento establecido en el Reglamento, y les serán aplicables las normas sobre inhabilidades e incompatibilidades administrativas establecidas en los artículos 54, 55 y 56 de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado. Los referidos especialistas tendrán derecho a percibir un honorario mensual de 10 Unidades Tributarias Mensuales. Además, percibirán por su asistencia a cada sesión del Consejo, un honorario de 30 Unidades Tributarias Mensuales, con un tope total máximo al mes de 60 Unidades Tributarias Mensuales.”.


--- Reemplazar, en el inciso sexto del artículo 1º bis propuesto, las letras c) y d), por las siguientes:


“c) Determinar que un proyecto de iniciativa privada sea ejecutado con un mecanismo distinto al de concesiones de acuerdo al artículo 2° de esta ley;


d) Dictar las bases de licitación, en cuyo caso el informe del Consejo de Concesiones deberá pronunciarse sobre el modelo económico financiero de las bases y la conveniencia social de la licitación, debiendo considerar la evaluación social del proyecto aprobada por el organismo de planificación competente;”.


--- Agregar, a continuación de la letra i) del artículo 1º bis propuesto, la siguiente letra j), nueva, suprimiendo en la letra h), la expresión “e,” y sustituyendo el punto final (.) de la letra i), por “, y”:


“j) Poner término anticipado a la concesión conforme al artículo 28 bis de esta ley.”.

Nº 5)

Artículo 6º bis


---Reemplazarlo por el siguiente:


“5) Introdúcese el siguiente artículo 6° bis, nuevo:


“Artículo 6º bis.- El Ministerio de Obras Públicas podrá efectuar un llamado a precalificación de licitantes a fin de seleccionar, mediante un proceso compuesto por una o varias etapas, a los interesados que cumplan con los requisitos uniformes, objetivos y razonables que se establezcan en las respectivas bases de precalificación, los que podrán referirse a aspectos jurídicos, de capacidad financiera o técnica, de experiencia, resultados en otras obras encargadas en el pasado y responsabilidad del interesado o de sus personas relacionadas. 


Además, tratándose de proyectos de iniciativa pública o privada que sean multifuncionales y que revistan un elevado grado de complejidad, tales como cárceles, hospitales, autopistas urbanas u otros similares, el llamado a precalificación podrá destinarse a seleccionar una cantidad limitada de interesados, exigiéndoseles en las bases de precalificación otros requisitos objetivos y necesarios para participar en proyectos de esta naturaleza, en tanto no constituyan elementos arbitrarios y resguarden la igualdad de trato entre los participantes de este proceso. Asimismo, las bases de precalificación podrán contemplar un procedimiento y un período de tiempo para que los precalificados propongan al Ministerio de Obras Públicas las mejoras, adiciones o ajustes que estimen conveniente incluir en el diseño del proyecto definitivo, mediante presentaciones que tendrán carácter público. Durante dicho procedimiento, dentro del plazo establecido en las bases de precalificación, los precalificados y el Ministerio de Obras Públicas podrán formularse consultas y solicitudes de aclaración. El Ministerio de Obras Públicas podrá solicitar al efecto la realización de estudios adicionales, los que se regirán por lo establecido en el inciso siguiente. Con todos estos antecedentes, el Ministerio de Obras Públicas podrá perfeccionar y armonizar los niveles de servicio y estándares técnicos del proyecto. El Ministerio de Obras Públicas, dentro del plazo fijado en las bases de precalificación, comunicará los contenidos adicionales o ajustes que serán incorporados en las bases de licitación.


Las bases de precalificación podrán establecer que los precalificados concurran por partes iguales al financiamiento de los estudios que el Ministerio de Obras Públicas considere necesarios para elaborar las bases de licitación, individualizando los estudios y su valor. La realización de tales estudios deberá ser contratada por el Ministerio de Obras Públicas a entidades independientes, con competencia en la materia de que se trate.


El Ministerio de Obras Públicas elaborará las bases de licitación dentro del plazo establecido en las bases de precalificación, y procederá a la selección del adjudicatario con arreglo a lo dispuesto en el artículo 7º de esta ley y sus normas complementarias.


El adjudicatario de la licitación deberá reembolsar a los licitantes el monto aportado por éstos para el financiamiento de los estudios que se hubieren contratado de conformidad a lo previsto en el inciso tercero de este artículo, en la forma, modo y plazo establecidos en las bases de precalificación. Dicho reembolso será de cargo del Ministerio de Obras Públicas si éste se desistiere de la licitación una vez efectuada la precalificación o declarare desierta la licitación por razones fundadas.”.

- - -

Nº 6), nuevo

Artículo 7º


Contemplar, a continuación del Nº 5), el siguiente Nº 6), nuevo:


“6) Sustitúyese el literal “l)” del artículo 7°, por el siguiente: 


“l) ingresos totales de la concesión calculados de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación. Este factor de licitación no podrá ser utilizado en conjunto con ninguno de los factores señalados en las letras a), b) o i) anteriores.”.”.

- - -

Nº 6)

Artículos 19 y 20


---Ha pasado a ser Nº 7), con las siguientes modificaciones:

Artículo 19


---Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 19.- El concesionario podrá solicitar compensación en caso de acto sobreviniente de autoridad pública que así lo justifique, sólo cuando, copulativamente, cumpla los siguientes requisitos: el acto se produzca con posterioridad a la adjudicación de la licitación de la concesión; no haya podido ser previsto al tiempo de su adjudicación; no constituya una norma legal o administrativa, dictada con efectos generales que excedan el ámbito de la industria de la concesión de que se trate y altere significativamente el régimen económico del contrato.


La inversión del concesionario para cumplir con los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación y en el contrato de concesión no será susceptible de compensación económica adicional a la considerada en dichos instrumentos, salvo para los casos excepcionales en que así se hubiere previsto en las bases de licitación.


El Ministerio de Obras Públicas podrá modificar las características de las obras y servicios contratados a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, o por otras razones de interés público debidamente fundadas. Como consecuencia de ello, deberá compensar económicamente al concesionario, cuando corresponda, por los costos adicionales en que éste incurriere por tal concepto.


Las bases de licitación establecerán el monto máximo de la inversión que el concesionario podrá estar obligado a realizar en virtud de lo dispuesto en el inciso precedente, así como el plazo máximo dentro del cual el Ministerio podrá ordenar la modificación de las obras en concesión. En todo caso, el monto máximo de estas nuevas inversiones no podrá exceder el quince por ciento del presupuesto oficial de la obra, ni podrá ser requerida en una fecha posterior al cumplimiento de la mitad del plazo total de la concesión, salvo los casos de expreso acuerdo por escrito con la sociedad concesionaria.


Sin perjuicio de lo anterior, si el valor de estas inversiones durante la etapa de explotación excediera el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra y ello correspondiere a una suma superior a cien mil unidades de fomento, su ejecución deberá ser licitada por el concesionario, bajo la supervisión del Ministerio de Obras Públicas, en la forma que establezca el Reglamento, en cuyo caso el valor de las inversiones que se compensarán al concesionario será el que resulte de la licitación, a lo que se sumará un monto adicional de mínimo un dos por ciento y máximo un cuatro por ciento a título de costos de administración del contrato, porcentaje que será decreciente en función de la magnitud de la obra. El Ministerio tendrá un plazo de 60 días para aprobar o manifestar sus observaciones a las bases de licitación respectivas, contado desde la recepción de éstas. Transcurrido ese plazo sin que el Ministerio se haya pronunciado, se entenderán aceptadas. Con todo, por razones fundadas, contenidas en las bases de licitación, podrá establecerse una excepción a la obligatoriedad de la licitación de las obras adicionales en las condiciones anteriormente descritas.


Las compensaciones económicas referidas en los incisos anteriores de este artículo, deberán expresarse en los siguientes factores: subsidios entregados por el Estado, pagos voluntarios efectuados directamente al concesionario por terceros a quienes les interese el desarrollo de la obra, modificación del valor presente de los ingresos totales de la concesión, alteración del plazo de la concesión, modificación de las tarifas u otro factor del régimen económico de la concesión pactado. Se podrán utilizar uno o varios de esos factores a la vez.


En el caso de los incisos tercero, cuarto y quinto de este artículo, el cálculo de las compensaciones y el ajuste de los parámetros mencionados en el inciso anterior, deberá siempre efectuarse de manera tal de obtener que el valor presente neto del proyecto adicional sea igual a cero, todo ello considerando la tasa de descuento aplicable y el efecto económico que el proyecto adicional pueda tener en el proyecto original, incluido el mayor riesgo que pueda agregar al mismo. La tasa de descuento aplicable será calculada sobre la base de la tasa de interés promedio vigente para instrumentos de deuda consistentes con el plazo de la inversión, ajustada por el riesgo relevante del proyecto adicional y por el que corresponda a los mecanismos de indemnización que se apliquen. Si existiera discrepancia sobre la tasa de descuento aplicable, las partes podrán recurrir a los órganos establecidos en los artículos 36 y 36 bis. Para estos efectos, se entiende por proyecto adicional el derivado directamente de la modificación de las características de las obras y servicios contratados.


Todas las modificaciones al contrato original para incluir obras adicionales, que separada o conjuntamente superen el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra, siempre que tal porcentaje corresponda a una suma igual o superior a cien mil unidades de fomento, deberán contar con un informe de la respectiva Dirección del Ministerio de Obras Públicas sobre el impacto de la modificación en los niveles de servicio originalmente comprometidos, en la valoración de las inversiones a realizar, y en el respeto de la proporcionalidad y equivalencia de las prestaciones económicas mutuas y de las estructuras y niveles tarifarios previstos en el contrato de concesión.


Las modificaciones que se incorporen a la concesión en virtud de lo dispuesto en este artículo se harán por decreto supremo fundado del Ministerio de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda.”.

Artículo 20


--- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 20.- El Ministerio de Obras Públicas y el concesionario podrán acordar la modificación de las características de las obras y servicios contratados a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, mediante la suscripción del correspondiente convenio complementario al contrato de concesión.


Las bases de licitación establecerán el monto máximo de la inversión que el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario podrán establecer de común acuerdo, así como el plazo máximo dentro del cual podrán realizarse modificaciones a las obras en concesión. En todo caso, el monto máximo de estas nuevas inversiones en la etapa de construcción, no podrá exceder el veinticinco por ciento del presupuesto oficial de la obra. Con todo, durante la etapa de explotación, cuando el valor de estas inversiones exceda el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra y ello corresponda a una suma igual o superior a cien mil unidades de fomento, su ejecución se efectuará de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero y siguientes del artículo precedente. Esta restricción no se aplicará para nuevas inversiones que sean financiadas íntegramente por el concesionario y que no den lugar a compensaciones.


Las compensaciones que se acordaren en favor del concesionario se regirán íntegramente por lo dispuesto en los incisos sexto y séptimo del artículo 19 de esta ley.


La aprobación del respectivo convenio complementario se hará mediante decreto supremo fundado del Ministerio de Obras Públicas, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, previo informe de la respectiva Dirección sobre el impacto de la modificación en los niveles de servicio originalmente comprometidos, en la valoración de las inversiones a realizar, y en el respeto de la proporcionalidad de las prestaciones económicas mutuas y de las estructuras y niveles tarifarios previstos en el contrato de concesión.”.

Nº 7)

Artículo 21


--- Ha pasado a ser Nº 8), sin enmiendas.

Nº 8)

Artículo 22

--- Ha pasado a ser Nº 9), sustituyéndose el inciso tercero propuesto agregar al Nº 2 del artículo 22, por el siguiente:


“Las controversias que se susciten entre el concesionario y los contratistas o entre éstos y sus subcontratistas, con motivo de la aplicación, interpretación o ejecución de los contratos celebrados entre ellos con ocasión de la ejecución de la obra, podrán ser conocidas y resueltas por árbitros que determinarán sus normas de procedimiento, garantizando siempre un justo y racional procedimiento o debido proceso y pronunciarán sentencia definitiva con aplicación estricta de la ley; en tal caso, los árbitros sólo podrán ser designados, de común acuerdo por las partes, de entre aquéllos que formen parte de una entidad de mediación, conciliación y arbitraje existente en el país o, en su defecto, se desempeñará como árbitro quien fuere designado conforme a lo dispuesto en el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales.”.

Nº 9)

Artículo 28


--- Ha pasado a ser Nº 10), remplazándose los incisos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 28 propuesto, por los siguientes:


“Artículo 28.- La declaración de incumplimiento grave del contrato de concesión deberá ser solicitada, fundándose en alguna de las causales establecidas en el respectivo contrato o bases de licitación, por el Ministerio de Obras Públicas, a la Comisión Arbitral establecida en el artículo 36 bis de esta ley.


Declarado el incumplimiento grave del contrato por la Comisión Arbitral, el Ministerio de Obras Públicas procederá a designar un interventor, que sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión, siéndole aplicables las normas del artículo 207, números 1 al 5 del Libro IV del Código de Comercio. Este interventor responderá de culpa levísima.


Dentro del plazo de 120 días, contados desde la declaración del incumplimiento grave, el Ministerio de Obras Públicas, previa aprobación del Ministerio de Hacienda, determinará si se procederá a licitar públicamente el contrato de concesión por el plazo que le reste.


El proceso de licitación, en caso que se optare por ella, deberá efectuarse dentro del plazo de 90 días desde que se determine que se relicitará el contrato, y el monto recaudado producto de ella será de propiedad del concesionario original, sin perjuicio de lo señalado en el inciso sexto de este artículo. Las bases de la licitación deberán establecer los requisitos que habrá de cumplir el nuevo concesionario los que, en ningún caso, podrán ser más gravosos que los impuestos al concesionario original. En el primer llamado a licitación, el mínimo de las posturas no podrá ser inferior a los dos tercios de la deuda contraída por el concesionario. A falta de interesados se efectuará una segunda licitación, sin mínimo, en un plazo de 90 días contados desde la fecha en que se haya declarado desierta la primera licitación.


Si se determinare no licitar públicamente el contrato de concesión por el plazo que le reste, el Ministerio de Obras Públicas, sin perjuicio de lo señalado en el inciso sexto de este artículo, deberá pagar al concesionario el valor de las inversiones necesarias para la prestación del servicio, que efectivamente hayan sido realizadas por el concesionario, y que no hayan sido amortizadas, más los costos financieros normales acreditados de tales inversiones, incluidos los reajustes e intereses devengados hasta el momento en que se haga efectivo el pago. El monto del pago será fijado por acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario, previa aprobación del Ministerio de Hacienda, dentro de los 60 días siguientes a la fecha en que se haya determinado la relicitación del contrato. A falta de acuerdo, total o parcial, la determinación del monto controvertido del pago será llevado a la recomendación del Panel Técnico establecido en el artículo 36, dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo establecido para fijar el monto por mutuo acuerdo. Si la recomendación no fuese acogida por las partes, el monto será fijado por la Comisión Arbitral, conforme al procedimiento del artículo 36 bis, siempre que el concesionario requiera por escrito su intervención dentro de un plazo de 10 días contados desde la notificación de la recomendación del Panel Técnico. Si se produjere acuerdo en un monto parcial, la forma de pago de ese monto podrá ser acordada inmediatamente por escrito, previa aprobación del Ministerio de Hacienda, reservándose el conocimiento de lo disputado para la Comisión Arbitral. No habiéndose alcanzado acuerdo, si el concesionario no recurriere al Panel Técnico, o a la Comisión Arbitral dentro de los plazos establecidos en este inciso, se entenderá aceptado por el concesionario el monto más alto que el Ministerio de Obras Públicas le hubiere ofrecido en la forma contemplada en el Reglamento durante el curso de la negociación.”.

- - -

Nº 11), nuevo

Artículo 28 bis


Intercalar, a continuación del Nº 9), que pasó a ser Nº 10), el siguiente Nº 11), nuevo:


“11) Agrégase el siguiente artículo 28 bis nuevo:


“Artículo 28 bis.- Si el interés público así lo exigiere, el Presidente de la República, previo informe del Consejo de Concesiones y mediante decreto fundado del Ministerio de Obras Públicas, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, podrá poner término anticipado a la concesión cuando un cambio de circunstancias hiciere innecesaria la obra o servicio para la satisfacción de las necesidades públicas, o demandare su rediseño o complementación de tal modo que las inversiones adicionales necesarias para adecuar la obra a las nuevas condiciones superen el veinticinco por ciento del presupuesto inicial de la obra. Esta potestad podrá ejercerse exclusivamente durante la etapa de construcción.


El decreto supremo que declare el término anticipado, señalará el plazo y condiciones en que el concesionario deberá hacer entrega de la obra al Ministerio de Obras Públicas.


A menos que las bases de licitación establecieren una fórmula de cálculo diferente, el concesionario tendrá derecho a una indemnización equivalente al valor de las inversiones necesarias conforme al contrato para la prestación del servicio, que efectivamente se hayan realizado por el concesionario, excluidos los gastos financieros, llevado a valor futuro al momento en que se acuerde el pago. A ello se adicionará el treinta por ciento del valor presente de los beneficios netos esperados del negocio concesionado, multiplicado por la fracción de la inversión del proyecto realizada por el concesionario hasta la fecha de interrupción de ésta. 


Al monto total del pago acordado, se sumarán los reajustes e intereses correspondientes hasta la fecha en que se haga efectivo este pago. 


Para la determinación del valor futuro de las inversiones realizadas y del valor presente de los beneficios netos del negocio concesionado, se considerará la tasa de costo de capital ponderado relevante para el negocio de acuerdo con los criterios definidos al efecto en las bases de licitación.  


El monto de la indemnización será fijado por acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario, y aprobado por el Ministerio de Hacienda, dentro de los 60 días siguientes a la fecha de publicación del decreto respectivo. 


A falta de acuerdo total o parcial, sobre el monto de la indemnización o de cualquiera de sus factores de cálculo, la  controversia será llevada a la recomendación del Panel Técnico establecido en el artículo 36, dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo establecido para fijar el monto por mutuo acuerdo. Si la recomendación no fuese acogida por las partes, la controversia será resuelta por la Comisión Arbitral, conforme al procedimiento del artículo 36 bis, siempre que el concesionario requiera por escrito su intervención dentro de un plazo de 10 días contado desde la notificación de la recomendación del Panel Técnico. Si se produjere acuerdo en un monto parcial, la forma de pago de ese monto podrá ser acordada inmediatamente por escrito, reservándose el conocimiento de lo disputado para la Comisión Arbitral. No habiéndose alcanzado acuerdo , si el concesionario no recurriere al Panel Técnico, o a la Comisión Arbitral dentro de los plazos establecidos en este inciso, se entenderá aceptado por el concesionario el monto más alto que el Ministerio de Obras Públicas le hubiere ofrecido en la forma contemplada en el Reglamento durante el curso de la negociación.


La terminación anticipada de la concesión hará exigibles los créditos garantizados con la prenda establecida en el artículo 43, los que se harán efectivos sobre la indemnización recibida por el concesionario con preferencia a cualquier otro crédito.


Cuando correspondiere, el Ministerio de Obras Públicas, previo informe del Consejo de Concesiones, determinará si el proyecto reformulado será nuevamente entregado en concesión o ejecutado en la forma establecida en el artículo 86 del decreto con fuerza de ley N° 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas.  Habiéndose puesto término anticipado a la concesión por un cambio de circunstancias que demandare su rediseño o complementación a través de inversiones adicionales que superen el veinticinco por ciento del presupuesto inicial de la obra, y siempre que el Ministerio de Obras Públicas resuelva ejecutarla dentro de los tres años siguientes a la fecha del término anticipado, el proyecto reformulado deberá entregarse en concesión mediante licitación pública.”.”.

Nº 10)

Artículo 29


--- Ha  pasado  ser Nº 12), con la sola enmienda de sustituir en el inciso tercero del artículo 29 propuesto la expresión “artículo 36” por “artículo 36 bis”.

Nº 11)

Artículo 30


--- Ha pasado a ser Nº 13), reemplazado por el siguiente:


“13) Modifícase el artículo 30, de la siguiente forma:


a) Sustitúyase la expresión “conciliadora” por “arbitral”. 


b) Reemplázase la referencia al artículo “36” por “36 bis”.”.


c) Elimínase el número 1, pasando los actuales números 2 y 3 a ser números 1 y 2, respectivamente.

Nº 12)

Artículo 30 bis, nuevo


--- Ha pasado a ser Nº 14), sin enmiendas.

Nº 13)


--- Ha pasado a ser Nº 15), sin modificaciones.

Nº 14)

Artículo 36


--- Ha pasado a ser Nº 16), con la sola enmienda de reemplazar el artículo 36 propuesto, por el siguiente:


“Artículo 36.- Las discrepancias de carácter técnico o económico que se produzcan entre las partes durante la ejecución del contrato de concesión, podrán someterse a la consideración de un Panel Técnico a solicitud de cualquiera de ellas. 


El Panel Técnico, que no ejercerá jurisdicción, deberá emitir, de acuerdo con el procedimiento público establecido en el Reglamento, una recomendación técnica, debidamente fundada, dentro de un plazo de 30 días corridos, prorrogable por una vez, contado desde la presentación de la discrepancia. La recomendación será notificada a las partes y no tendrá carácter vinculante para ellas.


La recomendación del Panel no obstará a la facultad del concesionario para accionar posteriormente ante la Comisión Arbitral o la Corte de Apelaciones de Santiago, aunque la controversia recaiga sobre los mismos hechos. En tal caso, la recomendación podrá ser considerada por la Comisión Arbitral o la Corte de Apelaciones como un antecedente para la dictación de su sentencia.


Podrán someterse a la consideración del Panel Técnico las discrepancias que se produzcan en relación con:


1.- La evaluación técnica y económica de las inversiones realizadas por el concesionario, de su estado de avance, de sus costos y plazos, conforme a los niveles de servicios y estándares técnicos establecidos para la respectiva concesión. 


2.- La determinación de la existencia de costos adicionales y sus causas económicas, técnicas o de gestión, o de otros hechos o circunstancias que técnicamente afecten o puedan afectar el normal desarrollo de las obras durante la etapa de construcción.


3.- La definición de que el valor de las inversiones haya sobrepasado alguno de los límites establecidos en los artículos 19, 20 y 28 bis de esta ley. 


4.- La determinación de los efectos económicos que tendría en la concesión la realización de obras adicionales.


5.- La determinación técnica de la tasa de descuento, riesgo del negocio, costos financieros y demás factores económicos que sea necesario establecer para calcular las compensaciones económicas correspondientes al concesionario, en caso de terminación anticipada del contrato de concesión, de realización de obras adicionales o de cualquier otro evento que contemple la ley y que requiera de esos cálculos. 


6.- Las demás discrepancias técnicas o económicas que las partes de un contrato de concesión tengan entre sí con motivo de la ejecución del contrato o de la aplicación técnica o económica de la normativa aplicable a dicho contrato y que, de común acuerdo, sometan a su consideración, así como las demás que indique la ley.


La presentación de una discrepancia ante el Panel Técnico referida a la dictación de una resolución del Ministerio de Obras Públicas, no suspenderá sus efectos.


El Panel Técnico podrá asimismo observar, de oficio, el adecuado cumplimiento de los aspectos técnicos y económicos del contrato de concesión durante la etapa de construcción, función que podrá delegar en dos de sus integrantes actuando conjuntamente, y para cuyos efectos tendrá la facultad de solicitar de las partes la entrega de todos aquellos antecedentes que estime necesarios. 


El Panel Técnico estará integrado por los siguientes profesionales, que deberán tener una destacada trayectoria profesional o académica, en las materias técnicas, económicas o jurídicas del sector de concesiones de infraestructura, según el caso: dos abogados; dos ingenieros y un profesional especializado en ciencias económicas o financieras. Dichos profesionales no podrán estar, ni haber estado en los doce meses previos a su designación, relacionados con empresas concesionarias de obras públicas, sea como directores, trabajadores, asesores independientes, accionistas, o titulares de derechos en ellas o en sus matrices, filiales, coligantes o coligadas, o con empresas constructoras o de ingeniería subcontratistas de los concesionarios; ni podrán estar, ni haber estado en los doce meses previos a su designación, relacionados con el Ministerio de Obras Públicas, ser dependientes del mismo u otros servicios públicos o prestar servicios remunerados al Ministerio de Obras Públicas o a otros servicios públicos vinculados directa o indirectamente a la actividad de concesiones. Las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en este inciso, se mantendrán respecto de cada integrante, hasta un año después de haber terminado su período. 


Los integrantes del Panel Técnico serán nombrados por el Consejo de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N°19.882, mediante concurso público de antecedentes, fundado en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias. En el marco del concurso, el Consejo de Alta Dirección Pública deberá constatar la idoneidad de los profesionales elegidos y la ausencia de inhabilidades e incompatibilidades que les afecten. El concurso deberá cumplir con el procedimiento establecido en el Reglamento de esta ley y desarrollarse en un plazo máximo de 60 días corridos. El nombramiento de los integrantes así designados se efectuará mediante resolución del Ministerio de Obras Públicas.


Los integrantes del Panel Técnico, permanecerán seis años en sus cargos, y no podrán ser designados para períodos sucesivos. Su renovación se efectuará parcialmente cada tres años, empezando por los dos abogados. 


El Panel contará con un secretario abogado que tendrá las funciones que fije el Reglamento y será de dedicación exclusiva, pudiendo ejercer actividades académicas en universidades reconocidas por el Estado. 


Una vez constituido, el Panel Técnico elegirá de entre sus integrantes al miembro que lo presidirá por los siguientes tres años. El presidente será de dedicación exclusiva, pudiendo ejercer actividades académicas en universidades reconocidas por el Estado. El quórum mínimo para sesionar será de tres de sus integrantes, a lo menos dos de los cuales no deberán ser abogados si se tratare de discrepancias generadas durante el período de construcción, y los acuerdos se adoptarán por simple mayoría, decidiendo el voto del presidente en caso de empate.


El Ministerio de Obras Públicas financiará los gastos de administración y funcionamiento del Panel Técnico y la mitad del monto de los honorarios de sus integrantes, incluyéndolos en las partidas correspondientes de la Ley de Presupuestos. La mitad restante de los honorarios señalados será solventada por los concesionarios regidos por esta ley, según la prorrata definida en el Reglamento. La remuneración mensual del Presidente corresponderá a una suma equivalente a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, más veinticinco unidades tributarias mensuales por cada sesión, con un tope total de trescientas unidades tributarias mensuales; la de los demás integrantes del Panel corresponderá a una suma mensual equivalente a cien unidades tributarias mensuales, más veinte unidades tributarias mensuales por cada sesión, con un tope total de doscientas unidades tributarias mensuales; y la de su secretario abogado corresponderá a una suma equivalente a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.”.

Nº 15)

Artículo 36 bis


--- Ha pasado a ser Nº 17), con la sola enmienda de sustituir el artículo 36 bis propuesto  por el siguiente:


“Artículo 36 bis.- Las controversias o reclamaciones que se produzcan con motivo de la interpretación o aplicación del contrato de concesión o a que dé lugar su ejecución, podrán ser llevadas por el concesionario al conocimiento de una Comisión Arbitral o de la Corte de Apelaciones de Santiago. Los aspectos técnicos o económicos de una controversia, podrán ser llevados a conocimiento de la Comisión Arbitral, o de la Corte de Apelaciones, sólo cuando hayan sido sometidos previamente al conocimiento y recomendación del Panel Técnico.


La Comisión Arbitral estará integrada por tres profesionales universitarios, de los cuales al menos dos serán abogados y uno de éstos la presidirá. Los integrantes serán nombrados de común acuerdo por las partes a partir de dos nóminas de expertos, la primera de ellas compuesta por abogados y confeccionada al efecto por la Corte Suprema y la segunda, compuesta por profesionales designados por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, mediante concurso público de antecedentes, fundado en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias. En el marco del concurso, tanto la Corte Suprema como el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, deberán constatar la idoneidad de los profesionales elegidos y la ausencia de inhabilidades e incompatibilidades que les afecten.


El concurso deberá cumplir con el procedimiento establecido en el Reglamento de esta ley y desarrollarse en un plazo máximo de 60 días corridos.


Las nóminas de expertos estarán conformadas, la primera de ellas, por veinte abogados y, la segunda, por diez profesionales universitarios de áreas ligadas a la economía, la ingeniería o la construcción, y sólo podrán figurar y permanecer en ellas quienes tengan una destacada actividad profesional o académica en sus respectivas áreas de desempeño, acrediten a lo menos diez años de ejercicio profesional; y no estén relacionados con empresas concesionarias de obras públicas, sea como directores, trabajadores, asesores independientes, accionistas, o titulares de derechos en ellas o en sus matrices, filiales, coligantes o coligadas, o con empresas constructoras o de ingeniería subcontratistas de los concesionarios, ni haberlo estado en los doce meses previos a su designación. Asimismo, no podrán estar relacionados con el Ministerio de Obras Públicas, ser dependientes del mismo u otros servicios públicos o prestar servicios remunerados al Ministerio de Obras Públicas o a otros servicios públicos vinculados directa o indirectamente a la actividad de concesiones, ni haberlo estado en los doce meses previos a su designación. El Reglamento establecerá las formalidades para su nombramiento.


Las dos nóminas de expertos se renovarán parcialmente cada cinco años mediante nuevo concurso público de antecedentes, no pudiendo figurar ningún profesional en ella por más de quince años consecutivos o discontinuos, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso siguiente. A falta de acuerdo de las partes en uno o más integrantes, su nombramiento será efectuado por sorteo ante el secretario del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia de entre los candidatos incluidos en las nóminas.


Los integrantes de la Comisión deberán ser designados al inicio de la respectiva concesión y la Comisión a su vez deberá quedar constituida dentro de los 30 días siguientes a dicha designación. Sus integrantes permanecerán en el cargo durante toda la vigencia del respectivo contrato de concesión. No obstante, podrán ser reemplazados de común acuerdo, cuando ello sea necesario o se estime conveniente, o a solicitud de cualquiera de las partes, por una sola vez, siempre que hubieren transcurrido más de tres años desde la fecha de su nombramiento y no estuvieren conociendo de una reclamación. Ello, sin perjuicio de las inhabilidades e incapacidades sobrevinientes que pudieren afectar a alguno de los integrantes, en cuyo caso se aplicará para el nombramiento de su reemplazante el procedimiento establecido en el inciso anterior.


Los integrantes de la Comisión serán remunerados por el respectivo concesionario y el Ministerio de Obras Públicas, por partes iguales, en la forma y con los límites que establezca el Reglamento.


La Comisión, en cuanto se designen sus integrantes y se constituya, deberá determinar el modo en que se le formularán las reclamaciones y el mecanismo de notificación que ella empleará para poner en conocimiento de las partes las resoluciones o decisiones que emita, y dictará las demás normas de procedimiento que estime pertinentes. Entre estas últimas se encontrarán las que regulen la audiencia de las partes y aquellas correspondientes a los mecanismos para recibir las pruebas y antecedentes que las partes aporten.


Salvo disposición en contrario de esta ley, las partes deberán formular sus reclamaciones a la Comisión dentro del plazo de dos años contados desde la puesta en servicio definitiva de la obra, si el hecho o ejecución del acto que las motiva ocurriese durante la etapa de construcción, y de dos años contados desde la ocurrencia del hecho o desde que hubieren tenido noticia del mismo si así se acreditare fehacientemente, si este ocurriese en etapa de explotación. 


Sin perjuicio de lo anterior y de lo establecido en los artículos 28 y 28 bis, el plazo para reclamar contra resoluciones del Ministerio de Obras Públicas será de un año, el que se reducirá a 120 días en el caso de resoluciones que impongan multas, plazo que en todo caso se suspenderá por la interposición de los correspondientes recursos de reposición o jerárquico, hasta su resolución. Vencidos estos plazos prescribirá la acción.


Los acreedores prendarios de la prenda sin desplazamiento establecida en el artículo 43 de esta ley, serán admitidos en los procedimientos a que diere lugar el funcionamiento de esta Comisión, en calidad de terceros independientes.


Sometido un asunto a su conocimiento y hasta antes de la citación para oír sentencia, la Comisión podrá llamar a conciliación, de oficio o a solicitud de alguna de las partes, y proponer, oralmente o por escrito, bases de arreglo dentro de los 30 días corridos siguientes a aquél en que se notifique la resolución que llama a conciliación.


La Comisión Arbitral tendrá las facultades de árbitro arbitrador en cuanto al procedimiento y apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica, admitiendo además de los medios de prueba indicados en el artículo 341 del Código de Procedimiento Civil, cualquier otro medio, indicio o antecedente que, en concepto de la Comisión, sea apto para establecer los hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos. La Comisión tendrá un plazo de 60 días hábiles, contado desde que se cite a las partes al efecto, para dictar sentencia definitiva con arreglo a derecho, la que será fundada, y deberá enunciar las consideraciones de hecho, de derecho, técnicas y económicas sobre cuya base se haya pronunciado.


La sentencia definitiva no será susceptible de recurso alguno. 


La sentencia definitiva y todos los escritos, documentos y actuaciones de cualquier especie que se presenten o verifiquen en el curso del procedimiento, serán publicados en la forma que establezca el Reglamento.


En caso que se optare por recurrir ante la Corte de Apelaciones, según lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, se aplicará el procedimiento establecido en los artículos 69 a 71 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, y a las siguientes disposiciones:


1.- No será exigible boleta de consignación.


2.- El traslado del recurso se dará al Director General de Obras Públicas.


Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de las atribuciones del Poder Judicial y de la Contraloría General de la República.”.

- - -

Nº 18), nuevo

Artículo 36 ter


--- Intercalar, a continuación del Nº 15), que pasó a ser Nº 17), el siguiente Nº 18), nuevo:


“18) Agrégase el siguiente artículo 36 ter, nuevo: 


“Artículo 36 ter.- El concesionario sólo podrá solicitar la suspensión de los efectos del acto administrativo reclamado, ante la Comisión Arbitral desde que se encuentre constituida de conformidad con el artículo 36 bis, o ante la Corte de Apelaciones de Santiago, en su caso.


Dicha solicitud se tramitará con audiencia del Ministerio y para decretarla deberán existir motivos graves y calificados, debiendo acompañarse comprobantes que constituyan a lo menos presunción grave del derecho que se reclama.


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión Arbitral no podrá, en caso alguno, autorizar o disponer la paralización de la construcción de las obras o de la prestación del servicio por un plazo superior a sesenta días, sea directamente o mediante la suspensión de los efectos de un acto del Ministerio de Obras Públicas, a menos que existiere acuerdo entre las partes en cuanto a mantener dicha paralización.”.”.

- - - 

Nº 16)

Artículo 37


--- Ha pasado a ser Nº 19), con las siguientes enmiendas:


1.- Contemplar, como letra a), nueva, la siguiente:


“a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “conciliadora” por “arbitral”.


2.- Su letra a), ha pasado a ser letra b) y su letra b), ha pasado a ser letra c), sin enmiendas.

Nos 17) Y 18)

Artículos 38 y 39


--- Han pasado a ser Nos 20) y 21), respectivamente, sin enmiendas.

ARTÍCULO TRANSITORIO


--- Sustituirlo, por los siguientes artículos transitorios, nuevos:



“Artículo Primero Transitorio.- Las normas de esta ley no serán aplicables respecto de los contratos de concesión resultantes de procesos de licitación cuyas ofertas se hayan presentado con anterioridad a la  entrada  en vigencia de la misma, salvo  a aquellos concesionarios, que dentro del plazo de los tres meses siguientes a esa fecha, opten por la aplicación de las normas de esta ley a sus respectivos contratos. Para esos efectos, los concesionarios y el Ministerio de Obras Públicas deberán suscribir un convenio complementario que fije los niveles de servicio y estándares técnicos correspondientes.


Podrán asimismo los concesionarios que lo deseen optar, dentro del mismo plazo, porque se les apliquen conjuntamente las normas contenidas en los artículos 36 y 36 bis de esta ley.


Con todo, respecto de las concesiones de aquellos concesionarios que no ejercieren la opción señalada en el inciso anterior, seguirán rigiendo las normas legales vigentes a la fecha del perfeccionamiento de los respectivos contratos de concesión, salvo las excepciones establecidas a continuación:


a) Sólo respecto de hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, regirán las modificaciones introducidas por esta ley a la ley Nº 18.290, Ley de Tránsito; a la ley Nº 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local; al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; y al decreto Nº 307, de 1978, del Ministerio de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local. 


b) Las normas contenidas en el inciso noveno del artículo 36 bis y en el artículo 36 ter del decreto con fuerza de ley Nº 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, en su texto introducido por esta ley; en el primero de los casos, respecto de hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley; en el segundo de los casos, sólo respecto de aquellas solicitudes o reclamaciones sometidas al conocimiento de la Comisión Arbitral con posterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


c) En caso de suscribirse convenios complementarios que impliquen un incremento de los niveles de servicio, estos convenios deberán contener explícitamente los nuevos niveles de servicio, estándares técnicos, o ambos, en su caso, y las sanciones correspondientes en caso de no cumplimiento.


Artículo Segundo Transitorio.- Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, el Ministerio de Obras Públicas soportará la totalidad de los costos correspondientes a los honorarios de los integrantes del Panel Técnico, monto que se reducirá a los dos tercios de estos honorarios durante el tercer año de vigencia de esta ley. En este último caso, corresponderá a los concesionarios de obras públicas regidos por esta ley financiar la diferencia, según la prorrata definida en el Reglamento.”.

o o o 



El señor Secretario General añade, que por su parte, la Comisión de Hacienda, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, y en complemento del cuadro reglamentario contenido en el Segundo Informe de la Comisión de Obras Públicas, deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 2º, 4º y 5º. 



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1 a, 6 ter, 6 quater, 7 a, 7 b, 25 bis, 26 x y 44 bis. 



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 5 a, 6 a, 6 b, 6 bis, 6c, 7 c, 17 x, 17 bis, 17 ter, 17 quinquies, 19 b, 19 bis, 21 bis, 25 a, 28 a, 44 a y 48 c. 



IV.- Indicaciones rechazadas:  5, 6, 9, 10, 17, 17 quater, 17 sexies, 19 ter, 20 a, 21 a, 22, 24, 25, 26 a, 26 bis, 28, 32, 33 a, 35, 36, 37, 39, 39 bis, 40 a, 41, 42, 44, 45 bis, 45 ter, 45 quater y 48 bis. 



V.- Indicaciones retiradas: 1, 2, 3, 4, 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 20, 21, 23, 26, 27, 29, 30, 31, 33, 34, 38, 40, 43, 45 y 46.



VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.



Agrega que dicha Comisión propone aprobar el proyecto de ley despachado por la Comisión de Obras Públicas, con las siguientes modificaciones:
ARTÍCULO 1º

Nº 2)


Sustituir el artículo 1º bis, contenido en este numeral, por el siguiente:


“Artículo 1° bis.- Habrá un Consejo de Concesiones, de carácter consultivo, integrado por:


1) El Ministro de Obras Públicas, quien lo presidirá;


2) Dos consejeros designados por el Presidente de la República;


3) Dos expertos en evaluación social e ingeniería de proyectos designados de acuerdo a lo establecido en el inciso sexto del presente artículo, y


4) Dos miembros designados por las Facultades de Ingeniería Civil  de las universidades que se encuentren acreditadas de conformidad a lo dispuesto en la Ley N°  20.129. Ambos deberán ser académicos de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento en las materias relativas al desarrollo de infraestructura y su provisión mediante mecanismos de asociación público privada.


Este Consejo estará encargado de informar acerca de las políticas de concesiones de obras públicas a nivel territorial y sectorial, en particular en lo relativo al tipo de infraestructura que se desarrollará al amparo de esta Ley, y los mecanismos de concesión. En el ejercicio de sus funciones, le corresponderá informar al Ministerio de Obras Públicas, y en su caso al Presidente de la República, respecto de los asuntos establecidos en la presente ley.


Serán oídos en este Consejo los Ministerios mandantes de obras que se entreguen en concesión, cuando se trate de temas atingentes a éstas. Adicionalmente, el Consejo solicitará la opinión de otros Ministros y demás autoridades de gobierno y administración del Estado, si así lo estimare conveniente de acuerdo con la naturaleza del asunto de que se trate, con el fin de colaborar en la coordinación que deberá existir entre las entidades públicas que participan en los diferentes tipos de concesiones.


Las autoridades referidas en el inciso anterior deberán asistir a las reuniones en que sean requeridas por el Consejo personalmente o por medio de un representante nombrado con estos fines, investido de plenos poderes.


Los consejeros designados por el Presidente de la República deberán tener un título profesional, otorgado por una universidad reconocida por el Estado, correspondiente a una carrera de al menos 10 semestres de duración y acreditar a lo menos 10 años de ejercicio profesional, con una destacada trayectoria profesional o académica en las materias técnicas, económicas o jurídicas del sector de concesiones de infraestructura. Estos consejeros durarán 4 años en el cargo.


Los expertos mencionados en el numeral 3) del inciso primero deberán ser especialistas en evaluación social e ingeniería de proyectos, con experiencia profesional en áreas en que se desarrolle el programa de concesiones, quienes no podrán ser funcionarios públicos ni personas relacionadas con empresas concesionarias de obras públicas. Su nombramiento corresponderá al Presidente de la República y será efectuado a partir de una nómina de cinco postulantes confeccionada por el Consejo de Alta Dirección Pública,  establecido en la ley Nº 19.882, mediante concurso público de antecedentes, fundado en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias. En el marco del concurso, el Consejo de Alta Dirección Pública deberá constatar la idoneidad de los profesionales elegidos y la ausencia de inhabilidades e incompatibilidades que les afecten. El concurso deberá cumplir con el procedimiento establecido en el Reglamento de esta ley y desarrollarse en un plazo máximo de 60 días corridos. Estos especialistas durarán cuatro años en sus funciones, se irán renovando parcialmente de conformidad al procedimiento establecido en el Reglamento, y les serán aplicables  las normas sobre inhabilidades e incompatibilidades administrativas establecidas en los artículos 54, 55 y 56 de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado. Si alguno de los expertos designados de conformidad a este inciso incurriere, durante el ejercicio del cargo, en alguna de las circunstancias inhabilitantes señaladas precedentemente, cesará de inmediato en sus funciones, y será reemplazado de acuerdo con las reglas generales por el tiempo que reste al consejero inhabilitado.


Salvo el Ministro de Obras Públicas, los integrantes permanentes del Consejo tendrán derecho a percibir un honorario mensual de 30 Unidades Tributarias Mensuales. Además, percibirán por su asistencia a cada sesión del Consejo, un honorario de 30 Unidades Tributarias Mensuales, con un tope total máximo al mes de 90 Unidades Tributarias Mensuales.


El Reglamento establecerá las normas relativas a la citación del Consejo, su funcionamiento y la emisión de sus informes, los que deberán ser fundados y públicos.


El Ministerio de Obras Públicas realizará las siguientes actuaciones con informe previo del Consejo de Concesiones:


a) Definir los proyectos de iniciativa pública que se considerará ejecutar mediante el sistema de concesión regulado en esta ley;


b) Declarar de interés público los proyectos de iniciativa privada;


c) Determinar que un proyecto de iniciativa privada sea ejecutado con un mecanismo distinto al de concesiones de acuerdo al artículo 2º de esta ley;


d) Dictar las bases de licitación, en cuyo caso el informe del Consejo de Concesiones deberá referirse al modelo económico financiero de las bases y la conveniencia social de la licitación, debiendo considerar la evaluación social del proyecto aprobado por el organismo de planificación competente. Además deberá pronunciarse, cuando corresponda, sobre las excepciones a la obligación de licitar obras adicionales que se establezcan en virtud de lo dispuesto en el artículo 19 inciso quinto;


e) Dictar el decreto de adjudicación de un contrato;


f) Disponer o autorizar la modificación de las características de las obras para incrementar los niveles de servicio, de acuerdo a los artículos 19 y 20;


g) Dictar los decretos a que se refieren los artículos 19 y 20 de la presente ley sobre modificaciones de obras y contratos;


h) Pronunciarse sobre la conveniencia de proceder a acordar las nuevas inversiones y obras bajo las condiciones excepcionales que dispone el artículo 20 bis;


i) Cumplido el plazo de vigencia de una concesión, informar al Presidente de la República acerca de la procedencia o improcedencia de su nueva licitación;


j) Declarado un incumplimiento grave conforme al artículo 28 de esta ley, resolver si llama a nueva licitación y sus condiciones, por el período que le reste o si continúa como obra pública fiscal, y


k) Poner término anticipado a la concesión conforme al artículo 28 bis de esta ley.”. 

Nº 3)

Letra b)


Reemplazar la expresión “recurrir a” por “requerir”. 

Nº 5)
Artículo 6º bis

Incisos primero y segundo


Sustituirlos por los siguientes:


Artículo 6º bis.- El Ministerio de Obras Públicas podrá efectuar un llamado a precalificación de licitantes a fin de seleccionar, mediante un proceso compuesto por una o varias etapas, a los interesados que cumplan con los requisitos uniformes, objetivos y razonables que se establezcan en las respectivas bases de precalificación, los que sólo podrán referirse a aspectos jurídicos, de capacidad financiera o técnica, de experiencia, resultados en otras obras encargadas en el pasado, cumplimiento histórico de la normativa laboral y de seguridad social y responsabilidad del interesado o de sus personas relacionadas.


Además, tratándose de proyectos de iniciativa pública o privada que sean multifuncionales y que revistan un elevado grado de complejidad, tales como cárceles, hospitales, autopistas urbanas u otros similares, las bases de precalificación podrán exigir otros requisitos objetivos y necesarios para participar en proyectos de esta naturaleza, en tanto no constituyan elementos arbitrarios y resguarden la igualdad de trato entre los participantes de este proceso. Asimismo, las bases de precalificación podrán contemplar un procedimiento y un período de tiempo para que los precalificados propongan al Ministerio de Obras Públicas las mejoras, adiciones o ajustes que estimen conveniente incluir en el diseño del proyecto definitivo, mediante presentaciones que tendrán carácter público. Durante dicho procedimiento, dentro del plazo establecido en las bases de precalificación, los precalificados y el Ministerio de Obras Públicas podrán formularse consultas y solicitudes de aclaración. El Ministerio de Obras Públicas podrá solicitar al efecto la realización de estudios adicionales, los que se regirán por lo establecido en el inciso siguiente. Con todos estos antecedentes, el Ministerio de Obras Públicas podrá perfeccionar y armonizar los niveles de servicio y estándares técnicos del proyecto. El Ministerio de Obras Públicas, dentro del plazo fijado en las bases de precalificación, comunicará los contenidos adicionales o ajustes que serán incorporados en las bases de licitación.”. 
Nº 7)

Artículos 19 y 20


Sustituirlos por los siguientes:


Artículo 19.- El Concesionario podrá solicitar compensación en caso de acto sobreviniente de autoridad con potestad pública que así lo justifique, sólo cuando, copulativamente, cumpla los siguientes requisitos: el acto se produzca con posterioridad a la adjudicación de la licitación de la concesión; no haya podido ser previsto al tiempo de su adjudicación; no constituya una norma legal o administrativa dictada con efectos generales, que exceda el ámbito de la industria de la concesión de que se trate y altere significativamente el régimen económico del contrato.


La inversión del concesionario para cumplir con los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación y en el contrato de concesión, no será susceptible de compensación económica adicional a la considerada en dichos instrumentos, salvo para los casos excepcionales en que así se hubiere previsto en las bases de licitación.


El Ministerio de Obras Públicas podrá modificar las características de las obras y servicios contratados a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, o por otras razones de interés público debidamente fundadas. Como consecuencia de ello, deberá compensar económicamente al concesionario cuando corresponda, por los costos adicionales en que éste incurriere por tal concepto.


Las bases de licitación establecerán el monto máximo de la inversión que el concesionario podrá estar obligado a realizar en virtud de lo dispuesto en el inciso precedente, así como el plazo máximo dentro del cual el Ministerio podrá ordenar la modificación de las obras en concesión. En todo caso el monto máximo de estas nuevas inversiones no podrá exceder el  quince por ciento del presupuesto oficial de la obra, ni podrá ser requerida en una fecha posterior al cumplimiento de las tres cuartas partes del plazo total de la concesión, salvo los casos de expreso acuerdo por escrito con la sociedad concesionaria.


Si el valor de estas inversiones adicionales, durante la etapa de explotación, excediera el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra o correspondiere a una suma superior a cien mil unidades de fomento, su ejecución deberá ser licitada por el concesionario, bajo la supervisión del Ministerio de Obras Públicas, en la forma que establezca el Reglamento, en cuyo caso el valor de las inversiones que se compensarán al concesionario será el que resulte de la licitación, a lo que se sumará un monto adicional a título de costos de administración del contrato, que será determinado en las bases de licitación. El Ministerio tendrá un plazo de 60 días para aprobar o manifestar sus observaciones a las bases respectivas, contados desde la recepción de éstas. Transcurrido ese plazo sin que el Ministerio se haya pronunciado, se entenderán aceptadas. Con todo, por razones fundadas, contenidas en las bases de licitación, previo informe del Consejo de Concesiones, podrá establecerse una excepción a la obligatoriedad de la licitación de las obras adicionales en las condiciones anteriormente descritas.


Las compensaciones económicas referidas en los incisos anteriores de este artículo deberán expresarse en los siguientes factores: subsidios entregados por el Estado, pagos voluntarios efectuados directamente al concesionario por terceros a quienes les interese el desarrollo de la obra, modificación del valor presente de los ingresos totales de la concesión, alteración del plazo de la concesión, modificación de las tarifas u otro factor del régimen económico de la concesión pactado. Se podrán utilizar uno o varios de esos factores a la vez.


En el caso de los incisos tercero, cuarto y quinto de este artículo, el cálculo de las compensaciones y el ajuste de los parámetros mencionados en el inciso anterior, deberá siempre efectuarse de manera tal de obtener que el valor presente neto del proyecto adicional sea igual a cero, todo ello considerando la tasa de descuento aplicable y el efecto económico que el proyecto adicional pueda tener en el proyecto original, incluido el mayor riesgo que pueda agregar al mismo. La tasa de descuento aplicable será calculada sobre la base de la tasa de interés promedio vigente para instrumentos de deuda consistentes con el plazo de la inversión, ajustada por el riesgo relevante del proyecto adicional y por el que corresponda a los mecanismos de indemnización que se apliquen. Si existiera discrepancia sobre la tasa de descuento aplicable, las partes podrán recurrir a los órganos establecidos en los artículos 36 y 36 bis. Para estos efectos, se entiende por proyecto adicional el derivado directamente de la modificación de las características de las obras y servicios contratados.


Todas las modificaciones al contrato original para incluir obras adicionales, que separada o conjuntamente superen el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra, y siempre que tal porcentaje corresponda a una suma superior a cincuenta mil unidades de fomento, deberán contar con un informe de la respectiva Dirección del Ministerio de Obras Públicas sobre el impacto de la modificación en los niveles de servicio originalmente comprometidos, en la valoración de las inversiones a realizar, y en el respeto de la proporcionalidad y equivalencia de las prestaciones económicas mutuas y de las estructuras y niveles tarifarios previstos en el contrato de concesión.


Las modificaciones que se incorporen a la concesión en virtud de lo dispuesto en este artículo se harán por decreto supremo fundado del Ministerio de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, la firma  del Ministro de Hacienda.


Artículo 20.- El Ministerio de Obras Públicas y el concesionario podrán acordar la modificación de las características de las obras y servicios contratados, a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, mediante la suscripción del correspondiente convenio complementario al contrato de concesión.

Las bases de licitación establecerán el monto máximo de la inversión que el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario podrán establecer de común acuerdo, así como el plazo máximo dentro del cual podrán realizarse modificaciones de las obras en concesión. En todo caso, el monto máximo de estas nuevas inversiones en la etapa de construcción, no podrá exceder el veinticinco por ciento del presupuesto oficial de la obra. Con todo, durante la etapa de explotación, cuando el valor de estas inversiones exceda el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra o correspondiere a una suma superior a  cincuenta mil unidades de fomento, su ejecución se efectuará de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero y siguientes del artículo precedente. Esta restricción no se aplicará para  nuevas inversiones que sean financiadas íntegramente por el concesionario y que no den lugar a compensaciones.


Las compensaciones que se acordaren en favor del concesionario se regirán íntegramente por lo dispuesto en los incisos sexto y séptimo del artículo 19 de esta ley.


La aprobación del respectivo convenio complementario se hará mediante decreto supremo fundado del Ministerio de Obras Públicas, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, previo informe de la respectiva Dirección sobre el impacto de la modificación en los niveles de servicio originalmente comprometidos, en la valoración de las inversiones a realizar, y en el respeto de la proporcionalidad de las prestaciones económicas mutuas y de las estructuras y niveles tarifarios previstos en el contrato de concesión.”. 

- - -

Intercalar un número 8), nuevo


“8) Agrégase un artículo 20 bis, nuevo, del siguiente tenor:


Artículo 20 bis.- Excepcionalmente, durante la etapa de construcción y por razones de interés público debidamente fundadas, cuando una obra concesionada requiriere de rediseño o complementación, de tal modo que el total de las inversiones adicionales necesarias durante dicha etapa, incluidos los costos de mantención, operación y  conservación, superen el veinticinco por ciento del presupuesto oficial de la obra, tales inversiones adicionales y modificaciones de obras podrán ser contratadas por el Ministerio de Obras Públicas con el Concesionario, una vez cumplidas las siguientes condiciones:


1) Que los hechos y circunstancias que dan lugar a la necesidad de rediseño o complementación se produzcan con posterioridad a la adjudicación de la concesión y no hayan podido ser previstos al tiempo de su adjudicación;


2) Que por razones de experiencia, comportamiento, desempeño, impactos sociales y ambientales, economías de gestión o economías de escala, sea más eficiente adjudicar las nuevas obras  al concesionario original;


3) Que se haya acordado específicamente el diseño, características técnicas y niveles de servicio que deberán cumplir las obras objeto de rediseño o complementación; 


4) Que se hayan acordado las compensaciones por la ejecución de las obras objeto de rediseño o complementación y que dichas compensaciones estén regidas íntegramente por lo dispuesto en los incisos sexto y séptimo del artículo 19 de esta ley, y


5) Que el Panel Técnico establecido en el artículo 36 de esta ley, se pronuncie  explícitamente con su recomendación favorable al acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el Concesionario, sobre la base de la concurrencia de los requisitos señalados en los numerales 1), 2) y 4) de este artículo, y de las diferencias que se producirían en caso de aplicar lo dispuesto en el artículo 28 bis de esta ley. En todo caso, el Panel Técnico podrá realizar recomendaciones de manera previa a su pronunciamiento definitivo.


Cumplidos los requisitos anteriores, todos los antecedentes deberán ponerse a disposición del Consejo de Concesiones, para que informe al Ministerio de Obras Públicas, sobre la conveniencia de proceder a acordar las nuevas inversiones y obras bajo las condiciones antes señaladas.


Las modificaciones que se incorporen a la Concesión en virtud de lo dispuesto en este artículo, se harán por Decreto Supremo fundado del Ministerio de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda.”.”. 
- - -

Número 8)

Pasa a ser número 9)


- Agregar un encabezamiento, del siguiente tenor:


“9) Modifícase su artículo 21, de la siguiente forma:”.


- Agregar la siguiente letra a), nueva: 


“a) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, y así sucesivamente:


“Con todo, las concesionarias deberán, mensualmente, presentar al Ministerio de Obras Públicas información sobre los pagos realizados a los contratistas. La misma obligación pesará sobre los contratistas respecto a los subcontratistas.”.”.
Inciso único


Pasa a ser letra b)


Reemplazar la frase “el inciso quinto del artículo 21” por “su inciso sexto”.

Número 9)


Pasa a ser número 10)

Número 10)


Pasa a ser número 11)

Artículo 28


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 28.- La declaración de incumplimiento grave del contrato de concesión deberá ser solicitada, fundándose en alguna de las causales establecidas en el respectivo contrato o bases de licitación, por el Ministerio de Obras Públicas a la Comisión Arbitral establecida en el artículo 36 bis de esta ley.


Declarado el incumplimiento grave del contrato por la Comisión Arbitral, el Ministerio de Obras Públicas procederá a designar un interventor, que sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión, siéndole aplicables las normas del artículo 207, números 1 al 5 del Libro IV del Código de Comercio. Este interventor responderá de culpa levísima.


Dentro del plazo de 120 días, contado desde la declaración del incumplimiento grave, el Ministerio de Obras Públicas, previa aprobación del Ministerio de Hacienda, determinará si procederá a licitar públicamente el contrato de concesión por el plazo que le reste.


El proceso de licitación, en caso que se optare por ella, deberá efectuarse dentro del plazo de 90 días desde que se determine que se relicitará el contrato, y el monto recaudado producto de ella será de propiedad del concesionario original, sin perjuicio de lo señalado en el inciso sexto de este artículo. Las bases de la licitación deberán establecer los requisitos que habrá de cumplir el nuevo concesionario los que, en ningún caso, podrán ser más gravosos que los impuestos al concesionario original, salvo que, mediante pronunciamiento del Consejo de Concesiones, y en virtud de nuevos antecedentes, dichos requisitos se revelen insuficientes para acometer la obra. En el primer llamado a licitación, el mínimo de las posturas no podrá ser inferior a los dos tercios de la deuda contraída por el concesionario. A falta de interesados se efectuará una segunda licitación, sin mínimo, en un plazo de 90 días desde que se haya declarado desierta la primera licitación.


Si se determinare no licitar públicamente el contrato de concesión por el plazo que le reste, el Ministerio de Obras Públicas, sin perjuicio de lo señalado en el inciso sexto de este artículo, deberá pagar al concesionario el valor de las inversiones necesarias para la prestación del servicio, que efectivamente hayan sido realizadas por el concesionario, y que no hayan sido amortizadas, más los costos financieros normales del mercado pertinente a tales inversiones, debidamente  acreditados, incluidos los reajustes e intereses devengados hasta el momento en que se haga efectivo el pago. El monto del pago será fijado por acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario, previa aprobación del Ministerio de Hacienda, dentro de los 60 días siguientes a la fecha en que se haya determinado la no relicitación del contrato. A falta de acuerdo, total o parcial, la determinación del monto controvertido del pago será llevado a la recomendación del Panel Técnico establecido en el artículo 36, dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo establecido para fijar el monto por mutuo acuerdo. Si la recomendación no fuese acogida por las partes, el monto será fijado por la Comisión Arbitral, conforme al procedimiento del artículo 36 bis, siempre que el concesionario requiera por escrito su intervención dentro de un plazo de 10 días contados desde la notificación de la recomendación del Panel Técnico. Si se produjere acuerdo en un monto parcial, la forma de pago de ese monto podrá ser acordada inmediatamente por escrito, previa aprobación del Ministerio de Hacienda, reservándose el conocimiento de lo disputado para la Comisión Arbitral. No habiéndose alcanzado acuerdo, si el concesionario no recurriere al Panel Técnico, o a la Comisión Arbitral, dentro de los plazos establecidos en este inciso, se entenderá aceptado por el concesionario el monto más alto que el Ministerio de Obras Públicas le hubiere ofrecido en la forma contemplada en el Reglamento durante el curso de la negociación.


La declaración de incumplimiento grave hará exigibles los créditos que se encuentren garantizados con la prenda establecida en el artículo 43 de esta ley. Dichos créditos se harán efectivos sobre el producto de la licitación o sobre el pago que deba efectuar el Ministerio de Obras Públicas, según el caso, con preferencia a cualquier otro crédito.


En el caso que durante la intervención la sociedad concesionaria hubiere contratado créditos con la aprobación de los acreedores indicados en el inciso anterior, y dichos créditos fueren exigibles, ellos se harán efectivos en el producto de la licitación o en el pago antes referido con preferencia a los garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública. En su caso, y luego de deducir los créditos señalados en este inciso, del producto de la licitación se descontarán además los gastos acreditados en que el Ministerio de Obras Públicas hubiere incurrido para la realización de la misma.”.

Número 11)

Pasa a ser número 12)

Artículo 28 bis


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 28 bis.- Si el interés público así lo exigiere, el Presidente de la República, previo informe del Consejo de Concesiones y mediante decreto fundado del Ministerio de Obras Públicas, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, podrá poner término anticipado a la concesión cuando un cambio de circunstancias hiciere innecesaria la obra o servicio para la satisfacción de las necesidades públicas, o demandare su rediseño o complementación de tal modo que las inversiones adicionales necesarias para adecuar la obra a las nuevas condiciones superen el veinticinco por ciento del presupuesto oficial de la obra. Esta potestad podrá ejercerse exclusivamente durante la etapa de construcción.


El decreto supremo que declare el término anticipado, señalará el plazo y condiciones en que el concesionario deberá hacer entrega de la obra al Ministerio de Obras Públicas.


El concesionario tendrá derecho a una indemnización equivalente al valor de las inversiones, que siendo necesarias para la prestación del servicio conforme al contrato, hayan sido efectivamente realizadas, excluidos los gastos financieros, llevado a valor futuro al momento en que se acuerde el pago. A ello, se adicionará un porcentaje del valor presente de los beneficios netos esperados del negocio concesionado, correspondiente a la fracción de la inversión del proyecto realizada por el concesionario hasta la fecha de término anticipado.


Al monto total del pago acordado, se sumarán los reajustes e intereses correspondientes hasta la fecha en que se haga efectivo este pago.


Para la determinación del valor futuro de las inversiones realizadas se considerará como tasa de descuento, la tasa de costo de capital ponderado relevante para el negocio de acuerdo con los criterios definidos al efecto en las bases de licitación. Para la determinación del valor presente de los beneficios netos esperados del negocio concesionado se utilizará la tasa de descuento ajustada, de tal forma que considere el riesgo en los flujos futuros inherentes a la concesión y su distribución en el tiempo. El procedimiento a aplicar y la correspondiente fórmula de cálculo se establecerán en las bases de licitación.


El monto de la indemnización será fijado por acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario, y aprobado por el Ministerio de Hacienda, dentro de los 60 días siguientes a la fecha de publicación del decreto respectivo.


A falta de acuerdo total o parcial, sobre el monto de la indemnización o de cualquiera de sus factores de cálculo, la controversia será llevada a la recomendación del Panel Técnico establecido en el artículo 36, dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo establecido para fijar el monto por mutuo acuerdo. Si la recomendación no fuese acogida por las partes, la controversia será resuelta por la Comisión Arbitral, conforme al procedimiento del artículo 36 bis, siempre que el concesionario requiera por escrito su intervención dentro de un plazo de 10 días contados desde la notificación de la recomendación del Panel Técnico. Si se produjere acuerdo en un monto parcial, la forma de pago de ese monto podrá ser acordada inmediatamente por escrito, reservándose el conocimiento de lo disputado para la Comisión Arbitral. No habiéndose alcanzado acuerdo, si el concesionario no recurriere al Panel Técnico, o a la Comisión Arbitral dentro de los plazos establecidos en este inciso, se entenderá aceptado por el concesionario el monto más alto que el Ministerio de Obras Públicas le hubiere ofrecido en la forma contemplada en el Reglamento durante el curso de la negociación.


La terminación anticipada de la concesión hará exigibles los créditos garantizados con la prenda establecida en el artículo 43, los que se harán efectivos sobre la indemnización recibida por el concesionario con preferencia a cualquier otro crédito.


Cuando correspondiere, el Ministerio de Obras Públicas, previo informe del Consejo de Concesiones, determinará si el proyecto reformulado será nuevamente entregado en concesión o ejecutado en la forma establecida en el artículo 86 del decreto con fuerza de ley N° 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas. Habiéndose puesto término anticipado a la concesión por un cambio de circunstancias que demandare su rediseño o complementación a través de inversiones adicionales que superen el veinticinco por ciento  del presupuesto oficial de la obra, y siempre que el Ministerio de Obras Públicas resuelva ejecutarla dentro de los tres años siguientes a la fecha del término anticipado, el proyecto reformulado deberá entregarse en concesión mediante licitación pública.”. 

Número 12)


Pasa a ser número 13)

Número 13)


Pasa a ser número 14)

Número 14)


Pasa a ser número 15)

Número 15)


Pasa a ser número 16)

Número 16)


Pasa a ser número 17)

Número 17)


Pasa a ser número 18)

Artículo 36 bis

Inciso primero


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 36 bis.- Las controversias o reclamaciones que se produzcan con motivo de la interpretación o aplicación del contrato de concesión o a que dé lugar su ejecución, podrán ser llevadas por las partes al conocimiento de una Comisión Arbitral o de la Corte de Apelaciones de Santiago. Los aspectos técnicos o económicos de una controversia podrán ser llevados a conocimiento de la Comisión Arbitral, o de la Corte de Apelaciones, sólo cuando hayan sido sometidos previamente al conocimiento y recomendación del Panel Técnico.”. 

Número 18)


Pasa a ser número 19)

Número 19)


Pasa a ser número 20)

Número 20)


Pasa a ser número 21)

Número 21)


Pasa a ser número 22)

ARTÍCULO 3º

Número 5)

Artículo 43 bis

Inciso primero

Número 1.-


Intercalar, entre la expresión “Director de la Unidad de Administración y Finanzas” y la coma (,) que le sigue, la frase “o quien haga sus veces”. 

o o o 



El señor Secretario General  agrega que, con posterioridad, la Sala, en sesión 44ª ordinaria, de 13 de agosto de 2008, acordó devolver el proyecto de ley en estudio a la Comisión de Obras Públicas, para un nuevo segundo informe, con la finalidad de que resolviera sobre las materias relativas al Consejo de Concesiones, al Panel Técnico y a la Comisión Arbitral, entre otras.



Encargada de realizar el cometido dispuesto por la Sala, la Comisión de Obras Públicas, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, y en complemento de las constancias reglamentarias contenidas en su Segundo Informe y en el informe de la Comisión de Hacienda, precisa lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 2º, 4º y 5º. 



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1 a, 6 ter, 6 quater, 7 a, 7 b, 25 bis, 26 x, 44 bis y 66. 



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 5 a, 6 a, 6 b, 6 bis, 6 c, 7 c, 17 x, 17 bis, 17 ter, 17 quinquies, 18, 19 a, 19 b, 19 bis, 21 bis, 25 a, 26 xx, 28 a, 44 a, 48 c, 48 x, 48 xx. 



IV.- Indicaciones rechazadas: 5, 6, 9, 10, 17, 17 a, 17 b, 17 c, 17 quater, 17 sexies, 19, 19 ter, 20 a, 21 a, 22, 24, 25, 26 a, 26 bis, 28, 32, 33 a, 35, 36, 37, 39, 39 bis, 40 a, 41, 42, 44, 45 bis, 45 ter, 45 quater, 47, 48 a, 48 b, 48 bis, 53, 54, 55, 56, 58, 61, 62, 65, 67, 67 a, 79, 81, 83, 87, 89, 94, 98, 99, 100 y 101. 



V.- Indicaciones retiradas: 1, 2, 3, 4, 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 20, 21, 23, 26, 27, 29, 30, 31, 33, 34, 38, 40, 43, 45, 46, 49, 50, 51, 52, 57, 59, 60, 63, 64, 68, 68 a, 69, 70, 71, 71 a, 71 b, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 80, 82, 84, 85, 86, 88, 90, 91, 92, 93, 95, 96, 97 y 102.



VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

En su nuevo segundo informe, la Comisión de Obras Públicas, propone efectuar las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado por la Comisión de Hacienda:

ARTÍCULO 1º

Nº 2)

Artículo 1º bis


--- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 1º bis.- Habrá un Consejo de Concesiones, de carácter consultivo, integrado por:


1) El Ministro de Obras Públicas, quien lo presidirá;


2) Un consejero de libre designación y remoción del Ministro de Obras Públicas;


3) Tres consejeros. El primero será un académico perteneciente a una Facultad de Ingeniería Civil; un segundo, perteneciente a una Facultad de Economía o Economía y Administración, y un tercero, perteneciente a una Facultad de Ciencias Jurídicas. Todos ellos de alguna de las universidades que hayan obtenido su acreditación institucional por un período de a lo menos cuatro años,  de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 20.129. Su designación y remoción, será libremente efectuada por el Ministro de Obras Públicas. 


Este Consejo estará encargado de informar acerca del tipo de infraestructura que se desarrollará al amparo de esta ley, de los proyectos y modalidades de régimen concesional, teniendo en cuenta, entre otros antecedentes, la evaluación social aprobada por el organismo de planificación competente. 


Serán oídos en este Consejo los Ministerios mandantes de obras que se entreguen en concesión, cuando se trate de temas atingentes a éstas. Adicionalmente, el Consejo solicitará la opinión de otros Ministros y demás autoridades de gobierno y administración del Estado, si así lo estimare conveniente de acuerdo con la naturaleza del asunto de que se trate, con el fin de colaborar en la coordinación que deberá existir entre las entidades públicas que participan en los diferentes tipos de concesiones.


Las autoridades referidas en el inciso anterior deberán asistir a las reuniones en que sean requeridas por el Consejo personalmente o por medio de un representante nombrado con estos fines, investido de plenos poderes.


A los consejeros designados conforme a los numerales 2 y 3 de este artículo, les serán aplicables las normas sobre inhabilidades e incompatibilidades administrativas establecidas en los artículos 54, 55 y 56 de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado. Si alguno de los consejeros designados de conformidad a este inciso incurriere, durante el ejercicio del cargo, en alguna de las circunstancias inhabilitantes señaladas precedentemente, cesará de inmediato en sus funciones. 


Salvo el Ministro de Obras Públicas, los integrantes permanentes del Consejo tendrán derecho a percibir un honorario mensual de 30 Unidades Tributarias Mensuales. Además, percibirán por su asistencia a cada sesión del Consejo, un honorario de 30 Unidades Tributarias Mensuales, con un tope total máximo al mes de 90 Unidades Tributarias Mensuales.


El Ministerio de Obras Públicas deberá requerir, informe previo del Consejo de Concesiones, en los siguientes casos:


a) Declarar de interés público los proyectos de iniciativa privada; 


b) Determinar que un proyecto de iniciativa privada sea ejecutado con un mecanismo distinto al de concesiones de acuerdo al artículo 2º de esta ley;


c) Analizar los proyectos de iniciativa pública que se considerará ejecutar mediante el sistema de concesión regulado en esta ley;


d) Establecer la excepción contenida en el artículo 19 inciso quinto, parte final;


e) Contratar las nuevas inversiones y obras, bajo las condiciones excepcionales que dispone el artículo 20 bis, y


f) Analizar las modalidades del régimen concesional de los proyectos que se someterán a licitación pública, debiendo considerar la evaluación social aprobada por el organismo de planificación competente.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, el Ministerio de Obras Públicas podrá solicitar informe al Consejo de Concesiones respecto a las siguientes materias:


a) Cumplido el plazo de una concesión, analizar la procedencia de su nueva licitación;


b) Modificar las características de las obras y servicios contratados de acuerdo al artículo 19;


c) Modificar las características de las obras y servicios contratados de acuerdo al artículo 20, en cuyo caso el informe del Consejo de Concesiones deberá referirse al costo de las ampliaciones y su compensación;


d) Declarado un incumplimiento grave conforme al artículo 28 de esta ley, analizar la conveniencia de realizar una nueva licitación y sus condiciones, por el período que le reste o si continúa como obra pública fiscal;


e) Poner término anticipado a la concesión conforme al artículo 28 bis de esta ley, y


f) Toda otra materia que el Ministro de Obras Públicas someta a consideración del Consejo de Concesiones.


Los informes del Consejo de Concesiones serán fundados y públicos y deberán ser evacuados dentro del plazo que fije el Ministro de Obras Públicas, el que no podrá ser superior a 60 días contados desde la fecha de su requerimiento; cuando vencido el plazo, no se hubiere evacuado el respectivo informe, se procederá sin la opinión consultiva del Consejo de Concesiones. 


El Reglamento de esta ley establecerá las normas relativas a la citación del Consejo de Concesiones, quórum para constituirse y para adoptar acuerdos y demás normas sobre su funcionamiento.”.

Nº 10)

Artículo 22


---Intercalar, a continuación de la primera oración del inciso segundo del artículo 22, después del punto seguido, lo siguiente: “No podrán ingresar ni mantenerse en el Registro de Contratistas aquellas empresas que hayan sido condenadas por sentencia de término en virtud de haber incumplido gravemente sus obligaciones en obras públicas previas.”.

Nº 17)

Artículo 36


--- Sustituir su inciso sexto, por el siguiente:


“El Panel Técnico podrá solicitar a los concesionarios y al Ministerio de Obras Públicas aquellos antecedentes que estime necesarios en relación a los aspectos técnicos y económicos de los contratos de concesión durante la etapa de construcción.”.


--- Agregar, en su inciso noveno, la siguiente oración final: “Las designaciones señaladas en este inciso, serán efectuadas en listas únicas por el Consejo de Alta Dirección Pública, con acuerdo de cuatro quintos de sus integrantes.”.


---Contemplar, el siguiente inciso final, nuevo:


“El Panel Técnico se constituirá y dictará las normas de su funcionamiento.”.

Nº 18)

Artículo 36 bis


--- Sustituir su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 36 bis.- Las controversias o reclamaciones que se produzcan con motivo de la interpretación o aplicación del contrato de concesión o a que dé lugar su ejecución, podrán ser llevadas por las partes al conocimiento de una Comisión Arbitral o de la Corte de Apelaciones de Santiago; el Ministerio de Obras Públicas sólo podrá recurrir ante la Comisión Arbitral una vez que se haya autorizadola puesta en servicio definitiva de la obra, salvo la declaración de incumplimiento grave a que se refiere el artículo 28, la que podrá ser solicitada en cualquier momento. Los aspectos técnicos o económicos de una controversia podrán ser llevados a conocimiento de la Comisión Arbitral, o de la Corte de Apelaciones, sólo cuando hayan sido sometidos previamente al conocimiento y recomendación del Panel Técnico.”.


--- Intercalar, en su inciso catorce, entre las palabras “recurso” y “alguno”, el vocablo “ordinario”.

o o o

El señor Secretario General hace presente, finalmente, que las siguientes disposiciones del proyecto de ley tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales:


- El inciso tercero del artículo 36, contenido en el Nº 16), que pasó a ser Nº 17); los incisos primero y segundo del artículo 36 bis, contenido en el numeral 17), que pasó a ser Nº 18); y el inciso primero del artículo 36 ter, contenido en el Nº 18), que pasó a ser Nº 19), todos del artículo 1º, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República.


- El Nº 4), del artículo 3º y los artículos 4° y 5°, en virtud de lo dispuesto en  el artículo 122 de la Carta Fundamental.

Añade que todas estas disposiciones, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio.
- - -



Posteriormente, el señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, declara aprobadas las disposiciones consignadas en el apartado I. de los cuadros con las constancias reglamentarias que se han transcrito precedentemente, es decir, los artículos 2°, 4° y 5° del proyecto, por 22 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, y en lo que respecta a las dos últimas disposiciones, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que todas las enmiendas efectuadas por la Comisiones informantes de esta iniciativa legal, fueron aprobadas por la unanimidad de los señores Senadores integrantes de ellas, con excepción de las que se señalarán más adelante, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Chadwick, quien señala que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 8° del Reglamento del Senado, no participará en la votación de este asunto.

- - -



Puestas en votación las modificaciones aprobadas por unanimidad en las Comisiones informantes, son aprobadas por 25 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, y en lo que respecta a las enmiendas recaídas en las disposiciones de carácter orgánico constitucional, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde poner en discusión y votación la enmienda recaída en el número 10) del artículo 1° del proyecto, que propone intercalar en el inciso segundo del artículo 22 de la Ley de Concesiones de Obras Públicas la oración “no podrán ingresar ni mantenerse en el registro de contratistas aquellas empresas que hayan sido condenadas por sentencia de término en virtud de haber incumplido gravemente sus obligaciones en obras públicas previas.”, la que fue aprobada dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Letelier y Sabag y la abstención del Honorable Senador señor Kuschel.



En discusión la enmienda, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier, Romero, Longueira, Ávila, Navarro, Sabag, García y Ominami.



Antes de proceder a la votación de esta modificación, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para que, en caso de ser aprobada la enmienda, se autorice a la Secretaria a fin de efectuar algunas correcciones en la redacción de la disposición.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Obras Públicas,



Así se acuerda.



Puesta en  votación la enmienda, es aprobada por 24 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Bianchi, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

- - -



Seguidamente, el señor Secretario General señala que corresponde poner en discusión y votación la enmienda recaída en la letra c) del número 14) del artículo 1° del proyecto, la que fue aprobada dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Kuschel y Pérez Varela y el voto en contra el Honorable Senador señor Romero.



Puesta en votación la enmienda, es aprobada con la misma votación que se registró precedentemente.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde poner en discusión y votación la enmienda recaída en el número 17) del artículo 1° del proyecto, que dispone, en lo pertinente, “La sentencia definitiva no será susceptible de recurso ordinario alguno.”, la que fue aprobada dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Letelier y Sabag y la abstención del Honorable Senador señor Kuschel.



En discusión la enmienda, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Longueira, Ávila, Romero y Vásquez, al señor Ministro de Obras Públicas y a los Honorables Senadores señores Letelier, Navarro y Kuschel.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Romero deja constancia, para la historia de la ley, que al establecerse el vocablo “ordinario”, queda abierta la posibilidad de interponer los recursos de casación, tanto en la forma como en el fondo, ya que esa es una vía de impugnación de carácter extraordinaria.



Puesta en votación la frase, es aprobada con la misma votación que se consignó precedentemente. 

- - -



Finalmente, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del artículo 2° transitorio del proyecto, disposición que en la Comisión de Hacienda se aprobó en los mismos términos en que lo había propuesto la Comisión de Obras Públicas, con la abstención del Honorable Senador señor Ominami.



Puesta en discusión la norma, ningún señor Senador hace uso de la palabra
.



Sometida a votación la disposición, es aprobada con la misma votación que se ha señalado presentemente. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Navarro, Ominami, Sabag y Larraín.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Ominami expresa que su abstención en la Comisión de Hacienda sólo tuvo por finalidad permitir que se explicara el sentido de esta disposición en la Sala.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien solicita que se agregue su voto en la aprobación de esta disposición y en la votación de las anteriores que se han realizado precedentemente, ya que como se ha utilizado el procedimiento de dar por repetida la votación, su voto no estaría constando ya que, en ese momento, no se encontraba en la Sala.



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien señala que en la misma situación se encuentran los Honorables Senadores señores Girardi, Muñoz Aburto y  Muñoz Barra, por lo que, del mismo modo, se agregarían sus votos respecto de esta disposición y en la votación de los números 10); 14) letra c) y 17 del artículo 1°, efectuado precedentemente.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri, quien recuerda a la Mesa que se acordó por la Sala, en una sesión anterior, registrar todas las votaciones, precisamente para que no se produzca este sistema de que hay que agregar votos que no se registraron en su momento.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Obras Públicas.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de ley despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto Nº 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas:


1) Sustitúyese el artículo 1°, por el siguiente:


“Artículo 1°.- La ejecución, reparación, conservación o explotación de obras públicas fiscales, por el sistema establecido en el artículo 87 del decreto supremo N° 294, del Ministerio de Obras Públicas, de 1985, las licitaciones y concesiones que deban otorgarse, ya se trate de la explotación de las obras y servicios; del uso y goce sobre bienes nacionales de uso público o fiscales, destinados a desarrollar las áreas de servicios que se convengan; de la provisión de equipamiento o la prestación de servicios asociados, se regirán por las normas establecidas en el presente decreto con fuerza de ley, su reglamento y las bases de la licitación de cada contrato en particular, que el Ministerio de Obras Públicas elabore al efecto.


Las concesiones que se otorguen contemplarán la obligación del concesionario de cumplir, durante toda la vigencia de la concesión, con los niveles de servicio, estándares técnicos o ambos, establecidos en las respectivas bases de licitación, para las diferentes etapas y condiciones de la concesión.”.


2) Introdúcese el siguiente artículo 1° bis, nuevo:


“Artículo 1º bis.- Habrá un Consejo de Concesiones, de carácter consultivo, integrado por:


1) El Ministro de Obras Públicas, quien lo presidirá;


2) Un consejero de libre designación y remoción por parte del Ministro de Obras Públicas;


3) Tres consejeros. El primero será un académico perteneciente a una Facultad de Ingeniería Civil; un segundo, perteneciente a una Facultad de Economía o Economía y Administración, y un tercero, perteneciente a una Facultad de Ciencias Jurídicas. Todos ellos, de alguna de las universidades que hayan obtenido su acreditación institucional por un período de a lo menos cuatro años, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 20.129. Su designación y remoción será libremente efectuada por el Ministro de Obras Públicas. 


Este Consejo estará encargado de informar acerca del tipo de infraestructura que se desarrollará al amparo de esta ley, de los proyectos y modalidades de régimen concesional, teniendo en cuenta, entre otros antecedentes, la evaluación social aprobada por el organismo de planificación competente. 


Serán oídos en este Consejo los Ministerios mandantes de obras que se entreguen en concesión, cuando se trate de temas atingentes a éstas. Adicionalmente, el Consejo solicitará la opinión de otros Ministros y demás autoridades de gobierno y administración del Estado, si así lo estimare conveniente de acuerdo con la naturaleza del asunto de que se trate, con el fin de colaborar en la coordinación que deberá existir entre las entidades públicas que participan en los diferentes tipos de concesiones.


Las autoridades referidas en el inciso anterior deberán asistir a las reuniones en que sean requeridas por el Consejo personalmente o por medio de un representante nombrado con estos fines, investido de plenos poderes.


A los consejeros designados conforme a los numerales 2 y 3 de este artículo, les serán aplicables las normas sobre inhabilidades e incompatibilidades administrativas establecidas en los artículos 54, 55 y 56 de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado. Si alguno de los consejeros designados de conformidad a este inciso incurriere, durante el ejercicio del cargo, en alguna de las circunstancias inhabilitantes señaladas precedentemente, cesará de inmediato en sus funciones. 


Salvo el Ministro de Obras Públicas, los integrantes permanentes del Consejo tendrán derecho a percibir un honorario mensual de 30 Unidades Tributarias Mensuales. Además, percibirán por su asistencia a cada sesión del Consejo un honorario de 30 Unidades Tributarias Mensuales, con un tope total máximo al mes de 90 Unidades Tributarias Mensuales.


El Ministerio de Obras Públicas deberá requerir informe previo del Consejo de Concesiones, en los siguientes casos:


a) Declarar de interés público los proyectos de iniciativa privada; 


b) Determinar que un proyecto de iniciativa privada sea ejecutado con un mecanismo distinto al de concesiones, de acuerdo al artículo 2º;


c) Analizar los proyectos de iniciativa pública que se considerará ejecutar mediante el sistema de concesión regulado en esta ley;


d) Establecer la excepción contenida en el artículo 19 inciso quinto, parte final;


e) Contratar las nuevas inversiones y obras bajo las condiciones excepcionales que dispone el artículo 20 bis, y


f) Analizar las modalidades del régimen concesional de los proyectos que se someterán a licitación pública, debiendo considerar la evaluación social aprobada por el organismo de planificación competente.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, el Ministerio de Obras Públicas podrá solicitar informe al Consejo de Concesiones respecto a las siguientes materias:


a) Cumplido el plazo de una concesión, analizar la procedencia de su nueva licitación;


b) Modificar las características de las obras y servicios contratados de acuerdo al artículo 19;


c) Modificar las características de las obras y servicios contratados de acuerdo al artículo 20, en cuyo caso el informe del Consejo de Concesiones deberá referirse al costo de las ampliaciones y su compensación;


d) Declarado un incumplimiento grave conforme al artículo 28, analizar la conveniencia de realizar una nueva licitación y sus condiciones, por el período que le reste o si continúa como obra pública fiscal;


e) Poner término anticipado a la concesión conforme al artículo 28 bis, y


f) Toda otra materia que el Ministro de Obras Públicas someta a consideración del Consejo de Concesiones.


Los informes del Consejo de Concesiones serán fundados y públicos y deberán ser evacuados dentro del plazo que fije el Ministro de Obras Públicas, el que no podrá ser superior a 60 días contados desde la fecha de su requerimiento. Cuando vencido el plazo no se hubiere evacuado el respectivo informe, se procederá sin la opinión consultiva del Consejo de Concesiones. 


El reglamento de esta ley establecerá las normas relativas a la citación del Consejo de Concesiones, quórum para constituirse y adoptar acuerdos y demás normas sobre su funcionamiento.”.


3) Modifícase el artículo 2º, de la siguiente forma:


a) Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “El reglamento establecerá los criterios para la calificación de estas postulaciones.”.


b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Obras Públicas podrá requerir la financiación conjunta de los estudios necesarios, de acuerdo a lo señalado en el artículo 6° bis, en el caso que decida utilizar el mecanismo de precalificación.”.


c) Sustitúyese, en su inciso final, la frase “Los estudios preinversionales y los proyectos” por “Los proyectos”.


4) Derógase el artículo 5º.


5) Intercálase el siguiente artículo 6° bis, nuevo:


“Artículo 6º bis.- El Ministerio de Obras Públicas podrá efectuar un llamado a precalificación de licitantes a fin de seleccionar, mediante un proceso compuesto por una o varias etapas, a los interesados que cumplan con los requisitos uniformes, objetivos y razonables que se establezcan en las respectivas bases de precalificación, los que sólo podrán referirse a aspectos jurídicos, de capacidad financiera o técnica, de experiencia, resultados en otras obras encargadas en el pasado, cumplimiento histórico de la normativa laboral y de seguridad social y responsabilidad del interesado o de sus personas relacionadas.


Además, tratándose de proyectos de iniciativa pública o privada que sean multifuncionales y que revistan un elevado grado de complejidad, tales como cárceles, hospitales, autopistas urbanas u otros similares, las bases de precalificación podrán exigir otros requisitos objetivos y necesarios para participar en proyectos de esta naturaleza, en tanto no constituyan elementos arbitrarios y resguarden la igualdad de trato entre los participantes de este proceso. Asimismo, las bases de precalificación podrán contemplar un procedimiento y un período de tiempo para que los precalificados propongan al Ministerio de Obras Públicas las mejoras, adiciones o ajustes que estimen conveniente incluir en el diseño del proyecto definitivo, mediante presentaciones que tendrán carácter público. Durante dicho procedimiento, dentro del plazo establecido en las bases de precalificación, los precalificados y el Ministerio de Obras Públicas podrán formularse consultas y solicitudes de aclaración. El Ministerio de Obras Públicas podrá solicitar al efecto la realización de estudios adicionales, los que se regirán por lo establecido en el inciso siguiente. Con todos estos antecedentes, el Ministerio de Obras Públicas podrá perfeccionar y armonizar los niveles de servicio y estándares técnicos del proyecto. El Ministerio de Obras Públicas, dentro del plazo fijado en las bases de precalificación, comunicará los contenidos adicionales o ajustes que serán incorporados en las bases de licitación.

Las bases de precalificación podrán establecer que los precalificados concurran por partes iguales al financiamiento de los estudios que el Ministerio de Obras Públicas considere necesarios para elaborar las bases de licitación, individualizando los estudios y su valor. La realización de tales estudios deberá ser contratada por el Ministerio de Obras Públicas a entidades independientes, con competencia en la materia de que se trate.


El Ministerio de Obras Públicas elaborará las bases de licitación dentro del plazo establecido en las bases de precalificación, y procederá a la selección del adjudicatario con arreglo a lo dispuesto en el artículo 7º y sus normas complementarias.


El adjudicatario de la licitación deberá reembolsar a los licitantes el monto aportado por éstos para el financiamiento de los estudios que se hubieren contratado de conformidad a lo previsto en el inciso tercero de este artículo, en la forma, modo y plazo establecidos en las bases de precalificación. Dicho reembolso será de cargo del Ministerio de Obras Públicas, si éste se desistiere de la licitación una vez efectuada la precalificación o declarare desierta la licitación por razones fundadas.”.

6) Sustitúyese la letra l) del artículo 7°, por la siguiente: 


“l) ingresos totales de la concesión calculados de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación. Este factor de licitación no podrá ser utilizado en conjunto con ninguno de los factores señalados en las letras a), b) o i) anteriores.”.


7) Sustitúyense los artículos 19 y 20, por los siguientes:


“Artículo 19.- El concesionario podrá solicitar compensación en caso de acto sobreviniente de autoridad con potestad pública que así lo justifique, sólo cuando, copulativamente, cumpla los siguientes requisitos: el acto se produzca con posterioridad a la adjudicación de la licitación de la concesión; no haya podido ser previsto al tiempo de su adjudicación; no constituya una norma legal o administrativa dictada con efectos generales, que exceda el ámbito de la industria de la concesión de que se trate, y altere significativamente el régimen económico del contrato.


La inversión del concesionario para cumplir con los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación y en el contrato de concesión, no será susceptible de compensación económica adicional a la considerada en dichos instrumentos, salvo para los casos excepcionales en que así se hubiere previsto en las bases de licitación.


El Ministerio de Obras Públicas podrá modificar las características de las obras y servicios contratados a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, o por otras razones de interés público debidamente fundadas. Como consecuencia de ello, deberá compensar económicamente al concesionario cuando corresponda, por los costos adicionales en que éste incurriere por tal concepto.


Las bases de licitación establecerán el monto máximo de la inversión que el concesionario podrá estar obligado a realizar en virtud de lo dispuesto en el inciso precedente, así como el plazo máximo dentro del cual el Ministerio podrá ordenar la modificación de las obras en concesión. En todo caso, el monto máximo de estas nuevas inversiones no podrá exceder el  quince por ciento del presupuesto oficial de la obra, ni podrá ser requerida en una fecha posterior al cumplimiento de las tres cuartas partes del plazo total de la concesión, salvo los casos de expreso acuerdo por escrito con la sociedad concesionaria.


Si el valor de estas inversiones adicionales, durante la etapa de explotación, excediera el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra o correspondiere a una suma superior a cien mil unidades de fomento, su ejecución deberá ser licitada por el concesionario, bajo la supervisión del Ministerio de Obras Públicas, en la forma que establezca el reglamento, en cuyo caso el valor de las inversiones que se compensarán al concesionario será el que resulte de la licitación, a lo que se sumará un monto adicional a título de costos de administración del contrato, que será determinado en las bases de licitación. El Ministerio tendrá un plazo de 60 días para aprobar o manifestar sus observaciones a las bases respectivas, contados desde la recepción de éstas. Transcurrido ese plazo sin que el Ministerio se haya pronunciado, se entenderán aceptadas. Con todo, por razones fundadas, contenidas en las bases de licitación, previo informe del Consejo de Concesiones, podrá establecerse una excepción a la obligatoriedad de la licitación de las obras adicionales en las condiciones anteriormente descritas.


Las compensaciones económicas referidas en los incisos precedentes, deberán expresarse en los siguientes factores: subsidios entregados por el Estado, pagos voluntarios efectuados directamente al concesionario por terceros a quienes les interese el desarrollo de la obra, modificación del valor presente de los ingresos totales de la concesión, alteración del plazo de la concesión, modificación de las tarifas u otro factor del régimen económico de la concesión pactado. Se podrán utilizar uno o varios de esos factores a la vez.


En el caso de los incisos tercero, cuarto y quinto de este artículo, el cálculo de las compensaciones y el ajuste de los parámetros mencionados en el inciso anterior, deberá siempre efectuarse de manera tal de obtener que el valor presente neto del proyecto adicional sea igual a cero, todo ello considerando la tasa de descuento aplicable y el efecto económico que el proyecto adicional pueda tener en el proyecto original, incluido el mayor riesgo que pueda agregar al mismo. La tasa de descuento aplicable será calculada sobre la base de la tasa de interés promedio vigente para instrumentos de deuda consistentes con el plazo de la inversión, ajustada por el riesgo relevante del proyecto adicional y por el que corresponda a los mecanismos de indemnización que se apliquen. Si existiera discrepancia sobre la tasa de descuento aplicable, las partes podrán recurrir a los órganos establecidos en los artículos 36 y 36 bis. Para estos efectos, se entiende por proyecto adicional el derivado directamente de la modificación de las características de las obras y servicios contratados.


Todas las modificaciones al contrato original para incluir obras adicionales, que separada o conjuntamente superen el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra, y siempre que tal porcentaje corresponda a una suma superior a cincuenta mil unidades de fomento, deberán contar con un informe de la respectiva Dirección del Ministerio de Obras Públicas sobre el impacto de la modificación en los niveles de servicio originalmente comprometidos, en la valoración de las inversiones a realizar, y en el respeto de la proporcionalidad y equivalencia de las prestaciones económicas mutuas y de las estructuras y niveles tarifarios previstos en el contrato de concesión.


Las modificaciones que se incorporen a la concesión en virtud de lo dispuesto en este artículo se harán por decreto supremo fundado del Ministerio de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, la firma  del Ministro de Hacienda.


Artículo 20.- El Ministerio de Obras Públicas y el concesionario podrán acordar la modificación de las características de las obras y servicios contratados, a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, mediante la suscripción del correspondiente convenio complementario al contrato de concesión.


Las bases de licitación establecerán el monto máximo de la inversión que el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario podrán establecer de común acuerdo, así como el plazo máximo dentro del cual se podrán realizar modificaciones de las obras en concesión. En todo caso, el monto máximo de estas nuevas inversiones, en la etapa de construcción, no podrá exceder el veinticinco por ciento del presupuesto oficial de la obra. Con todo, durante la etapa de explotación, cuando el valor de estas inversiones exceda el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra o correspondiere a una suma superior a  cincuenta mil unidades de fomento, su ejecución se efectuará de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero y siguientes del artículo precedente. Esta restricción no se aplicará para  nuevas inversiones que sean financiadas íntegramente por el concesionario y que no den lugar a compensaciones.


Las compensaciones que se acordaren en favor del concesionario se regirán íntegramente por lo dispuesto en los incisos sexto y séptimo del artículo 19.


La aprobación del respectivo convenio complementario se hará mediante decreto supremo fundado del Ministerio de Obras Públicas, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, previo informe de la respectiva Dirección sobre el impacto de la modificación en los niveles de servicio originalmente comprometidos, en la valoración de las inversiones a realizar, y en el respeto de la proporcionalidad de las prestaciones económicas mutuas y de las estructuras y niveles tarifarios previstos en el contrato de concesión.”.

8) Agrégase un artículo 20 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 20 bis.- Excepcionalmente, durante la etapa de construcción y por razones de interés público debidamente fundadas, cuando una obra concesionada requiriere de rediseño o complementación, de tal modo que el total de las inversiones adicionales necesarias durante dicha etapa, incluidos los costos de mantención, operación y  conservación, superen el veinticinco por ciento del presupuesto oficial de la obra, tales inversiones adicionales y modificaciones de obras podrán ser contratadas por el Ministerio de Obras Públicas con el concesionario, una vez cumplidas las siguientes condiciones:


1) Que los hechos y circunstancias que dan lugar a la necesidad de rediseño o complementación se produzcan con posterioridad a la adjudicación de la concesión y no hayan podido ser previstos al tiempo de su adjudicación;


2) Que por razones de experiencia, comportamiento, desempeño, impactos sociales y ambientales, economías de gestión o economías de escala, sea más eficiente adjudicar las nuevas obras  al concesionario original; 


3) Que se haya acordado específicamente el diseño, características técnicas y niveles de servicio que deberán cumplir las obras objeto de rediseño o complementación; 


4) Que se hayan acordado las compensaciones por la ejecución de las obras objeto de rediseño o complementación y que dichas compensaciones estén regidas íntegramente por lo dispuesto en los incisos sexto y séptimo del artículo 19, y


5) Que el Panel Técnico, establecido en el artículo 36, se pronuncie  explícitamente con su recomendación favorable al acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario, sobre la base de la concurrencia de los requisitos señalados en los numerales 1), 2) y 4) de este artículo, y de las diferencias que se producirían en caso de aplicar lo dispuesto en el artículo 28 bis. En todo caso, el Panel Técnico podrá realizar recomendaciones de manera previa a su pronunciamiento definitivo.


Cumplidos los requisitos anteriores, todos los antecedentes deberán ponerse a disposición del Consejo de Concesiones, para que informe al Ministerio de Obras Públicas, sobre la conveniencia de proceder a acordar las nuevas inversiones y obras bajo las condiciones antes señaladas.


Las modificaciones que se incorporen a la concesión en virtud de lo dispuesto en este artículo, se harán por decreto supremo fundado del Ministerio de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda.”. 


9) Modifícase el artículo 21, de la siguiente forma:


a) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, y así sucesivamente:


“Con todo, las concesionarias deberán, mensualmente, presentar al Ministerio de Obras Públicas información sobre los pagos realizados a los contratistas. La misma obligación pesará sobre los contratistas respecto a los subcontratistas.”.

b) Agrégase, en su inciso quinto, que pasa a ser sexto, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Si el acreedor prendario no cumpliera con dichos requisitos, deberá contar con un operador calificado en los plazos y términos que se establecen en las bases de licitación”.


10) Agréganse como párrafos segundo y tercero, nuevos, del número 2 del artículo 22, los siguientes:


“Sin perjuicio de lo anterior, los contratistas de la concesionaria deberán estar inscritos en los Registros de Contratistas del Ministerio de Obras Públicas. No podrán ingresar ni mantenerse en el Registro de Contratistas aquellas empresas que hayan sido condenadas por sentencia de término en virtud de haber incumplido gravemente sus obligaciones en obras públicas previas. Tanto los contratistas como sus subcontratistas no podrán iniciar obras sin que sus respectivos contratos se encuentren formalizados, registrándose, por el concesionario, una copia de ellos ante el Ministerio.


Las controversias que se susciten entre el concesionario y los contratistas o entre éstos y sus subcontratistas, con motivo de la aplicación, interpretación o ejecución de los contratos celebrados entre ellos con ocasión de la ejecución de la obra, podrán ser conocidas y resueltas por árbitros que determinarán sus normas de procedimiento, garantizando siempre un justo y racional procedimiento o debido proceso, y pronunciarán sentencia definitiva con aplicación estricta de la ley. En tal caso, los árbitros sólo podrán ser designados, de común acuerdo por las partes, de entre aquellos que formen parte de una entidad de mediación, conciliación y arbitraje existente en el país o, en su defecto, se desempeñará como árbitro quien fuere designado conforme a lo dispuesto en el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales.”.


11) Sustitúyese el artículo 28, por el siguiente:


“Artículo 28.- La declaración de incumplimiento grave del contrato de concesión deberá ser solicitada, fundándose en alguna de las causales establecidas en el respectivo contrato o bases de licitación, por el Ministerio de Obras Públicas a la Comisión Arbitral establecida en el artículo 36 bis.


Declarado el incumplimiento grave del contrato por la Comisión Arbitral, el Ministerio de Obras Públicas procederá a designar un interventor, que sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión, siéndole aplicables las normas del artículo 207, números 1 al 5 del Libro IV del Código de Comercio. Este interventor responderá de culpa levísima.


Dentro del plazo de 120 días, contado desde la declaración del incumplimiento grave, el Ministerio de Obras Públicas, previa aprobación del Ministerio de Hacienda, determinará si procederá a licitar públicamente el contrato de concesión por el plazo que le reste.


El proceso de licitación, en caso que se optare por ella, deberá efectuarse dentro del plazo de 90 días desde que se determine que se relicitará el contrato, y el monto recaudado producto de ella será de propiedad del concesionario original, sin perjuicio de lo señalado en el inciso sexto de este artículo. Las bases de la licitación deberán establecer los requisitos que habrá de cumplir el nuevo concesionario, los que, en ningún caso, podrán ser más gravosos que los impuestos al concesionario original, salvo que, mediante pronunciamiento del Consejo de Concesiones, y en virtud de nuevos antecedentes, dichos requisitos se revelen insuficientes para acometer la obra. En el primer llamado a licitación, el mínimo de las posturas no podrá ser inferior a los dos tercios de la deuda contraída por el concesionario. A falta de interesados se efectuará una segunda licitación, sin mínimo, en un plazo de 90 días desde que se haya declarado desierta la primera licitación.


Si se determinare no licitar públicamente el contrato de concesión por el plazo que le reste, el Ministerio de Obras Públicas, sin perjuicio de lo señalado en el inciso sexto de este artículo, deberá pagar al concesionario el valor de las inversiones necesarias para la prestación del servicio, que efectivamente hayan sido realizadas por el concesionario, y que no hayan sido amortizadas, más los costos financieros normales del mercado pertinente a tales inversiones, debidamente acreditados, incluidos los reajustes e intereses devengados hasta el momento en que se haga efectivo el pago. El monto del pago será fijado por acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario, previa aprobación del Ministerio de Hacienda, dentro de los 60 días siguientes a la fecha en que se haya determinado la no relicitación del contrato. A falta de acuerdo, total o parcial, la determinación del monto controvertido del pago será llevado a la recomendación del Panel Técnico establecido en el artículo 36, dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo establecido para fijar el monto por mutuo acuerdo. Si la recomendación no fuese acogida por las partes, el monto será fijado por la Comisión Arbitral, conforme al procedimiento del artículo 36 bis, siempre que el concesionario requiera por escrito su intervención dentro de un plazo de 10 días contados desde la notificación de la recomendación del Panel Técnico. Si se produjere acuerdo en un monto parcial, la forma de pago de ese monto podrá ser acordada inmediatamente por escrito, previa aprobación del Ministerio de Hacienda, reservándose el conocimiento de lo disputado para la Comisión Arbitral. No habiéndose alcanzado acuerdo, si el concesionario no recurriere al Panel Técnico, o a la Comisión Arbitral, dentro de los plazos establecidos en este inciso, se entenderá aceptado por el concesionario el monto más alto que el Ministerio de Obras Públicas le hubiere ofrecido en la forma contemplada en el reglamento durante el curso de la negociación.


La declaración de incumplimiento grave hará exigibles los créditos que se encuentren garantizados con la prenda establecida en el artículo 43. Dichos créditos se harán efectivos sobre el producto de la licitación o sobre el pago que deba efectuar el Ministerio de Obras Públicas, según el caso, con preferencia a cualquier otro crédito.


En el caso que durante la intervención la sociedad concesionaria hubiere contratado créditos con la aprobación de los acreedores indicados en el inciso anterior, y dichos créditos fueren exigibles, ellos se harán efectivos en el producto de la licitación o en el pago antes referido con preferencia a los garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública. En su caso, y luego de deducir los créditos señalados en este inciso, del producto de la licitación se descontarán además los gastos acreditados en que el Ministerio de Obras Públicas hubiere incurrido para la realización de la misma.”.


12) Agrégase el siguiente artículo 28 bis, nuevo:


“Artículo 28 bis.- Si el interés público así lo exigiere, el Presidente de la República, previo informe del Consejo de Concesiones y mediante decreto fundado del Ministerio de Obras Públicas, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, podrá poner término anticipado a la concesión cuando un cambio de circunstancias hiciere innecesaria la obra o servicio para la satisfacción de las necesidades públicas, o demandare su rediseño o complementación de tal modo que las inversiones adicionales necesarias para adecuar la obra a las nuevas condiciones superen el veinticinco por ciento del presupuesto oficial de la obra. Esta potestad podrá ejercerse exclusivamente durante la etapa de construcción.


El decreto supremo que declare el término anticipado, señalará el plazo y condiciones en que el concesionario deberá hacer entrega de la obra al Ministerio de Obras Públicas.


El concesionario tendrá derecho a una indemnización equivalente al valor de las inversiones, que siendo necesarias para la prestación del servicio conforme al contrato, hayan sido efectivamente realizadas, excluidos los gastos financieros, llevado a valor futuro al momento en que se acuerde el pago. A ello, se adicionará un porcentaje del valor presente de los beneficios netos esperados del negocio concesionado, correspondiente a la fracción de la inversión del proyecto realizada por el concesionario hasta la fecha de término anticipado.


Al monto total del pago acordado, se sumarán los reajustes e intereses correspondientes hasta la fecha en que se haga efectivo este pago.


Para la determinación del valor futuro de las inversiones realizadas se considerará como tasa de descuento, la tasa de costo de capital ponderado relevante para el negocio de acuerdo con los criterios definidos al efecto en las bases de licitación. Para la determinación del valor presente de los beneficios netos esperados del negocio concesionado se utilizará la tasa de descuento ajustada, de tal forma que considere el riesgo en los flujos futuros inherentes a la concesión y su distribución en el tiempo. El procedimiento a aplicar y la correspondiente fórmula de cálculo se establecerán en las bases de licitación.


El monto de la indemnización será fijado por acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario, y aprobado por el Ministerio de Hacienda, dentro de los 60 días siguientes a la fecha de publicación del decreto respectivo.


A falta de acuerdo, total o parcial, sobre el monto de la indemnización o de cualquiera de sus factores de cálculo, la controversia será llevada a la recomendación del Panel Técnico establecido en el artículo 36, dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo establecido para fijar el monto por mutuo acuerdo. Si la recomendación no fuese acogida por las partes, la controversia será resuelta por la Comisión Arbitral, conforme al procedimiento del artículo 36 bis, siempre que el concesionario requiera por escrito su intervención dentro de un plazo de 10 días contados desde la notificación de la recomendación del Panel Técnico. Si se produjere acuerdo en un monto parcial, la forma de pago de ese monto podrá ser acordada inmediatamente por escrito, reservándose el conocimiento de lo disputado para la Comisión Arbitral. No habiéndose alcanzado acuerdo, si el concesionario no recurriere al Panel Técnico, o a la Comisión Arbitral dentro de los plazos establecidos en este inciso, se entenderá aceptado por el concesionario el monto más alto que el Ministerio de Obras Públicas le hubiere ofrecido en la forma contemplada en el reglamento durante el curso de la negociación.


La terminación anticipada de la concesión hará exigibles los créditos garantizados con la prenda establecida en el artículo 43, los que se harán efectivos sobre la indemnización recibida por el concesionario con preferencia a cualquier otro crédito.


Cuando correspondiere, el Ministerio de Obras Públicas, previo informe del Consejo de Concesiones, determinará si el proyecto reformulado será nuevamente entregado en concesión o ejecutado en la forma establecida en el artículo 86 del decreto con fuerza de ley N° 850, del Ministerio de Obras Públicas, de 1998. Habiéndose puesto término anticipado a la concesión por un cambio de circunstancias que demandare su rediseño o complementación a través de inversiones adicionales que superen el veinticinco por ciento del presupuesto oficial de la obra, y siempre que el Ministerio de Obras Públicas resuelva ejecutarla dentro de los tres años siguientes a la fecha del término anticipado, el proyecto reformulado deberá entregarse en concesión mediante licitación pública.”.


13) Sustitúyese el artículo 29, por el siguiente:


“Artículo 29.- Las bases de licitación deberán indicar explícitamente los niveles de servicio exigidos para la etapa de explotación, sus respectivos indicadores y las sanciones.


Corresponderá al Ministerio de Obras Públicas, la inspección y vigilancia del cumplimiento por parte del concesionario de sus obligaciones, tanto en la fase de construcción como en la de explotación de la obra.


En caso de incumplimiento, el Ministerio podrá imponer al concesionario las sanciones y multas que el reglamento y las bases de licitación establezcan, sin perjuicio del derecho del concesionario para recurrir a los mecanismos a que se refiere el artículo 36 bis.”.


14) Modifícase el artículo 30, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese, en su encabezamiento, la expresión “Conciliadora” por “Arbitral”, y la referencia al “artículo 36” por otra al “artículo 36 bis”.


b) Elimínase el número 1, pasando los actuales números 2 y 3 a ser 1 y 2, respectivamente.


15) Introdúcese el siguiente artículo 30 bis, nuevo:


“Artículo 30 bis.- Durante la vigencia del contrato de concesión, el Ministerio de Obras Públicas, a objeto de verificar la buena marcha de la concesión y el debido cumplimiento de las obligaciones del concesionario, podrá requerir de éste la entrega de la información de los subcontratos que haya celebrado para la ejecución de la obra y la prestación del servicio, e información cierta relativa a su contabilidad, gestión empresarial y sistemas de atención a usuarios. Los antecedentes recibidos deberán ser mantenidos bajo reserva. La negativa o demora injustificada en la entrega de los antecedentes requeridos y la entrega de información manifiestamente inexacta o no fidedigna se sancionarán con las multas establecidas en el reglamento.


Asimismo, el Ministerio de Obras Públicas, mediante resolución fundada, podrá requerir al concesionario que efectúe, bajo apercibimiento de multas, auditorías para comprobar la veracidad y exactitud de las informaciones que se le hayan proporcionado. El auditor deberá ser aprobado por el Ministerio de Obras Públicas, y su contratación y financiamiento corresponderá al concesionario requerido.


Tan pronto tenga noticia de su ocurrencia, el concesionario deberá informar al Ministerio de Obras Públicas de cualquier hecho o circunstancia relevante que afecte o pueda afectar el normal desarrollo de las obras, en la fase de construcción, o bien la correcta prestación del servicio conforme con los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las respectivas bases de licitación, en la fase de explotación. La infracción de esta obligación será sancionada con las multas establecidas en el reglamento.”.


16) Agrégase, en el epígrafe del Capítulo X, a continuación de la voz “Indemnizaciones”, la frase “y Resolución de Controversias”.


17) Sustitúyese el artículo 36, por el siguiente:


“Artículo 36.- Las discrepancias de carácter técnico o económico que se produzcan entre las partes durante la ejecución del contrato de concesión, podrán someterse a la consideración de un Panel Técnico a solicitud de cualquiera de ellas. 


El Panel Técnico, que no ejercerá jurisdicción, deberá emitir, de acuerdo con el procedimiento público establecido en el reglamento, una recomendación técnica, debidamente fundada, dentro del plazo de 30 días corridos, prorrogable por una vez, contado desde la presentación de la discrepancia. La recomendación será notificada a las partes y no tendrá carácter vinculante para ellas.


La recomendación del Panel no obstará a la facultad del concesionario para accionar posteriormente ante la Comisión Arbitral o la Corte de Apelaciones de Santiago, aunque la controversia recaiga sobre los mismos hechos. En tal caso, la recomendación podrá ser considerada por la Comisión Arbitral o la Corte de Apelaciones como un antecedente para la dictación de su sentencia.


Podrán someterse a la consideración del Panel Técnico las discrepancias que se produzcan en relación con:


1.- La evaluación técnica y económica de las inversiones realizadas por el concesionario, de su estado de avance, de sus costos y plazos, conforme a los niveles de servicios y estándares técnicos establecidos para la respectiva concesión. 


2.- La determinación de la existencia de costos adicionales y sus causas económicas, técnicas o de gestión, o de otros hechos o circunstancias que técnicamente afecten o puedan afectar el normal desarrollo de las obras durante la etapa de construcción.


3.- La definición de que el valor de las inversiones haya sobrepasado alguno de los límites establecidos en los artículos 19, 20 y 28 bis. 


4.- La determinación de los efectos económicos que tendría en la concesión la realización de obras adicionales.


5.- La determinación técnica de la tasa de descuento, riesgo del negocio, costos financieros y demás factores económicos que sea necesario establecer para calcular las compensaciones económicas correspondientes al concesionario, en caso de terminación anticipada del contrato de concesión, de realización de obras adicionales o de cualquier otro evento que contemple la ley y que requiera de esos cálculos. 


6.- Las demás discrepancias técnicas o económicas que las partes de un contrato de concesión tengan entre sí con motivo de la ejecución del contrato o de la aplicación técnica o económica de la normativa aplicable a dicho contrato y que, de común acuerdo, sometan a su consideración, así como las demás que indique la ley.


La presentación de una discrepancia ante el Panel Técnico referida a la dictación de una resolución del Ministerio de Obras Públicas, no suspenderá sus efectos.


El Panel Técnico podrá solicitar a los concesionarios y al Ministerio de Obras Públicas aquellos antecedentes que estime necesarios en relación a los aspectos técnicos y económicos de los contratos de concesión durante la etapa de construcción.

El Panel Técnico estará integrado por los siguientes profesionales, que deberán tener una destacada trayectoria profesional o académica, en las materias técnicas, económicas o jurídicas del sector de concesiones de infraestructura, según el caso: dos abogados; dos ingenieros, y un profesional especializado en ciencias económicas o financieras. Dichos profesionales no podrán estar, ni haber estado en los doce meses previos a su designación, relacionados con empresas concesionarias de obras públicas, sea como directores, trabajadores, asesores independientes, accionistas, o titulares de derechos en ellas o en sus matrices, filiales, coligantes o coligadas, o con empresas constructoras o de ingeniería subcontratistas de los concesionarios; ni podrán estar, ni haber estado en los doce meses previos a su designación, relacionados con el Ministerio de Obras Públicas, ser dependientes del mismo u otros servicios públicos o prestar servicios remunerados al Ministerio de Obras Públicas o a otros servicios públicos vinculados directa o indirectamente a la actividad de concesiones. Las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en este inciso, se mantendrán respecto de cada integrante, hasta un año después de haber terminado su período. 


Los integrantes del Panel Técnico serán nombrados por el Consejo de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, mediante concurso público de antecedentes, fundado en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias. En el marco del concurso, el Consejo de Alta Dirección Pública deberá constatar la idoneidad de los profesionales elegidos y la ausencia de inhabilidades e incompatibilidades que les afecten. El concurso deberá cumplir con el procedimiento establecido en el reglamento de esta ley, y desarrollarse en un plazo máximo de 60 días corridos. El nombramiento de los integrantes así designados se efectuará mediante resolución del Ministerio de Obras Públicas.


Los integrantes del Panel Técnico, permanecerán seis años en sus cargos, y no podrán ser designados para períodos sucesivos. Su renovación se efectuará parcialmente cada tres años, empezando por los dos abogados. Las designaciones señaladas en este inciso serán efectuadas en listas únicas por el Consejo de Alta Dirección Pública, con acuerdo de cuatro quintos de sus integrantes.


El Panel contará con un secretario abogado que tendrá las funciones que fije el reglamento y será de dedicación exclusiva, pudiendo ejercer actividades académicas en universidades reconocidas por el Estado. 


Una vez constituido, el Panel Técnico elegirá de entre sus integrantes al miembro que lo presidirá por los siguientes tres años. El presidente será de dedicación exclusiva, pudiendo ejercer actividades académicas en universidades reconocidas por el Estado. El quórum mínimo para sesionar será de tres de sus integrantes, a lo menos dos de los cuales no deberán ser abogados si se tratare de discrepancias generadas durante el período de construcción, y los acuerdos se adoptarán por simple mayoría, decidiendo el voto del presidente en caso de empate.


El Ministerio de Obras Públicas financiará los gastos de administración y funcionamiento del Panel Técnico y la mitad del monto de los honorarios de sus integrantes, incluyéndolos en las partidas correspondientes de la Ley de Presupuestos. La mitad restante de los honorarios señalados será solventada por los concesionarios regidos por esta ley, según la prorrata definida en el reglamento. La remuneración mensual del presidente corresponderá a una suma equivalente a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, más veinticinco unidades tributarias mensuales por cada sesión, con un tope total de trescientas unidades tributarias mensuales; la de los demás integrantes del Panel, corresponderá a una suma mensual equivalente a cien unidades tributarias mensuales, más veinte unidades tributarias mensuales por cada sesión, con un tope total de doscientas unidades tributarias mensuales, y la de su secretario abogado, corresponderá a una suma equivalente a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.


El Panel Técnico se constituirá y dictará las normas de su funcionamiento.”.


18) Introdúcese el siguiente artículo 36 bis, nuevo:


“Artículo 36 bis.- Las controversias o reclamaciones que se produzcan con motivo de la interpretación o aplicación del contrato de concesión o a que dé lugar su ejecución, podrán ser llevadas por las partes al conocimiento de una Comisión Arbitral o de la Corte de Apelaciones de Santiago. El Ministerio de Obras Públicas sólo podrá recurrir ante la Comisión Arbitral una vez que se haya autorizado la puesta en servicio definitiva de la obra, salvo la declaración de incumplimiento grave a que se refiere el artículo 28, la que podrá ser solicitada en cualquier momento. Los aspectos técnicos o económicos de una controversia podrán ser llevados a conocimiento de la Comisión Arbitral, o de la Corte de Apelaciones, sólo cuando hayan sido sometidos previamente al conocimiento y recomendación del Panel Técnico.

La Comisión Arbitral estará integrada por tres profesionales universitarios, de los cuales al menos dos serán abogados y uno de éstos la presidirá. Los integrantes serán nombrados de común acuerdo por las partes a partir de dos nóminas de expertos, la primera de ellas compuesta por abogados y confeccionada al efecto por la Corte Suprema, y la segunda, compuesta por profesionales designados por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, mediante concurso público de antecedentes, fundado en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias. En el marco del concurso, tanto la Corte Suprema como el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, deberán constatar la idoneidad de los profesionales elegidos y la ausencia de inhabilidades e incompatibilidades que les afecten.


El concurso deberá cumplir con el procedimiento establecido en el reglamento de esta ley, y desarrollarse en un plazo máximo de 60 días corridos.


Las nóminas de expertos estarán conformadas, la primera de ellas, por veinte abogados y, la segunda, por diez profesionales universitarios de áreas ligadas a la economía, la ingeniería o la construcción, y sólo podrán figurar y permanecer en ellas quienes tengan una destacada actividad profesional o académica en sus respectivas áreas de desempeño, acrediten a lo menos diez años de ejercicio profesional y no estén relacionados con empresas concesionarias de obras públicas, sea como directores, trabajadores, asesores independientes, accionistas, o titulares de derechos en ellas o en sus matrices, filiales, coligantes o coligadas, o con empresas constructoras o de ingeniería subcontratistas de los concesionarios, ni haberlo estado en los doce meses previos a su designación. Asimismo, no podrán estar relacionados con el Ministerio de Obras Públicas, ser dependientes del mismo u otros servicios públicos o prestar servicios remunerados al Ministerio de Obras Públicas o a otros servicios públicos vinculados directa o indirectamente a la actividad de concesiones, ni haberlo estado en los doce meses previos a su designación. El reglamento establecerá las formalidades para su nombramiento.


Las dos nóminas de expertos se renovarán parcialmente cada cinco años mediante nuevo concurso público de antecedentes, no pudiendo figurar ningún profesional en ella por más de quince años consecutivos o discontinuos, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso siguiente. A falta de acuerdo de las partes en uno o más integrantes, su nombramiento será efectuado por sorteo ante el secretario del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia de entre los candidatos incluidos en las nóminas.


Los integrantes de la Comisión deberán ser designados al inicio de la respectiva concesión y la Comisión, a su vez, deberá quedar constituida dentro de los 30 días siguientes a dicha designación. Sus integrantes permanecerán en el cargo durante toda la vigencia del respectivo contrato de concesión. No obstante, podrán ser reemplazados de común acuerdo, cuando ello sea necesario o se estime conveniente, o a solicitud de cualquiera de las partes, por una sola vez, siempre que hubieren transcurrido más de tres años desde la fecha de su nombramiento y no estuvieren conociendo de una reclamación. Ello, sin perjuicio de las inhabilidades e incapacidades sobrevinientes que pudieren afectar a alguno de los integrantes, en cuyo caso se aplicará para el nombramiento de su reemplazante el procedimiento establecido en el inciso anterior.


Los integrantes de la Comisión serán remunerados por el respectivo concesionario y el Ministerio de Obras Públicas, por partes iguales, en la forma y con los límites que establezca el reglamento.


La Comisión, en cuanto se designen sus integrantes y se constituya, deberá determinar el modo en que se le formularán las reclamaciones y el mecanismo de notificación que empleará para poner en conocimiento de las partes las resoluciones o decisiones que emita, y dictará las demás normas de procedimiento que estime pertinentes. Entre estas últimas se encontrarán las que regulen la audiencia de las partes y aquellas correspondientes a los mecanismos para recibir las pruebas y antecedentes que las partes aporten.


Salvo disposición en contrario de esta ley, las partes deberán formular sus reclamaciones a la Comisión dentro del plazo de dos años contados desde la puesta en servicio definitiva de la obra, si el hecho o ejecución del acto que las motiva ocurriese durante la etapa de construcción, y de dos años contados desde la ocurrencia del hecho o desde que hubieren tenido noticia del mismo si así se acreditare fehacientemente, si éste ocurriese en etapa de explotación. 


Sin perjuicio de lo anterior y de lo establecido en los artículos 28 y 28 bis, el plazo para reclamar contra resoluciones del Ministerio de Obras Públicas será de un año, el que se reducirá a 120 días en el caso de resoluciones que impongan multas, plazo que en todo caso se suspenderá por la interposición de los correspondientes recursos de reposición o jerárquico, hasta su resolución. Vencidos estos plazos prescribirá la acción.


Los acreedores prendarios de la prenda sin desplazamiento establecida en el artículo 43, serán admitidos en los procedimientos a que diere lugar el funcionamiento de esta Comisión, en calidad de terceros independientes.


Sometido un asunto a su conocimiento y hasta antes de la citación para oír sentencia, la Comisión podrá llamar a conciliación, de oficio o a solicitud de alguna de las partes, y proponer, oralmente o por escrito, bases de arreglo dentro de los 30 días corridos siguientes a aquél en que se notifique la resolución que llama a conciliación.


La Comisión Arbitral tendrá las facultades de árbitro arbitrador en cuanto al procedimiento y apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica, admitiendo además de los medios de prueba indicados en el artículo 341 del Código de Procedimiento Civil, cualquier otro medio, indicio o antecedente que, en concepto de la Comisión, sea apto para establecer los hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos. La Comisión tendrá un plazo de 60 días hábiles, contado desde que se cite a las partes al efecto, para dictar sentencia definitiva con arreglo a derecho, la que será fundada, y deberá enunciar las consideraciones de hecho, de derecho, técnicas y económicas sobre cuya base se haya pronunciado.


La sentencia definitiva no será susceptible de recurso ordinario alguno.


La sentencia definitiva y todos los escritos, documentos y actuaciones de cualquier especie que se presenten o verifiquen en el curso del procedimiento, serán publicados en la forma que establezca el reglamento.


En caso que se optare por recurrir ante la Corte de Apelaciones, según lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, se aplicará el procedimiento establecido en los artículos 69 a 71 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, y se estará a las siguientes disposiciones:


1.- No será exigible boleta de consignación.


2.- El traslado del recurso se dará al Director General de Obras Públicas.


Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de las atribuciones del Poder Judicial y de la Contraloría General de la República.”.


19) Agrégase el siguiente artículo 36 ter, nuevo: 


“Artículo 36 ter.- El concesionario sólo podrá solicitar la suspensión de los efectos del acto administrativo reclamado ante la Comisión Arbitral desde que se encuentre constituida de conformidad con el artículo 36 bis, o ante la Corte de Apelaciones de Santiago, en su caso.


Dicha solicitud se tramitará con audiencia del Ministerio y para decretarla deberán existir motivos graves y calificados, debiendo acompañarse comprobantes que constituyan a lo menos presunción grave del derecho que se reclama.


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión Arbitral no podrá, en caso alguno, autorizar o disponer la paralización de la construcción de las obras o de la prestación del servicio por un plazo superior a sesenta días, sea directamente o mediante la suspensión de los efectos de un acto del Ministerio de Obras Públicas, a menos que existiere acuerdo entre las partes en cuanto a mantener dicha paralización.”.


20) Modifícase el artículo 37, de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “conciliadora” por “Arbitral”.


b) Sustitúyese el inciso tercero, por el siguiente:


“Autorizada la designación del interventor, se entenderá haber incumplimiento grave del contrato de concesión y se procederá según lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 28.”.


c) Elimínase el inciso quinto.


21) Modifícase el inciso segundo del artículo 38, de la siguiente forma:


a) Elimínase la frase “, ni inferior a la mitad de dicho monto en segunda subasta”.


b) Sustitúyese la voz “tercera” por “segunda”.


22) Modifícase el artículo 39, de la siguiente manera:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “a desarrollar áreas de servicio” por “al desarrollo de áreas de servicio, a la provisión de equipamiento o a la prestación de servicios asociados”.


b) Intercálase, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “toda obra pública,”, la frase “la provisión de su equipamiento o la prestación de servicios asociados,”.


Artículo 2º.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 118 bis de la ley Nº 18.290, de Tránsito, a continuación de la expresión “dispositivo electrónico”, el vocablo “habilitado”, y, a continuación de la palabra “sancionada”, la frase “con una multa de una unidad tributaria mensual y para todos los efectos se entenderá como una infracción grave”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local:


1) Modifícase el artículo 3°, de la siguiente forma:


a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Tratándose de la infracción a la prohibición establecida en el inciso primero del artículo 118 bis de la ley Nº 18.290, se procederá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 43 bis de la presente ley.”.


b) Elimínase, en el inciso tercero, la última oración.


2) Introdúcese el siguiente artículo 16 ter, nuevo: 


“Artículo 16 ter.- Tratándose de cobros judiciales de que conozca un Juez de Policía Local, el deudor podrá ponerle término hasta antes de la notificación de la sentencia definitiva que se dicte en dicha sede, mediante el pago del monto efectivamente adeudado más intereses y costas, el cual deberá consignarse en la cuenta corriente de dicho Tribunal, y el que le deberá ser entregado al acreedor sin más trámite.”.


3) Intercálase, en el artículo 22, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo a ser sexto, séptimo y octavo, respectivamente:


“Lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto precedentes no regirá respecto de la infracción a la prohibición establecida en el inciso primero del artículo 118 bis de la Ley de Tránsito. Respecto de esta infracción se aplicará lo dispuesto en el artículo 43 bis de la presente ley.”.


4) Intercálanse, en el inciso cuarto del artículo 24, a continuación de la expresión “Fondo Común Municipal”, las siguientes frases: “, a menos que se trate de multas impuestas por infracción a la prohibición establecida en el inciso primero del artículo 118 bis de la ley Nº 18.290, en cuyo caso sólo enterará el 50% al Fondo Común Municipal, debiendo remitir el 50% restante a la municipalidad donde tiene asiento el Juzgado de Policía Local que impuso la multa”.


5) Introdúcese el siguiente artículo 43 bis, nuevo:


“Artículo 43 bis.- La infracción a la prohibición establecida en el inciso primero del artículo 118 bis de la ley Nº 18.290, se someterá a las siguientes reglas:


1.- Los funcionarios autorizados que la sorprendan enviarán una constancia de la misma por medio de archivos digitales al Director de la Unidad de Administración y Finanzas o quien haga sus veces, de la municipalidad respectiva, para efectos de su comunicación al infractor y su previo cobro en sede administrativa.


2.- El Director de la Unidad de Administración y Finanzas comunicará la constancia al infractor, mediante carta certificada con su firma electrónica dirigida al domicilio que éste tenga anotado en el Registro de Vehículos Motorizados, o en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros o en otro registro que lleve el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Para estos efectos, se aplicará respecto del Director de la Unidad de Administración y Finanzas, lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto del artículo 3°. En esta comunicación deberá constar, a lo menos, la individualización de su destinatario y, si se supiere, el número de su cédula de identidad; la comunicación de la infracción que se le imputa y el lugar, día y hora en que se habría cometido, con indicación de la constancia referida en el numeral anterior; la placa patente y clase del vehículo involucrado; la multa que fuere legalmente procedente por dicha infracción, y la posibilidad de concurrir a la Tesorería Municipal respectiva a pagar la multa correspondiente, reducido su valor en un 30%, dentro de quinto día de recibida la carta certificada.


3.- Si el infractor efectuare oportunamente el pago referido en el número anterior, se entenderá que acepta la infracción y la imposición de la multa en los términos de los incisos tercero y cuarto del artículo 22, y la municipalidad respectiva procederá, en relación con los fondos así recaudados, de conformidad a lo establecido en el Nº 6 del inciso tercero del artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. En caso contrario, el Director de la Unidad de Administración y Finanzas, pudiendo utilizar su firma electrónica, denunciará la infracción al tribunal competente, acompañando todos los antecedentes que obraren en su poder.


4.- Recibida la denuncia por el tribunal competente, éste citará al infractor en los términos previstos en el inciso tercero del artículo 3°, pudiendo utilizar tanto el Juez como el Secretario su firma electrónica, entendiéndose practicada esta diligencia cuando la respectiva carta certificada sea dejada en un lugar visible del domicilio del infractor. La denuncia se tramitará conforme a las reglas generales establecidas en esta ley.”.


Artículo 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero del artículo 55 del decreto Nº 307, del Ministerio de Justicia, de 1978, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local:


1) Sustitúyese la voz “segundo” por “tercero”.


2) Intercálase, a continuación de la expresión “Fondo Común Municipal”, la frase “o a éste y a la municipalidad respectiva, según corresponda”.


Artículo 5º.- Agrégase, en el Nº 6 del inciso tercero del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio del Interior, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Con todo, tratándose de las multas impuestas por infracción a la prohibición establecida en el inciso primero del artículo 118 bis de la ley Nº 18.290, sólo el cincuenta por ciento de lo recaudado ingresará al Fondo Común Municipal, pasando el cincuenta por ciento restante a beneficio municipal.”.


Artículo primero transitorio.- Las normas de esta ley no serán aplicables respecto de los contratos de concesión resultantes de procesos de licitación cuyas ofertas se hayan presentado con anterioridad a la  entrada  en vigencia de la misma, salvo  a aquellos concesionarios que, dentro del plazo de los tres meses siguientes a esa fecha, opten por la aplicación de las normas de esta ley a sus respectivos contratos. Para esos efectos, los concesionarios y el Ministerio de Obras Públicas deberán suscribir un convenio complementario que fije los niveles de servicio y estándares técnicos correspondientes.


Podrán, asimismo, los concesionarios que lo deseen, optar, dentro del mismo plazo, porque se les apliquen conjuntamente las normas contenidas en los artículos 36 y 36 bis, sobre que versan los numerales 17) y 18) del artículo 1° de esta ley.


Con todo, respecto de las concesiones de aquellos concesionarios que no ejercieren la opción señalada en el inciso anterior, seguirán rigiendo las normas legales vigentes a la fecha del perfeccionamiento de los respectivos contratos de concesión, salvo las excepciones establecidas a continuación:


a) Sólo respecto de hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, regirán las modificaciones que introduce este cuerpo legal a la ley Nº 18.290, de Tránsito; a la ley Nº 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local; al decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio del Interior, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y al decreto Nº 307, del Ministerio de Justicia, de 1978, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 
Nº 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local. 


b) Las normas contenidas en el inciso noveno del artículo 36 bis y en el artículo 36 ter del decreto Nº 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas, en su texto introducido por esta ley. En el primero de los casos, respecto de hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley; en el segundo, sólo respecto de aquellas solicitudes o reclamaciones sometidas al conocimiento de la Comisión Arbitral con posterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


c) En caso de suscribirse convenios complementarios que impliquen un incremento de los niveles de servicio, estos convenios deberán contener explícitamente los nuevos niveles de servicio, estándares técnicos, o ambos, en su caso, y las sanciones correspondientes en caso de no cumplimiento.


Artículo segundo transitorio.- Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, el Ministerio de Obras Públicas soportará la totalidad de los costos correspondientes a los honorarios de los integrantes del Panel Técnico, monto que se reducirá a los dos tercios de estos honorarios durante el tercer año de vigencia de esta ley. En este último caso, corresponderá a los concesionarios de obras públicas regidos por esta ley financiar la diferencia, según la prorrata definida en el reglamento.”.

- - -


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira, quien, dada la presencia del señor Ministro de Obras Públicas a esta sesión, consulta acerca de la necesidad de implementar en las principales rutas concesionadas del país el sistema de tag o de cobro automático para el pago de los peajes existentes en ellas.


Sobre el particular, el señor Ministro de Obras Públicas explica que se solicitó a los encargados de la administración de las autopistas Santiago-Talca y Santiago-Valparaíso, que dieran cumplimiento a las cláusulas contenidas en sus respectivos contratos suscritos en el año 2001, en el sentido de implementar este sistema de cobro automático de peajes, mediante la activación de los tag urbanos y agrega que se les dio un plazo para realizar esta gestión, y si ello no ocurre se interpondrán las correspondientes demandas por incumplimiento de contrato.

______________
Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios, con 

segundo informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios, correspondiente al Boletín N° 5.315-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.


Añade que la Comisión de Hacienda, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: el numeral 1) del artículo 1º, y el artículo 1º transitorio.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 3 bis, 11 bis, 20 bis, 24 a, 24 a bis y 39. 

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1 b, 5 bis, 5 quinquies, 10 bis, 14 bis, 18, 20 a, 23, 24, 24 b, 26, 26 a, 26 b, 26 bis, 29, 31 bis, 38 bis y 40.

4.- Indicaciones rechazadas: números 2, 2 a, 3, 3 a, 4, 5, 5 ter, 5 quáter, 5 sexies, 7, 8, 8 a, 14, 14 a, 14 b,15, 16, 19, 20, 21, 22, 25, 25 a, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 37 a, 38, 38 a y 41. 

5.- Indicaciones retiradas: 1 y 12.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1 a, 6, 9, 10, 10 a, 11, 11 a, 11 b, 13, 17, 26 c, 26 d, 27, 28, 28 a, 29 a, 30, 30 a, 31, 31 a, 31 b y 34 bis.


El señor Secretario General señala que, la Comisión de Hacienda propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas: 

Artículo 1º

Número 2)


Agregar, a continuación de las voces “personas y”, la siguiente frase: “, y reemplázese la expresión “fondo mixto de apoyo social” por “Fondo Mixto de Apoyo Social”.”. 

Número 3)


Agregar dos puntos (:) a continuación de la voz “siguiente”. 

- - -

Intercalar el siguiente número 4), nuevo


“4) Sustitúyese, todas las veces que aparece en el texto, la palabra “fondo”, cuando es relativa al Fondo Mixto de Apoyo Social establecido en el artículo 3º de esta ley, por la voz “Fondo”.” 

Número 4)

Pasa a ser número 5)

Artículo 1º


Eliminar, en su encabezamiento, la frase “así como los contribuyentes del impuesto Global Complementario que declaren sobre la base de renta efectiva,”. 

Número 1.-


Agregar a este número el siguiente inciso segundo:


“El Consejo establecido en el artículo 4° podrá eximir de esta prohibición a aquellas personas jurídicas que donen a instituciones que, habiéndose incorporado al registro del artículo 5°, acrediten haber realizado actividades de las señaladas en esta ley por un tiempo no inferior a cinco años, y demuestren que su labor a favor de personas de escasos recursos o discapacitadas no está condicionada ni dirigida a beneficiar a candidatos a cargos de elección popular.”. 

Número 7.-


Agregar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración:


“Tratándose de contribuyentes del impuesto de Primera Categoría, este beneficio sólo se aplicará cuando las donaciones que se realicen en un mismo año sean efectuadas a lo menos a dos instituciones distintas, no pudiendo superar ninguna de ellas el monto equivalente a 700 Unidades Tributarias Mensuales.”. 

Número 10.-


Reemplazarlo por el siguiente:


“10.- No obstante lo señalado en los números anteriores, las donaciones de un monto igual o superior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales efectuadas por los contribuyentes del impuesto de Primera Categoría referidos precedentemente, que financien proyectos o programas, destinados a la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas, certificados de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5°, en que al menos el 25% del total de la donación haya sido efectuada al Fondo, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% del monto de la donación. Si no se aportare al Fondo o el aporte fuere inferior al 25%, el crédito equivaldrá al 40% del monto de la donación. Las donaciones de un monto inferior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales se regirán por lo dispuesto en el número 7 del presente artículo. En caso de efectuar donaciones al Fondo, el donante podrá proponer el área de proyectos o programas a que se destinará su donación, en la forma que establezca el reglamento a que se refiere el artículo 6°.” 

Número 12.-


Reemplazarlo por el siguiente:


“12.- En ningún caso, el crédito por el total de las donaciones de un mismo contribuyente podrá exceder del monto equivalente a 14.000 Unidades Tributarias Mensuales al año.”. 

o o o


Intercalar el siguiente número 6), nuevo:


“6) Agrégase el siguiente artículo 1° Bis:


“Artículo 1° Bis.- En la medida que se cumplan los procedimientos, condiciones y requisitos establecidos en la presente ley, tendrán derecho a los mismos beneficios contemplados en el artículo anterior, por las donaciones que efectúen en los términos allí establecidos, los contribuyentes del impuesto Global Complementario que determinen sus rentas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sobre la base de su gasto efectivo, mientras que aquellos contribuyentes del referido impuesto que declaren sobre la base de gasto presunto, y los afectos al impuesto contemplado en el número 1º del artículo 43 del mismo texto legal, tendrán derecho sólo al crédito contra el impuesto respectivo.


Para los efectos de ejercer los beneficios antes referidos, los contribuyentes gravados de conformidad con lo establecido en el número 1º del artículo 43, deberán presentar una declaración anual en la forma y plazo que determine el Servicio de Impuestos Internos, actualizando el referido impuesto mensual que le hubiese sido retenido, considerando la variación del Índice de Precios al Consumidor ocurrida entre el último día del mes anterior a aquel en que se efectuó dicha retención, y el último día del mes anterior al del término del año correspondiente. A la cantidad que resulte se le imputará como crédito el 50% de la donación con el máximo establecido en esta ley, y si resultare un exceso, este se devolverá de conformidad a lo establecido en el artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Los contribuyentes a que se refiere este artículo, se encontrarán liberados del deber de información que establece el número 5 del artículo 1º de esta ley, sin perjuicio de lo cual, deberán mantener en su poder el certificado que le entregue el donatario dando cuenta de la donación efectuada de conformidad con lo establecido en la referida disposición, y presentarlo al Servicio de Impuestos Internos cuando éste así lo requiera para efectos de acreditar la respectiva donación. Por su parte, los donatarios que de conformidad con esta ley reciban donaciones de estos contribuyentes, deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que este organismo establezca mediante resolución, el monto de las donaciones, el domicilio, el RUT y la identidad del donante.”.”. 

o o o

Número 5)


Pasa a ser número 7), sin enmiendas.

Número 6)


Pasa a ser número 8)


Agregar la siguiente letra a), nueva, a este numeral:


“a) En su inciso primero, sustitúyase la expresión “fondo mixto de apoyo social” por “Fondo Mixto de Apoyo Social”, y suprímase la frase “en adelante “el fondo”, el”. 

Letra a)


Pasa a ser letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) En su inciso segundo, sustitúyase la expresión “el número 2” por “los números 7, 8 y 10”. 

Letra b)


Pasa a ser letra c), sin enmiendas.

Número 7)


Pasa a ser número 9)

Letra a)

Numeral ii)


Sustituirlo por el siguiente:


“ii) Sustitúyese la expresión “tres” por “cuatro”, las dos veces que aparece en el texto”. 

Número 8)


Pasa a ser número 10)


Intercalar la siguiente letra a), nueva:


“a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “Consejo”, por “consejo”.”. 

Letra a)


Pasa a ser letra b)


Reemplazar, en su primera parte, las expresiones “los dos años” por “los dos años inmediatamente anteriores” y la expresión “un año”, por “el año inmediatamente anterior”.

Letra b)


Pasa a ser letra c), sin enmiendas.

Letra c)


Pasa a ser letra d)


Reemplazarla por la siguiente:


“d) Reemplázase su inciso cuarto, por los siguientes incisos:


“Los resultados de la evaluación de las instituciones y sus proyectos o programas, la adjudicación de los recursos del Fondo, el registro de instituciones elegibles para recibir aportes de las donaciones, junto con el listado de los proyectos y programas elegibles, así como la identidad del donante, el monto donado y la entidad donataria de cada donación, tendrá un carácter público y deberá ser publicada en el sitio de Internet del organismo encargado de llevar el respectivo registro, en forma clara y ordenada, de modo que pueda ser revisada por todos los usuarios del sistema sin la necesidad de obtener clave ni tener que pagar por la obtención de estos datos.


El Ministerio de Planificación, mediante resolución fundada, podrá eliminar del registro a aquellas instituciones que hayan incurrido en las siguientes conductas:


a) No haber cumplido las obligaciones impuestas por la donación recibida.


b) Haber destinado dinero de la donación a fines no comprendidos en el proyecto o programa respectivo o a uno distinto de aquel al que se efectuó la donación.


c) Haber incurrido en alguna de las conductas tipificadas en los artículos 11 y 13 de esta ley y en el artículo 97, N° 24, del Código Tributario.


d) Haber sido sancionado por tribunal competente, por denegación arbitraria de atención a beneficiarios del proyecto o programa respectivo, o de otros programas o prestaciones sociales que la entidad beneficiaria administre.


Las instituciones cuya eliminación del registro haya sido declarada por primera vez, no podrán incorporarse nuevamente a éste ni presentar nuevos proyectos o programas a financiamiento de donaciones de que trata esta ley ni a financiamiento de los recursos del Fondo, dentro del plazo de tres años contado desde la fecha de la resolución que aplicó dicha sanción. En caso de declararse nuevamente la eliminación del registro de dicha entidad, se le aplicará la misma sanción, pero por un plazo de seis años.

La aplicación de la sanción de eliminación del registro se sujetará al siguiente procedimiento:


a) El Ministerio de Planificación notificará a la entidad inscrita en el registro, a través de carta certificada enviada al domicilio que ésta tenga registrada, de los hechos o cargos que ameritan el procedimiento sancionatorio, indicando la norma infringida y la sanción que la ley asigna a dicho hecho.


b) El notificado tendrá un plazo de cinco días hábiles para efectuar sus descargos.


c) Una vez evacuados los descargos, o transcurrido el plazo para ello, el Ministerio examinará el mérito de los antecedentes y, en caso de ser necesario, ordenará la rendición de las pruebas que procedan. El término probatorio será de cinco días hábiles, y la prueba será apreciada de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


d) Una vez realizada la última diligencia probatoria pertinente, la autoridad deberá dictar dentro de treinta días corridos una resolución fundada que ponga fin al proceso, resolviendo las cuestiones planteadas, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas de la entidad donataria, y conteniendo la declaración de la medida impuesta, o la absolución. 


e) Transcurrido el plazo de seis meses contado desde la formulación de los cargos, sin que se haya dictado resolución final en el respectivo procedimiento, el presunto infractor podrá requerirle al órgano instructor una decisión sobre el particular, debiendo el Ministerio dictar una resolución que ponga término al procedimiento dentro del plazo de diez días hábiles, bajo apercibimiento de que la entidad sea absuelta de los cargos que se le hubieren formulado.


f) En contra de la resolución que ordene la eliminación del registro, la que deberá ser notificada al representante de la entidad sancionada, procederán los recursos previstos en la ley N° 19.880.
Número 9)


Pasa a ser número 11)

Letra a)


Suprimir, en el inciso primero propuesto en esta letra, las frases “y por los contribuyentes del impuesto Global Complementario” y “o contra el impuesto Global Complementario, según corresponda”. 

Letra b)


- Reemplazar su encabezado por el siguiente:


“b) Intercálense los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser inciso cuarto:”.


- Sustituir, en el inciso segundo que esta letra intercala, la palabra “fondo” por “Fondo”, y el guarismo “2%” por “5%”.


- Agregar el siguiente inciso tercero:


“Tratándose de los contribuyentes del impuesto Global Complementario que determinen sus rentas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y aquellos contribuyentes afectos al impuesto contemplado en el número 1º del artículo 43 del mismo texto legal, el límite global absoluto que establece el inciso primero de este artículo para las donaciones que efectúen de conformidad con las leyes tributarias,  será el equivalente al 20% de su renta imponible, o será de 320 Unidades Tributarias Mensuales, si este monto fuera inferior a dicho porcentaje. En todo caso, las donaciones que excedan dicho límite quedarán igualmente liberadas del trámite de la insinuación.”. 

Número 10)


Pasa a ser número 12), sin enmiendas.

Artículo 2º

Nº 24

Inciso primero


Intercalar, a continuación de la palabra “donaciones”, precedido de una coma (,) el siguiente texto: “en los términos establecidos en los incisos primero y segundo del artículo 11 de la Ley N° 19.885,”.

Inciso tercero


Intercalar, entre las palabras “El” y “que”, la palabra “donatario”.

Inciso final


Eliminarlo. 

Artículo 2º transitorio


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2° transitorio.- La presente ley entrará en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de la modificación al reglamento a que se refiere el artículo precedente. Sin embargo, tanto el artículo introducido por el número 5), y las modificaciones introducidas en el número 9), ambos del artículo 1° de esta ley, regirán una vez transcurrido el plazo de seis meses desde que la presente ley entre en vigencia.”. 

- - -


Agregar el siguiente artículo 3º transitorio, nuevo:


“Artículo 3° transitorio.- Durante el primer año de vigencia de la presente ley, las instituciones indicadas en el inciso primero del artículo 2° cuyos estatutos no señalen expresamente la finalidad requerida en dicho inciso y, sin embargo, ésta se haya verificado en su actividad real, podrán ser incorporadas al registro que establece el artículo 5° y presentar proyectos para ser calificados por el Consejo establecido en el artículo 4º, si al momento de solicitar su incorporación acreditan haber presentado ante el Ministerio de Justicia la modificación de sus estatutos, con el fin de contemplar expresamente en su objeto la finalidad o finalidades que correspondan de conformidad con el señalado artículo.”.

o o o


El señor Secretario General hace presente, finalmente, que el número 5.- del artículo 1º, contenido en el numeral 4), que ha pasado a ser 5), del artículo 1º del proyecto de ley, tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política de la República, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del  artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, declara aprobadas las normas señaladas en el número 1. del cuadro con las constancias reglamentarias de la Comisión de Hacienda, según lo dispone aquella disposición.

- - -


Luego, el señor Secretario General señala que todas las modificaciones efectuadas por la Comisión de Hacienda fueron aprobadas por unanimidad, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada. Al efecto, precisa que algunos señores Senadores han efectuado dicha solicitud, según se señala más adelante.


Puestas en votación dichas modificaciones, son aprobadas por 22 votos a favor y una abstención, de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, y en lo que respecta al número 5.- del artículo 1º, contenido en el numeral 4), que ha pasado a ser 5), del artículo 1º del proyecto de ley, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Espina, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Ávila.


Se deja constancia que el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó su intención de aprobar estas enmiendas.

- - -


A continuación, el señor Secretario General señala que los Honorables Senadores señores Orpis, Bianchi, Chadwick, Coloma, Larraín, Longueira, Novoa, Pérez Varela, Prokurica y Romero han renovado la indicación cinco sexies que propone agregar un inciso nuevo en el número 7) del artículo 1° del proyecto, que es del siguiente tenor: “Un mismo contribuyente no podrá aplicar las donaciones establecidas en el inciso anterior a las instituciones relacionadas”.


Luego, el señor Presidente pone en discusión la indicación y ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis, Ávila, Navarro, Ominami, García y Vásquez.


Al intervenir, el Honorable Senador señor Ávila solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Director del Servicio de Impuestos Internos, requiriendo información, detallada, de quiénes han sido los beneficiados con donaciones efectuadas al amparo de esta ley, durante los años tributarios 2006-2007, ambos inclusive, distinguiendo los donatarios, según su nombre, RUT, comuna y domicilio.


Consultada al opinión de la Sala, se acuerda enviar el referido oficio, en nombre del Honorable Senador señor Ávila y con acuerdo de la Corporación.

Luego, el señor Presidente informa a la sala que ha vencido el término de la Orden del Día, y solicita el acuerdo de la Sala para prorrogarlo.


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien señala que está citada la Comisión de Agricultura, por lo que en caso de prorrogarse el Orden del Día, debería autorizarse a esa Comisión a sesionar mientras lo hace la Sala.


Seguidamente, el señor Presidente, recogiendo el parecer de diversos señores Senadores declara que el tratamiento de este proyecto queda pendiente para la sesión ordinaria del día de mañana. 

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Flores y Naranjo, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que evalúe la posibilidad de enviar ayuda humanitaria a los damnificados por los recientes fenómenos climáticos en Haití, República Dominicana y 

Cuba


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Flores y  Naranjo, correspondiente al Boletín N° S 1.110-12, por medio del cual solicitan aprobar el texto que más adelante se consigna.

- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 18 votos a favor. 



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Ávila, Espina, Flores, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Longueira, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero y Vásquez.



Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el huracán Gustav, a su paso como tormenta tropical por Jamaica, Haití y República Dominicana, y como huracán grado 4 por Cuba, dejó un saldo de destrucción y muerte, que ha atemorizado y activado mecanismos de protección civil en el Golfo de México y en el Estado de Louisiana (Estados Unidos);
2. Que, según los últimos balances tras los huracanes Gustav, Hanna y Fey, en Haití hubo más de 235 muertos y 25.000 damnificados, así como severas pérdidas agrícolas y en infraestructura y viviendas destruidas o dañadas;
3. Que en dicho país la portavoz de UNICEF señaló su preocupación porque la población haitiana ya sufre de extrema pobreza, situación agravada por los altos precios de los alimentos, por lo que este organismo internacional, en conjunto con el Programa Mundial de Alimentos y el Gobierno de Haití, se encuentran evaluando los perjuicios producidos por el fenómeno, centrando su atención en las escuelas;

4. Que en Cuba, si bien no hubo pérdidas humanas, se verificaron cuantiosos daños materiales, con más de 100.000 viviendas parcial o totalmente destruidas, en la Isla de la Juventud y Pinar del Río, sectores donde se registraron ráfagas de hasta 340 kilómetros por hora. Además, ambas regiones sufrieron millonarios perjuicios en sus cultivos, en especial de tabaco, en plantas avícolas y en la infraestructura eléctrica y de comunicaciones. Así, por ejemplo, sólo en Pinar del Río el huracán derribó 136 torres de alta tensión;

5. Que en la República Dominicana el MINUSTAH ha realizado dramáticos rescates en la ciudad de Gonaives, que quedó totalmente inundada. Las víctimas de las fuertes lluvias asociadas a estos eventos meteorológicos se registraron en los departamentos de Artibonite, Nippes y en el oeste del país;

6. Que en todas estas naciones la producción y distribución de alimentos es hoy una prioridad, lo que hace necesario movilizar la acción de las autoridades nacionales y de organismos internacionales, tales como la ONU, la Cruz Roja y la UNICEF;

7. Que países de todo el mundo están haciendo llegar sus embarques de ayuda humanitaria, con el fin de solidarizar y colaborar con los lentos y complejos procesos de reconstrucción;

8. Que mientras el Gobierno de Timor del Este anunció la donación de US$500 mil, China dio a conocer la de US$350 mil, y Rusia envió aeronaves que transportaron, entre otros, materiales higiénicos, grupos electrógenos y depósitos de agua. Por su parte, el Gobierno de España comprometió su apoyo para un programa de reconstrucción de escuelas y establecimientos de beneficio social y comunitario;

9. Que en agosto de 2007 nuestro país envió más de 20 toneladas de ayuda humanitaria a Perú, para auxiliar a las víctimas del terremoto que afectó a esta nación, que incluyó catres, carpas, colchonetas, frazadas, medicinas y otros elementos básicos. Además, dispuso de un grupo de médicos epidemiólogos y tanatólogos para colaborar con el levantamiento de cadáveres y evitar contagios;

10. Que en febrero Chile envió a Ecuador ocho toneladas de ayuda, con alimentos no perecibles, colchonetas, frazadas y carpas, para las víctimas de las peores inundaciones ocurridas en ese país, que afectaron al 25% de su población y que ocasionaron más de 20 muertos;

11. Que en enero, febrero y marzo de este año, Chile envió cargamentos con ayuda humanitaria a Bolivia, también afectada por intensas precipitaciones, que dejaron muertos y miles de damnificados. En esta oportunidad, la ayuda consistió en alimentos no perecibles, frazadas, colchonetas, pañales, carpas, catres de campaña y medicamentos, y

12. Que el huracán Ike azotó especialmente a Cuba, donde causó muertos, catastróficas inundaciones y pérdidas multimillonarias en ciudades, pueblos y campos del oriente y centro del país. Fue necesario evacuar a más del 12% de la población total del país de las zonas de riesgo.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de enviar ayuda humanitaria para apoyar a los miles de damnificados que los huracanes Gustav, Hanna, Fey y Ike dejaron a su paso por Haití, República Dominicana y Cuba.”.

_______________

INCIDENTES 



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación han solicitado que se dirija, en su nombre, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Bianchi a la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, recabando información respecto del proceso de transferencia de las concesión de servicios de distribución de agua potable en la XII Región.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Obras Públicas, solicitando información respecto de la habilitación de caminos de integración con Argentina en la Zona Austral.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas y a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, requiriendo que en el Presupuesto para el año 2009 se incluyan recursos para la habilitación del camino de penetración entre Lago Verde y La Tapera, comuna de Lago Verde, en la XI Región. 



3) A la señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, recabando información respecto de las medidas que se desarrollarán para la preservación del Parque Nacional Laguna San Rafael, en el caso de que se concrete el proyecto de Centrales Hidroeléctricas de la empresa Hidroaysén.



4) A la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles y al señor Director Regional del Servicio de Salud Aysén, con el objeto de que se remitan los antecedentes sobre derrame de combustibles y aceites ocurrido en el estero San Luis, ubicado en la localidad de Puerto Cisnes, XI Región.



- Del Honorable Senador señor Naranjo:



1) A los señores Ministros de de Defensa Nacional; de Hacienda; Secretario General de la Presidencia y del Trabajo y Previsión Social, solicitando información respecto de si el Gobierno está estudiando o tiene contemplado impulsar una iniciativa legal para reparar a las personas que realizaron el Servicio Militar Obligatorio en el período comprendido entre los años 1973 y 1990. 



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo diversos antecedentes en cuanto al reemplazo, fiscalización y estudios técnicos del uso de TAGs.



- Del Honorable Senador señor Núñez a la señora Ministra de Salud, solicitando instruir la elaboración de estudios sobre la prevalencia de la ludopatía en la población nacional; disponer la formación de expertos en ese tipo de patologías y la dotación de especialistas en esta enfermedad en los sistemas de salud en las ciudades en las cuales estén emplazados casinos de juegos.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
________________


En el tiempo del Comité Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ávila, quien se refiere a las acciones de amedrentamiento que habría sufrido la señora Ministra de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, doña Eliana Quezada en el marco de la investigación del “caso Woodward” y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro del Interior y a la señora Subsecretaria de Carabineros, para que informen acerca del tenor de las amenazas recibidas y la estrategia de protección que se está utilizando respecto de dicha Magistrada.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Ávila, de conformidad al Reglamento del Senado.
____________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Allamand, quien solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Gerente General de la Empresa de Ferrocarriles del Estado recabando información respecto del cumplimiento del “Acuerdo Tripartito de Acceso a inmueble de propiedad de esa Empresa y Expropiación” de 28 de marzo de este año.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, de conformidad al Reglamento del Senado.
______________



En el tiempo de los Comités Partido Socialista e Independientes, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien solicita dirigir, en su nombre, los siguientes oficios a las autoridades que indica, respecto de los temas que, en cada caso, se señala a continuación:



1) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, solicitando información respecto de los plazos en los cuales se desarrollará en Chile la televisión digital y los obstáculos que, como país, se enfrentan para su pronta implementación.



2) A Su Excelencia la Presidenta de la República; al señor Contralor General de la República; al señor Ministro de Relaciones Exteriores y a la señora Ministra de Planificación, en relación con las medidas que se adoptarían respecto de la promulgación del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre pueblos indígenas, con le objeto de que se haga llegar una copia de su intervención a los Ministerios, reparticiones y organizaciones que indica y para que las autoridades referidas precedentemente informen respecto de las materias que en cada caso se indica, y al señor Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores, a fin de que adopte las medidas necesarias para procurar la adecuada promulgación de dicho Convenio.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable señor Senador Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



A continuación hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Naranjo, quien se refiere a la conmemoración del trigésimo cuarto aniversario del asesinato del señor General y ex Comandante en Jefe del Ejército, don Carlos Prats y su señora esposa, ocurrido en la ciudad de Buenos Aires el 30 de septiembre de 1974, y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la Familia Prats, con el objeto de que se les haga llegar una copia de su intervención.



Luego, el Honorable señor Senador se refiere a la medida de expulsión aplicada por el Gobierno del Venezuela respecto del señor Director de Human Rights Watch, el ciudadano chileno José Miguel Vivanco y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor  Ministro de Relaciones Exteriores, para que, por su intermedio, se haga llegar una copia de su intervención al señor Embajador de Venezuela en nuestro país; a Amnistía Internacional y a la organización no gubernamental señalada precedente, con el mismo propósito y, respecto de esta última, expresando su solidaridad ante dicha medida.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable señor Senador Naranjo, de conformidad al Reglamento del Senado.


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempos los Comités Partido Demócrata Cristiano; Mixto, Partido por la Democracia y Partido Unión Demócrata Independiente.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 56ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 1 DE OCTUBRE DE 2.008



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, el señor Ministro de Defensa Nacional, don José Goñi Carrasco y la señora Subsecretaria de Hacienda, doña María Olivia Recart Herrera.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se da por aprobada el acta de la sesión quincuagésima cuarta, ordinaria, de 16 de septiembre de 2008, que no ha sido observada. 

_______________

CUENTA

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse para proponer la forma y modo de resolver las discrepancias surgidas en la tramitación del proyecto de ley sobre salida de menores desde Chile (Boletín Nº 4.594-07).


-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que otorga bono extraordinario para quienes ejerzan como vocales de las mesas receptoras de sufragios (Boletín N° 6.119-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la posibilidad de emitir un instructivo sobre la aplicación de la ley penal común en los casos en que ésta comprometa a personas indígenas.



Tres del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al proceso iniciado en el Tribunal Oral en lo Penal de Temuco en contra de Héctor Llaitul y Roberto Painemil.



Con el segundo, contesta un acuerdo adoptado por el Senado a proposición de los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República implementar medidas legales tendientes a reabrir la Comisión de Prisión Política y Tortura y a ampliar su ámbito de cobertura o crear una nueva, para que puedan ser calificados los detenidos desaparecidos y ejecutados políticos que no se encuentren reconocidos por la Comisión de Verdad y Reconciliación (Boletín N° S 1.104-12).



Con el tercero, responde un acuerdo adoptado por el Senado a proposición de los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, García, Horvath, Larraín, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, con el que se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República conferir suma urgencia a los siguientes proyectos de ley: el que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15); el relativo a la prevención de la contaminación electromagnética (Boletín N° 3.150-12), y el que obliga a informar sobre los niveles de radiación electromagnética que emiten los artefactos e instalaciones que señala (Boletín N° 5.747-11) (Boletín N° S 1.058-12).



Seis del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los dos primeros, da respuesta a igual número de oficios cursados en nombre del Honorable Senador señor Larraín, referidos al proyecto Radial Oriente, comuna de Colbún y al camino longitudinal Los Corrales Monteflor, provincia de Linares.



Con los dos siguientes, contesta igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativos a fiscalización de las pisciculturas, descargas de actividades mineras y relaves en Aysén y al no pago a los contratistas que efectúan obras en la zona.



Con el siguiente, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca del proceso de reparación del Puente Cautín, Ruta S-11 R (Lautaro) y sus accesos.



Con el último, da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Coloma, sobre ampliación de las defensas fluviales del sector de las parcelas de Idahue, comuna de Licantén.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a un subsidio a la operación de energía eléctrica en favor de la Municipalidad de Las Guaitecas.



Dos de la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:



Con el primero, da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Flores, Frei, García, Kuschel, Naranjo, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar, en materia de contaminación lumínica (Boletín N° S 1.100-12).



Con el segundo, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Girardi, referido a la intervención del Parque Nacional Puyehue por parte de un proyecto privado hidroeléctrico.



Del señor Comisionado Presidencial para Asuntos Indígenas, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la protección de las prerrogativas de los indígenas.



Del señor Director del Servicio Nacional de Geología y Minería, mediante el cual contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Allamand, acerca de deslizamientos en las laderas de los cerros aledaños a la localidad de Amargos, en la comuna de Corral.



Del señor Alcalde de Osorno, con el que informa de la adopción de un acuerdo del Concejo Municipal, en relación con el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2009.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la consulta de la Sala del Senado sobre cuestiones de constitucionalidad planteadas en la discusión del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT), elaborado en Washington el 19 de junio de 1970, enmendado el 28 de septiembre de 1979, modificado el 3 de febrero de 1984 y el 3 de octubre de 2001, y su reglamento anexo” (Boletín N° 4.964-10) (con urgencia calificada de “simple”).



-- Queda para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señor Letelier, señora Alvear y señores Gómez, Larraín y Romero, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que establece como inhabilidad para postular al cargo de diputado o senador la comisión de hechos constitutivos de violencia intrafamiliar (Boletín N° 6.122-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Girardi, Ávila, Navarro, Ominami y Ruiz-Esquide, con la que inician un  proyecto de reforma constitucional sobre dominio público de las aguas (Boletín N° 6.124-09).



-- Pasa a la Comisión de Obras Públicas.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Naranjo, Escalona, Ominami, Muñoz Aburto, Navarro y Núñez, relativo al proceso democrático en que se aprobó una nueva Constitución Política en la República del Ecuador (Boletín N° S 1.114-12).



De los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Romero y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que propicie el empleo de los mecanismos del Sistema Interamericano con motivo de los quiebres institucionales acontecidos o que acontezcan en el continente (Boletín N° S 1.116-12).



-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



De los Honorables Senadores señores Prokurica, Larraín, Ávila, Coloma, García, Gómez, Kuschel, Longueira, Muñoz Barra, Orpis, Pérez Varela, Pizarro y Vásquez, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que disponga un estudio destinado a proponer medidas que permitan solucionar la deuda adquirida por el Estado de Chile con los profesores (Boletín N° S 1.115-12).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo y Vásquez, con el que solicitan al Ministerio de Agricultura, a la Comisión Nacional del Medio Ambiente y a la Corporación Nacional Forestal medidas destinadas a dar una mayor protección a la especie nativa “Ciprés de las Guaitecas” (Boletín N° S 1.117-12).



-- Pasa a la Comisión de Agricultura.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo y Vásquez, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que se promuevan medidas en apoyo de las personas enfermas de Alzheimer y recursos públicos que permitan ampliar el Plan Nacional de Salud Mental y Psiquiatría (Boletín N° S 1.118-12).



-- Pasa a la Comisión de Salud.

- - -

INFORME DE LA XV REUNIÓN DEL GRUPO DE AMISTAD CHILENO-ARGENTINO


Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Bianchi, quien rinde cuenta de la XV Reunión del Grupo Parlamentario de Amistad Chileno-Argentino, realizada en el Parlamento de la República de la Argentina y a la cual asistieron, además, los Honorables Senadores señores Kuschel, Muñoz Aburto y Vásquez.


Luego, el señor Presidente agradece el informe presentado y añade que su contenido quedará incorporado de manera íntegra en la versión taquigráfica de esta sesión.

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios, con 

segundo informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar con la discusión particular del proyecto de la referencia, la cual se inició en la sesión 55ª, ordinaria, del día de ayer.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios, correspondiente al Boletín N° 5.315-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.


Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan en el acta de la sesión precedentemente señalada 

El señor Secretario General hace presente, finalmente, que el número 5.- del artículo 1º, contenido en el numeral 4), que ha pasado a ser 5), del artículo 1º del proyecto de ley, tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política de la República, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del  artículo 66 de la Carta Fundamental.
- - -


Seguidamente, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella de la señora Subsecretaria de Hacienda.


Así se acuerda.

- - -


A continuación, el señor Secretario General hace presente a la Sala que en la sesión celebrada el día de ayer, se comenzó con la discusión de la indicación cinco sexies, renovada por los Honorables Senadores señores Orpis, Bianchi, Chadwick, Coloma, Larraín, Longueira, Novoa, Pérez Varela, Prokurica y Romero, que propone agregar un inciso nuevo en el número 7) del artículo 1° del proyecto, que es del siguiente tenor: “Un mismo contribuyente no podrá aplicar las donaciones establecidas en el inciso anterior a las instituciones relacionadas”.


Asimismo, añade que en dicha oportunidad, quedaron inscritos para hacer uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Gazmuri y Orpis y señora Matthei. 


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables señores Senadores antes mencionados y a los Honorables Senadores señores Ominami y  Larraín y a la señora Subsecretaria de Hacienda.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 8º del Reglamento del Senado, señala que no tomará parte en la votación de esta indicación.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, se produce el siguiente resultado: 13 votos a favor, 9 en contra, 4 abstenciones y un pareo.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Romero, Vásquez y Zaldívar.


Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Frei, Gazmuri, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, y Sabag.

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, García y Navarro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

Seguidamente, el señor Secretario General señala que las abstenciones influyen en el resultado de la votación, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, corresponde repetir la votación.


Repetida la votación de la indicación, es aprobada por 14 votos a favor, 8 en contra, una abstención y un pareo.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Navarro, Novoa, Romero, Vásquez y Zaldívar.


Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Frei, Gazmuri, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, y Sabag.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Ávila.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.
- - -


Seguidamente, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la enmienda recaída en el número 10) que se agrega al artículo 1° de la ley N° 19.885, respecto del cual el Honorable Senador señor Orpis solicitó discusión y votación separada.


Luego, el señor Presidente pone en discusión la referida norma y concede el uso de la palabra a  los Honorables Senadores señores Orpis y Ávila.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 8º del Reglamento del Senado, señala que no tomará parte en la votación de esta disposición.

- - -


Cerrado el debate y puesta en votación la disposición, es rechazada por 14 votos contra 11, una abstención y un pareo.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Novoa y Romero.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Frei, Gazmuri, Gómez, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Sabag, Vásquez y Zaldívar

Se abstiene, el Honorable Senador señor Ávila.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.
- - -


Finalmente, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la indicación número 5 ter, renovada por los Honorables Senadores señora Matthei y señores Orpis, Bianchi, Coloma, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira y Romero, recaída en el número 1.- del artículo 1° de la ley N° 19.885, disposición que contempla ciertas prohibiciones aplicables a las instituciones que pueden ser beneficiarias de donaciones. Asimismo, precisa que el Consejo encargado de administrar el fondo podrá eximir de ellas a las personas jurídicas que donen a instituciones que acrediten haber realizado actividades de las señaladas en esta ley por un tiempo no inferior a 5 años. La referida indicación señala que este plazo no regirá respecto de las instituciones cuya vigencia sea inferior a dicho término.


En discusión la indicación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, a la señora Subsecretaria de Hacienda y a los Honorables Senadores señores Vásquez, Ominami, Larraín, Gómez y Longueira.


Durante su intervención, el Honorable Senador señor Gómez solicita al señor Presidente que recabe el acuerdo de la Sala, conforme lo dispone el artículo 131 N° 7) del Reglamento del Senado, para que el proyecto vuelva a la Comisión de Hacienda para un nuevo segundo informe a fin de resolver este punto.


Al hacer uso de la palabra, el Honorable Senador señor Longueira expresa su adhesión al planteamiento formulado por el Honorable Senador señor Gómez, pero hace ver la necesidad de que, en el nuevo segundo informe, la Comisión de Hacienda también pueda revisar otras materias, a fin de dar una mejor redacción y contenido a este proyecto.


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez, Ominami y Ávila y a la señora Subsecretaria de Hacienda.


Luego, el señor Presidente consulta el parecer de la Sala sobre la proposición  efectuada para que el proyecto vuelva a la Comisión de Hacienda para un nuevo segundo informe, lo que así se acuerda, disponiéndose que la competencia de dicha Comisión se extiende a la revisión de todo el proyecto y fijándose una nuevo  plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas de día 3 de noviembre del año en curso, en la Secretaría de la Comisión. 


Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Bianchi, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para modificar el trámite dado al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece feriado el 31 de octubre, Día Nacional de las Iglesias Evangélicas, correspondiente al Boletín N° 4.640-24, en el sentido que sólo sea informado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, como ya ha ocurrido, y no por la de Hacienda, como se ha dispuesto, de manera que pueda votarse esta iniciativa la próxima semana en la Sala del Senado.


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a  los Honorables Senadores señores Longueira, Frei y Bianchi.


Al hacer uso de la palabra, el Honorable Senador señor Longueira señala que la solicitud del Honorable Senador señor Bianchi tiene sentido en el entendido que este proyecto tenga aplicación este año y, además, solicita a la Mesa un pronunciamiento respecto de si esta iniciativa, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, requiere ser informada por la Comisión de Hacienda.


En su intervención, el Honorable Senador señor Frei señala ser partidario de que la iniciativa sea informada por la Comisión de Hacienda, ya que existe información que la incorporación de un nuevo día feriado en el calendario involucra la pérdida de importantes recursos.


En relación con este aspecto, el señor Presidente señala que la Secretaría de la Comisión de Hacienda efectuará, a la brevedad, un estudio para determinar si el proyecto, de conformidad a lo dispuesto en la citada norma legal, debe ser informado por esa instancia.

Posteriormente, el señor Secretario General da a conocer a la Sala que dicha Secretaría ha informado que ese proyecto de ley no requiere que sea tratado por la Comisión de Hacienda.


Seguidamente, el señor Presidente señala que, en consecuencia, se elimina el trámite de esa Comisión, quedando el proyecto de ley en condiciones de ser incluido en la Tabla de la sesión ordinaria del martes 7 de octubre próximo, una vez que se de cuenta del respectivo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

_______________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en 

operaciones de paz.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz, correspondiente al Boletín N° 5.068-10, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.


Añade que el proyecto inició su tramitación en el Senado y en el segundo trámite constitucional la Honorable Cámara de Diputados efectuó las siguientes enmiendas a la iniciativa: 

“Artículo 1°


Ha intercalado en el artículo 4° de la ley N° 19.067 que se sustituye por el número 5), a continuación de las palabras "decreto supremo", la expresión "firmado por el Presidente de la República".


Ha suprimido  en el artículo 6° de la ley N° 19.067 que se agrega por el número 8), la oración ",en todo lo que les sea aplicable".


Ha agregado en el inciso segundo del  artículo 8° de la referida ley,  propuesto por el numeral 9), a continuación de la expresión "fijados", la oración "por decreto supremo firmado" y ha sustituido la frase "mediante decreto supremo" por la conjunción copulativa "y".


Ha consultado en el inciso segundo del artículo 9° de la ley N° 19.067 propuesto en el numeral 9), a continuación de la expresión "El fundamento de la solicitud", la oración ",de la que deberá enviarse copia informativa a la Cámara de Diputados,".


Ha reemplazado en el inciso cuarto del artículo 9° de la citada ley, propuesto por  el numeral 9) "cuarenta y cinco días" por "treinta días"; ha suprimido la expresión "con carácter vinculante"  y ha agregado a continuación de la frase "desde que el Presidente de la República le solicite su pronunciamiento", la oración "de esta solicitud deberá remitirse copia informativa a la Cámara de Diputados".


Ha reemplazado en el inciso  quinto del artículo 9° de la referida ley, propuesto por  el numeral 9) "cuarenta y cinco días" por "treinta días" y ha consultado a continuación de la voz "Senado" la expresión "y a la Cámara de Diputados".


Ha agregado en el inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 19.067, propuesto por el numeral 9) a continuación de la expresión "Presidente", lo siguiente: "de la República".


Ha agregado en  el inciso final del artículo 10 de la referida ley, propuesto por el numeral 9), a continuación de la palabra "Presidente", la segunda vez que figura en  el texto, la frase "de la República, sin perjuicio de la obligación de remitir, también, y conjuntamente con el envío al Senado copia íntegra de tales modificaciones a la Cámara de Diputados".


Ha agregado  en los  incisos primero y segundo del artículo 13 de la ley N° 19.067,  propuesto en el numeral 9) a continuación de la palabra "Senado" la expresión "y a la Cámara de Diputados".


Ha reemplazado en el inciso segundo del artículo 19 de la ley N° 19.067, propuesto por el numeral 10), la expresión "Paz del artículo 8°" por "Paz  que ordena establecer el artículo 8º".


Ha suprimido en el inciso segundo del artículo 15 de la ley N° 19.067, propuesto por el numeral 12),  la expresión "con carácter vinculante", y ha agregado a continuación de la expresión "pronunciamiento", la frase ",solicitud de la que deberá remitirse copia informativa a la Cámara de Diputados".


Ha agregado en el inciso final del artículo 15 de la citada ley, propuesto por el numeral 12), a continuación de la palabra "Senado", la expresión "y a la Cámara de Diputados".


Ha agregado en el inciso primero del artículo 16 de la ley N° 19.067,  propuesto por el numeral 12), en seguida de la palabra "firmado", la expresión "también".

Artículo 2°


Ha reemplazado el inciso primero por el que sigue:


"Artículo 2º.- Los gastos que irrogue la entrada de tropas extranjeras en el territorio nacional en conformidad al Título I y la salida de tropas nacionales fuera del territorio de la República de acuerdo con lo dispuesto en el Párrafo 1° del Título II se financiarán con cargo al presupuesto vigente de las respectivas Instituciones.".


Ha agregado en el inciso segundo, después de la palabra "financiarán" el término "íntegramente".”.
- - -

En discusión las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados al proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Romero y Gazmuri.


Cerrado el debate y puestas en votación las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados al proyecto, son aprobadas por 19 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Chadwick, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Defensa Nacional, quien agradece la aprobación de este proyecto.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto de ley despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo, y fíjanse las siguientes normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz:


1) Agrégase, antes del artículo 1°, el siguiente epígrafe:

“TÍTULO I

DE LA ENTRADA DE TROPAS EXTRANJERAS EN EL TERRITORIO DE LA REPÚBLICA”.


2) Elimínase, en el inciso primero del artículo 1°, la frase “, previo informe o a propuesta de la Institución de la Defensa Nacional que corresponda,”.


3) Modifícase el artículo 2°, del modo siguiente:


a) Sustitúyense las frases “viajes de instrucción o logística, actos de cortesía internacional o cumplimiento de acuerdos de intercambio militar,” por “actividades educacionales o viajes de instrucción, actividades logísticas, actos de cortesía internacional, cumplimiento de acuerdos de cooperación en materias de defensa, o misiones de ayuda humanitaria no derivadas de un conflicto armado,”.


b) Elimínase la frase “, previo informe o a propuesta de la Institución de la Defensa Nacional que corresponda”.


4) Intercálase, entre los artículos 3° y 4°, el siguiente epígrafe:

“TÍTULO II

DE LA SALIDA DE TROPAS NACIONALES FUERA DEL TERRITORIO DE LA REPÚBLICA

PÁRRAFO 1°

NORMAS GENERALES SOBRE SALIDA DE TROPAS”.


5) Sustitúyese el artículo 4º, por el siguiente:


"Artículo 4°.- La salida de tropas nacionales fuera del territorio de la República deberá ser autorizada por decreto supremo firmado por el Presidente de la República, expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional y con la firma del Ministro de Relaciones Exteriores. Para dictar el aludido decreto supremo deberá contarse con el acuerdo previo del Senado.".


6) Sustitúyese, en el artículo 5°, la frase “viajes de instrucción o logística, misiones de ayuda humanitaria, actos de cortesía internacional o cumplimiento de acuerdos de intercambio militar,” por “actividades educacionales o viajes de instrucción, actividades logísticas, actos de cortesía internacional, cumplimiento de acuerdos de cooperación en materias de defensa, o misiones de ayuda humanitaria no derivadas de un conflicto armado,”.


7) Modifícase el artículo 6º del modo siguiente:


a) Modifícase la numeración del actual artículo 6°, pasando a ser artículo 17.


b) Sustitúyese la expresión “en los artículos 2º y 5º.” por “en los artículos 2º, 5º y 15.”.


8) Intercálase el siguiente artículo 6º, nuevo:


“Artículo 6º.- Las tropas nacionales, sin perjuicio de las normas de derecho internacional, seguirán sujetas en el extranjero a las leyes y reglamentos vigentes en Chile.”.


9) Intercálase, a continuación del artículo 6°, nuevo, el siguiente Párrafo 2°, nuevo:

“PARRAFO 2°

NORMAS ESPECIALES SOBRE SALIDA DE TROPAS PARA PARTICIPAR EN OPERACIONES DE PAZ


Artículo 7º.- La salida de tropas nacionales del territorio de la República, en cualquiera de sus formas de organización o modalidades, para participar en operaciones de paz dispuestas en conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, será autorizada de acuerdo con las disposiciones especiales que contempla este Párrafo.


También se aplicarán las normas de este Párrafo a la salida de tropas nacionales para participar en operaciones de paz requeridas a Chile, en conformidad a tratados internacionales vigentes de los que sea parte.


Artículo 8°.- Para efectos de lo dispuesto en este Párrafo, el Presidente de la República establecerá una Comisión Interministerial de Operaciones de Paz, encargada de asesorar en forma permanente a los ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional en lo que diga relación con la participación de tropas nacionales en operaciones de paz y servir de órgano de consulta y trabajo respecto de las distintas actividades que requiera el cumplimiento de las normas contenidas en este Párrafo.


La composición, convocatoria y funcionamiento de esta Comisión consultiva serán fijados por decreto supremo firmado por el Presidente de la República y expedido por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, debiendo contar también con la firma del Ministro de Defensa Nacional.


Artículo 9°.- El Presidente de la República solicitará el acuerdo del Senado para la salida de tropas conforme al presente Párrafo mediante oficio fundado y con la firma de los Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.


El fundamento de la solicitud, de la que deberá enviarse copia informativa a la Cámara de Diputados, incluirá los siguientes elementos: a) la exposición del mandato de la Organización de las Naciones Unidas o el requerimiento efectuado a Chile conforme al tratado vigente de que sea parte; b) una explicitación de los objetivos perseguidos y del modo en que el interés nacional o la seguridad de la Nación se vean involucrados; c) el plazo por el que se hace la solicitud; d) una exposición de las normas de empleo de la fuerza en el marco del mandato o solicitud; e) la descripción de las tropas a ser desplegadas; f) la organización del mando del contingente nacional y su equipamiento y material de apoyo, y g) la estimación global del costo financiero de la participación nacional en la operación, incluidas las donaciones en dinero o especies a ser realizadas en la misión de paz, y las fuentes de su financiamiento.


Tratándose de fuerzas combinadas para su empleo en operaciones de paz, la salida de las tropas nacionales estará sujeta a la condición suspensiva de que los terceros Estados con los que se participa combinadamente hayan autorizado la salida de sus propias tropas.  No obstante, y de conformidad con los mecanismos dispuestos en esta ley,  podrá autorizarse la salida de tropas para participar independientemente en la operación de paz a que la fuerza combinada hubiese estado destinada.



El Presidente de República podrá, excepcionalmente, y sólo en caso de inminente peligro para la vida del personal que conforma las tropas nacionales en el extranjero desplegadas en una misión de paz, incrementar por un período no superior a treinta días el número del contingente autorizado, a fin de protegerlas o facilitar su evacuación. El Senado deberá pronunciarse, en conformidad con lo dispuesto por el número 10) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, dentro del plazo de 48 horas desde que el Presidente de la República le solicite su pronunciamiento. De esta solicitud se deberá remitir copia informativa a la Cámara de Diputados.


Si esta salida de tropas se prolongare más de treinta días, pasará a regirse por las normas del Título II de esta ley. En todo caso, el Presidente de la República deberá enviar al Senado y a la Cámara de Diputados, dentro de 15 días de concluida la operación de protección o evacuación, un informe sobre sus resultados. 


Artículo 10.- El Senado analizará la solicitud del Presidente de la República y tendrá un plazo de treinta días corridos para pronunciarse, contados desde la fecha de recepción del oficio, entendiéndose que da su aprobación en el caso de no pronunciarse dentro de dicho término.


El acuerdo del Senado deberá ser adoptado por la mayoría de sus miembros presentes y podrá aceptar o rechazar la solicitud del Presidente de la República en los términos y condiciones en que fue presentada, sin introducirle enmiendas o condiciones, pero deberá indicar si se otorga para todo el período que dure la misión, por un período determinado no superior a cuatro años o mediante el sistema de prórrogas a la permanencia de las tropas en el extranjero establecido en el artículo siguiente.


Durante el plazo a que se refiere el inciso primero, el Presidente de la República podrá introducir modificaciones a la solicitud de acuerdo original, en cuyo caso el plazo de treinta días iniciará una nueva cuenta a partir de la última modificación introducida por el Presidente de la República, sin perjuicio de la obligación de remitir, también, y conjuntamente con el envío al Senado, copia íntegra de tales modificaciones a la Cámara de Diputados.


Artículo 11.- Transcurrido el plazo de un año desde el acuerdo original, o cada año a partir de ese momento, el Presidente de la República deberá solicitar el acuerdo del Senado para prorrogar la permanencia de las tropas nacionales en el extranjero, conforme a lo dispuesto en el artículo 9º de esta ley. Los oficios fundados que contengan las solicitudes de prórroga deberán presentarse con al menos treinta días de antelación a la fecha de vencimiento del plazo de un año.


Sin perjuicio de lo anterior, para acuerdos concedidos por todo el período que dure la misión o por un período determinado no superior a cuatro años, y siempre que haya transcurrido al menos un año desde el acuerdo original, mediante oficio firmado por diez Senadores en ejercicio, se podrá pedir al Presidente del Senado que dicha Corporación requiera al Presidente de la República que solicite del Senado un nuevo acuerdo para prorrogar la permanencia de las tropas nacionales en el extranjero.


Artículo 12.- La participación de tropas nacionales en una operación de paz de aquéllas a las que se refiere el artículo 7º, sólo se extenderá hasta por cuatro años desde su autorización inicial. En casos calificados como de gran importancia para el interés nacional o la seguridad de la Nación, podrá excederse dicho plazo, pero la aprobación de sus eventuales prórrogas deberá hacerse por el voto favorable de la mayoría de los senadores en ejercicio.


Artículo 13.- Durante el período en que tropas nacionales se encuentren fuera del territorio de la República participando en operaciones de paz, los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional remitirán en conjunto al Senado y a la Cámara de Diputados, a lo menos semestralmente, un informe de situación sobre las mismas. Dicho informe describirá las condiciones en las que se desarrolla la misión, y el estado de avance en el cumplimiento de los objetivos de la misma y las actividades realizadas por las tropas nacionales.


Una vez concluida la participación de tropas chilenas en una operación de paz determinada, el Presidente de la República deberá enviar dentro de sesenta días un informe al Senado y a la Cámara de Diputados en que detalle sus resultados, el nivel de logro de los objetivos propuestos, la situación del personal que fue desplegado, y los costos materiales y financieros efectivamente incurridos.


Artículo 14.- Cuando la salida de tropas nacionales del territorio de la República para participar en operaciones de paz en los términos descritos en el artículo 7° de esta ley, se haga bajo la modalidad de expertos u observadores, la autorización de la misma se ajustará a los procedimientos del artículo 5°.”.


10) Sustitúyese el artículo 7°, que pasa a ser artículo 19, por el siguiente:


“Artículo 19.- Los decretos supremos y las resoluciones del Ministro de Defensa Nacional a que se refieren los artículos 1°, 2° y 4° se fundamentarán en un informe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, el que consignará la opinión de la institución de la defensa nacional respectiva.


Los informes de los artículos 9°, 13, 15 y de la letra c) del artículo anterior, serán preparados y propuestos a los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional por la Comisión Interministerial de Operaciones de Paz que ordena establecer el artículo 8º.”.


11) Intercálase, a continuación del artículo 14, nuevo, el siguiente epígrafe:

“DISPOSICIONES ADICIONALES”.


12) Agréganse los siguientes artículos 15 y 16, nuevos:


“Artículo 15.- El Presidente de la República podrá disponer la rápida o inmediata salida del territorio de la República de tropas nacionales no mayores a una unidad fundamental, una compañía o su equivalente, sin seguir los procedimientos del Título II de esta ley, en los siguientes casos:


a) Cuando se trate de proteger, rescatar o evacuar a personas no combatientes ni armadas de nacionalidad chilena que se encuentren en una zona de conflicto armado con peligro inminente para sus vidas. La aplicación de lo dispuesto en este inciso se hará en conformidad con el derecho internacional.


b) Cuando haya acogido la solicitud del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas para que sus Estados miembros envíen con urgencia tropas para impedir graves daños a la población civil en una zona de conflicto armado, y se requiera que dichas tropas se desplieguen de manera inmediata.



El Senado deberá pronunciarse, en conformidad con lo dispuesto por el número 10) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, dentro del plazo de 48 horas desde que el Presidente de la República le solicite su pronunciamiento, solicitud de la que se deberá remitir copia informativa a la Cámara de Diputados.


Si la permanencia de tropas, conforme a este artículo, se prolongare más de treinta días pasará a regirse por las normas del Título II de esta ley. En todo caso, el Presidente de la República deberá enviar al Senado y a la Cámara de Diputados, dentro de 15 días de concluida alguna de las operaciones referidas en este artículo, un informe sobre sus resultados.


Artículo 16.- El Presidente de la República podrá dejar sin efecto, en todo momento y mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional y firmado, también, por el Ministro de Relaciones Exteriores, las autorizaciones otorgadas para la entrada de tropas extranjeras al territorio de la República, así como disponer el retorno de tropas nacionales al mismo.


Una vez decretado el retorno de las tropas nacionales en cualquiera de sus modalidades, las tropas deberán regresar al territorio nacional a la brevedad posible y, en todo caso, dentro del plazo de un año. La repatriación deberá efectuarse en conformidad con los planes y programas de retorno que se hayan establecido en cada caso, velando por la máxima seguridad del personal desplegado y de los equipos, así como prestando particular atención al cumplimiento de los compromisos internacionales adoptados por Chile.”.


13) Intercálase el siguiente artículo 18, nuevo, a continuación del artículo 17, que resulta de la modificación que introduce la letra a) del número 7) del presente artículo:


“Artículo 18.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 13 y 17, los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional informarán conjuntamente al Senado y a la Cámara de Diputados, en el mes de marzo de cada año, respecto de los siguientes asuntos:


a) Toda entrada de tropas extranjeras al territorio nacional y salida de tropas nacionales del mismo durante el año calendario anterior, a excepción de los antecedentes que deban informarse según lo dispuesto por el artículo 37 de la ley N° 19.974, sobre el Sistema de Inteligencia del Estado y que crea la Agencia Nacional de Inteligencia.


b) La entrada de tropas extranjeras al territorio nacional y salida de tropas nacionales del mismo previstas para el año en curso, y que digan relación con la ejecución de ejercicios militares.


c) La situación de las principales operaciones de paz que la Organización de Naciones Unidas lleve a cabo en el mundo, con particular énfasis en las que eventualmente puedan afectar a Chile.”.


14) Agrégase el siguiente artículo 20, nuevo:


“Artículo 20.- Para los efectos de esta ley, se considerará tropa a todo personal militar, armado o no, e independientemente de su número, organización o de la modalidad en que lo haga, que entre o salga del territorio nacional para el desempeño de actos de servicio.


El concepto de tropa del inciso anterior se aplicará también al personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública que salga del territorio nacional en los términos descritos en esta ley.”.


Artículo 2º.- Los gastos que irrogue la entrada de tropas extranjeras en el territorio nacional, en conformidad al Título I, y la salida de tropas nacionales fuera del Territorio de la República, de acuerdo con lo dispuesto en el Párrafo 1° del Título II, se financiarán con cargo al presupuesto vigente de las respectivas Instituciones.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los gastos que suponga la salida de tropas nacionales del territorio de la República para participar en las operaciones de paz a que se refiere el Párrafo 2º del Título II de esta ley, se financiarán íntegramente con los recursos del Fondo para Misiones de Paz aprobados anualmente en la Ley de Presupuestos.”.

- - -


Seguidamente, hace uso de la palabra el señor Presidente, quien señala que corresponde ocuparse a continuación del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, correspondiente al Boletín N° 3.975-13, respecto del cual hay que efectuar diecinueve votaciones, por lo que propone a la Sala, para que su tratamiento no quede interrumpido en esta sesión, que su discusión se postergue para la próxima sesión ordinaria.


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Sabag, quien señala su aquiescencia con esa proposición, pero hace ver la necesidad de que a su discusión asistan los señores Ministros de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social, para lo cual sugiere a la Mesa que, de manera especial, se invite a dichos Secretarios de Estado a la próxima sesión ordinaria en que se tratará esa iniciativa.

La Sala acuerda dejar la discusión de esa iniciativa para la próxima sesión ordinaria de la Corporación y acuerda invitar a los señores Ministros de Estado precedentemente citados a concurrir a la misma.

_____________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Allamand, en primer trámite constitucional, que establece estándares mínimos de desempeño energético de los artefactos eléctricos que se comercialicen en el territorio nacional, con informe de la Comisión de 

Minería y Energía.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer  trámite constitucional, que establece estándares mínimos de desempeño energético de los artefactos eléctricos que se comercialicen en el territorio nacional, correspondiente al Boletín N° 5.967-08.



Añade que la Comisión de Minería y Energía discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Núñez.


El señor Secretario General hace presente, finalmente, que el artículo 6° del proyecto tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.

- - -



En discusión general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez.



Seguidamente, el señor Presidente señala que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, se ha pedido por un Comité segunda discusión de esta iniciativa.



Ofrecido el uso de la palabra en primera discusión, ningún señor Senador hace uso de ella.



El proyecto queda para segunda discusión.

_____________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidente de la República que estudie la posibilidad de efectuar las modificaciones legales que permitan que las mujeres convivientes sean reconocidas como cargas de un trabajador y puedan tener acceso a 

los beneficios que otorga FONASA.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami, correspondiente al Boletín N° S 1.105-12, por medio del cual solicitan aprobar el texto que más adelante se consigna.

 - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 


Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:
1. Que cada día en nuestro país son más frecuentes las uniones de pareja de hecho con características de permanencia, que forman, al igual que aquellas unidas legalmente mediante el matrimonio, una familia;
2. Que, según los dos últimos censos poblacionales, este tipo de uniones subió de 10% en 1992 a 16% en 2002. Esta cifra debe haber aumentado en los años recientes;
3.- Que, a pesar de esta situación, la conviviente -que en muchas ocasiones realiza labores en el hogar y en la crianza de los hijos- no tiene derecho a acceder plenamente al servicio público de salud, por intermedio de FONASA, por lo que termina siendo atendida como indigente cuando no tiene el dinero suficiente para acceder al plan de salud de una ISAPRE;
4.- Que existen dos cuerpos legales que establecen quiénes son beneficiarios del sistema público de salud por ser carga familiar, a saber:
- El decreto con fuerza de ley N° 150, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1982, que en su artículo 3° contempla como causantes de asignación familiar, entre otros, a la cónyuge, a la madre viuda y a los hijos, nietos y bisnietos huérfanos de padre y madre o abandonados por éstos;
- La ley N° 18.469, que regula el ejercicio del derecho constitucional a la protección de la salud y crea un régimen de prestaciones de salud.
5. Que, por ende, la mujer que ha convivido con un afiliado a FONASA no es beneficiaria del sistema público de salud, porque no está incluida como carga en el citado decreto con fuerza de ley N° 150;

6. Que ésta es una situación injusta y discriminatoria, ya que si se posee dinero es irrelevante ser o no cónyuge para acceder a la salud, toda vez que las ISAPRES permiten incorporar a otras personas siempre que se cancele una cuota adicional por ellas;

7. Que, además, vulnera uno de los principios fundamentales de la reforma de la salud, esto es, asegurar a todos los chilenos el derecho a elegir entre el sistema público y privado, lo cual se lograría si se permite a las convivientes incorporarse como cargas en FONASA, y
8. Que cientos de miles de mujeres no pueden esperar más, por lo que se hace imprescindible modificar el decreto con fuerza de ley N° 150 o la ley N° 18.469 para que las mujeres convivientes puedan ser reconocidas como cargas de un trabajador y tener pleno acceso a los beneficios que otorga FONASA.

El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva instruir a la señora Ministra de Salud y al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social para que estudien la posibilidad de modificar el decreto con fuerza de ley N° 150 o la ley N° 18.469, ya mencionados, de manera que las mujeres convivientes puedan ser reconocidas como carga del trabajador con el que conviven y, así, tener pleno acceso a los beneficios que otorga FONASA.”.

________________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo, Escalona, Gazmuri, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez y Ominami, mediante el cual proponen solidarizar con el gobierno constitucional de Bolivia y su Presidente; felicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República por su iniciativa de convocar a los países de UNASUR; respaldar la resolución final elaborada por los mandatarios en la reunión celebrada en Chile, y valorar la participación de la OEA como interlocutora entre 

las partes en conflicto.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo, Escalona, Gazmuri, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez y Ominami, correspondiente al Boletín N° S 1.112-12, mediante el cual proponen solidarizar con el gobierno constitucional de Bolivia y su Presidente; felicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República por su iniciativa de convocar a los países de UNASUR; respaldar la resolución final elaborada por los mandatarios en la reunión celebrada en Chile, y valorar la participación de la OEA como interlocutora entre las partes en conflicto.



En votación el proyecto de acuerdo, se produce un empate a 9 votos. 



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Ávila, Gazmuri, Girardi, Gómez, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez y Ominami.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Allamand, Chadwick, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis y Romero.



El señor Secretario General señala que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, corresponde repetir la votación.



Repetida la votación del proyecto de acuerdo, es rechazado por 11 votos contra 9.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Allamand, Chadwick, Espina, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Orpis, Novoa, Romero y Zaldívar.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez y Ominami.



Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_______________

INCIDENTES 



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación han solicitado que se dirija, en su nombre, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor  Horvath:



1) A los señores Ministros del Interior y General Director de Carabineros de Chile, requiriendo disponer las medidas necesarias para aumentar la dotación de la unidad policial de la localidad de Mañihuales, comuna de Aysén.



2) A la señora Ministra de Salud y, por su intermedio, al señor Director del Servicio de Salud de Aysén, solicitando el aumento de personal en la posta de salud de la localidad de Mañihuales, de Aysén . 



- Del Honorable Senador señor Romero, al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, recabando información respecto de los recursos que se destinarán y los planes de acción que se ejecutarán ante la propagación de la Lobesia Botrana, la “polilla de la uva”. 



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
________________


En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien expresa su preocupación por el retraso en las obras viales del denominado “camino a Chile” y de otras en la X Región que indica y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, sobre el particular.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, de conformidad al Reglamento del Senado.
_____________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien solicita dirigir, en su nombre, los siguientes oficios a las autoridades que indica, respecto de los temas que, en cada caso, se señala a continuación:



1) A la señora Ministra de Educación, solicitando información respecto de los recursos destinados a los Centros de Alumnos para su fortalecimiento organizacional y acerca de la clases de educación del tránsito que se imparten en cada Región del país y requiere que se disponga el aumento de los recursos que se destinan para tal finalidad.



2) Al señor Ministro de Hacienda, recabando información acerca del estudio comprometido en la Ley de Presupuestos de este año respecto del uso de software libre en el Estado, y al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y, por intermedio, al señor Secretario Ejecutivo de la Estrategia Digital del Gobierno de Chile, recabando información respecto del estado actual de implementación del acuerdo marco suscrito entre esa Cartera de Estado y Microsoft y sobre los servicios públicos que permiten el acceso universal de usuarios y aquéllos que exigen ser usuario de Internet Explorer para ello.



3) Al señor Subsecretario de Pesca y a la señora Directora del Instituto Nacional de Estadísticas, con el objeto de que se informe respecto de las diversas interrogantes planteadas en su intervención, cuya copia se adjunta, acerca del Primer Censo Pesquero y Acuicultor y de la ejecución presupuestaria del censo para los recursos asignados en el año 2008 y las estimaciones del 2009.



Adhiere a la solicitud dirigida al señor Subsecretario de Pesca, en su nombre, el Honorable Senador señor Zaldívar.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, con la adhesión del Honorable Senador señor Zaldívar en el caso indicado precedentemente, de conformidad al Reglamento del Senado.


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempos los Comités Mixto, Partido por la Democracia y Comité Partido Radical Social Demócrata; Partido Unión Demócrata Independiente;  Independientes y Partido Demócrata Cristiano.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.983 Y EL DECRETO LEY Nº 825, CON EL OBJETO DE FACILITAR LA FACTORIZACIÓN DE FACTURAS POR PEQUEÑOS Y MEDIANOS EMPRESARIOS

(4928-26)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de presentaros su nuevo segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Diputados señoras Clemira Pacheco Rivas y Denise Pascal Allende y señores Sergio Bobadilla Muñoz, Rodrigo González Torres, Enrique Jaramillo Becker, Juan Masferrer Pellizzari, Ignacio Urrutia Bonilla, Mario Venegas Cárdenas y Samuel Venegas Rubio.


La Sala del Senado, con fecha 5 de marzo del presente año, acordó volver este proyecto a la Comisión, para que emita un nuevo segundo informe. En tal oportunidad fijó como plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 17 del mismo mes.

A la sesión en que la Comisión estudió este asunto asistió, además de sus integrantes, el asesor del Ministerio de Economía, señor Carlos Rubio. 
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El número 1, letra b) (que pasa a ser número 2, letra b)), y el número 2 (que pasa a ser número 3), del artículo único, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, conforme lo dispuesto en el artículo  77 de la Carta Fundamental, por lo que deben ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo prescrito por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - -


Se deja expresa constancia que este nuevo segundo informe sólo se refiere a la indicación signada con el número 4, presentada por el Honorable Senador señor Ominami, remitiéndonos al segundo informe del que se dio cuenta en la Sala con fecha 16 de enero del 2008, en lo no abordado en éste, respecto de las indicaciones signadas con los números 1, 2, 2 bis, 2 ter, 3 y 3 bis, en cuanto a los acuerdos adoptados en relación a ellas y sus fundamentos.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente: 


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Nº s 3 (ex 2), y 4 (ex 3), del artículo único.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: No hay.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nº s 1, 2, 2 bis y 2 ter.

IV.- Indicaciones rechazadas: No hay.

 V.- Indicaciones retiradas: Nº 3 y 3 bis.

 VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: N° 4.
- - -


Dentro del nuevo plazo abierto por el Senado para presentar nuevas indicaciones, el Honorable Senador señor Ominami presentó una proposición, signada como indicación N° 4, cuyo tenor literal es el siguiente:


“Incorpórese un artículo segundo nuevo, pasando el artículo único a ser artículo primero.


Artículo segundo: Introdúzcanse las siguientes modificaciones en la Ley 18.010, sobre Operaciones de Crédito y Otras Obligaciones de Dinero:


1° Incorporar en la Ley 18.010, el siguiente artículo 31 nuevo:


ARTÍCULO 31. Se considerarán operaciones de crédito de dinero las operaciones de factoring, ya sea que se efectúen de manera aislada, o bien en el marco de una línea de crédito o cuenta corriente mercantil en virtud de la cual el factor se obligue a adquirir del cedente, créditos hasta por un determinado monto.


Respecto de cada operación, el factor podrá cobrar intereses, con las limitaciones y restricciones establecidas esta ley, y una comisión, conforme a lo que se indicará en los artículos siguientes.


Respecto de los saldos que el factor mantenga en la línea de crédito o cuenta corriente del cedente, se aplicará la misma tasa de interés, ya sea a favor o en contra del mismo. 


2° Incorporar en la Ley 18.010, el siguiente artículo 32 nuevo:


ARTÍCULO 32. Sólo podrán actuar como factor sociedades comerciales constituidas exclusivamente con dicho giro, los Bancos e Instituciones Financieras, las Cooperativas de Ahorro y Crédito y los otros agentes del mercado financiero expresamente autorizados para ello por la ley. 


Con todo, el Estado deberá arbitrar las medidas necesarias para la adecuada fiscalización de las actividades de dichas empresas. Un Reglamento regulará la forma en que se efectuará dicha fiscalización.


3° Incorporar en la Ley 18.010, el siguiente artículo 33 nuevo: 


ARTÍCULO 33. Las operaciones de factoring podrán ser de dos clases: aquellas en que el factor asume el riesgo de la cobranza del crédito, caso en el cual libera al cedente de toda responsabilidad en relación a la insolvencia del deudor cedido, directo o indirecto; y aquellas en las que el factor no asume dicho riesgo, por lo que el cedente se constituye en codeudor solidario de todas dichas obligaciones.


Respecto de aquellas operaciones en las que el factor asume el riesgo de la cobranza del crédito, las partes podrán pactar libremente las comisiones por dicho servicio. Respecto de aquellas en las que el factor no asume dicho riesgo, la comisión por los servicios asociados a la operación, los que dicen especial relación con la cobranza del crédito, no podrá ser superior a los límites establecidos en el inciso segundo del artículo 37 de la Ley 19.496.


4° Incorporar en la Ley 18.010, el siguiente artículo 34 nuevo:


ARTÍCULO 34. Respecto de cada uno de los créditos cedidos, el factor deberá liquidar al cedente la operación, indicando en partidas separadas, al menos, los siguientes conceptos: 


a) Valor nominal del crédito; 


b) Monto que el factor pagará o acreditará al cedente;


c) Tasa de interés aplicada, y monto de los intereses. En el evento que el factor pague o acredite al cedente un monto inferior al valor nominal del crédito, la tasa de interés sólo se aplicará respecto del monto efectivamente pagado o acreditado al cedente;


d) Monto de las comisiones cobradas; y


e) Impuestos asociados a la operación, si corresponde.


5° Incorporar en la Ley 18.010, el siguiente artículo 35 nuevo:


ARTÍCULO 35. El factor deberá otorgar al cedente asesoría técnica, comercial, financiera y todas aquellas que digan relación con la administración del crédito cedido y especialmente con la evaluación crediticia de sus clientes, análisis de mercados y otros servicios por los que podrá cobrar un honorario o comisión.


6° Incorporar en la Ley 18.010, el siguiente artículo transitorio nuevo:


Artículo 3°. La presidenta de la República, deberá dictar el Reglamento a que se refiere el inciso segundo del artículo 32, dentro de los ciento veinte días contados desde la fecha de publicación de esta ley.”.
- - -


En los fundamentos de su indicación, el Honorable Senador señor Ominami señala que en la sesión ordinaria del día miércoles 5 de marzo del año en curso, a propósito de la discusión del proyecto, solicitó que se abriera un nuevo plazo para presentar indicaciones, porque cree firmemente que es posible perfeccionar el proyecto en cuestión, ya que si bien es necesario mejorar el acceso al crédito de las PYMES, que es el objetivo que  propone  el  proyecto  en discusión, antes se hace indispensable darle un marco regulatorio a la actividad del factoring en nuestro país.


Al respecto, señala que en Chile el factoring es un contrato que no tiene una consagración positiva en la ley. En la actualidad, no se encuentra regulado orgánicamente, sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones establecidas en el Código Civil, como en el Título IV del Libro II del Código de Comercio, que tratan de la cesión de créditos. Además, indirectamente son aplicables las normas contenidas en la ley Nº 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a la copia de la factura. Indica que a las gestiones de factoraje realizadas por instituciones financieras que no son bancos se les aplica el capítulo 8-38 de la Recopilación de Normas de Bancos y Financieras de la Superintendencia de Bancos, pero que dicho capítulo no hace más que remitirse a algunas normas de la ley general de bancos. A nivel internacional el factoring está regulado por la convención de UNIDROIT sobre factoring internacional, aprobada en Ottawa, Canadá, el 28 de mayo de 1988. 


Agrega el Honorable Senador señor Ominami que, de la falta de regulación orgánica y sistemática del contrato de factoring, es posible formular las siguientes críticas:


-Se ha hecho un importante esfuerzo por dar facilidades para el cobro de los créditos contenidos en facturas, y su cesión, pero sin regular mayormente el fondo del negocio.


-La normativa vigente no considera mayores límites a las operaciones que puede efectuar un factor, en cuanto al tipo de documentos a descontar, monto de las retenciones, y comisiones, entre otras. Sólo existe una prohibición para los Bancos, en cuanto a efectuar descuentos de cheques.


-Por tanto, las normas aplicables al factoring sólo regulan tangencialmente algunas actividades dentro del factoraje, pero no conceptualizar al contrato ni imponer limitaciones en aras de evitar situaciones injustas, toda vez que la ley debería ser expresión de justicia.


Señala que tal vacío legal muestra como el mercado formal y la todavía reducida bancarización existente, hacen que la mayoría de las PYMES se vean obligadas a financiar sus operaciones, siempre y cuando les sea posible, a través de mecanismos de financiamiento que en la escala de prioridades van bajando, pasando desde los bancos a los factorings de bancos, a los factorings no bancarios, llegando finalmente a los prestamistas. El riesgo de transformarse a mediano o a largo plazo en una empresa inviable va en franco aumento, haciendo prácticamente imposible superar las etapas de crecimiento a las empresas que recurren a las dos últimas categorías, por las altas tasas de interés que estos cobran, entrando prácticamente en procesos irreversibles de insolvencia financiera.


Muchas de estas empresas, además de la reducida disponibilidad de recursos, de dificultades para generar información financiera, poca antigüedad, no son sujetos de crédito de la banca tradicional, debiendo necesariamente recurrir al sistema financiero de segundo nivel o incluso informal. Este escalón no está debidamente regulado, permitiendo a estas instituciones hacer cobros sin la limitación de la tasa máxima legal convencional, utilizando los vacíos de la legislación o subterfugios para disfrazar los reales costos. Adicionalmente, se suma el hecho de que muchas veces sus clientes son grandes empresas, las que aprovechándose de la asimetría de fuerzas retrasan fuertemente los pagos, ahogando aún más a las pequeñas, que deben recurrir a cualquier instancia para financiar sus requerimientos de caja, pagando intereses que rayan en la usura.


Destaca que estos altos costos llevan a las empresas rápidamente a la insolvencia, produciendo lo que ya es una norma, que es la desaparición del 80% de las PYMES dentro de los primeros 5 años de vida.

Estima que, las medidas adoptadas por el proyecto de ley apuntan a mejorar el acceso al crédito de las PYMES, pero desgraciadamente guarda silencio en el tema de fondo, que es, la falta de regulación de la actividad del factoring en nuestro país. Esta falta de regulación redunda en una falta de transparencia y en una escasa simetría entre los mercados, entre otros efectos indeseables.


Finaliza señalando que la indicación que presenta apunta a superar la desregulación del contrato de factoring, mejorando las posibilidades de acceso al crédito de las PYMES. 


Así, expone que esta indicación pretende alcanzar los siguientes objetivos:

a) Precisar la oportunidad de pago de las grandes empresas a sus clientes, obligándolas a asumir el costo financiero con tasas penales que deben pagar las PYMES por el retraso en el pago a sus acreedores.


b) Aumentar la simetría de los mercados, conceptualizando el contrato de factoring, definiendo qué intereses pueden cobrarse en las operaciones realizadas, precisando qué personas jurídicas pueden realizar la actividad de factoraje, indicando normas que regulan el riesgo para el caso de insolvencia de los deudores y estableciendo obligaciones que el factor debe cumplir en el desempeño de su actividad.


c) Aumentar la transparencia en estos mercados mas informales, obligándolos a entregar liquidaciones con toda la información de cobros y retenciones en el origen y en la liquidación de las respectivas operaciones, de manera de poder detectar la real tasa de interés que cobran.

- - -


En consideración al tenor de la indicación presentada, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Vásquez, se refirió a los fundamentos de la moción que dio origen al proyecto materia de este informe, toda vez que éstos son determinantes para precisar las ideas matrices de una iniciativa legal.


Al respecto, señaló que en la Moción con que se dio origen a esta iniciativa legal, sus autores indican que la ley Nº 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a la copia de la factura, se dictó con el objeto de establecer un procedimiento expedito para ceder el crédito contenido en una factura y otorgar mérito ejecutivo a este instrumento, de forma que el acreedor o a quien se le haya transferido el crédito contenido en la factura, pudiese efectuar el cobro judicial de la misma, mediante un juicio ejecutivo.


Agregan que la citada ley busca facilitar la cesión del crédito consignado en la factura, como asimismo otorgar certeza jurídica al crédito. Con ello se facilita la cesión del crédito contenido en la factura y permite al emisor de la misma su factorización. No obstante lo anterior, durante la aplicación de la citada ley se ha demostrado que en los hechos no se cumplen algunos presupuestos, lo que resta eficacia a las normas.


Concluyen que el objetivo del proyecto es solucionar estos inconvenientes, de tal forma que la cesión de los créditos sea materialmente eficiente y la factura cumpla con los requisitos necesarios para llegar a ser título ejecutivo. Entre estos inconvenientes destacan los siguientes:


1. Situaciones de hecho de frecuente ocurrencia que impiden o dificultan la cesión del crédito contenido en una factura.


a) Aceptación de la cesión de la factura por parte del deudor.


Muchas empresas, en particular aquellas que cuentan con una posición dominante en el mercado, se oponen abiertamente a que sus proveedores puedan ceder sus facturas a empresas de factoring, a objeto de generar la requerida liquidez, ofreciendo en algunos casos a sus proveedores la alternativa de Pronto Pago a cambio de no seguir factorizando sus facturas. En la mayoría de los casos, agregan, la oposición a que este proveedor factorice sus facturas es en forma verbal, consistente en una amenaza del comprador a su proveedor de eventuales represalias comerciales.


b) Retención de la cuarta copia "cedible" por parte de la empresa deudora obligada al pago.


Esta es otra forma que utilizan algunos deudores para impedir que sus proveedores cedan sus facturas a empresas de factoring para generar la liquidez requerida. En este caso, la empresa deudora y obligada al pago le devuelve, en algunos casos, esta cuarta copia a su proveedor al momento de materializarse el pago de la factura. Se presenta el agravante que, mediante este mecanismo de retención de esta cuarta copia, la empresa obligada al pago tampoco está cumpliendo con entregar el acuse de recibo de la mercadería o servicio que establece la letra b) del artículo 4° de la ley Nº 19.983.


c) Negativa respecto de la notificación de la cesión.


Otra forma que muchos deudores obligados al pago de una determinada factura, utilizan para oponerse a que sus proveedores cedan sus facturas, es la negativa de éstos a aceptar la notificación por parte de una empresa de factoring, de que una determinada factura le ha sido cedida por su proveedor. Ello no obstante que la notificación se efectúe de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo de la ley Nº 19.983, en el caso de facturas en papel, y la Circular Nº 23 del SII para las facturas electrónicas. 


2. Situaciones que dificultan considerar la factura como titulo ejecutivo.


a) Recepción de la mercadería o servicio por parte de la empresa obligada al pago de una factura.


De acuerdo a la Moción, en la práctica ocurre que, no obstante no existir ningún acuerdo entre el proveedor y su comprador, éste último impone a su proveedor un plazo superior a los 8 días para la recepción de las mercaderías, siendo este plazo en muchas ocasiones llevado al extremo de los 30 días, no entregándose finalmente la cuarta copia, con lo cual el proveedor se ve impedido de ceder una determinada factura. 


La ley Nº 19.983 previó esta situación en la letra c) de su artículo 5°, pero, nuevamente, la diferencia de fuerza entre ambas partes explica este tipo de situaciones. Es difícil esperar que una PYME, con una fuerte dependencia de su volumen de ventas en un comprador que utiliza este tipo de prácticas, denuncie esta situación al Servicio de Impuestos Internos o ante un Juez de Policía Local.


b) Requisitos exigidos para otorgar el "Acuse de Recibo" por parte del comprador.


Los autores de la Moción estiman que, de la actual redacción de la letra b), del artículo 4° de la ya indicada ley, resulta fácil que se omita llenar uno de estos requisitos, por ser excesivos, con lo que se resta mérito ejecutivo a la factura por omitirse algunos de los requisitos formales del acuse de recibo como tal.


Agregan que, en la legislación vigente no queda claro si el uso de timbres es suficiente para entender que existe acuse de recibo, dado que por regla general no se podrá colocar dicho timbre en el lugar destinado para hacer el acuse de recibo. Lo mismo aplica al uso de firmas abreviadas, en lugar de la firma completa de quien otorga el acuse de recibo.


3. Situaciones respecto de las facturas de compra.


a) Acuse de recibo de una Factura de Compra.


En los fundamentos de la Moción se señala que parece excesivo que se solicite el acto material de realizar el acuse de recibo de una Factura de Compra por parte del obligado al pago que, en este caso, es el mismo emisor. Es decir, en los casos en que es el propio deudor quien emite el documento tributario y su cuadruplicado o copia cesible, la factura de compra, es una manifestación de su voluntad de obligarse al pago.


b) Fecha de pago de la Factura.


Los autores manifiestan que, de acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores, la fecha de pago se torna difusa pues depende esencialmente de cuando se otorga la recepción de la mercadería o servicio por parte del obligado al pago.


Desde el punto tributario, no obstante que el pago de una determinada factura permanece incierto para el proveedor o cesionario, la empresa deudora ha aprovechado el crédito del IVA en el mismo mes que reciben la factura por parte de su proveedor. En otras palabras, la empresa deudora, al efectuar esta contabilización y aprovechamiento del IVA está directamente reconociendo un pasivo y en consecuencia podría existir un reconocimiento tácito del mérito ejecutivo de dicha factura.


4.- Pago efectuado por el deudor de una factura que le ha sido notificada por una empresa de factoring.


Finalmente manifiestan que, no obstante que el crédito contenido en una determinada factura haya sido cedido a una empresa de factoring, todavía existen muchos deudores obligados al pago de las facturas que continúan emitiendo el pago directamente a nombre del proveedor y no a la empresa de factoring, aún habiendo el deudor aceptado la notificación que claramente establecía que el pago debía efectuarse a nombre de la empresa de factoring.


Si bien ello es debidamente sancionado por la legislación vigente, se hace presente con el único fin de poner en evidencia uno más de los problemas que se presentan en el proceso de cesión de facturas.

´
En suma, las ideas matrices o fundamentales del proyecto son abordar los aspectos antes señalados, para lo cual la moción propone introducir modificaciones a la ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a copia de la factura.

- - -


Una vez analizadas las ideas matrices o fundamentales del proyecto de ley en informe, las que, tal como se señaló anteriormente, corresponden a las contenidas en la moción con la que se dio origen al mismo, el señor Presidente, Honorable Senador señor Vásquez, hizo presente que la indicación del Honorable Senador señor Ominami se aparta de tales ideas matrices, toda vez que su proposición, en lo fundamental, es introducir diversas modificaciones a la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero. 


Destacó, asimismo, que lo anteriormente señalado es recogido en los fundamentos de la misma, en los cuales se reconoce que el objetivo del proyecto en trámite es, en general, mejorar el acceso al crédito de las PYMES, pero que antes se hace indispensable darle un marco regulatorio a la actividad del factoring en nuestro país, que es lo propuesto por la indicación y, por lo tanto, su finalidad. 


En tal sentido, hizo presente que los objetivos de la indicación son distintos a los del proyecto en tramitación y se apartan de sus ideas matrices.

- - -


Sobre la base de las consideraciones anteriormente señaladas, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Vásquez, procedió a declarar inadmisible la indicación, porque no dice relación directa con las ideas matrices o fundamentales contenidas en la moción. Lo anterior, en cumplimiento dispuesto en los artículos 69 de la Constitución Política de la República y 24 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y en ejercicio de la facultad que le confieren los artículos 25 de la mencionada Ley Orgánica Constitucional y 118 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Luego, el señor Presidente procedió a consultar el parecer de los demás miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Flores, García y Novoa, quienes expresaron compartir la decisión del señor Presidente sobre la inadmisibilidad de la indicación y sus fundamentos.

- - -


En virtud de lo expresado anteriormente, y no habiendo otras indicaciones presentadas al proyecto, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Flores, García, Novoa y Vásquez, acordó proponer a la Sala la aprobación de las modificaciones al proyecto contenidas en su segundo informe, sin modificación alguna. 

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 30 de septiembre de 2008, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Guillermo Vásquez Úbeda (Presidente), Fernando Flores Labra, José García Ruminot y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 3 de octubre de 2008.

(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ, Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE ASOCIACIONES Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LA GESTIÓN PÚBLICA

(3562-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe respecto del proyecto señalado en el epígrafe, iniciado en un mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la o las sesiones en que esta Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Kuschel; de la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secretaría General de Gobierno: el Director, señor Francisco Estévez; la Subdirectora, señora Paula Donoso; el Jefe de Gabinete, señor Carlos Zanzi; el Asesor, señor Luis Moya; el representante del Departamento de Fortalecimiento de la Sociedad Civil, señor Francisco Soto; de la Asociación Chilena de Municipalidades: el entonces Presidente, señor Rabindranath Quinteros; de la Red de Voluntariado: el representante, señor Daniel Oyarzún; de la Confederación de Uniones Comunales de Chile: el representante, señor Osvaldo Molina; del Observatorio de Género y Equidad: la representante, señora Teresa Valdés; del Consejo Nacional del Fondo de Desarrollo de la Sociedad Civil: el representante, señor Gonzalo de la Maza; de la Agrupación Hain: el representante, señor Jaime Paradis; de la Agrupación Metropolitana de Consejos Económicos y Sociales Comunales: el representante, señor Carlos Leiva; de la Asociación Chilena de ONGs, ACCIÓN, los representantes, señores Miguel Santibáñez y Felipe Viveros; del Observatorio Legislativo: la representante, señora Patricia Cardemil; del Hogar de Cristo: la representante, señora Verónica Monroy; del Movimiento Aquí La Gente: el representante, señor Ernesto Medina, y del Observatorio de Derechos de los Pueblos Indígenas, la representante, señora Paulina Acevedo.
I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Facilitar el ejercicio del derecho de asociación mediante regulaciones que simplifiquen la constitución de las agrupaciones intermedias que persigan finalidades de interés social o cultural, sin fines de lucro, que no estén reglamentadas por estatutos especiales.

- - -

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que los artículos 11 y 39, de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional de conformidad con los artículos 118 y 119 de la Constitución Política, pues inciden en materias de competencia municipal; los artículos 25, 26, 27, 28, 29 y 38, también exigen ser aprobados como normas de esa jerarquía, según lo prevé el artículo 38 de la Constitución Política, toda vez que abordan asuntos relacionados con la organización de la Administración Pública, y el artículo 31 del proyecto reviste el mismo carácter orgánico constitucional por disposición del artículo 98 del Texto Político, que preceptúa que normas de esa jerarquía regulan las competencias de la Contraloría General de la República.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


1. Constitución Política. Artículo 19, N° 13.


2. Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado.


3. Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.


4. Ley N° 19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias.


5. Ley N° 19.032, sobre reorganización del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


6. Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 1992, que modifica la organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno.

3.2. De Hecho


El mensaje con que el Ejecutivo inició este proyecto de ley declara que su fundamento está en la libertad de asociación y en el principio participativo.


Agrega que la primera, de reconocimiento constitucional, refleja el derecho natural de las personas de reunirse en pos de un objetivo al tiempo que también asume el carácter de ser un instrumento de participación ciudadana coadyuvante en el fortalecimiento del régimen democrático.


Enseguida, siguiendo a la ley de asociaciones española, expone que las agrupaciones permiten activar ideales, reconocer convicciones, cumplir fines sociales e influir en el medio para provocar cambios.


Destaca el mensaje que el proyecto se inspira en la constatación de que el incremento de la participación ciudadana es clave para el ejercicio eficiente y prudente del poder político, lo cual, a su vez, supone la existencia de una normativa idónea que permita la formación de un asociacionismo vigoroso.


La libertad de asociación, continúa, requiere de dos elementos: la posibilidad de crear agrupaciones de cualquier naturaleza y la seguridad de que nadie puede ser obligado a pertenecer a una como condición para el ejercicio de algún derecho.


Distingue, finalmente, en este primer acápite, la situación de los órganos del Estado, cuya creación, funciones y potestades quedan fijadas en la ley que los conciben, y las asociaciones que se crean sin autorización previa pero sujetas a ciertas regulaciones que determina el legislador.


En el segundo acápite, “El principio participativo”, el mensaje aborda otro pilar sobre el cual descansa la iniciativa, cual es el derecho a participar en igualdad de oportunidades en la vida nacional que tiene reconocimiento constitucional.


Señala el mensaje que la participación ciudadana entiende la relación entre el Estado y el individuo como un elemento de cooperación y no de sumisión vertical de los individuos a la autoridad, lo cual, por ende, deviene en la intervención de la sociedad civil en la elaboración de la voluntad estatal, es decir, en el compromiso de la ciudadanía para intervenir en la elaboración y diseño de las decisiones públicas.


Afirma el mensaje que el marco que acoje la participación ciudadana posibilita expandir la democracia y permite al Estado adoptar sus decisiones más eficientemente, puesto que lo hace con conocimiento de los intereses en juego, del grado de aceptación que tienen sus medidas y de las perfecciones técnicas de las decisiones en que han intervenido aportes externos.


En lo que distingue como “Marco Jurídico General”, el mensaje se refiere a la necesidad de desarrollar el derecho de asociación como garantía constitucional, lo que debe ser compatible con las modalidades de asociaciones reguladas en leyes especiales, tales como partidos políticos, sindicatos, organizaciones religiosas o agrupaciones deportivas.


En ese contexto, agrega, el proyecto propone un régimen mínimo y común, que sirva de marco legal para las asociaciones que no tengan un estatuto especial que las regule. El referido régimen mínimo, por lo que hace a su ámbito de aplicación, queda limitado a las asociaciones sin fines de lucro, lo que excluye de su influencia normativa a las sociedades civiles y mercantiles.


Bajo el título “Principales Garantías”, el mensaje afirma que la libertad de asociación, desde el prisma de la Constitución Política, extiende su protección, primero como un derecho de las personas en la vida colectiva y, segundo, como capacidad de las asociaciones para determinar su funcionamiento sin la intervención del Estado.


Agrega que la primera envuelve la libertad y voluntariedad de asociarse, los derechos del asociado y la garantía de que nadie puede ser obligado a ingresar en una asociación o permanecer en ella.


En lo que respecta a la segunda, esto es, a la capacidad de las asociaciones para participar en el tráfico jurídico, el proyecto dispone que éstas se constituyen mediante su inclusión en un registro especial, lo que las habilita para establecer su propia organización, libertad para cumplir sus fines y recibir protección para evitar interferencias por la Administración.


En este orden, el mensaje afirma que tras el concepto del registro está la noción de que es un derecho constitucional el de que los grupos intermedios gocen de amparo jurídico, esto es, que desde que las asociaciones entran en “tráfico jurídico”, la ley toma como punto de referencia el momento en que se registra su inscripción; pero, continúa, dentro del mismo concepto y al mismo momento, es necesario establecer regulaciones para otros importantes aspectos de estos grupos, tales como el acta de fundación y los estatutos; modificación y disolución de estas entidades; sus obligaciones y la identidad de sus directivos.


En un acápite titulado “Participación Ciudadana y Derecho de Asociación”, el mensaje aborda la obligación de los poderes públicos de proveer un marco normativo que procure equilibrar el acceso de la ciudadanía en la gestión pública, la libertad asociativa y la protección de los derechos que puedan ser amenazados en el ejercicio de la primera.


Reforzando lo anterior, destaca la importancia de la asociatividad en su contribución para una democracia avanzada, representando intereses de los ciudadanos; velando por la probidad en la gestión pública y participando en el diseño de las políticas públicas en materia de desarrollo, medio ambiente, superación de la pobreza, juventud, salud pública, cultura y otros de igual naturaleza, todo lo cual aconseja incluir en el proyecto un capítulo especial dedicado a las asociaciones de interés público. Además, dada esa misma importancia, incluye un acápite sobre el trabajo voluntario, incorporando regulaciones que afiancen su protección jurídica.


En el contexto anotado, el mensaje expresa que este proyecto propone superar el vacío en que está hoy la normativa sobre el ejercicio de la libertad de asociación, particularmente en lo que respecta al cumplimiento de sus fines y a la posibilidad de acceder a recursos públicos para sus actividades.


En consecuencia, el proyecto busca proveer seguridad, eficiencia, transparencia e incentivos para constituir asociaciones, garantizando a las personas su participación en ellas en el orden social, económico, cultural y político, con libertad, pluralismo y tolerancia. Finalmente, en este acápite, el mensaje invoca el principio de subsidiariedad como marco en el cual se desenvuelven estos grupos como agentes sociales de cambio y transformación social.


En el V apartado, “Asociatividad y Sistema Político”, el mensaje señala que pareciera haber consenso en que una red asociativa amplia un limita a los abusos de poder, favorece la transparencia y acrecienta el sentido de comunidad, elementos esenciales de una democracia vigorosa.


Agrega que un Estado moderno carente de asociatividad arriesga funcionar en el vacío; y la democracia que descansa en una asociatividad débil genera desconfianza y deslegitimación de las instituciones públicas.

IV. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PROYECTO


El proyecto despachado por la Honorable Cámara se estructura con cuarenta y dos artículos permanentes y un artículo transitorio. El articulado permanente, a su vez está agrupado en cinco títulos que tratan, respectivamente, de las asociaciones sin fines de lucro; de las organizaciones de interés público; del Fondo de Fortalecimiento de las Asociaciones y Organizaciones de Interés Público; del Estatuto del Voluntariado y, finalmente, de la modificación de otros cuerpos legales en materias vinculadas a la asociación y participación ciudadana en la gestión pública.


Consignamos a continuación una descripción general del contenido del proyecto siguiendo el orden de los capítulos recién mencionados.


El Capítulo I, a su vez dividido en cinco párrafos, trata en general, cual se dijo, acerca de las asociaciones sin fines de lucro.


El párrafo primero, conformado por los artículos 1° al 5°, consagra el derecho que tiene toda persona para asociarse libremente en la consecución de un interés o finalidad lícita.


Este apartado consigna, además, los siguientes principios generales:


- Prohíbe las asociaciones contrarias a la moral, al orden público y a la seguridad del Estado;

- Reafirma que las asociaciones sin fines de lucro no sometidas a un fuero especial se ajustarán a los términos de esta ley, los que, generalmente, se aplicarán supletoriamente a las asociaciones sometidas a regímenes especiales;

- Enseguida, dispone que es deber del Estado promover el asociacionismo, obligando a sus órganos a adoptar medidas para garantizar su plena autonomía, fomentar su establecimiento y asegurar su acceso a recursos públicos sobre la base de criterios técnicos objetivos y de plena transparencia.


Finalmente, consagra el principio de que nadie puede ser obligado a pertenecer a una asociación ni permanecer en ella; y que el régimen interno de ésta será el que establezcan sus estatutos. Su funcionamiento deber ser democrático y con respeto al pluralismo.


El párrafo segundo del Título I, artículos 6° al 9°, se ocupa de las organizaciones sin fines de lucro.


La personalidad jurídica de éstas se obtiene con el acuerdo de siete o más personas naturales que comprometen su aporte de conocimientos, medios o actividades en la prosecución de un fin lícito, de interés general o particular, dotándose con estatutos que regulen su funcionamiento.


Agrega este párrafo que estas asociaciones tendrán plena capacidad civil, pero exime de la responsabilidad derivada de su ejercicio a sus asociados; podrán darse la estructura que estimen adecuada que deberá incluir, en todo caso, una asamblea y un órgano directivo. También las faculta para constituir federaciones, confederaciones y uniones.


El tercer párrafo del Título I regula la obtención de la personalidad jurídica de estas entidades y su disolución.


Al efecto, el artículo 11 dispone que su constitución será acordada en asamblea, en presencia indistintamente de un notario u oficial del Registro Civil o de un funcionario municipal designado al efecto por decreto alcaldicio.


En la referida asamblea se elige un directivo provisional y se aprueban los estatutos que deben contener las siguientes menciones: nombre y domicilio de los socios; finalidades; derechos y obligaciones de los socios; órganos de dirección; normas sobre su funcionamiento y de los procedimientos para sesionar y adoptar acuerdos, y otros que son comunes a este tipo de organizaciones.


Dispone que celebrada la asamblea, -artículo 12- y dentro de los treinta días siguientes, se depositará en el Ministerio Secretaría General de Gobierno o en el organismo que éste señale, copia del acta de la asamblea constitutiva y de los estatutos. Consigna a continuación el procedimiento para subsanar las observaciones o reparos que formule el Ministerio a su constitución, y las diligencias y plazos que preceden a la elección del directivo definitivo.


Agrega que si los responsables de la constitución de la organización no cumplieren con las obligaciones precedentes, caducará su personalidad civil y sus miembros serán solidariamente responsables por las obligaciones contraídas por la asociación en el tiempo intermedio.


Concluye este párrafo señalando que sin perjuicio de la disolución de estas asociaciones por voluntad de sus integrantes, sólo se podrá cancelar su personalidad jurídica o suspender sus actividades por resolución fundada en la declaración de ilicitud de la asociación por ser contraria a la moral, al orden público, o a la seguridad del Estado; y por realizar actos contrarios a la dignidad de las personas, al régimen de Derecho y al bienestar de la sociedad. Agrega que en contra del acto administrativo que cancele su personalidad jurídica o suspenda sus funciones, las asociaciones podrán oponer las acciones de la ley N° 19.880 (sobre procedimiento administrativo).


El párrafo 4 del Título I comprensivo de los artículos 14 y 15, señala los derechos y deberes de los asociados.


Entre los primeros consigna el de participar en la organización de la asociación; ser informado acerca de su desenvolvimiento; ser oído previa adopción de medidas disciplinarias, e impugnar los acuerdos adoptados.


Entre los segundos están los de compartir y colaborar con la asociación en la consecución de sus fines; pagar su cuota de aporte; acatar sus acuerdos y cumplir sus obligaciones estatutarias.


El párrafo 5° de este Título I, artículos 16 y 17, regula el “Registro Unico de Asociaciones Sin Fines de Lucro”, a cargo del Ministerio Secretaría General de Gobierno, en el que habrán de inscribirse las entidades de que trata esta ley.


Al Registro habrá acceso público y gratuito; éste distinguirá entre organización sin fines de lucro y organización de interés público; consignará los recursos que reciban las asociaciones del Fondo de Fortalecimiento a que se refiere el Título III de este cuerpo legal, y las transferencias que éstas reciban de los ministerios y de las municipalidades.


También declara que los directivos de las asociaciones inscritas son responsables de comunicar al Ministerio Secretaría General de Gobierno las modificaciones a sus estatutos o cambio de domicilio y directivos.


El Título II, “De las Organizaciones de Interés Público”, preceptúa acerca de los estatutos de estas entidades.


Conformado con los artículos 18 al 24, sin divisiones en párrafos, define a estas organizaciones como personas jurídicas sin fines de lucro, que tengan por finalidad la promoción del interés general en materia de derechos ciudadanos, asistencia social u otros fines de bien común, que cumpliendo los demás requisitos asignados en esta ley, se incorporen al Registro que hemos mencionado.


Enseguida declara que son de “interés público”, por el solo ministerio de esta ley, las organizaciones constituidas al amparo de las normas del Título I de esta ley e incorporadas al Registro establecido en el artículo 16, que persigan los objetivos señalados en el artículo 19; y las organizaciones comunitarias a que se refieren las leyes N° 19.418 (sobre juntas de vecinos y organizaciones comunitarias) y N° 19.253 (sobre protección, fomento y desarrollo de los pueblos indígenas), y las personas jurídicas sin fines de lucro constituidas de conformidad con el Título XXXIII del Libro I del Código Civil (corporaciones y fundaciones) que persigan fines similares a los enunciados precedentemente, que se incorporen al Registro en tal condición.


A continuación, prohíbe a las organizaciones de interés público efectuar donaciones a los partidos políticos o contribuir a los gastos electorales, bajo sanción de perder la condición que le reconoce esta ley. (Organización de interés público).


En otro orden, las autoriza para emplear el rótulo “de interés público” junto a su nombre y consigna las causales que facultan a la autoridad para negarles la inscripción en el Registro: cuando no acrediten la vigencia de su carácter de persona jurídica sin fines de lucro, y cuando su objetivo no corresponda a ninguna de las previstas en esta ley.


Finalmente, este Título prevé que las asociaciones de interés público registradas podrán ser beneficiarias del Fondo a que se refiere el Título siguiente, siempre que acrediten el cumplimiento permanente de sus fines estatutarios, con la periodicidad que establezca el reglamento.


El Título III, artículos 25 al 31, también sin división de párrafos, se refiere al “Fondo de Fortalecimiento de las Asociaciones y Organizaciones de Interés Público” o “Fondo para el Desarrollo de la Sociedad Civil”, que se constituirá con aportes del Ministerio Secretaría General de Gobierno, con los de la cooperación internacional, y con recursos provenientes de otros organismos del Estado y donaciones de terceros.


Agrega que los recursos del Fondo se destinarán al financiamiento de los fines específicos previstos en esta ley, mediante una cuota nacional y cuotas regionales. La asignación a la Región Metropolitana no podrá acceder al 50% de los recursos que se le transfieran.


El Fondo será administrado por un Consejo Nacional integrado por el Subsecretario General de Gobierno; el Subsecretario de Hacienda; seis representantes de las Organizaciones de Interés Público y dos del Presidente de la República. Lo presidirá uno de los seis representantes de las organizaciones.


Prevé, también, la existencia de Consejos Regionales integrados con seis representantes de las organizaciones de interés público regionales; el Secretario Regional Ministerial de Gobierno y el de Planificación, y dos representantes de la sociedad civil designados por el Consejo Regional del Gobierno Regional.


Consigna, asimismo, normas para elegir miembros suplentes y para seleccionar a los representantes de las organizaciones que han de integrar el Consejo Nacional y los Consejos Regionales. 


A continuación, enuncia las atribuciones del Consejo Nacional, esto es, aprobar los criterios y requisitos para postular proyectos, adjudicarlos, y cumplir las demás funciones que le asignen esta ley y el reglamento. A su turno, los Consejos Regionales tendrán por función fijar anualmente criterios y prioridades para la adjudicación de recursos de proyectos y programas de importancia regional; adjudicarlos, y cumplir las demás funciones que señale esta ley y el reglamento.


El proyecto de ley en informe, en este Título III, -artículo 29- se ocupa enseguida de la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional, radicada en el Ministerio Secretaría General de Gobierno, cuya función será servir de soporte técnico de aquél. En las regiones, tal función la desempeñará la Secretaría Regional Ministerial de Gobierno, con excepción de la Región Metropolitana, que será asumida por la propia Secretaría Ejecutiva.


Dispone el proyecto que el funcionamiento del Consejo, de los Consejos Regionales y de las Secretarías Ejecutivas se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Finalmente, este Título -artículos 30 y 31- agrega que un reglamento del mencionado Ministerio, suscrito además por los Ministros de Hacienda y de Planificación, establecerá el funcionamiento del Fondo y fijará las modalidades de transferencia y rendición de cuentas. El registro y las resoluciones del Consejo Nacional y de los Consejos Regionales estarán a disposición de la Contraloría General de la República para los efectos de la asignación y rendición de cuentas de los recursos.


El Título IV del proyecto, “Del Estatuto del Voluntariado”, comprensivo de los artículos 32 al 37, define el voluntariado como un conjunto de personas que participa en actividades de interés público, no remuneradas, realizadas en forma libre, sistemática y regular por alguna de las asociaciones a que se refiere el Título II de esta ley. (Artículo 32).


Agrega en su artículo 34 que los voluntarios tienen como derechos fundamentales los de participar en la organización; recibir capacitación y formación para ejercer sus funciones de tal y la certificación de su condición de voluntario.


A su turno, tienen como deberes u obligaciones los de cumplir los compromisos adquiridos con la organización; rechazar toda remuneración por su acción voluntaria; participar en cursos de capacitación y velar por los bienes de la asociación. (Artículo 35).


Propone dos normas finales este Título. Mediante la primera encarga al Ministerio Secretaría General de Gobierno supervigilar la coordinación de los servicios públicos en la promoción del voluntariado. La segunda contiene las menciones del documento de incorporación de los voluntarios a la asociación. (Derechos y deberes; funciones y actividades a que se compromete el voluntario; capacitación requerida para las actividades societarias, y duración del vínculo).


El último Título de este proyecto, el V, artículos 38 al 42, en los cuatro párrafos que lo conforman contiene enmiendas a las leyes Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración; Orgánica Constitucional de Municipalidades; de juntas de vecinos y organizaciones comunitarias, y otros cuerpos legales sobre organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Por lo que hace a la Ley Orgánica Constitucional de Bases de la Administración, el proyecto le incorpora un nuevo Título IV, que denomina “De la participación ciudadana en la gestión pública”.


Este nuevo título de la Ley Orgánica de Bases de la Administración consagra el derecho de las personas a participar en las políticas, programas y acciones del Estado, prohibiendo excluir sin razón justificada su ejercicio. Obliga a los órganos de la Administración a informar acerca de sus políticas, planes, programas y presupuestos, en medios electrónicos u otros, y a dar cuenta anual a la ciudadanía de su gestión. Si tal cuenta es observada el órgano afectado deberá responderla. (Nuevos artículos 69 a 72).


Además, obliga a la Administración a:


Uno) Informar al público acerca de las modalidades de participación ciudadana en materias de su competencia;


Dos) Requerir del público su opinión acerca de los asuntos de interés ciudadano que estime pertinente;


Tres) Establecer Consejos de la Sociedad Civil, de carácter consultivo, integrados por representantes de las Organizaciones de Interés Público, que tengan relación con la competencia específica del órgano de que se trate.


Finalmente, este Título declara que sus normas no se aplicarán a las instituciones mencionadas en el artículo 21 de la Ley de Bases de la Administración, las que podrán establecer una normativa para este efecto. (Artículos 73 a 75).


(Las instituciones aludidas son la Contraloría General de la República, el Banco Central las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, los Gobiernos Regionales, los Municipios, el Consejo Nacional de Televisión y las empresas públicas creadas por ley).


El segundo párrafo de este Título V, cual se dijo, propone enmiendas a la Ley Orgánica Municipal.


En primer término, reemplaza en el artículo 63, letra m), de ese cuerpo legal el “consejo económico y social comunal” por el “Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil” y, enseguida, entrega al concejo municipal dos nuevas atribuciones, cuales son las de pronunciarse sobre las materias de relevancia local que deben ser consultadas a la comunidad a través de este nuevo consejo, e informar a las organizaciones comunitarias, a los de interés público y a las demás instituciones relevantes en la comuna, cuando lo requieran, acerca de la marcha de la municipalidad.


También obliga al municipio, en la ordenanza que dicte para efectos de la participación ciudadana, a mencionar a las organizaciones que deben ser consultadas e informadas acerca de los procesos en que se requiera esa participación, e informar acerca de los medios por los que ésta se materializará. (Nuevo inciso del artículo 93 de la Ley Municipal).


A continuación, este Título regula el funcionamiento del Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil. (Nuevo artículo 94 de la mencionada ley).


En primer término, dispone que éste será el resultado de una elección que al efecto realicen las organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional y las de interés público de la comuna. Podrán integrarse a estas asociaciones, hasta un tercio del total de sus miembros, las asociaciones gremiales y sindicales u otras relevantes para el desarrollo económico, social o cultural de la comuna.


La integración, funcionamiento y competencias de este Consejo serán materia de un reglamento alcaldicio aprobado por el concejo municipal. El Consejo de Organizaciones Civiles será presidido por el alcalde; sus miembros durarán cuatro años en sus cargos y sus sesiones serán públicas.


Una función especial de estos consejos será la de pronunciarse respecto de la cuenta pública que debe dar el alcalde sobre la cobertura y eficiencia de los servicios municipales y de las materias de relevancia comunal que determine el concejo municipal.


Previene también esta nueva normativa municipal que los consejeros quedan obligados a informar a sus organizaciones acerca de la propuesta de presupuesto y del plan comunal de desarrollo incluido el plan regulador, y de otras materias relevantes formuladas por el alcalde o el concejo.


A continuación, en este Título -nuevo inciso primero del artículo 98- se reemplaza la oficina de partes y reclamos del municipio por una oficina de informaciones, reclamos y sugerencias, disponiendo que mediante una ordenanza municipal se establecerá el procedimiento para tramitar las presentaciones o reclamos y los plazos en que al municipio debe dar respuesta a ellos. (No más de treinta días).


Finalmente, entre las normas permanentes, agrega a “los dos tercios de los integrantes en ejercicio del Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil” como titulares del derecho de solicitar al alcalde la convocatoria a plebiscito comunal.


(El artículo 99 vigente dispone que el plebiscito procederá por acuerdo del alcalde y el concejo; a requerimiento de los dos tercios del mismo o por iniciativa de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna; y reduce del 10% al 5% de estos últimos, el volumen de ciudadanos para requerirlo).


El Párrafo 3° contiene modificaciones a la ley sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias. El artículo 40 del proyecto autoriza a las uniones comunales de juntas de vecinos y a las uniones comunales de organizaciones comunitarias funcionales para agruparse en federaciones o confederaciones provinciales, regionales o nacionales. El funcionamiento de estas últimas será materia de un reglamento que, además, garantizará la autonomía de estas instituciones.


También reduce de cinco a tres los miembros que conforman el directorio de estas organizaciones, y prohíbe formar parte de él a los concejales y funcionarios municipales que ejerzan cargos de jefatura.


Prevé, asimismo, que el concejo municipal establecerá condiciones objetivas y no discriminatorias para las juntas de vecinos que concursen proyectos comunales al Fondo de Desarrollo Vecinal.


El párrafo 4° de este último Título del proyecto en informe propone enmiendas a las leyes sobre organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


La primera de ellas incorpora en la ley N° 19.032 una nueva función para esta institución, cual es la de dar cuenta anualmente acerca de la participación ciudadana en la gestión pública, y la segunda, que afecta el D.F.L. N° 1, de 1992, de ese Ministerio, enmienda las normas sobre atribuciones de esa Secretaría de Estado para incorporar como nueva potestad la de estimular y favorecer el asociativismo y el fortalecimiento de la sociedad civil.


Finalmente, el proyecto en informe consigna una norma transitoria que se refiere a los plazos en que los órganos de la Administración del Estado deben dictar las modalidades de participación ciudadana en el ámbito de su competencia.

V. DEBATE EN GENERAL


En sesión de día 12 de mayo de 2008, la Comisión escuchó la exposición de la Coordinadora del Observatorio de Género y Equidad, señora Teresa Valdés, quien manifestó su respaldo al proyecto de ley en debate, el cual, según señaló, constituye una oportunidad única para el fortalecimiento de la democracia por medio del fomento de la participación de la sociedad civil. 


Valoró que la iniciativa reconozca la diversidad de expresiones presentes en la sociedad nacional, entregando mecanismos de participación de los organismos comunitarios en la toma de decisiones del Estado, lo que, según dijo, logrará transformar el patrón vertical en la relación de los ciudadanos con las autoridades del sector público, redefiniendo de esta forma el rol del Estado. 


En lo que se refiere al Fondo de apoyo que se crea en este proyecto, expresó que éste apunta a que las agrupaciones se fortalezcan y puedan, de esta forma, desarrollar acciones desde sus propias agendas con un nivel de autonomía hasta ahora desconocido, permitiendo que las organizaciones de interés público ejerzan sus actividades y encuentros a todo nivel. A este respecto, precisó que al mencionado Fondo debe dotársele de un mayor grado de autonomía en su administración, considerando plazos más extensos para la adecuada gestión y evaluación de proyectos sociales que vayan en directo beneficio de la ciudadanía, y obteniendo aportes, incluso, del Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR) como forma de ampliar los recursos a disposición de estas organizaciones.


Finalmente, llamó la atención sobre la participación en la gestión pública, explicando que este proyecto constituye una instancia clave en el mejoramiento de la relación público privado en la gestión e impulso de las políticas públicas, incluyendo a la sociedad en las propuestas relevantes sobre la materia, dejando de constituir entes meramente consultivos y dotándolas de un mayor peso en sus propuestas. 

- - -


Enseguida, expuso el Presidente del Consejo Nacional del Fondo de Desarrollo de la Sociedad Civil, señor Gonzalo de la Maza, quien señaló que la institucionalización de un Fondo de apoyo a las organizaciones sociales  es un paso importante para la independencia de estas agrupaciones, ya que, según la iniciativa en debate, éste será un instrumento de política pública cogestionado entre la sociedad civil y el Estado.

A mayor abundamiento, expresó que ha sido la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secretaría General de la Presidencia la que, con recursos escasos, ha logrado implementar la instalación de Consejos en las quince regiones del país, situación que, con la aprobación de esta iniciativa, experimentará, a su juicio, una importante mejoría en lo que se refiere a la independencia en el manejo de los recursos y en los montos disponibles para la ejecución de planes.


Agregó que el proyecto debiera contener modalidades de funcionamiento y estructura de la Secretaría Técnica del Fondo, facultándola para el ejercicio de las actividades necesarias al buen funcionamiento del Fondo, lo que significa la posibilidad de que esta instancia pueda encargar estudios y evaluaciones, así como contribuir en la orientación de las modalidades de difusión del Fondo.
- - -


A continuación, la representante del Observatorio Parlamentario, señora Patricia Cardemil, explicó que la institución a la que pertenece está constituida por diversas organizaciones no gubernamentales, tales como la Corporación Humanas, el Programa de Acciones de Interés Público y Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales, OXFAM, el Centro de Estudios de la Mujer, la Corporación Participa y la Fundación Ideas, y su objetivo consiste en informar a la ciudadanía acerca del desempeño de sus representantes en el Congreso Nacional. 


Señaló que el proyecto en debate es un avance relevante en la consolidación del sistema democrático, pues se hace cargo de un elemento clave, cual es la participación de la sociedad civil no sólo en un rol consultivo, sino, también, en el proceso de toma de decisiones de los órganos competentes del Estado. Según lo expuesto, declaró que la participación y gestión de canales para dicha participación es también una manera de elevar el grado de valoración democrática, entregando legitimidad por medio de normas compartidas entre gobernantes y gobernados, construyendo reglas capaces de ser respetadas por todos los actores sociales.

Agregó que la participación dignifica a la ciudadanía como un actor social relevante, favoreciendo también la calidad regulatoria de las normas; la actividad política; el principio de transparencia; la estabilidad del sistema, y la rendición de cuentas del sector público hacia sus electores, todo lo que se traduce, según dijo, en plasmar el principio de igualdad en la vida cotidiana de las personas.

- - -


La Directora Nacional del Área de Voluntariado del Hogar de Cristo, señora Verónica Monroy, expresó que el reconocimiento de la participación ciudadana y su rol en el mejoramiento y profundización del sistema democrático es uno de los aspectos positivos de la iniciativa en debate, pues, según afirmó, sin ciudadanía es imposible contar con autoridades legítimas desde el punto de vista del ejercicio del poder y la imposición de normas.

Valoró la creación de un sistema de financiamiento para el fortalecimiento de la sociedad civil y la participación efectiva en la toma de decisiones, indicando que ello permitirá una integración de los Consejos que reconozcan la diversidad y la ejecución de prácticas de trabajo conjunto de la sociedad civil y del Gobierno.

Destacó el reconocimiento que el proyecto de ley hace del voluntariado, creando, precisamente, un “Estatuto del Voluntariado”, entregándole apoyo institucional que más allá de las buenas intenciones, ha demostrado ser un espacio articulador de la comunidad y creador de capital social en una sociedad, según dijo, cada vez más desintegrada. 

- - -


El representante de la agrupación de organizaciones no gubernamentales ACCIÓN, señor Miguel Santibáñez, señaló que esta institución tiene por objeto trabajar en la profundización de la democracia a través del mejoramiento de los instrumentos y mecanismos de participación ciudadana, por lo que la iniciativa en debate constituye un importante avance en la instalación de un marco jurídico que reconozca a la ciudadanía como un actor legítimo en la decisión y ejecución de políticas públicas. 


Expresó que su agrupación ha trabajado en un número considerable de indicaciones que, según dijo, espera sean consideradas en la discusión particular de este proyecto de ley, que se refieren, principalmente, a los siguientes temas: 


* Jurisdicción constitucional disponible para los ciudadanos en el reclamo y protección de sus derechos;


* Creación de la Defensoría del Pueblo.


* Incorporación de una garantía constitucional de información ciudadana en contra del secreto administrativo en la definición de planes y políticas, así como en la designación de funcionarios públicos. 


* Evitar la discriminación de todo grupo o etnia. 


* Implementación de mecanismos de cuenta pública, vigilancia y control ciudadano en todos los niveles del diseño administrativo del país.


* Considerar herramientas de participación democrática, tales como la iniciativa popular de ley; revocación del mandato en los cargos de elección popular; el referéndum; participación en el debate sobre la estructuración del presupuesto de la Nación y, finalmente, la reforma al sistema electoral binominal. 

- - -


El representante de la Agrupación HAIN de Punta Arenas, señor Jaime Paradís, expresó que los ejes que debe considerar una legislación sobre esta materia son los siguientes: 


1) Fortalecimiento de la sociedad civil. 



2) Colaboración Estado – sociedad civil. 


3) Nueva visión y utilización de los espacios públicos. 


4) Reconocimiento de las organizaciones no gubernamentales en los distintos niveles normativos del sistema institucional. 


El debido estudio de los objetivos enunciados, permitirá la existencia de un marco regulador que entregue una vida más ordenada a las organizaciones de la sociedad civil, fomentando la participación y el desarrollo de nuevas estrategias de diseño y la fiscalización de la creación y ejecución de políticas públicas. 


Del mismo modo, manifestó que el proyecto de ley en debate es un avance para la vida democrática del país, y que no hace sino reconocer la labor desarrollada durante toda la historia de Chile por las organizaciones sociales, ya sean del voluntariado o de otros ámbitos, las cuales muchas veces han contribuido a la efectiva solución de problemas que, sin su participación, habría sido imposible llevar a delante de manera satisfactoria.
- - -


En sesión de 16 de septiembre pasado, la Comisión se abocó a la idea de legislar respecto de esta iniciativa, estimando que ella recoge los criterios modernos que impulsan el asociativismo, facilitando la constitución de las agrupaciones intermedias que persiguen fines de interés social. Por lo expuesto, la unanimidad de los miembros presentes de esta Comisión anunció su disposición a prestar su aprobación en general al proyecto.


No obstante lo anterior, la misma unanimidad acordó dejar constancia en esta etapa de discusión general, que en el debate en particular de la iniciativa pondrá especial cuidado en incorporar normas al proyecto que permitan transparentar el funcionamiento del registro y la transferencia de recursos fiscales a estas agrupaciones.

VI. ACUERDO


En virtud de la relación precedente, esta Comisión, con la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis y Sabag, acordó aprobar en general el proyecto de ley en informe y proponer ese acuerdo a la consideración de la Sala.

Su texto es el siguiente:


PROYECTO DE LEY:

“Título I

DE LAS ASOCIACIONES SIN FINES DE LUCRO

Párrafo 1°

Del derecho de asociación


Artículo 1°.- Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente para la consecución de fines lícitos.


El referido derecho comprende la facultad de crear asociaciones que expresen la diversidad de intereses sociales e identidades culturales.


Prohíbense las asociaciones contrarias a la moral, al orden público y a la seguridad del Estado.


Las asociaciones no podrán realizar actos contrarios a la dignidad y valor de la persona, al régimen de Derecho y al bienestar general de la sociedad democrática.


Artículo 2°.- Las asociaciones que no tengan fines de lucro y que no estén sometidas a un régimen legal asociativo específico se regirán por la presente ley.


Sin perjuicio de ello, sus normas y principios se aplicarán supletoriamente respecto de los regímenes jurídicos especiales.


Para efectos de esta ley serán consideradas asociaciones sin fines de lucro aquellas que así lo declaren explícitamente, prohibiéndose a los integrantes de dichas entidades cualquier retiro individual o colectivo de ganancias o utilidades que resulten del quehacer propio de ellas.


Artículo 3°.- Es deber del Estado promover y apoyar el asociacionismo.


Los órganos de la Administración del Estado no podrán adoptar medidas que interfieran en la vida interna de las asociaciones, garantizando su plena autonomía.


El Estado, en sus programas, planes y acciones, deberá contemplar iniciativas de fomento de las asociaciones sin fines de lucro garantizando, en los procedimientos de asignación de recursos, la aplicación de criterios técnicos objetivos y de plena transparencia.


Artículo 4º.- Nadie puede ser obligado a constituir una asociación, a integrarse a ella o a permanecer en su seno. La incorporación a éstas es libre, personal y voluntaria, debiendo ajustarse a lo establecido en la legislación vigente y en los estatutos respectivos.


Ninguna ley o disposición de autoridad pública podrá exigir la afiliación a una asociación como requisito para desarrollar una determinada actividad o trabajo, ni la desafiliación para permanecer en éstos.


Artículo 5°.- En cuanto a su régimen interno, las asociaciones ajustarán su funcionamiento a lo establecido en sus Estatutos.


Su organización y funcionamiento deben ser democráticos y con respeto al pluralismo interno.

Párrafo 2°

De las organizaciones sin fines de lucro


Artículo 6°.- Las personas que cumplan con los procedimientos señalados en esta ley, independientemente de los otros medios reconocidos por la legislación vigente, podrán constituir una organización sin fines de lucro.


Para la obtención de personalidad jurídica, estas organizaciones podrán constituirse mediante acuerdo de siete o más personas naturales, que se comprometen a aportar conocimientos, medios o actividades para conseguir fines comunes lícitos, de interés general o particular, y dotándose de los Estatutos que regirán su funcionamiento.


A estas asociaciones les será aplicable, en forma supletoria, lo dispuesto en los artículos 549 al 559 del Código Civil.


Para efectos de esta ley, las denominadas organizaciones no gubernamentales deben entenderse como organizaciones sin fines de lucro.


Artículo 7°.- Las organizaciones sin fines de lucro, sin perjuicio de lo señalado en el inciso tercero del artículo 2°, podrán contraer todo tipo de obligaciones financieras, administrar proyectos de origen nacional o de cooperación internacional, recibir subvenciones o donaciones, postular a fondos concursables, solicitar créditos, pagar remuneraciones y asignar becas.


Las organizaciones sin fines de lucro responden de sus obligaciones con todos sus bienes presentes y futuros, lo que no se hace extensivo a sus asociados.


Artículo 8°.- Las organizaciones constituidas en conformidad a esta ley podrán darse la estructura que estimen pertinente para la consecución de sus fines. En todo caso, deberán contar con una asamblea y con un órgano directivo.


La asamblea es el órgano supremo de la organización, estará integrada por sus miembros y adoptará sus acuerdos conforme a los estatutos, debiendo reunirse, al menos, una vez al año.


El órgano directivo tendrá por tarea gestionar y representar los intereses de la organización de acuerdo con las disposiciones de la asamblea, pudiendo formar parte de aquél sólo los asociados.


Artículo 9°.- Las organizaciones podrán constituir federaciones, confederaciones o uniones, previo acuerdo expreso de sus órganos competentes y cumpliendo los requisitos exigidos para su constitución.

Párrafo 3°

De la obtención de personalidad jurídica y de su cancelación


Artículo 10.- El procedimiento común y supletorio para obtener personalidad jurídica por las asociaciones sin fines de lucro será el regulado en este párrafo.


Artículo 11.- La constitución de las asociaciones como organizaciones sin fines de lucro será acordada por los interesados en asamblea que se celebrará, indistintamente, en presencia de un notario público, de un oficial del Registro Civil, o de un funcionario municipal designado para tales efectos por decreto alcaldicio.


En la asamblea constitutiva se aprobarán los estatutos de la organización y se elegirá un órgano directivo provisional. De igual modo, se levantará acta de los acuerdos referidos, en la que deberá incluirse la nómina e individualización de los asistentes y de los documentos en que conste su representación, en su caso.


Los estatutos de las organizaciones constituidas en conformidad a la presente ley deberán contener, a lo menos, las siguientes estipulaciones:


a) Nombre y domicilio de la organización;


b) Finalidades y objetivos;


c) Derechos y obligaciones de sus miembros y dirigentes;


d) Órganos de dirección y de representación y sus respectivas atribuciones;


e) Tipo y número de asambleas que se realizarán durante el año, indicando las materias que en ellas podrán tratarse;


f) Procedimiento y quórum para la reforma de los estatutos y quórum para sesionar y adoptar acuerdos;


g) Normas sobre administración patrimonial y forma de fijar cuotas ordinarias y extraordinarias;


h) Disposiciones y procedimientos que regulen la disciplina, resguardando el debido proceso;


i) Forma de liquidación y destino de los bienes en caso de disolución;


j) Mecanismos y procedimientos de incorporación, y


k) Periodicidad con la que deben elegirse sus dirigentes, la que no podrá exceder de cuatro años, sin perjuicio de que éstos puedan ser reelectos.


Las organizaciones deberán dar cumplimiento permanente a sus finalidades estatutarias. Aquéllas que se constituyan de conformidad a la presente ley podrán acogerse a estatutos tipo que establecerá el Ministerio Secretaría General de Gobierno, mediante decreto supremo.


Artículo 12.- Las organizaciones que se constituyan en conformidad a las normas de la presente ley deberán entregar una copia autorizada del acta de la asamblea constitutiva y de los estatutos, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la asamblea, al Ministerio Secretaría General de Gobierno o a los organismos públicos que éste señale.


No podrá negarse el reconocimiento de la personalidad jurídica a las organizaciones que cumplan con las estipulaciones señaladas en el artículo anterior.


Sin embargo, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la recepción de los documentos, el Ministerio Secretaría General de Gobierno podrá objetar la constitución de la organización, si no se hubiere dado cumplimiento a los requisitos que esta ley establece para su formación y para la aprobación de sus estatutos, todo lo cual será notificado por carta certificada al presidente del órgano directivo provisional de aquélla.


La organización deberá subsanar las observaciones efectuadas dentro del plazo de treinta días, contado desde su notificación. Si así no lo hiciere, la personalidad jurídica caducará por el solo ministerio de la ley y los miembros de la directiva provisional responderán solidariamente por las obligaciones que la organización hubiese contraído en ese lapso.


Transcurrido el plazo establecido en el inciso tercero, sin que el Ministerio hubiere objetado la constitución, la solicitud de inscripción se entenderá aprobada conforme a las normas que regulan el silencio administrativo, previstas en la ley Nº 19.880.


Cumplido el procedimiento anterior, el Ministerio Secretaría General de Gobierno procederá a inscribir la organización en el Registro Único de Asociaciones sin Fines de Lucro, conforme a lo establecido en el párrafo 5º de este Título.


Entre los sesenta y noventa días siguientes a la obtención de la personalidad jurídica, la organización deberá convocar a una asamblea extraordinaria, en la que se elegirá a su órgano directivo definitivo.


Artículo 13.- Sin perjuicio de la causal de disolución por voluntad de los asociados, sólo se podrá cancelar la personalidad jurídica u ordenar la suspensión de las actividades de una asociación por resolución fundada de la autoridad competente.


La cancelación de la personalidad jurídica sólo tendrá lugar en los siguientes casos:


a) Cuando sean declaradas ilícitas por ser contrarias a la moral, al orden público o a la seguridad del Estado.


b) Cuando realicen actos contrarios a la dignidad y valor de la persona, al régimen de Derecho y al bienestar general de la sociedad democrática.


c) Por las demás causas previstas en las leyes.


En todo caso, frente al acto administrativo de cancelación de la personalidad jurídica o de suspensión de funciones, las asociaciones podrán entablar los recursos señalados en el capítulo IV de la ley Nº 19.880.

Párrafo 4°

De los derechos y deberes de los asociados


Artículo 14.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 11, todo asociado poseerá los siguientes derechos:


a) Participar en las actividades de la organización, en su asamblea y órganos directivos, como asimismo en la fijación de cuotas u otras obligaciones;


b) Ser informado acerca de la composición de los referidos órganos, de sus estados de cuenta y del desarrollo de sus actividades;


c) Ser oído en forma previa a la adopción de medidas disciplinarias en su contra e informado de los hechos que den lugar a éstas; debiendo ser fundado el acuerdo que, en su caso, imponga la sanción, y


d) Impugnar los acuerdos de la organización que estime contrarios a la ley o a los estatutos.


Artículo 15.- Son deberes de los asociados:


a) Compartir las finalidades de la organización y colaborar para la consecución de las mismas;


b) Pagar las cuotas y otros aportes que, con arreglo a los estatutos, puedan corresponder a cada socio;


c) Acatar y cumplir los acuerdos válidamente adoptados por los órganos directivos de la organización, y


d) Cumplir el resto de las obligaciones que resulten de las disposiciones estatutarias.

Párrafo 5°

Del Registro Único de Asociaciones Sin Fines de Lucro


Artículo 16.- Existirá un Registro Único de Asociaciones Sin Fines de Lucro, a cargo del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


La asociación interesada podrá requerir del referido Ministerio el otorgamiento de un certificado que dé cuenta de su inscripción en el Registro. Un reglamento determinará las menciones mínimas que deberá contener aquél.


El Ministerio mantendrá el Registro permanentemente actualizado, de modo que sea accesible vía Internet, en forma gratuita y sin exigencia de clave para el ingreso de los usuarios.


El Registro distinguirá la calidad de organización sin fines de lucro y de organización de interés público.


Deberá consignar, además, detalladamente los recursos que toda asociación inscrita en él reciba del Fondo que establece el Título III de esta ley, y de las transferencias a organizaciones sin fines de lucro que sean informadas al Ministerio Secretaría General de Gobierno por otros ministerios y municipalidades.


El reglamento señalará las demás disposiciones relativas a la forma, contenidos y modalidades de la información del Registro que sean indispensables para su correcta y cabal operación.


Artículo 17.- Los representantes de las organizaciones inscritas en el Registro serán responsables de comunicar al Ministerio Secretaría General de Gobierno, o al organismo que éste señale, dentro del plazo de 30 días, toda modificación que se introduzca a sus estatutos, domicilio legal o composición de los órganos directivos.

Título II

DE LAS ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO


Artículo 18.- Establécense las Organizaciones de Interés Público, cuyo estatuto jurídico será regulado por este Título.


Artículo 19.- Las Organizaciones de Interés Público son aquellas personas jurídicas, sin fines de lucro, que tengan como uno de sus fines esenciales la promoción del interés general, mediante la prosecución de objetivos específicos en materia de derechos ciudadanos, asistencia social o de cualquier otra finalidad de bien común y que, cumpliendo con los demás requisitos señalados en este Título, se incorporen al Registro de Organizaciones de Interés Público que al efecto llevará el Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Artículo 20.- Las organizaciones constituidas de conformidad al Título I de esta ley e incorporadas al Registro a que se refiere el artículo 16, que tengan objetivos comprendidos en los fines específicos señalados en el artículo precedente, tendrán el carácter de “interés público” por el solo ministerio de la ley.


También, por el solo ministerio de la ley, las organizaciones comunitarias constituidas en conformidad a lo previsto en la ley N° 19.418, y las comunidades y asociaciones indígenas reguladas en la ley N° 19.253, tienen el carácter de “interés público” y podrán acceder a los derechos y beneficios que tal condición otorga, desde su incorporación en calidad de Organizaciones de Interés Público al mencionado Registro Único.


Podrán, asimismo, acceder a la calidad de Organización de Interés Público aquellas personas jurídicas, sin fines de lucro, constituidas de conformidad con las disposiciones del Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil, que tengan objetivos comprendidos en los fines específicos indicados en el artículo 19 y que sean incorporadas al Registro, en tal calidad.


Artículo 21.- Las Organizaciones de Interés Público no podrán efectuar contribuciones de aquellas señaladas en el Título II de la ley N° 19.884 y en el Título II de la ley N° 19.885.


El incumplimiento de esta prohibición será causal de pérdida de la calidad antes mencionada.


Artículo 22.- Sólo las personas jurídicas registradas de conformidad a este Título podrán usar el rótulo “de interés público”, junto con su nombre, en toda clase de documentos o comunicaciones, y acceder a los demás beneficios económicos, sociales y culturales que les asigne la ley.


Artículo 23.- Sólo podrá denegarse la inscripción en el Registro de Asociaciones sin Fines de Lucro, en calidad de Organizaciones de Interés Público, en los siguientes casos:


a) Cuando no se acredite la vigencia de la personalidad jurídica como organización sin fines de lucro.


b) Cuando los fines u objetivos de la persona jurídica no correspondan a los previstos en este Título.


En todos los casos, la denegación de la inscripción en el Registro será materia de una resolución fundada, la cual podrá ser impugnada mediante los recursos que correspondan conforme a la ley Nº 19.880.


Artículo 24.- Las entidades incorporadas al Registro Único como  Organizaciones de Interés Público tendrán, por este solo hecho, la calidad de potenciales beneficiarias del Fondo que se crea en el Título III de esta ley, pudiendo acceder a sus recursos en la forma y condiciones que en aquél se establecen.


Para mantener esta calidad, las organizaciones incorporadas al Registro deberán acreditar el cumplimiento permanente de sus fines estatutarios, en la forma y con la periodicidad que establezca el reglamento.

Título III

DEL FONDO DE FORTALECIMIENTO DE LAS ASOCIACIONES Y ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO


Artículo 25.- Establécese el Fondo de Fortalecimiento de las Asociaciones y Organizaciones de Interés Público, en adelante “el Fondo”, el cual podrá ser denominado para todos los efectos como “Fondo para el Desarrollo de la Sociedad Civil”. Éste será administrado por el Consejo Nacional y por los Consejos Regionales, de conformidad con las normas del presente Título.


El Fondo se constituirá con los aportes, ordinarios o extraordinarios, que el Ministerio Secretaría General de Gobierno contemple anualmente en su presupuesto para tales efectos y con los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título. No obstante, también podrá recibir y transferir recursos provenientes de otros organismos del Estado, así como de donaciones y otros aportes que se hagan a título gratuito.


El Fondo tendrá por objeto contribuir al fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público reguladas por el Título II de esta ley.


Los recursos de éste deberán ser destinados al financiamiento de proyectos o programas nacionales y regionales que se ajusten a los fines específicos a que hace referencia el artículo 19. Anualmente, el Consejo Nacional fijará una cuota nacional y cuotas para cada una de las regiones, sobre la base de los criterios objetivos de distribución que determine mediante resolución fundada.


Con todo, la asignación a la Región Metropolitana no podrá exceder del 50% del total de los recursos transferidos.


Artículo 26.- El Consejo Nacional estará integrado por:


a) El Subsecretario General de Gobierno;


b) El Subsecretario de Hacienda;


c) Seis representantes de las Organizaciones de Interés Público, y


d) Dos representantes del Presidente de la República, con trayectoria en la materia.


Los representantes a que se refiere la letra c) serán elegidos por las Organizaciones de Interés Público inscritas en el Registro mediante el mecanismo que determine el reglamento. Éstos se renovarán cada dos años.


El procedimiento de selección o elección de los representantes de las Organizaciones de Interés Público, que establezca el reglamento, deberá garantizar la participación igualitaria de los distintos tipos de asociaciones que integren el registro y su representación proporcional en el Consejo.


En el proceso de elección de los representantes de la letra c), deberá también seleccionarse al menos a tres miembros suplentes, definiéndose su orden de prelación. En el caso de los representantes de la letra d), el Presidente de la República, en el mismo acto de su nombramiento, les designará un suplente.


El Subsecretario General de Gobierno y el Subsecretario de Hacienda deberán nombrar a sus respectivos suplentes en la primera sesión del Consejo.


El Presidente del Consejo será nombrado por el Presidente de la República de entre las seis personas elegidas por las Organizaciones de Interés Público, a través del mecanismo que determine el reglamento. En caso de ausencia de aquél, lo reemplazará el miembro que, por mayoría simple, determine el Consejo.


El quórum de asistencia y para adoptar decisiones será la mayoría absoluta de sus miembros, quienes deberán inhabilitarse, o podrán ser recusados, respecto de su participación en votaciones para programas en que tengan interés, directo o indirecto. En dicho caso serán reemplazados por el o los suplentes que procedan.


En caso de empate en las votaciones, el Presidente tendrá voto dirimente.


Los miembros del Consejo Nacional y de los Consejos Regionales no recibirán remuneración o dieta de especie alguna por su participación en los mismos.


Artículo 27.- Los Consejos Regionales estarán integrados por:


a) Seis representantes de las Organizaciones de Interés Público, de cada región, incorporadas al Registro que crea esta ley.


b) El Secretario Regional Ministerial de Gobierno;


c) El Secretario Regional Ministerial de Planificación, y


d) Dos representantes de la sociedad civil, que deberán ser designados por el Consejo Regional del Gobierno Regional respectivo.


El presidente de cada Consejo Regional del Fondo será elegido por los miembros del Consejo Regional del Gobierno Regional respectivo, de entre los seis representantes señalados en la letra a).


En el proceso de elección de los representantes de la letra a), deberá también elegirse al menos a tres miembros suplentes, definiéndose su orden de prelación.


En el caso de los representantes de las letras b), c) y d), sus respectivos suplentes deberán ser presentados en la primera sesión del Consejo.


El reglamento deberá establecer el procedimiento de selección de los representantes de las Organizaciones de Interés Público que deberán formar parte del Consejo Nacional y de los Consejos Regionales respectivos, debiendo garantizar una participación proporcional de los distintos tipos de asociaciones que integren el Registro a que se refiere la presente ley. Sin embargo, el voto de cada organización será por un solo candidato.


En las restantes materias, los Consejos Regionales estarán sujetos a las regulaciones establecidas para el Consejo Nacional.


Artículo 28.- Al Consejo Nacional le corresponderá:


a) Aprobar los criterios y requisitos para la postulación de proyectos o programas a ser financiados con los recursos del Fondo, sean éstos de ejecución nacional o regional, y adjudicar los proyectos o programas de carácter nacional que postulen anualmente, y


b) Cumplir las demás funciones determinadas por la presente ley y su reglamento.


Por su parte, a los Consejos Regionales les corresponderá:


a) Fijar anualmente, dentro de las normas generales definidas por el Consejo Nacional, criterios y prioridades para la adjudicación de los recursos del Fondo entre proyectos y programas que sean calificados de relevancia para la región;


b) Adjudicar los recursos del Fondo a proyectos o programas de impacto regional, y


c) Cumplir las demás funciones que señala esta ley y su reglamento.


Artículo 29.- Una Secretaría Ejecutiva, radicada en el Ministerio Secretaría General de Gobierno, actuará como soporte técnico para el funcionamiento normal y ordinario del Consejo Nacional, incluyendo la recepción de los proyectos o programas que postulen al Fondo.


En regiones, dicha función será ejercida por la Secretaría Regional Ministerial de Gobierno respectiva.


En la Región Metropolitana, aquélla corresponderá a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional.


Los gastos que origine el funcionamiento del Consejo Nacional, de los Consejos Regionales y de las respectivas Secretarías Ejecutivas, se financiarán con cargo al presupuesto del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Artículo 30.- Un reglamento del Ministerio Secretaría General de Gobierno, suscrito además por los Ministros de Hacienda y de Planificación, establecerá el funcionamiento del Fondo, fijando criterios uniformes sobre las modalidades de transferencia y rendición de recursos públicos.


Artículo 31.- Tanto el registro como las resoluciones del Consejo Nacional y de los Consejos Regionales deberán encontrarse a disposición de la Contraloría General de la República, para el efecto de que ésta conozca la asignación y rendición de cuenta de los recursos.

Título IV

DEL ESTATUTO DEL VOLUNTARIADO


Artículo 32.- Para los efectos de la presente ley, se entiende por voluntariado el conjunto de personas que realizan actividades de interés público, no remuneradas, llevadas a cabo de forma libre, sistemática y regular, por alguna de las organizaciones a que se refiere el Título II de esta ley.


La no contraprestación pecuniaria a que se refiere el inciso anterior, es sin perjuicio del derecho al reembolso de los gastos que el desempeño de la actividad voluntaria ocasione.


Artículo 33.- Los derechos y obligaciones que surgen de este estatuto sólo serán exigibles a las Organizaciones de Interés Público que se acrediten como organización de voluntariado.


Al acreditarse como tales, las organizaciones de voluntariado deberán registrar sus programas, en conformidad a lo establecido en este Título.


Artículo 34.- Los voluntarios que participen en una organización  acreditada tienen los siguientes derechos:


a) Participar activamente en la organización donde presten su acción;


b) Recibir la capacitación y formación necesaria para el ejercicio de sus funciones de parte de la organización respectiva, y


c) Recibir la certificación de su condición de voluntario y de la acción realizada.


Artículo 35.- Los voluntarios que participen en una organización acreditada tienen las siguientes obligaciones:


a) Cumplir los compromisos adquiridos con la organización en la que se integren, respetando sus fines;


b) Rechazar cualquier remuneración por su acción voluntaria allí desarrollada;


c) Participar en los cursos de capacitación y de formación que otorgue la entidad correspondiente, y


d) Velar por la mantención de  los recursos materiales que ponga a su disposición la organización en la cual preste su acción voluntaria.


Artículo 36.- El Ministerio Secretaría General de Gobierno deberá supervigilar la coordinación de los distintos servicios públicos en la promoción de la acción del voluntariado.


Artículo 37.- La incorporación de los voluntarios a las organizaciones se formalizará en un documento, que deberá contener, como mínimo, las siguientes menciones:


a) El conjunto de derechos y deberes que corresponden a ambas partes, de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley;


b) Las funciones y actividades que se compromete a realizar el voluntario;


c) La capacitación que se requiera para el cumplimiento de sus actividades, y


d) La duración del vínculo.
Título V

DE LA MODIFICACIÓN DE OTROS CUERPOS LEGALES

Párrafo 1°

Modificaciones en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado


Artículo 38.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia:


1) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 3°, entre el vocablo “administrativas” y la coma (,) que sigue a éste, la frase “y participación ciudadana en la gestión pública”;


2) Intercálase antes del Título Final, el siguiente Título IV, pasando el actual artículo 69 a ser 76:

“Título IV

De la participación ciudadana en la gestión pública


Artículo 69.- El Estado reconoce a las personas el derecho de participar en sus políticas, planes, programas y acciones.


Contraviene las normas establecidas en este Título toda conducta destinada a excluir o discriminar, sin razón justificada, el ejercicio del derecho de participación ciudadana señalado en el inciso anterior.


Artículo 70.- Cada órgano de la Administración del Estado deberá establecer, en una norma general, las modalidades específicas de participación que tendrán las personas en el ámbito de su competencia.


Artículo 71.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, los órganos de la Administración del Estado deberán poner en conocimiento público información relevante acerca de sus políticas, planes, programas, acciones y presupuestos, asegurando que ésta sea oportuna, completa y ampliamente accesible. Dicha información se publicará en medios electrónicos u otros.


Artículo 72.- Los órganos de la Administración del Estado, anualmente, darán cuenta pública directamente a la ciudadanía de la gestión de sus políticas, planes, programas, acciones y de su ejecución presupuestaria. Dicha cuenta deberá desarrollarse desconcentradamente, en la forma y plazos que fije la norma establecida en el artículo 70.


En el evento que a dicha cuenta se le formulen observaciones, planteamientos o consultas, la entidad respectiva deberá dar respuesta conforme a la norma mencionada anteriormente.


Artículo 73.- Los órganos de la Administración del Estado, de oficio o a petición de Organizaciones de Interés Público, deberán señalar aquellas materias de interés ciudadano en que se requiera conocer la opinión de las personas, en la forma que señale la norma a que alude el artículo 70.


El proceso señalado en el inciso anterior deberá ser realizado de manera pluralista, ecuánime y representativa.


Las opiniones recogidas deberán ser evaluadas y ponderadas por el órgano respectivo, en la forma que señale la norma de aplicación general.


Artículo 74.- Los órganos de la Administración del Estado deberán establecer Consejos de la Sociedad Civil, de carácter consultivo, que estarán conformados de manera diversa, representativa y pluralista por integrantes de Organizaciones de Interés Público que tengan relación con la competencia del órgano respectivo.


Artículo 75.- Las normas de este Título no serán aplicables a los órganos del Estado señalados en el inciso segundo del artículo 21 de esta ley.


Dichos órganos podrán establecer una normativa especial referida a la participación ciudadana.”.

Párrafo 2°

Modificaciones en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades


Artículo 39.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:


1) Reemplázase en la letra m) del artículo 63 la expresión “consejo económico y social comunal” por “Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil,”.


2) Intercálase en el inciso primero del artículo 67, a continuación de la palabra “concejo”, la frase “y al Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil”.


3) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 75 la palabra “comunales” por la expresión “Consejos Comunales de Organizaciones de la Sociedad Civil”.


4) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 79:


i) Intercálase en la letra k), entre la expresión “territorio comunal” y el punto y coma (;) que la sigue, la frase “previo informe escrito del Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil”.


ii) Agréganse las siguientes letras n) y ñ):


“n) Pronunciarse, a más tardar el 31 de marzo de cada año, a solicitud del Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil, sobre las materias de relevancia local que deben ser consultadas a la comunidad por intermedio de esta instancia, como asimismo la forma en que se efectuará dicha consulta, informando de ello a la ciudadanía, y


ñ) Informar a las organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional; a las organizaciones de interés público y demás instituciones relevantes en el desarrollo económico, social y cultural de la comuna, cuando éstas así lo requieran, acerca de la marcha y funcionamiento de la municipalidad, de conformidad con los antecedentes que haya proporcionado el alcalde con arreglo al artículo 87.”.


5) Reemplázase en la letra a) del artículo 82 la expresión “consejo económico y social comunal” por “Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil”.


6) Agrégase el siguiente inciso en el artículo 93:


“Con todo, la ordenanza deberá contener una mención de las organizaciones que deben ser consultadas e informadas, como también las fechas o épocas en que habrán de efectuarse tales procesos. Asimismo, describirá los instrumentos y medios a través de los cuales se materializará la participación, entre los que podrán considerarse la elaboración de presupuestos participativos, consultas u otros.”.


7) Sustitúyese el artículo 94 por el siguiente:


“Artículo 94.- En cada municipalidad existirá un Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil.


Éste será elegido por las organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional, y por las organizaciones de interés público de la comuna. Asimismo, y en un porcentaje no superior a la tercera parte del total de sus miembros, podrán integrarse a aquellos representantes de asociaciones gremiales y organizaciones sindicales, o de otras actividades relevantes para el desarrollo económico, social y cultural de la comuna.


Un reglamento, que el alcalde respectivo someterá a la aprobación del concejo, determinará la integración, organización, competencia y funcionamiento del Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil, como también la forma en que podrá autoconvocarse, cuando así lo solicite, por escrito, un tercio de sus integrantes. Dicho reglamento podrá ser modificado por los dos tercios de los miembros del Concejo, previo informe del Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil.


Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones. El Consejo será presidido por el alcalde y, en su ausencia, por el vicepresidente que elija el propio Consejo de entre sus miembros. El secretario municipal desempeñará la función de ministro de fe de dicho organismo.


El secretario municipal y el vicepresidente del Consejo deberán comunicar por escrito a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, con copia al Ministerio Secretaría General de Gobierno, la constitución y nómina de los integrantes del Consejo, así como la renovación de éstos.


Las sesiones del Consejo serán públicas, debiendo consignarse en actas los asuntos abordados en sus reuniones y los acuerdos adoptados en las mismas. El secretario municipal mantendrá en archivo tales actas, así como los originales de la ordenanza de participación ciudadana y del reglamento del Consejo, documentos que serán de carácter público.


El alcalde deberá informar al Consejo acerca de los presupuestos de inversión, del plan comunal de desarrollo y sobre las modificaciones al plan regulador, el que dispondrá de quince días para formular sus observaciones.


Con todo, el Consejo deberá pronunciarse respecto de la cuenta pública del alcalde, sobre la cobertura y eficiencia de los servicios municipales, así como sobre las materias de relevancia comunal que hayan sido establecidas por el concejo durante el mes de marzo de cada año, y podrá interponer el recurso de reclamación establecido en el Título final de la presente ley.


Asimismo, los consejeros deberán informar a sus respectivas organizaciones, en sesión especialmente convocada al efecto y con la debida anticipación para recibir consultas y opiniones, acerca de la propuesta de presupuesto y del plan comunal de desarrollo, incluyendo el plan de inversiones y las modificaciones al plan regulador, como también sobre cualquier otra materia relevante que les haya presentado el alcalde o el concejo.


Cada municipalidad procurará proporcionar los medios necesarios para el funcionamiento del Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil.”.


8) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 95:


a) Reemplázase, en sus incisos primero y tercero, la expresión “consejo económico y social comunal” por “Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil”.


b) Elimínase en su inciso tercero la frase “en el artículo 74 y en la letra b) del artículo 75”.


9) Sustitúyese el inciso primero del artículo 98 por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, cada municipalidad deberá habilitar y mantener en funcionamiento una oficina de informaciones, reclamos y sugerencias abierta a la comunidad. La ordenanza de participación establecerá un procedimiento público para el tratamiento de las presentaciones o reclamos, como asimismo los plazos en que el municipio deberá dar respuesta a ellos, los que, en ningún caso, serán superiores a treinta días, de acuerdo a las disposiciones contenidas en la ley N° 19.880.”.


10) Reemplázase el artículo 99 por el siguiente:


“Artículo 99.- El alcalde, con acuerdo del concejo; a requerimiento de los dos tercios de los integrantes en ejercicio del mismo; a solicitud de dos tercios de los integrantes en ejercicio del Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil, ratificada por los dos tercios de los concejales en ejercicio; o por iniciativa de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna, someterá a plebiscito las materias de administración local relativas a inversiones específicas de desarrollo comunal, la aprobación o modificación del plan comunal de desarrollo, la modificación del plan regulador u otras de interés para la comunidad local, siempre que sean propias de la esfera de competencia municipal, de acuerdo con el procedimiento establecido en los artículos siguientes.”.


11) Sustitúyese en el artículo 100 el guarismo “10%” por “5%”.


12) Suprímese en el artículo 141 letra b) la expresión “éste o de otros”.


13) Agrégase la siguiente disposición transitoria:


“Artículo 4° transitorio.- La ordenanza a que alude el artículo 93 y el reglamento señalado en el artículo 94 deberán dictarse dentro del plazo de 180 días siguientes a la fecha de publicación de la ley sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública.


Los Consejos Comunales de Organizaciones de la Sociedad Civil, deberán quedar instalados en el plazo de 60 días, contado desde la fecha de publicación del reglamento mencionado en el inciso precedente.”.

Párrafo 3°

Modificaciones en la ley N° 19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias


Artículo 40.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 19.418:


1) Intercálase el siguiente artículo 6° bis:


“Artículo 6º bis.- Las uniones comunales de juntas de vecinos y las uniones comunales de organizaciones comunitarias funcionales podrán agruparse en federaciones y confederaciones de carácter provincial, regional o nacional. Un reglamento del Presidente de la República establecerá el funcionamiento de este tipo de asociaciones, garantizando la debida autonomía en sus distintos niveles de funcionamiento.”.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en su artículo 19:


a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “cinco miembros” por “tres miembros”.


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto: “No podrán ser parte del directorio de las organizaciones comunitarias territoriales y funcionales los alcaldes, los concejales y los funcionarios municipales que ejerzan cargos de jefatura administrativa en la respectiva municipalidad, mientras dure su mandato.”.


3) Agrégase al inciso final del artículo 45 la siguiente frase: “El concejo deberá cuidar que dicho reglamento establezca condiciones uniformes, no discriminatorias y transparentes en el procedimiento de asignación, así como reglas de inhabilidad que eviten los conflictos de intereses y aseguren condiciones objetivas de imparcialidad.”.

Párrafo 4°

Modificaciones a leyes sobre organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno


Artículo 41.- Incorpórase la siguiente letra i) en el artículo 2° de la ley N° 19.032, que reorganiza el Ministerio Secretaría General de Gobierno:


“i) Dar cuenta anualmente sobre la participación ciudadana en la gestión pública, para lo cual deberá establecer los mecanismos de coordinación pertinentes.”.


Artículo 42.- Reemplázase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1992, que modifica la organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno, por el siguiente:


“Artículo 3°.- Corresponderá, especialmente, a la División de Organizaciones Sociales:


a) Contribuir a hacer más eficientes los mecanismos de vinculación, interlocución y comunicación entre el gobierno y las organizaciones sociales, favoreciendo el asociativismo y el fortalecimiento de la sociedad civil.

b) Promover la participación de la ciudadanía en la gestión de las políticas públicas.


c) Coordinar, por los medios pertinentes, la labor del Ministerio señalada en la letra i) del artículo 2° de la ley N° 19.032.”.


Artículo Transitorio.- Los ministerios y servicios referidos en el Título IV de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, deberán dictar la respectiva norma de aplicación general a que se refiere su artículo 70, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley.”. 

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 22 de enero, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 12 de mayo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Juan Pablo Letelier (señor Núñez), Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 2 de septiembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 15 de septiembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag, y 16 de septiembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 7 de octubre de 2008.

(Fdo.): MARIO TAPIA GUERRERO, Secretario de Comisiones
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE REFUERZA ESTÍMULOS AL DESEMPEÑO DEL PERSONAL DE LA CORPORACIÓN NACIONAL FORESTAL

(6068-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.


Cabe hacer presente que la Comisión discutió la iniciativa sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado, sin perjuicio que, por la unanimidad de sus integrantes, acordó dejar constancia de su opinión de que el proyecto de ley debiera ser aprobado, en un mismo acto, en general y en particular por la Sala del Senado.


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, en calidad de invitados, de la Corporación Nacional Forestal (CONAF), la Directora Ejecutiva, señora Catalina Bau, el Jefe de Gabinete, señor Mario Pinto, y la Gerente de Desarrollo de las Personas, señora Carmen Gloria Herrera.


De la Federación Nacional de Sindicatos de Trabajadores de CONAF, el Vicepresidente, señor Raúl Molina, y el Director, señor Daniel Ariz.


Del Sindicato Nacional de Profesionales de CONAF, el Presidente, señor Jorge Martínez, y el Tesorero, señor Manuel Soler. 

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley pretende reforzar los incentivos ligados al desempeño del personal de la Corporación Nacional Forestal (CONAF). 

- - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

· Ley de Presupuestos del sector público.

· Ley Nº 19.185, reajusta remuneraciones del sector público, concede aguinaldo de Navidad y dicta otras normas de carácter pecuniario.

· Ley Nº 19.699, otorga compensaciones y otros beneficios que indica a funcionarios públicos estudiantes de carreras técnicas de nivel superior.

· Decreto Ley Nº 1.770, de 1977, otorga mejoramiento económico y dispone rebajas tributarias. 

· Decreto Supremo Nº 475, de 1998, del Ministerio de Hacienda, que establece el reglamento para la aplicación de incremento por desempeño institucional del artículo 6º de la ley Nº 19.553.


B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, resalta que el presente proyecto de ley es fruto del acuerdo alcanzado entre la Dirección Ejecutiva de CONAF y los representantes de las organizaciones sindicales de la institución (FENASIC y SINAPROF), en el marco de la política orientada a relacionar los resultados de la gestión y desarrollo de las áreas estratégicas de la Corporación, tales como la administración de las áreas silvestres protegidas del Estado, el fomento, la fiscalización forestal y la protección y combate a los incendios forestales, con mayores incentivos a sus trabajadores.

Con los fines antedichos, la iniciativa persigue reforzar los estímulos al desempeño colectivo, cuya obtención está ligada al cumplimiento de metas de gestión y eficiencia institucional. Para estos efectos, se contempla la creación de una asignación de eficiencia institucional para todos los trabajadores que se encuentren dentro de dotación permanente que se fija anualmente en la Ley de Presupuestos, cuyo otorgamiento deberá verificarse en forma gradual durante un período de tres años, alcanzando, en el año 2010, un porcentaje que oscilará entre el 7% y el 10% en relación al estamento en que se desempeñe el personal.
El pago de esta asignación, a su vez, estará ligado al cumplimiento de las metas de gestión y eficiencia institucional que anualmente se fijarán a través de un convenio que suscribirán el Director Ejecutivo de la Corporación y el Ministro de Agricultura. Dichas metas serán por equipos, unidades o áreas de trabajo, y deberán ser establecidas con sus respectivos indicadores o ponderadores, y ser consistentes con el Sistema de Información de Gestión Institucional (SIGI).

Para tener derecho al pago del total de esta asignación, prosigue el Mensaje, se requerirá un nivel de cumplimiento de las metas prefijadas igual o superior al 90%. Sí el cumplimiento de las metas fuere inferior al 90%, pero igual o superior al 75%, existirá derecho a percibir un 50% de la asignación. Todo cumplimiento inferior al 75% no dará derecho a esta asignación.

Por otra parte, el proyecto contempla la creación de una asignación especial para los trabajadores que se desempeñen en las unidades de las Áreas Silvestres Protegidas, quienes deben proporcionar una atención de calidad a más de un millón cuatrocientos mil visitantes. Se trata de una asignación tributable e imponible para efectos de salud y pensiones, equivalente al 5% sobre la suma del sueldo base; las asignaciones establecidas en los artículos 18 y 19 de la ley N° 19.185, en las modalidades a que se refieren ambos incisos de estas disposiciones; y la asignación del artículo 2° de la ley N° 19.699, cuando proceda. 

Por último, el Mensaje da cuenta de la creación de una asignación de estímulo a la función directiva, con el objeto de que los directivos de la Corporación, en consonancia con los restantes directivos de la Administración Pública, tengan una asignación vinculada al cumplimiento de las exigencias y responsabilidades inherentes a la función que desempeñan. Será otorgada de manera gradual, alcanzando, el año 2010, un porcentaje que oscilará entre un 20% y un 40%, y sólo podrá ser percibida mientras se desempeñe de modo exclusivo alguna de las funciones establecidas en la ley, sin que pueda ejercerse otra actividad remunerada, excepto las que señala la propia ley. Además, será incompatible con las nuevas asignaciones que esta propia ley crea.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Directora Ejecutiva de CONAF, señora Catalina Bau, inició su exposición resaltando la disímil situación y beneficios a que han podido acceder los trabajadores de dicha institución en relación con sus pares del sector público, considerando que forman parte de una corporación de derecho privado y que se rigen por las normas establecidas en el Código del Trabajo. Esta realidad, agregó, se explica en parte por la discusión acerca de si la institucionalidad de0 CONAF es o no la adecuada, esto es, si debe conservar su naturaleza privada ejerciendo funciones públicas, o debe ser derechamente estructurada como un servicio público, como el propio Tribunal Constitucional lo hizo ver con motivo de la aprobación de la ley Nº 20.283 de recuperación del bosque nativo y de fomento forestal.

En este contexto, prosiguió, el Ejecutivo estimó conveniente la elaboración de un proyecto de mejoramiento de la gestión integral de la Corporación que incluye un sistema de remuneraciones asociado al desempeño de los trabajadores, cuyos principales alcances se encuentran contenidos en la siguiente presentación:

“Proyecto de Ley que refuerza estímulos al desempeño del personal de la Corporación Nacional Forestal.

Este proyecto viene a dar respuesta a las reivindicaciones salariales de los trabajadores de CONAF. Esta institución tiene características distintas al sector público. Ha presentado rezago en políticas de desarrollo de las personas, situación que se ha atendido a partir del año 2006.

La política del Gobierno es contar con un sistema de vinculación de las remuneraciones al desempeño, en la Corporación Nacional Forestal.

Previo a este proyecto se han entregado recursos para mejorar escalafones, contratación de personal transitorio en permanente y mejorar las condiciones de los trabajadores. 

Por tanto, este proyecto viene a fortalecer los esfuerzos presupuestarios ya realizados durante estos últimos tres años.

Las mejores condiciones de remuneraciones de los trabajadores se enmarcan en una política de fortalecimiento presupuestario, con el fin de contar con herramientas de gestión para el mejor desempeño de sus funciones.

Se busca mejor calidad de los servicios prestados a la ciudadanía, mejor fiscalización de los recursos que el Estado invierte en el sector forestal, aplicación de la nueva Ley de Bosque Nativo y fortalecer la administración de las áreas silvestres protegidas.

Este proyecto, como otros avances en materia de remuneraciones, ha sido acordado con las Organizaciones Sindicales que reconocen que se han atendido sus demandas.

- Profundiza la política reflejada en los mecanismos vigentes para el resto del sector público, destinada a generar incentivos ligados al desempeño. 

- Este incentivo permite avanzar hacia una política de profesionalización de la Corporación, reconoce la mayor contribución y responsabilidad con los resultados de la gestión institucional de las jefaturas intermedias y profesionales.

- Adicionalmente, se hace un reconocimiento explícito a los trabajadores que se desempeñan en las áreas silvestres protegidas del Estado, en condiciones adversas y de aislamiento y proporcionan una atención de calidad a más de un millón cuatrocientos mil visitantes, focalizando en ellos un incentivo especial.

- Hace un mayor avance en la alta dirección otorgando asignaciones de dirección vinculada también al desempeño de los directivos con fijación de Convenios de Desempeño.

Contenido del Proyecto

El Proyecto establece tres incentivos: 

- Asignación de Eficiencia  Institucional, a la que tienen acceso todos los trabajadores de la CONAF que cumplan con los requisitos de la Ley,  con excepción de sus directivos. 

- Asignación especial para los trabajadores (as) que se desempeñan en Unidades de las Áreas Silvestres Protegidas.

- Asignación a las funciones directivas vinculadas a convenios de desempeño.

Asignación de Eficiencia Institucional

- Se crea, a contar del 1° de enero de 2008, una asignación de eficiencia institucional para todos los trabajadores que se encuentren dentro de la dotación permanente que se fija anualmente en la Ley de Presupuestos, asociado al cumplimiento de metas.

- Se otorgará, en forma gradual durante un período de tres años, en el 2010, alcanzando entre el 7% y el 10% en relación al estamento en que se desempeñe el personal.

- Será tributable e imponible para efectos de salud y pensiones y, se pagará mensualmente.

- Se excluyen de esta asignación a los Directivos.

Asignación de Eficiencia Institucional

	ESTAMENTOS
	DURANTE

EL AÑO

2008
	DURANTE

ELAÑO

2009
	A CONTAR DEL AÑO 2010

	Jefes Provinciales
	7,5%
	8,5%
	10%

	Jefes de Departamento
	6,8%
	7,7%
	9%

	Profesionales y Técnicos Universitarios
	6,8%
	7,7%
	9%

	Técnicos que perciben la asignación del artículo 2° de la ley N° 19.699
	6,8%
	7,7%
	9%

	Técnicos
	5,3%
	6%
	7%

	Administrativos
	5,3%
	6%
	7%

	Auxiliares
	5,3%
	6%
	7%


Esta asignación se otorgará bajo las siguientes reglas:

1.- Se suscribirá Convenio entre el Ministerio de Agricultura y la Corporación anualmente.

2.- Este Convenio contendrá programa de mejoramiento de gestión y mejoramiento institucional.

3.- Se establecerán cumplimientos de metas con sus respectivos indicadores y ponderadores asociados a Sistema de Gestión Institucional, las cuales serán evaluadas por el Ministerio de Agricultura, a través de la Unidad de Auditoria Interna.

4.- Se establecerán equipos de trabajo.

El cumplimiento de las metas se medirá de la siguiente forma:

	Nivel de cumplimiento

de las metas prefijadas


	% de pago 

de asignación

	Mayor a 90%


	100%

	Menor a 90% y hasta 75%


	50%

	Bajo el 75%


	Sin derecho a asignación


Asignación especial para trabajadores que se desempeñan en Unidades del SNASPE

- Se establece, desde el 1 de enero de 2008, esta asignación especial para los trabajadores permanentes pertenecientes a la dotación máxima de personal que anualmente fije la Ley de Presupuestos para la Corporación Nacional Forestal que se desempeñan en las Áreas Silvestres Protegidas. 
- Se aplica al personal que desempeñe efectivas labores en las Áreas Silvestres Protegidas.

- No incluye a personal directivo.

- Es adicional a la asignación por eficiencia institucional.

- Se pagará mensualmente.

Asignación de estímulo a las funciones directivas.

- Se establece, a contar del 1 de enero de 2008, una asignación de estímulo a la función directiva para el personal de la CONAF que desempeñe la función de: Director Ejecutivo, Gerente, Fiscal y Directores Regionales.

- Será tributable e imponible para efectos de salud y pensiones, se pagará mensualmente y será inherente al desempeño de las funciones mencionadas, requerirá que la función que le da origen sea desempeñada de manera exclusiva, impidiendo ejercer otra actividad remunerada excepto las que señala la propia ley. Además, será incompatible con las nuevas asignaciones que esta propia ley crea.
- Esto obliga a los directivos a tener dedicación exclusiva en el cargo. Sólo podrán ejercer adicionalmente funciones de docencia.

- No podrán integrar más de un Directorio o Consejo de Empresa Pública con derecho a percibir dieta o remuneración.

- Sólo recibirán esta asignación mientras ejerzan la función específica que la fundamenta.

El monto se determinará sobre la suma del sueldo base; las asignaciones establecidas los artículos 18 y 19 de la ley N° 19.185, en las modalidades a que se refieren ambos incisos de estas disposiciones; y la asignación del artículo 6° del Decreto Ley N° 1.770, de 1977, cuando proceda, según la siguiente tabla :

	FUNCIÓN
	DURANTE

EL AÑO 2008
	DURANTE 

EL AÑO  2009
	A CONTAR DEL AÑO 2010

	Director Ejecutivo
	30%
	35%
	40%

	Gerentes
	23%
	26%
	30%

	Fiscal
	23%
	26%
	30%

	Directores Regionales
	15%
	17%
	20%


Esta asignación se otorgará bajo las siguientes reglas:

1.- Se suscribirá una vez al año Convenio de desempeño entre el Director Ejecutivo con Gerentes, Fiscal y Directores Regionales. A su vez, el Director Ejecutivo establecerá un Convenio de desempeño con el Ministro de Agricultura.

2.- Este Convenio contendrá metas anuales estratégicas de desempeño y objetivos de resultados del área de responsabilidad.

3.- Se establecerán cumplimientos de metas con sus respectivos indicadores, medios de verificación y las metas deberán ser coherentes con el Sistema de Gestión Institucional. 

4.- Para el pago de la asignación, se aplicará la misma tabla por niveles de cumplimiento que se aplica a los trabajadores por eficiencia institucional.

El cumplimiento de los convenios de desempeño se medirá de la siguiente forma:

	Nivel de 

cumplimiento


	% de pago 

de asignación

	Mayor a 90%


	100%

	Menor a 90% y hasta 75%


	50%

	Bajo el 75%


	Sin derecho a asignación


Otras disposiciones:

General.

Las asignaciones no servirán de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

Transición.

- En el año 2008, la asignación de estímulo a la eficiencia institucional y de estímulo a la función directiva, se pagará junto con las remuneraciones correspondientes al mes de pago posterior a la fecha de publicación de esta ley, a todos trabajadores que estando en servicio a la fecha del pago hayan formado parte de la dotación permanente de la Corporación Nacional Forestal al 1 de enero de 2008.

- En el año 2009, la asignación se pagará en relación al cumplimiento de las metas de gestión que se definan para el año 2008.

- El pago que corresponda por las asignaciones  por “condiciones adversas” durante el año 2008, se efectuará junto con las remuneraciones correspondientes al mes de pago posterior a la fecha de publicación de esta ley.

Incrementos totales vinculados al desempeño

	ESTAMENTOS
	%

EFICIENCIA 2010
	ASIGNACIÓN LEY 20.212
	TOTAL % VARIABLE

	Jefes Provinciales
	10
	30.6
	40.6

	Jefes de Departamento
	9
	30.6
	39.6

	Profesionales y Técnicos Universitarios
	9
	30.6
	39.6

	Técnicos que perciben la asignación del artículo 2° de la ley N° 19.699
	9
	30.6
	39.6

	Técnicos
	7
	30.6
	37.6

	Administrativos
	7
	30.6
	37.6

	Auxiliares
	7
	30.6
	37.6


Durante la actual administración se ha aplicado una política de mejoramiento de la gestión de los recursos humanos que se ha traducido, entre otras cosas en:

- Incorporación a la dotación de 230 trabajadores que se encontraban en contratos transitorios.

- Traspaso de 45 jefes de brigada de incendio a la dotación permanente de la Corporación. 

- Ordenamiento en la escala de sueldos base aplicable a los distintos estamentos, que benefició a 1.253 trabajadores.

- Incremento en $812 millones anuales del presupuesto del 2008, destinados al reordenamiento de la estructura de los grados de la CONAF. 

- Suplemento del presupuesto 2007 en $270.8 millones, que permitió iniciar el reordenamiento antes descrito desde septiembre de dicho año.

- Como efecto de la nueva definición de “pisos” por estamento, 533 trabajadores (as) de CONAF mejoraron sus grados entre marzo del 2006 y marzo del 2008.

- Incorporación de los trabajadores de la Corporación a los beneficios de la Ley 20.212 en materia de retiro, respetándose el derecho a indemnización por años de servicio (Código del Trabajo).

Esta política ha considerado en su implementación, una relación con las Organizaciones Sindicales y con los trabajadores, fundado en el reconocimiento y respeto de los roles mutuos, suscribiéndose sendos acuerdos en los meses de septiembre y  noviembre de 2007, y julio y agosto del 2008.

Esta iniciativa, inédita desde 1993 a la fecha, otorga un estímulo a TODOS los trabajadores (as) de CONAF, asociado al desempeño, con el objetivo de seguir mejorando la calidad las funciones en el ámbito forestal y de la conservación y cuidado de las áreas silvestres protegidas.”.

Enseguida, ante una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei, recalcó que en materia laboral, por ejemplo para proceder al despido de un trabajador, tienen completa aplicación las normas del Código del Trabajo. Ello sin perjuicio de la resolución de temas con miras a la institucionalidad pública hacia la que debe transitar CONAF, como la ampliación de su dotación de trabajadores ante la importante cantidad de los mismos que figuraban solamente como transitorios.

Puntualizó, asimismo, que en la actualidad la Corporación es presidida por el Ministro de Agricultura, y que el Consejo que para ella prevé el proyecto de ley que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente (Boletín Nº 5.947-12), hoy en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, también contempla la integración por parte del titular de la cartera referida, de la que, además, administrativamente se conserva la dependencia.


Ante una pregunta del Honorable Senador señor Ominami, indicó que el total de beneficiarios asciende a 1.783 trabajadores, de un total de 1.810 que conforman al día de hoy la dotación de CONAF. Valoró, en este sentido, que la asignación de eficiencia institucional propuesta se enfoca principalmente en aquellos trabajadores que se relacionan de un modo más directo, en terreno, con los usuarios.

Respecto de la asignación de estímulo a las funciones directivas, puso de manifiesto que los montos son inferiores a los vigentes para otros servicios del agro, a la vez que resaltó el aporte de que fue objeto en el trámite seguido en la Cámara de Diputados, donde se estableció para los directivos un convenio de desempeño similar al previsto para el resto de los trabajadores. Dicho convenio resulta ser aún más exigente que el contemplado para los directivos que forman parte del servicio público pero no se encuentran en el Sistema de Alta Dirección Pública, lo que constituye también un paso hacia adelante por parte de la Corporación.  

Por otra parte, reafirmó los esfuerzos de CONAF por mejorar su gestión institucional, materia en la que se ha estado trabajando en forma conjunta con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) con miras a la obtención de financiamiento.

La Honorable Senadora señora Matthei expresó su preocupación por una situación que, si bien aún no afecta a CONAF, sí lo hará cuando pase a ser un servicio público y, en consecuencia, deba someterse a los requerimientos del Sistema de Alta Dirección Pública. Dicha situación se vincula con el hecho de que los directivos de este último sistema suscriben convenios que muchas veces se superponen con los Programas de Mejoramiento de la Gestión (PMG), en circunstancias que los estímulos y aumentos de remuneración se asocian ordinariamente a esta clase de programas, razón por la que finalmente son los que priman.

La Directora Ejecutiva de CONAF señaló que los convenios de desempeño suscritos por los directivos son más integrales que los PMG, pues sus responsabilidades se extienden a aspectos adicionales propios de sus investiduras, como la disciplina financiera, el control de los recursos, la aplicación de las normas, el fiel cumplimiento de la auditoría interna, etc. Los indicadores de uno y otros, por su parte, son también distintos. Así, por ejemplo, en la implementación de la iniciativa legal en análisis resultarían aplicables tres instrumentos: el PMG orientado a áreas como seguridad e higiene en el trabajo, capacitación y gestión de personal, forestación, etc.; los convenios de desempeño colectivo de los trabajadores, cuyas metas son más bien específicas; y el convenio que se suscribe con el Ministerio de Agricultura de acuerdo con las prioridades que éste ha definido, como la implementación de la ley de recuperación del bosque nativo.

El Honorable Senador señor Ominami manifestó su dificultad para comprender por qué, luego de tantos años, persiste aún la falta normalización de la institucionalidad de CONAF como servicio público.

La Directora Ejecutiva de CONAF indicó que si bien dentro del programa de gobierno del Ejecutivo está contemplada una modificación como la hecha ver por Su Señoría, en estos momentos la mayoría de los esfuerzos están concentrados en la aplicación de la ley de recuperación del bosque nativo.

El Honorable Senador señor Letelier sostuvo que los funcionarios de CONAF no cuentan con una remuneración acorde con las labores que desempeñan, sobre todo en el caso de quienes llegan a arriesgar su vida en el combate de incendios forestales y la conservación del medio ambiente. Por esta razón, más allá de estar de acuerdo con la aprobación del presente proyecto de ley, juzgó necesario llevar a cabo, en conjunto con el Ministerio de Hacienda, una acabada revisión de las escalas remuneracionales que se aplican a estos trabajadores. 

En segundo lugar, reflexionó sobre la dedicación exclusiva consagrada para los equipos directivos para poder acceder a la asignación que se propone, por cuanto sería razonable explicitar situaciones como que no puedan elaborar planes de manejo ambiental para personas que estén postulando a beneficios fiscales, so pena de destitución. Se verifica, prosiguió, en la práctica una situación ambigua.

Finalmente, hizo ver que el actual Gobierno sí preparó, en su oportunidad, un proyecto de ley para modificar la institucionalidad de CONAF, pero que este no prosperó por la oposición que se suscitó al interior de la propia Corporación, razón por la que no llegó siquiera a ser conocido en sede parlamentaria. 

La Directora Ejecutiva de CONAF aclaró que la dedicación exclusiva, que se establece solamente para los directivos y no para los profesionales, se extiende sólo hasta el cargo de Director Regional. Y la asignación propuesta, añadió, viene a hacer las veces de una retribución por la “función crítica” desempeñada. De esta forma, el Director Ejecutivo no podrá tener una oficina de atención forestal, así como el Fiscal no podrá ser patrocinante en juicio de una empresa forestal.

El Honorable Senador señor García manifestó que, en la región a la que representa, nunca ha tenido noticia de funcionarios de CONAF involucrados en la elaboración de un plan de plantación o manejo. Pero que sí ha recibido una importante cantidad de denuncias por la actuación de funcionarios municipales a honorarios, ingenieros o técnicos forestales, contratados para la confección de dichos planes y que, una vez que resultan aprobados, cobran además, a título de unos pretendidos honorarios, al campesino beneficiario por su gestión, en circunstancias que ya han sido remunerados por la municipalidad contratante. 

La Directora Ejecutiva de CONAF señaló que aspectos como el reseñado deben ser desde luego perfeccionados, y la oportunidad para hacerlo, en conjunto con varios otros, será con motivo de la expiración de los beneficios que el decreto ley Nº 701, de 1974, que fija el régimen legal de los terrenos forestales o preferentemente aptos para la forestación, y establece normas de fomento sobre la materia, contempla hasta el 31 de diciembre de 2010.

En la actualidad, añadió, la Corporación asume la persecución de aquellos casos en que el aprovechamiento es evidente, pero le resulta muy desgastante involucrarse en estas materias.

A continuación, el Presidente del Sindicato Nacional de Profesionales de CONAF, señor Jorge Martínez, expresó que no obstante valorar el contenido del proyecto, esperan con atención que la Ley de Presupuestos para el año 2009 se haga cargo de sus demandas por incrementar, en una cifra cercana a los $ 800 millones, los montos destinados al reordenamiento de la estructura de los grados de la Corporación. Dicha suma, precisó, se obtuvo luego de analizar comparativamente, a partir del año 1998, la nivelación con otros servicios dependientes del Ministerio de Agricultura, que arrojó una diferencia del orden de los $ 2.400 millones, de los cuales el Ministerio de Hacienda, con ocasión de la ley Nº 20.283, ya otorgó $ 1.600 millones. 

Por otra parte, compartió la preocupación expresada ante la situación de aquellos trabajadores que se desempeñan como combatientes de los incendios forestales, por las bajas remuneraciones que obtienen y que, lamentablemente, redundan en una cada vez más escasa oferta laboral y, en ocasiones, escasa motivación a la hora de desarrollar de su trabajo. Estas circunstancias requieren una especial atención en estos momentos, atendido que la humedad y lluvias registradas durante el presente año provocarán el desarrollo de pastos y malezas en el próximo verano.

Finalmente, hizo ver su opinión de que los montos presupuestados para la implementación de la ley de recuperación del bosque nativo para el año venidero son más bien exiguos 

Ante una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei, la Directora Ejecutiva de CONAF precisó que los combatientes de incendios cuentan con seguros de vida y cumplen con todos los estándares de seguridad requeridos, de lo que da cuenta el bajo nivel de accidentabilidad existente. A esto se sumará, para el próximo año, un aumento de un 40% en la inversión en equipamiento para sus labores, lo que debiera complementarse con las conversaciones que actualmente se llevan a cabo con el Ejército de Chile para incorporar a un porcentaje de sus licenciados. 

Las dificultades, reiteró, se dan fundamentalmente en las remuneraciones que ellos perciben.

Finalmente, el Vicepresidente de la Federación Nacional de Sindicatos de Trabajadores, señor Raúl Molina, expresó su apoyo al proyecto de ley, no obstante estar bastante lejos de ser satisfactorio de las demandas de los trabajadores, por cuanto no viene a solucionar la anhelada nivelación con los otros servicios dependientes del Ministerio de Agricultura, por medio de la modificación de la base de cálculos de las remuneraciones. Si bien, agregó, constituye de todos modos un incremento, se encuentra asociado al cumplimiento de metas de gestión, lo que supone un grado de incertidumbre acerca de su consecución. 


En votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García, Letelier y Ominami.

- - -
INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 2 de septiembre de 2008,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“Esta iniciativa materializa el acuerdo alcanzado entre la Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal (CONAF) y los representantes de las organizaciones sindicales de la institución (FENASIC y SINAPROF), que se orientan a mejorar la calidad de los servicios prestados a la ciudadanía, mediante el reforzamiento de los incentivos ligados al desempeño para el personal de dicha institución, enmarcado con la política de relacionar los resultados de la gestión, con mayores incentivos a los trabajadores.

En primer lugar, se refuerzan los estímulos al desempeño colectivo, creando una asignación de eficiencia institucional para todos los trabajadores pertenecientes a la dotación que fija anualmente la Ley de Presupuestos, ligada al cumplimiento de metas de gestión y eficiencia institucional fijadas anualmente. Su otorgamiento será gradual, en un plazo de tres años.

En segundo lugar, el proyecto contempla la creación de una asignación especial para los trabajadores que se desempeñen en las unidades de las Áreas Silvestres Protegidas.

Finalmente, se crea una asignación de estímulo a la función directiva, en la lógica de que los directivos de la Corporación tengan, al igual que los restantes directivos de la Administración Pública, una asignación vinculada al cumplimiento de las exigencias y responsabilidades inherentes a su función.

El costo fiscal anual, para cada una de las asignaciones es el siguiente, siendo el año 3 de “régimen” (miles $):






  Año 1
  Año 2
  Año 3

Eficiencia Institucional

643.822
729.015
851.926

Condiciones Adversas

  71.699
  71.699
  71.699

Función Directiva


  70.076
  79.508
  92.531
Total año



785.597
880.222      1.016.156.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Establécese, a contar del 1 de enero de 2008, para los trabajadores permanentes pertenecientes a la dotación máxima de personal que anualmente fije la Ley de Presupuestos a la Corporación Nacional Forestal, una asignación de estímulo a la eficiencia institucional, asociada al cumplimiento de metas conforme al procedimiento definido en el artículo siguiente. 

En todo caso, para acceder al pago de la asignación, los trabajadores deberán haber prestado servicios sin solución de continuidad en la institución, durante a lo menos seis meses del año calendario inmediatamente anterior y encontrarse, además, en funciones a la fecha del pago de la cuota correspondiente. 

Esta asignación será tributable e imponible para efectos de salud y pensiones y se pagará mensualmente.

El monto de la asignación de estímulo a la eficiencia institucional se determinará aplicando los porcentajes que se pasan a indicar para los cargos de los estamentos que en cada caso se señalan, sobre la suma del sueldo base; las asignaciones establecidas en los artículos 18 y 19 de la ley N° 19.185, en las modalidades a que se refieren ambos incisos de estas disposiciones; y la asignación del artículo 2° de la ley N° 19.699, cuando proceda, conforme al siguiente cronograma:

	ESTAMENTOS
	DURANTE

EL AÑO 2008
	DURANTE

EL AÑO 2009
	A CONTAR

DEL AÑO 2010

	Jefes Provinciales
	7,5%
	8,5%
	10%

	Jefes de Departamento 
	6,8%
	7,7%
	9%

	Profesionales y Técnicos Universitarios 
	6,8%
	7,7%
	9%

	Técnicos que perciben la asignación del artículo 2° de la ley N°19.699
	6,8%
	7,7%
	9%

	Técnicos
	5,3%
	6%
	7%

	Administrativos
	5,3%
	6%
	7%

	Auxiliares
	5,3%
	6%
	7%

	
	
	
	


No tendrán derecho a percibir la asignación a que se refiere este artículo los trabajadores que reciban la asignación de estímulo a la función directiva a que se refiere el artículo 4° de la presente ley.

Artículo 2°.- Para efectos de otorgar la asignación señalada en el artículo precedente, se aplicarán las reglas siguientes:

1) A más tardar el 30 de noviembre de cada año, el Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal suscribirá con el Ministro de Agricultura, un convenio que contendrá un programa de mejoramiento de la gestión y de eficiencia institucional, indicando las metas que se cumplirán con sus correspondientes indicadores y ponderadores y la modalidad de cumplimiento de las mismas. Esta modalidad podrá ser por equipos, unidades o áreas de trabajo. El proceso de fijación de las metas por equipos, unidades o áreas de trabajo, deberá considerar mecanismos de consulta e información a las organizaciones sindicales de la Corporación Nacional Forestal. 

Las metas deberán estar asociadas a indicadores del Sistema de Información de Gestión Institucional y en lo relativo a su formulación, ejecución evaluación, se sujetarán complementariamente a las normas de este artículo y a las normas del decreto supremo N° 475, de 1998, del Ministerio de Hacienda, en lo que fueren pertinentes. 

El convenio se aprobará mediante decreto del Ministerio de Agricultura, expedido bajo la fórmula “por Orden del Presidente de la República”, antes del 31 de diciembre de cada año.

2) El Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal individualizará anualmente a los trabajadores que integrarán los equipos, unidades o áreas de trabajo que se considerarán para efectos del cumplimiento de las metas. 

3) La evaluación del cumplimiento de las metas fijadas será realizada por la unidad de auditoria del Ministerio de Agricultura o quien cumpla sus funciones. Para estos efectos, se considerará la información que proporcione la unidad de auditoria de la Corporación Nacional Forestal o quien cumpla sus funciones. Esta evaluación se formalizará en un decreto del Ministerio de Agricultura, expedido bajo la fórmula del número anterior, el que deberá dictarse durante el mes de enero del año calendario siguiente al que se cumplieron las metas.

4) El cumplimiento de las metas por equipos, unidades o áreas de trabajo, dará derecho a los trabajadores que los integran, a percibir por concepto de la asignación de estímulo a la eficiencia institucional una cantidad equivalente al 100% del porcentaje señalado en el artículo anterior para el respectivo estamento en el año correspondiente, aplicado sobre la suma de las remuneraciones indicadas, según corresponda, cuando el nivel de cumplimiento de las metas de gestión prefijadas sea igual o superior al 90%. 

Sí el cumplimiento de las metas fuere inferior al 90%, pero igual o superior al 75%, tendrán derecho a percibir un 50% del mismo porcentaje señalado en el artículo anterior. 

El cumplimiento de metas en un porcentaje inferior al 75% no dará derecho a percibir la asignación de estímulo a la eficiencia institucional.

5) Durante el mes de febrero del año siguiente al cumplimiento de las metas, por decreto del Ministerio de Agricultura, expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República” y que deberá contar con la visación de la Dirección de Presupuestos, se fijarán los recursos a pagar en cada año por concepto de asignación de estímulo a la eficiencia institucional, según sea el grado de cumplimiento de las metas comprometidas. 

Artículo 3°.- Establécese una Asignación Especial, a contar del 1 de enero de 2008, para los trabajadores permanentes pertenecientes a la dotación máxima de personal que anualmente fije la Ley de Presupuestos para la Corporación Nacional Forestal que se desempeñan en las Áreas Silvestres Protegidas que, de conformidad a la legislación vigente, administra la Corporación Nacional Forestal. 

La referida asignación sólo se percibirá mientras el personal cumpla efectivamente sus funciones en alguna de las Áreas Silvestres Protegidas a que se refiere el inciso anterior, devengándose su pago o el cese de éste desde el mes de incorporación o cese de funciones en una de ellas, respectivamente.

El Director Ejecutivo de la Corporación informará, trimestralmente, a las organizaciones sindicales de la institución, de los trabajadores que se encuentren percibiendo la asignación especial a que se refiere este artículo.  

Esta asignación será tributable e imponible para efectos de salud y pensiones, se pagará mensualmente y será equivalente al 5% aplicado sobre la suma del sueldo base; las asignaciones establecidas en los artículos 18 y 19 de la ley N°19.185, en las modalidades a que se refieren ambos incisos de estas disposiciones; y la asignación del artículo 2° de la ley N°19.699, cuando proceda. 

No tendrán derecho a percibir la asignación especial a que se refiere este artículo los trabajadores que reciban la asignación de estímulo a la función directiva contemplada en el artículo siguiente.

Artículo 4°.- Establécese, a contar del 1 de enero de 2008, para el personal de la Corporación Nacional Forestal que desempeñe la función de Director Ejecutivo, Gerente, Fiscal y Director Regional, una asignación de estímulo a la función directiva, asociada al cumplimiento de metas conforme a lo establecido en los incisos quinto y sexto del presente artículo.

Esta asignación será tributable e imponible para efectos de salud y pensiones, se pagará mensualmente y será inherente al desempeño de las funciones mencionadas en el inciso anterior e incompatible con la percepción de cualquier emolumento, pago o beneficio económico de origen público o privado, distinto del que contempla el régimen de remuneraciones aplicable a la Corporación Nacional Forestal.

Se exceptúan de la incompatibilidad a que se refiere el inciso anterior, la percepción de los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable; los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio, del desempeño de la docencia prestada a instituciones educacionales y de la integración de directorios o consejos de empresas o entidades del Estado, con la salvedad de que dichos trabajadores no podrán integrar más de un directorio o consejo de empresas o entidades del Estado, con derecho a percibir dieta o remuneración. La asignación se percibirá mientras se ejerza la función específica que la fundamenta.

El monto de la asignación de estímulo a la función directiva se determinará aplicando los porcentajes que se pasan a indicar para las funciones que en cada caso se señalan, sobre  la suma del sueldo base; las asignaciones establecidas los artículos 18 y 19 de la ley N° 19.185, en las modalidades a que se refieren ambos incisos de estas disposiciones; y la asignación del artículo 6° del decreto ley N° 1.770, de 1977, cuando proceda, conforme al siguiente cronograma:

	FUNCIÓN
	DURANTE

EL AÑO 2008
	DURANTE

EL AÑO 2009


	A CONTAR

DEL AÑO 2010

	Director Ejecutivo
	30%
	35%
	40%

	Gerentes
	23%
	26%
	30%

	Fiscal
	23%
	26%
	30%

	Directores Regionales
	15%
	17%
	20%


Para efectos de otorgar la asignación señalada en el inciso primero, a más tardar el 30 de noviembre de cada año, el director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal suscribirá con el Gerente, Fiscal y Directores Regionales un convenio de desempeño, que contemple metas anuales estratégicas de desempeño del cargo y los objetivos de resultado a alcanzar en el área de responsabilidad del directivo cada año, con los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa al cumplimiento de los mismos. Dichas metas y objetivos deberán ser coherentes con los determinados por la institución de conformidad a sus sistemas de planificación, presupuestos, programa de mejoramiento de la gestión y la asignación de eficiencia institucional a que se refiere el artículo 1° de la presente ley. Tratándose del Director Ejecutivo de la Corporación el convenio será suscrito con el Ministro de Agricultura. 

En lo relativo a la evaluación del cumplimiento de las metas fijadas en el convenio, así como la cantidad a percibir del porcentaje establecido en el inciso cuarto, en función del referido grado de cumplimiento el otorgamiento de esta asignación se sujetará a lo establecido en los números 3), 4) y 5) del artículo 2° de la presente ley.

Artículo 5°.- Las asignaciones de que tratan los artículos anteriores no servirán de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

Artículo 1° transitorio.- En el año 2008, el monto acumulado que corresponda a la asignación de estímulo a la eficiencia institucional a que se refieren los artículos 1° y 2°  y la asignación de función directiva a que se refiere el artículo 4°, todos de la presente ley, respecto de los meses que medien entre el 1 de enero de 2008 y la fecha de pago efectivo, se pagará junto con las remuneraciones correspondientes al mes de pago posterior a la fecha de publicación de esta ley, sin necesidad de formular los objetivos de gestión ni celebrar los convenios de mejoramiento de la gestión institucional a todos los trabajadores permanentes que, estando en servicio a la fecha del pago, hayan formado parte de la dotación permanente de la Corporación Nacional Forestal al 1 de enero de 2008.

En el año 2009, la referida asignación se pagará en relación al cumplimiento de las metas de gestión que se definan, para el año 2008, en un convenio que contendrá un programa de mejoramiento de la gestión y de eficiencia institucional, el que será suscrito por el Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal y el Ministro de Agricultura a más tardar dentro de los 30 días siguientes a la entrada en vigencia de esta norma, sujetándose su formulación en todo cuanto fuere aplicable a lo establecido en el artículo 2° de la presente ley. El período de ejecución del Convenio, será aquél comprendido entre el primer día del mes siguiente al de la suscripción del convenio y el 31 de diciembre del año 2008.

Con todo, sí la fecha de entrada en vigencia de la presente ley hiciera imposible que el período de ejecución de las metas comprometidas fuera, a lo menos, de un trimestre, la asignación de estímulo a la eficiencia institucional del año 2009 se pagará en los porcentajes que corresponda de conformidad a lo previsto en el artículo 1° y 2°, número 4), de la presente ley en función del grado de cumplimiento de las metas comprometidas para el año 2008 en el programa de mejoramiento de la gestión a que se refiere el artículo 6° de la ley N° 19.553.

Artículo 2° transitorio.- En el 2008 el pago acumulado que corresponda por aplicación de lo dispuesto en el artículo 3° de la presente ley, respecto de los meses que medien entre el 1 de enero de 2008 y la fecha de pago efectivo, se efectuará junto con las remuneraciones correspondientes al mes de pago posterior a la fecha de publicación de esta ley a los trabajadores permanentes que cumplan con los requisitos señalados en dichos artículos. 

Artículo 3° transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, será financiado con los recursos contemplados en el presupuesto vigente de la Corporación Nacional Forestal. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la partida del Tesoro Público, podrá, adicionalmente, suplementar dicho presupuesto, en la parte de dicho gasto que no pudiere financiarse con los recursos de la Corporación Nacional Forestal.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 7 de octubre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), José García Ruminot, Juan Pablo Letelier Morel, señora Evelyn Matthei Fornet y señor Carlos Ominami Pascual. 


Sala de la Comisión, a 7 de octubre de 2008.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de Comisión
RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que refuerza los estímulos al desempeño del personal de la Corporación Nacional Forestal.
BOLETÍN Nº 6.068-05

I.         PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: reforzar los estímulos al desempeño del personal de la Corporación Nacional Forestal. 

II.
  ACUERDOS: aprobado en general (Unanimidad 5x0).

III.
  ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: la iniciativa está conformada por 5 artículos permanentes y 3 transitorios.
IV.      NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no tiene.
V.
URGENCIA: simple.

VI.
ORIGEN INICIATIVA: mensaje de S.E. la Presidenta de la República.

VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo trámite.

VIII. APROBACIÓN EN LA CÁMARA DE DIPUTADOS: 63 votos a favor y 1 abstención.

VIII.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 16 de septiembre de 2008.

IX.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: informe de la Comisión de Hacienda.

X.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 

· Ley de Presupuestos del sector público.

· Ley Nº 19.185, reajusta remuneraciones del sector público, concede aguinaldo de Navidad y dicta otras normas de carácter pecuniario.

· Ley Nº 19.699, otorga compensaciones y otros beneficios que indica a funcionarios públicos estudiantes de carreras técnicas de nivel superior.

· Decreto Ley Nº 1.770, de 1977, otorga mejoramiento económico y dispone rebajas tributarias. 

· Decreto Supremo Nº 475, de 1998, del Ministerio de Hacienda, que establece el reglamento para la aplicación de incremento por desempeño institucional del artículo 6º de la ley Nº 19.553.

ROBERTO BUSTOS LATORRE

                                                                          

     Secretario
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH Y SABAG, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN MATERIA DE PROTECCIÓN ANTE IMPACTO ACÚSTICO DE CIERTAS ACTIVIDADES

(6146-06)

Honorable Senado:

Considerando:

1.-
El derecho a la vida y a la integridad física de las personas, garantizado por el numeral 1° del Artículo 19° de la Constitución Política de la República.

2.-
El derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y que es deber del Estado velar porque este derecho no sea afectado y tutelar la protección la preservación de la naturaleza.

3.-
El que determinados niveles de sonido, duraciones de este o sus combinaciones dañan la salud de las personas y constituyen ruido molestos.

4.-
El que estos niveles de ruido se encuentran regulados por el DL 146 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, CONAMA de 1998.

5.-
El que es conveniente que las personas afectadas por niveles dañinos de ruidos tengan la posibilidad de ejercer su derecho a vivir y/o trabajar en lugares en que se vele por el cumplimiento de las normas señaladas.

6.-
El que resulta beneficioso que las Juntas de Vecinos, Administradoras de Copropiedades y otras organizaciones ciudadanas puedan establecer horarios y días en que distintas actividades que emiten ruidos, de manera de garantizar un mínimo de calidad de vida.

7.-
El que cada vez viven más personas en zonas urbanas y que su densidad va en progresivo aumento.

8.-
Que ciudades muy altamente pobladas, por carecer de instancias de acciones y participación ciudadana para mejorar su calidad de vida. Por ejemplo, Santiago de Chile tiene las más altas consultas por problemas sicológicos, según se señala en el gráfico 1:
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9.-
Existen experiencias positivas para alertar de los niveles de ruido a los que se exponen las personas y el daño que se les puede hacer. La Municipalidad de  experiencia promovió hace 3 décadas esta campaña con sonímetros de acceso público, los que conviene actualizar y ampliar a otras comunas.

10.- Los antecedentes de investigación de la Biblioteca del Congreso Nacional, con informe preparado por Iván Couso Salas, del 29 Abril de 2008.

Es que venimos en presentar la siguiente Moción:

MOCIÓN

ESTABLECE PROTECCIÓN ANTE EL RUIDO Y PARTICIPAICÓN CIUDADANA PARA PROTECCIÓN POR IMPACTO ACÚSTICO

Artículo 1°.-

Las Juntas de Vecinos, las Administradoras de Copropiedad y las organizaciones ciudadanas con personería jurídica, podrán establecer horarios y días para actividades que pudieran constituir ruido según las normas vigentes provenientes de actividades como recolección de residuos, avisos de propaganda callejera, corta de pasto, leña y actividades vinculadas a la construcción, mantención e instalación de servicios, como luz, gas, electricidad y otros. Estas actividades deberán cumplir con las normas vigentes.

Artículo 2°.-

Toda construcción urbana o rural, que afecte establecimientos donde se educan, reúnen, trabajan, habitan personas deben implementar sistemas de absorción de ruido, de manera que se cumpla con las normas vigentes.

Artículo 3°.-

La instalación de cualquier actividad que tenga impacto acústico debe contemplar la mitigación para cumplir con las normas, lo que podrá ser solicitado por la Junta de Vecinos u organización ciudadana del área afectada, o cualquier vecino solicitar en que se hagan las mediciones de sonido respectivas.

Artículo 4°.-

Toda persona que habite en una casa o departamento que se vea afectada por impacto acústico de  una construcción, como actividad del vecindario o de una casa vecina.

Artículo 5°.-

O Construcción de viviendas, salas de clases, zonas hospitalarias, lugares de trabajo, sala de cultura, de espectáculo, deberá tener las especificaciones técnica de manera que le asegure el cumplimiento de las normas estatuidas, que de las garantías de privacidad correspondiente tanto al interior como a las viviendas vecinas, que deberá tener la certificación correspondiente ante de su recepción definitiva.

Articulo 6.-

Los textos de educación en las áreas de Biología, Física y Medio Ambiente, deberán incorporar la contaminación acústica y como prevenirla, como materia de Enseñanza Media y Básica.

Articulo 7.-

La contravención a los artículos anteriores será castigada con multa de 1 a 100 UTM, y en caso de reincidencia se duplicarán. Además el Juzgado podrá ordenar la construcción de las obras de mitigación en el plazo que ésta fije y que no podrá ser superior a 90 días.
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(Fdo.): Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.

5

MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, ÁVILA, BIANCHI, GIRARDI Y MUÑOZ BARRA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE QUE UNA DE LAS SALAS EN QUE SE DIVIDA LA CORTE SUPREMA CONOCERÁ EXCLUSIVAMENTE DE MATERIAS LABORALES Y QUE SUS MIEMBROS DEBERÁN TENER EXPERIENCIA EN DERECHOS DEL TRABAJO

(6147-07)

Honorable Senado:

I. FUNDAMENTOS

La relación de trabajo, definida como una relación jurídica entre trabajador y empleador, caracterizada por los elementos de dependencia y subordinación, se encuentra regulada por leyes especiales, como es el Código del Trabajo. 

La legislación laboral proviene de la legislación social. Históricamente, el medio de protección de los trabajadores fue el ejercicio del derecho de asociación. A través de gremios de trabajadores, estos pudieron instalar sus demandas colectivamente ante sus empleadores. 

Con el advenimiento de la Revolución francesa, y la dictación de la Ley Le Chapellier, se suprimieron los gremios, y por ende, desaparecida la capacidad negociadora de los trabajadores, sus derechos fueron desapareciendo y finalmente, se consolidaron diversas prácticas abusivas que dieron origen a la denominada “cuestión social”. 

La igualdad formal propugnada como concepto fundante del proceso revolucionario francés, y expandida por la ideología liberal decimonónica, generó una serie de abusos, en virtud de que no reconocía diferencias entre trabador asalariado y empleadores. 

La asimetría económica entre ambos como origen de los abusos, fue advertida mucho antes, pero se consideraba una violación a los derechos del hombre y del ciudadano la existencia de estatutos especiales, pues “todos los hombres son iguales”. 

El paso a la igualdad material, al reconocimiento de diferencias, pero por sobre todo a la existencia de desigualdades, y a la creación de dispositivos jurídicos que restablezcan la igualdad, o mejor, que protegieran a la “parte más débil”, tuvo su origen en el “derecho del trabajo”, fundado en el principio “pro operario”.

 El primer paso se dio con la dictación de leyes especiales que protegían al trabajador, y que sustraían la regulación de los contratos de trabajo de los Códigos Civiles. 

Pero un segundo paso de esta igualdad material es la existencia de foros especiales, es decir, la existencia de tribunales y jueces especializados en materias laborales. Las Judicaturas especiales son de manera evidente, directamente proporcionales  a la protección de ciertos derechos. Como ejemplos claros tenemos a los juzgados y jueces de familia, a los juzgados y jueces del trabajo, y a los ya propuestos jueces tributarios.  

II. TUTELA DE LOS DERECHOS LABORALES Y JUDICATURA ESPECIAL

Históricamente la relación entre trabajador y empleador fue regulada por el contrato de prestación de servicios (contrato de honorarios), contenido en el Código Civil. Ese contrato no se ajusta a la naturaleza de la relación de trabajo, por lo cual permitía una serie de abusos, como excesivas jornadas laborales, inexistencia de edad mínima de contratación, inexistencia de remuneración mínima, inexistencia de seguridad social asociada al contrato, etc.

El surgimiento de normas especiales para la relación de trabajo trajo consigo la necesidad de abordarlas doctrinariamente, para extraer sus principios y sus propias normas de interpretación, cada vez más alejadas de los principios excesivamente privatistas e individualistas del Código Civil. Este fárrago de legislación “social”, ha sido objeto, por décadas, de un gran desarrollo doctrinario, en manuales, tratados, y aún revistas especializadas, tanto en Europa como e Hispanoamérica. 

Los jueces imbuidos en el derecho civil, y aún los procesalistas civilistas, saben que las materias laborales se sustraen a los fundamentos de sus especialidades. En las grandes oficinas de abogados las materias laborales mantienen profesionales especializados, que no son civilistas. Sería una grave irresponsabilidad que estas oficinas encargaran la defensa de una causa laboral a un civilista por ejemplo, pues no podría conocer de manera adecuada la materia que se le ha encargado. 

Asimismo, una correcta inteligencia de normas laborales, y el correcto juzgamiento de causas en materia de trabajo, sólo pueden realizarla jueces y juzgados laborales. 

Ya en el año 1932, se crearon en nuestro país los primeros juzgados del trabajo. Muchos años después, en plena dictadura (1981), se suprimió la judicatura especializada del trabajo, trasladando a la justicia civil los asuntos de su competencia. Esto provocó una grave falta de tutela en los derechos de los trabajadores. El posterior restablecimiento de la judicatura especializada fue insuficiente, pues al año 2003 sólo existían veinte juzgados laborales en todo el país, once de los cuales se concentraban en la Región Metropolitana. Con la Ley N°20.022, se crearon nuevos juzgados laborales y juzgados de cobranza laboral y previsional en diversas comunas del país.

En el Mensaje que dio lugar a la ley mencionada, se señaló: “La especialización es uno de los principios que guía este proyecto, y ella nace fruto de la complejidad de las relaciones económicas y de las normas que regulan el Derecho Laboral y la Seguridad Social, pues ellas reclaman ser conocidas por jueces especialmente formados en los principios rectores de esta rama del derecho, el que responde a criterios diversos del Derecho Civil y Comercial. El Derecho Civil  se funda en los principios de la autonomía de la voluntad, libertad contractual, renunciabilidad de los derechos e igualdad de las partes. En tanto, el Derecho del Trabajo tiene un claro carácter tutelar de la parte más débil de la relación laboral, que determina la irrenunciabilidad de los derechos del trabajador y una fuerte restricción a la libertad contractual, entre otros principios propios y distintivos
.

En cuanto al Derecho de la Seguridad Social, el Estado, por mandato constitucional, debe garantizar a las personas el acceso a la Seguridad Social, otorgando prestaciones básicas uniformes sea que se otorguen a través de instituciones públicas o privadas.
Esta diversidad de fundamentos, exige una judicatura laboral y previsional especializada en todos aquellos territorios jurisdiccionales en que exista una carga de trabajo que razonablemente lo justifique”.

La necesidad de especialización no abarca sólo al juez, sino también al procedimiento aplicado a estos juicios, pues en el mismo Código del Trabajo hay ya normas especiales de derecho procesal, las cuales se están aplicando progresivamente como parte de una nueva reforma laboral, que integra el principio de oralidad e inmediación a los procedimientos laborales, de acuerdo a lo dispuesto en la Ley N°20.087 que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo, de 03 de enero del año 2006.

Bien puede apreciarse lo necesaria que es esta especialización, y el que la Corte Suprema recepcione adecuadamente estos avances, no sólo atendida época en la que estudiaron los actuales Ministros, sino también a la rapidez de los nuevos avances.  

Es por eso que creemos que es necesario que en la Corte Suprema exista una sala realmente exclusiva para temas laborales, y una real especialización en derecho laboral de los ministros que formen esa sala, para lograr una correcta aplicación de las normas laborales en estos casos.
III. AUSENCIA DE TUTELA EFECTIVA EN LA CORTE SUPREMA DE LOS DERECHOS DE LOS TRABAJADORES.

Tenemos pruebas de la necesidad de esta sala especial y de Ministros especializados en el máximo tribunal: 

1. Caso de María Soledad Etchepare. Fuero maternal

María Solange Etchepare Lacoste, arquitecta, funcionaria de planta en calidad de suplente de la Municipalidad de Concepción, encontrándose aún en la clínica, cinco días después de nacida su hija Irantzú, se enteró de que estaba despedida. Su hija nació afectada por el síndrome de muerte súbita o apnea neonatal que, evidentemente, es una enfermedad con riesgo vital, lo cual significó internarla de urgencia en la UCI pediátrica. Pese a ello, tras enterarse de su despido trató de hablar con la alcaldesa Jacqueline Van Rysselberghe, pero no fue recibida.

Fue entonces que María Solange Etchepere presentó una demanda el 22 de marzo de 2003, ante el tribunal laboral, por despido injustificado, donde se solicitaba el pago de su licencia posnatal y el período de remuneraciones por el año de fuero maternal. Lamentablemente, aquí comenzó un calvario para esta mujer, que trasladando a su hija permanentemente con un monitor cardiorrespiratorio, debió acudir un sin fín de veces al tribunal y a distintos organismos a solicitar los antecedentes que le fueron requeridos.

En el Segundo Juzgado del Trabajo de Concepción se acogió la demanda y se condenó al Municipio de Concepción, como empleador, a pagar una suma superior a los 10 millones de pesos a la demandante, más los reajustes e intereses que prescribe el Código del Trabajo. El Municipio alegó que la demandante no estaba protegida por fuero, en virtud de que su calidad de suplente no garantizaba la estabilidad laboral que fundamenta la existencia del fuero maternal. Así, sin el elemento permanencia, no existe el elemento fuero. Este argumento fue completamente desechado por el Juzgado.

La segunda sentencia a su favor, la obtuvo en la Corte de Apelaciones de Concepción el 31 de agosto de 2007, donde se confirmó la sentencia de primera instancia a favor de doña María Solange, pero declarando que la indemnización es de $8.780.378 (ocho millones setecientos ochenta mil trescientos setenta y ocho pesos). 

Lamentablemente, la Cuarta Sala “laboral” de la Corte Suprema, revocó la sentencia a favor de esta madre trabajadora. Con fecha 17 de marzo de 2008, el máximo tribunal nacional sentenció en causa rol 5686/2007: 

“Séptimo: Que, en el caso de autos, el nexo que unió a las partes terminó por el advenimiento de una circunstancia predeterminada por la ley, siendo indiferente, en el caso, que se tratara del cumplimiento de un plazo inferior a seis meses, pues lo cierto es que la resolución de nombramiento de la actora, en calidad de suplente, se extendió hasta el 31 de enero de 2003 y también lo es que a esa data se encontraba en estado de gravidez, conocido por la Municipalidad demandada, al momento de concluir la relación de que se trata.
Octavo: Que el artículo 6° de la ley N° 18.883, previene “son suplentes aquellos funcionarios designados en esa calidad en los cargos que se encuentren vacantes y en aquellos que por cualquier circunstancia no sean desempeñados por el titular, durante un lapso no inferior a un mes”. En su inciso séptimo se dispone “El nombramiento del suplente corresponderá al alcalde y solo estará sujeto a las normas de este título”. 

La norma del artículo 87 del mismo cuerpo legal se ubica en el Título IV “De los Derechos Funcionarios” consagra la estabilidad en el empleo de todo funcionario y luego agrega “Asimismo, tendrá derecho a gozar de todas las prestaciones y beneficios que contemplen los sistemas de previsión y bienestar social en conformidad a la ley de protección a la maternidad, de acuerdo a las disposiciones del Título II, del Libro II, del Código del Trabajo”. 

Noveno: Que la relación de las normas transcritas permite afirmar que los empleados suplentes no tienen derecho a permanecer en la Administración, sino de acuerdo con las modalidades legales bajo las cuales se extendió su nombramiento ni a esperar el pago de indemnizaciones al momento de su alejamiento. La ley y el respectivo decreto de nombramiento dictado al efecto son los que determinan en definitiva la fecha del cese de funciones. En efecto, la permanencia en el empleo en calidad de suplente no es un derecho inherente al cargo y, por consiguiente, de acuerdo a lo anterior y por imperativo legal, artículo 6° de la ley 18.883, la norma del artículo 87 del citado texto legal, no rige la situación de autos. 

Décimo: Que, por lo antes reflexionado, las trabajadoras que sirven cargos dentro de un período determinado en reemplazo del personal titular ausente o por vacancia del cargo no se encuentran amparados por las normas del fuero maternal, de modo tal que la autoridad que efectuó el nombramiento no está obligada a renovar su contrato. Los ceses de servicio que fija la ley a la Administración, fin del período para el cual se contrato, operan con prescindencia de las normas de inamovilidad, pues en el caso de autos la desvinculación de la demandante se produjo por aplicación de la ley y no por voluntad de la demandada”.

De acuerdo al voto de minoría del ministro Carlos Kunsemuller, “en este orden de ideas y por mandato expreso del artículo 194 del Código del Trabajo, sus normas sobre protección a la maternidad son aplicables a la resolución del conflicto aunque demandante y demandada se encuentren unidas por una relación de naturaleza estatutaria, sin que importe para este fin que el cargo de planta sea servido en calidad de titular, interino o suplente, por cuanto el legislador, en esta materia, ningún distingo ha formulado. Por consiguiente, era obligación de la municipalidad pedir autorización judicial previa para poner término al nexo que la unía con la actora, diligencia que fue omitida, resultando, por ende, ilegal la separación de que fue objeto la demandante lo que la hace acreedora de la indemnización compensatoria que los sentenciadores recurridos acertadamente reconocieron en su favor”

2. Caso Ripley – “semana corrida”
a) Introducción: 

Como ya señalamos en otro proyecto de ley, que buscaba aprobar el derecho a la semana corrida para trabajadores con sueldo mixto, los trabajadores de Ripley, empresa dedicada a retail, reciben por sus servicios remuneraciones que se determinan por un monto fijo o sueldo base y otro variable o comisión. En el caso analizado, las remuneraciones están compuestas casi exclusivamente por comisiones por ventas, las que fluctúan mensualmente entre $120.000 y $300.000. Adicionalmente a la comisión, se les paga un denominado sueldo base que oscila entre $8.000 y $30.000 mensuales. Esto es un hecho verdadero por probarse así ante los Tribunales Chilenos, en un juicio entre Store Mall del Centro (empresa dependiente de Ripley, en su faz de empleador), y los trabajadores de Ripley. 

Cuando el trabajador recibía un sueldo base mensual inferior al mínimo legal de la época y la otra forma de remuneración sea en base a comisión, ¿cómo debía ser remunerado su día de descanso semanal?. De acuerdo a los trabajadores de Ripley, no era posible cancelar como remuneración del día de descanso la proporcional al sueldo base sin considerar las comisiones puesto que se cae en el absurdo de contravenir el ingreso mínimo mensual proporcional a ese día de descanso. Por otro lado Ripley alegaba la aplicación del artículo 43 del Código del Trabajo, interpretándolo en el sentido de no reconocer el derecho a la semana corrida a los trabajadores en la parte de sus remuneraciones que consistían e comisiones, por contar también con sueldo base (aunque este fuese ascendiente a 8.000 pesos). Esto tenía como consecuencia que si el sueldo base es de $8.810, la remuneración del día de descanso debe ser de $293, cantidad que ni siquiera Ebenezer Scrooge pagaría a sus trabajadores. 

b) Fallo de primera instancia. Juzgado del Trabajo

El tribunal laboral de Primera Instancia, favoreció la postura de los trabajadores, en el sentido de reconocerles el derecho a la semana corrida, aún cuando existiera sueldo mixto. La Ilustrísima Corte de Apelaciones se pronunció en iguales términos, pero incorporando un argumento más sólido como lo es el “Fraude a la Ley” cometido por el empleador en los contratos de trabajo, pero en la Excelentísima Corte Suprema se perdió por 3 votos contra 2, en virtud de sentencia de término de fecha 8 de mayo de 2007. 
El juez del fondo en la primera instancia de conocimiento de este asunto, señaló en su sentencia: 

“9º Que del precepto legal transcrito, se colige que en la actual
normativa, la semana corrida ya no tiene por finalidad estimular la concurrencia a sus labores de los trabajadores, pero conserva el propósito de favorecer a aquellos empleados que devengan su remuneración en función del trabajo diario, y que, por lo mismo, sus días de descanso no generan por sí solos contraprestación pecuniaria alguna; 

10º Que si bien en la especie los dineros que se pagan a los trabajadores se componen de un cantidad base y comisiones (no constituyendo remuneraciones, los bonos y demás asignaciones que aparecen en las liquidaciones acompañadas al proceso), el monto de los sueldos, además de ser menor al de las comisiones devengadas durante el mes, ni siquiera alcanza a la tercera parte del ingreso mínimo mensual, de tal manera que por los días domingo y festivos, o días alternativos de descanso, los trabajadores perciben una remuneración diaria muy inferior a la que devengan por los días trabajados; 

11º Que a pesar que de una aplicación literal del artículo 45 del Código del Trabajo, debiera concluirse que, al no estar remunerados los trabajadores exclusivamente por día, -como sería el caso que sólo percibieran comisiones, puesto que éstas no se devengan durante los días de descanso-, sino que además por un sueldo mensual, no tienen derecho a la "semana corrida"; esta conclusión vulnera el bien jurídico tutelado por la norma aludida, al impedir a los trabajadores obtener una justa remuneración durante los días de descanso, en razón que al no producirse comisiones por estos días que no se trabajan, la remuneración que se les paga por ellos es la correspondiente al sueldo base, que: como se dijo ni siquiera alcanza a la tercera parte del ingreso mínimo mensual, es decir, proporcionalmente, por cada día de descanso, los trabajadores demandantes perciben menos de un tercio del ingreso mínimo, y una porción aun menor respecto de lo devengado durante los días trabajados;
12º Que a mayor abundamiento, aparte de propender a impedir el acceso de los trabajadores al beneficio de la "semana corrida", "no se vislumbra qué efecto persigue fijar un sueldo base de "cuantía tan módica, cuando en el evento que un trabajador no devengue comisiones durante un mes o éstas sean muy bajas, el empleador necesariamente deberá pagarle el ingreso mínimo mensual, es decir, tres o más veces el sueldo pactado; 

13º Que, en consecuencia, se declara que la demandada debe pagar las remuneraciones por los días de descanso semanal, las que deben calcularse sobre el promedio de las comisiones devengadas en la respectivo período de pago, en la forma prevista por el artículo 45 del Código del Trabajo”


c) Fallo de segunda instancia. Corte de Apelaciones de Santiago. 

A cualquiera podría extrañarle que el sueldo base sea tan pequeño comparado con las comisiones o remuneración variable. Existe una sola explicación para esta modalidad remuneracional mixta desproporcionada, donde no existe racionalidad entre la porción “sueldo base” y “remuneración por día”, esta última, en este caso constituida por las comisiones diarias: esta explicación es la elusión de la aplicación del artículo 45 del Código del Trabajo. Todo esto queda de manifiesto por la sentencia de segunda instancia que señala en sus considerandos principales: 

“5º.- Que la cantidad fijada como sueldo base en los contratos de trabajo de los demandantes es de escasa entidad si se toma como parámetro el ingreso mínimo mensual para trabajadores dependientes, por lo que no se vislumbra otro objetivo más que evitar la aplicación del artículo 45 del Código del ramo, esto es, pagar el promedio de lo devengado en el respectivo, período de pago, lo que se determina dividiendo el suma total de las remuneraciones diarias devengadas por el número de días en que legalmente debieron laborar los trabajadores en la semana. 

6º.- Que la conclusión anteriormente descrita lleva a esta Corte a considerar que la cláusula contractual que establece los mencionados sueldos base en los montos de $8.810.-, $16.493.- y $30.732., para trabajadores remunerados con comisiones constituye un procedimiento en sí ilícito y abusivo, que tiene una apariencia o un velo de legalidad, pero que sin embargo permite eludir lo que la ley ordena en el mencionado artículo 45. 

7º.- Que la práctica contractual que elude la aplicación de una norma de orden público e irrenunciable, es constitutiva de fraude a la ley y tiene como sanción la nulidad absoluta de la cláusula viciada. 

8º.- Que la nulidad absoluta de una disposición contractual puede y debe ser declarada de oficio por el juez, aún sin petición de parte, cuando aparece de manifiesto en el acto o contrato. 

9º.- Que a juicio de esta sentenciadora, no existiendo hechos controvertidos en relación con los montos de los sueldos base y de las comisiones de los demandantes, el fraude a la ley aparece de manifiesto del sólo examen de los antecedentes. 

10º.- Que en mérito de lo anterior, se declara de oficio la nulidad absoluta por fraude a la ley de las cláusulas contractuales que establecen los mencionados sueldos base para los trabajadores demandantes, ello sin perjuicio de lo resuelto por el juez a quo, en todo aquello que no sea contradictorio a la resuelto por esta Corte”. 

d)
Fallo de mayoría de la Corte Suprema

¿Cómo no ha de erigirse en arbitraria e injusta una sentencia que excluye de la aplicación de un beneficio legal a un grupo de personas que han sufrido de una práctica contractual que constituye un fraude a la ley tan grosero y manifiesto, tal que ha sido alegado en dos sentencias de instancias previas? Pues bien, eso fue lo que ocurrió en la Corte Suprema, la cual, en voto de mayoría señala que como el artículo 45 del Código del trabajo reconoce el derecho a la semana corrida a los trabajadores remunerados por día “exclusivamente”, debe excluirse de este derecho a los remunerados de manera mixta (por monto fijo y variable a la vez). 

Dice la sentencia de la Corte Suprema: 

Decimotercero: “(…) A ello es dable agregar que indiscutiblemente, la norma utiliza la expresión “exclusivamente”, la que es sinónimo de “únicamente”, es decir, sólo para los dependientes remunerados por día, se les hace regir el beneficio del pago del séptimo día”. 


 Decimocuarto: “Que, por consiguiente, tratándose, en la especie, de trabajadores remunerados mensualmente, sobre la base de sueldo y comisiones, no es posible concluir a su respecto la obligación del empleador de remunerarles el séptimo día, por consiguiente, al haberse decidido lo contrario en la sentencia atacada, se ha cometido el error de derecho consistente en la equivocada interpretación del artículo 45 del Código del Trabajo, error que influye sustancialmente en lo dispositivo del fallo, pues condujo a condenar a la demandada al pago de prestaciones improcedentes”.

Por su parte, los Ministros disidentes (minoría) de la Corte Suprema, señalaron: 

 “2º) Que, los disidentes ya han sostenido en anteriores fallos en la materia que una adecuada resolución del asunto implica atender a los objetivos que se han tenido en vista al instituirse un beneficio como el señalado y, en tal sentido, es claro que el fin inmediato de la llamada "semana corrida" es el de propender al pago o remuneración, en dinero, de los días domingo y festivos, comprendidos en un período semanal trabajado, y que su finalidad última es la de cautelar el derecho al descanso semanal. En efecto, ya se ha analizado que de las diversas disposiciones legales que reglan la materia y, en especial, de lo estatuido por el artículo 35 del Código del Trabajo, es posible concluir que el legislador laboral ha establecido en favor de todo trabajador un derecho a descanso, en forma semanal y remunerada, por los días inhábiles. Pues bien, como -en principio- los trabajadores remunerados por día lo son únicamente en razón de los días en que prestan servicios efectivos, significaría que, sobre la base de ese procedimiento, nunca obtendrían remuneración por lo s días domingo y festivos, ya que tales días son de descanso obligado y, en consecuencia, excluidos de la actividad laboral. De consiguiente, la prerrogativa que establece la Ley en el citado artículo se orienta, en definitiva, a evitar que, como consecuencia del sistema de remuneraciones que se acuerde, un trabajador se vea impedido de devengar o no devengue remuneración por los días de descanso semanal”.

Vemos que la Corte Suprema, e voto de mayoría, se ha pronunciado contra las sentencias de primera instancia, de un juez que tomó los testimonios, que conoció “en mangas de camisa”, como dicen los procesalistas, la causa tramitada entre Ripley y sus trabajadores. 

e) Conclusiones: Desprotección laboral y conflicto político

La Corte Suprema, entre sus jueces, no tiene personas con experiencia laboral. Su sala laboral, conoce además materias como derechote familia, tuiciones, divorcios, alimentos, así como exhortos, cumplimiento de sentencias internacionales, y otras variadas materias. Ello merma la protección y garantía efectiva de los derechos de los trabajadores la parte más débil de la relación laboral

Se confirma nuestro diagnóstico, con un aspecto político: 

Esta sentencia nos obligó a legislar. Presentado un proyecto de ley por este senador en diciembre de 2007, que reconoce el derecho a la semana corrida, y declarado este inadmisible por legislar sobre remuneraciones, fue tomado por la Consfecove, Confederación de Trabajadores del Comercio. Ellos lo presentaron al Ministro del Trabajo quien lo incluyó en la ley que iguala el sueldo base con el mínimo ampliamente resistido por los gremios de empresarios del comercio y del retail, quienes han amenazado con solicitar un dictamen corrector de la Dirección del Trabajo, con un proyecto de ley interpretativo, y últimamente con el Tribunal Constitucional, para desactivar la ley.

Los trabajadores por su parte, han señalado que habrá movilizaciones si se inicia cualquier intento de desmantelamiento de un derecho ganado por los trabajadores en el Congreso Nacional, manifestación de la soberanía nacional.

IV. PROPUESTA LEGISLATIVA

De cara los hechos descritos, creemos imperiosa la existencia de jueces que interpreten correctamente la ley, pues si no los tenemos, la difícil y farragosa legislación laboral puede ser mal interpretada. Los jueces que no son expertos en derecho del trabajo, suelen juzgar de acuerdo a los principios del derecho civil, del cual arranca el derecho laboral, pero del cual se ha separado con intensidad hace mucho.

Hasta hace unos años fue miembro de la Corte Suprema un destacado laboralista, don Patricio Novoa Fuenzalida, (coautor con William Thayer de un legendario Manual de derecho del trabajo), pero  actualmente no hay un símil académico en la Corte. 

Ninguno de los jueces de la cuarta sala es experto en derecho laboral, ni desde el punto de vista de la academia, ni desde el punto de vista de la práctica profesional. Esta ausencia de especialización en la Cuarta Sala implica claramente un riesgo en la defensa de los derechos de los trabajadores, que en la legislación laboral son la parte más débil de la relación de trabajo. 

El nivel de prácticas antisindicales, violación de fuero maternal, subcontratación ilegal, trabajo indigno, mujeres acosadas sexualmente, maltrato psicológico, no pago de horas extras, violación de contratos o convenios colectivos es tan grande, que no se comprende esta falta de especialización. Los resultados de la Comisión Investigadora de la violación de los derechos de los trabajadores de la Cámara de Diputados aún pena por la triste realidad que el Congreso pudo constatar.  

El artículo 95 del Código Orgánico de Tribunales dispone: 

Art. 95. “La Corte Suprema funcionará dividida en salas especializadas o en pleno.

Para el conocimiento de los asuntos a que se refiere el artículo 98, la Corte funcionará ordinariamente dividida en tres salas o extraordinariamente en cuatro, correspondiéndole a la propia Corte determinar uno u modo de funcionamiento.

Durante el funcionamiento extraordinario de la Corte Suprema, el tribunal designará los relatores interinos que estime necesarios, quienes, durante el tiempo que sirvieren el cargo, gozarán de igual remuneración que los titulares.

En cualquier caso, las salas deberán funcionar con no menos de cinco jueces cada una y el pleno con la concurrencia de once de sus miembros a lo menos.

Corresponderá a la propia Corte, mediante auto acordado, establecer la forma de distribución de sus ministros entre las diversas salas de su funcionamiento ordinario o extraordinario. La distribución de ministros que se efectúe permanecerá invariable por un período de, a lo menos, dos años.

La integración de sala será facultativa para el Presidente de la Corte. Si opta por hacerlo, podrá integrar cualquiera de las salas.

Cada sala en que se divida la Corte Suprema será presidida por el ministro más antiguo, cuando no esté presente el Presidente de la Corte”.

Paralelamente, el mimo cuerpo legal dispone e su artículo 99:

Art. 99. “Corresponderá a la Corte Suprema, mediante auto acordado, establecer cada dos años las materias de que conocerá cada una de las salas en que ésta se divida, tanto en funcionamiento ordinario como extraordinario. Al efecto, especificará la o las salas que conocerán de materias civiles, penales, constitucionales, contencioso administrativas, laborales, de menores, tributarias u otras que el propio tribunal determine. Asimismo, señalará la forma y periodicidad en que las salas especializadas decidirán acerca de las materias indicadas en el inciso primero del artículo 781 y en los incisos primero y segundo del artículo 782, ambos del Código de Procedimiento Civil, respecto de los recursos de casación que hayan ingresado hasta quince días antes de la fecha en que se deba resolver sobre la materia. En todo caso, la mencionada periodicidad no podrá ser superior a tres meses.

Corresponderá al Presidente de la Corte Suprema, sin ulterior recurso, asignar los asuntos a cada una de las salas, según la materia en que incidan, en conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior.

No obstante lo dispuesto en el inciso primero, la Corte Suprema, siempre mediante auto acordado, podrá modificar la distribución de las materias de que conoce cada una de las salas, cuando una repartición más equitativa de las mismas así lo requiera.

En caso que ante la Corte Suprema se encuentren pendientes distintos recursos de carácter jurisdiccional que incidan en una misma causa, cualesquiera sea su naturaleza, éstos deberán acumularse y verse conjunta y simultáneamente en una misma sala. La acumulación deberá hacerse de oficio, sin perjuicio del derecho de las partes a requerir el cumplimiento de esta norma”.

En la práctica, la Corte Suprema funciona siempre extraordinariamente en cuatro salas, las cuales por autoacordado de 03 de marzo de 2006, son la primera civil, la segunda penal, la tercera constitucional y la cuarta laboral y previsional. 

Es por ello que postulamos ley que se declare que una de las salas de la Corte Suprema conocerá materias exclusivamente laborales, pues la de hoy también juzga materias de familia, con toda su complejidad, cumplimientos de sentencia internacionales, exhortos, y toda otra materia que no esté asignada a otras salas. Y como señala el sabio dicho popular, “el que mucho abarca poco aprieta”. El que la facultad de “modificar la distribución de las materias de que conoce cada una de las salas, cuando una repartición más equitativa de las mismas así lo requiera”, radique actualmente en la Corte Suprema, no es garantía de estabilidad normativa de una eventual exclusividad de una de las salas en materias laborales. 

Asimismo, pretendemos que los miembros de la sala laboral tengan como espertiz el derecho del trabajo, ya sea como académicos, o en relación a su experiencia laboral. Que propongamos una norma legal en el sentido señalado, no es contrario a la Constitución, aunque se refiera a la forma de generar los jueces de la Excma. Corte, tema regulado en la Constitución, pues la norma fundamental señala en su articulo 75 inciso primero que: “En cuanto al nombramiento de los jueces, la ley se ajustará a los siguientes preceptos generales”.

Queremos que los miembros de la sala laboral tengan no sólo dedicación exclusiva en materias laborales, sino que también acrediten experiencia en materias laborales, sea académica o en litigación. No podemos contentarnos con abogados integrantes que han sido cuestionados por todos los organismos dedicados a la transparencia, por un gran sector de la academia. 

Por tanto, vengo en presentar a este Senado el siguiente,
PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Modifícase de la siguiente forma el Código Orgánico de Tribunales. 

Intercálase en el artículo 95 del Código Orgánico de Tribunales, entre los actuales incisos quinto y sexto, el siguiente nuevo inciso, reordenándose la numeración de los posteriores: 

 “Con todo, los miembros de la sala que conoce exclusivamente materias laborales establecida en el artículo 99, deberán contar con suficiente y acreditada experiencia previa en materia de derecho del trabajo, sea como académicos, en el ejercicio privado de su profesión, o en la judicatura laboral”. 

Intercálase en el artículo 99 del Código Orgánico de Tribunales, entre los actuales incisos tercero y cuarto, el siguiente nuevo inciso, reordenándose la numeración de los posteriores: 

“Con todo, por lo menos una de las salas de funcionamiento extraordinario conocerá siempre y exclusivamente de cuestiones laborales”. 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Nelson Ávila Contreras, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Roberto Muñoz Barra, Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR OMINAMI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.010, SOBRE OPERACIONES DE CRÉDITO Y OTRAS OBLIGACIONES DE DINERO, CON LA FINALIDAD DE REGULAR LA ACTIVIDAD DE FACTORING NO BANCARIO

(6148-03)

Honorable Senado:

[image: image3.png]



1. La gran parte de la producción Chilena es esfuerzo de  las PYMES, las que además dan más del 80% de los puestos de trabajo. Con todo el gran problema que deben enfrentar para mantenerse en pie, es el financiamiento. Si bien es necesario mejorar el acceso al crédito de las PYMES, antes se hace indispensable darle un marco regulatorio a la actividad del factoring en nuestro país. Ese es el fundamento central del presente proyecto.
2. En Chile el Factoring es un contrato que no tiene una consagración positiva en la ley. En la actualidad, no se encuentra regulado orgánicamente, sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones establecidas en el Código Civil, como en el Título IV del Libro II del Código de Comercio, que tratan de la cesión de créditos. Además, indirectamente son aplicables las normas contenidas en la Ley Nº 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a la copia de la factura. Cabe indicar que a las gestiones de factoraje realizadas por instituciones financieras (no bancos) se les aplica el capítulo 8-38 de la Recopilación de Normas de Bancos y Financieras de la Superintendencia de Bancos, dicho capítulo no hace más que remitirse a algunas normas de la ley general de bancos. A nivel internacional el Factoring esta regulado por la convención de UNIDROIT sobre factoring internacional, aprobada en Ottawa, Canadá, el 28 de mayo de 1988. 

3. De la falta de regulación orgánica y sistemática del contrato de factoring, podemos formular las siguientes críticas:

A.- Se ha hecho un importante esfuerzo por dar facilidades para el cobro de los créditos contenidos en facturas, y su cesión, pero sin regular mayormente el fondo del negocio.

B.- La normativa vigente no considera mayores límites a las operaciones que puede efectuar un factor, en cuanto al tipo de documentos a descontar, monto de las retenciones, comisiones, etc. Sólo existe una prohibición para los Bancos, en cuanto a efectuar descuentos de cheques.

C.- Por tanto las normas aplicables al Factoring solo regulan tangencialmente algunas actividades dentro del factoraje, pero no conceptualiza al contrato ni impone limitaciones en aras de evitar situaciones injustas, toda vez que la ley debería ser expresión de justicia.

4. 
Efectivamente, este vacío legal nos muestra como el mercado formal y la todavía reducida bancarización existente, hacen que la mayoría de las PYMES se vean obligadas a financiar sus operaciones, siempre y cuando les sea posible, a través de mecanismos de financiamiento que en la escala de prioridades van bajando, pasando desde los Bancos a los Factorings de Bancos, a los Factoring No Bancarios, llegando finalmente a los prestamistas. El riesgo de transformarse a la corta o a la larga en una empresa inviable va en franco aumento, haciendo prácticamente imposible superar las etapas de crecimiento a las empresas que recurren a las 2 últimas categorías, por las altas tasas de interés que estos cobran, entrando prácticamente en procesos irreversibles de insolvencia financiera.


Muchas de estas empresas-además de la reducida disponibilidad de recursos, de dificultades para generar información financiera, poca antigüedad, etc.- no son sujetos de crédito de la banca tradicional, debiendo necesariamente recurrir al sistema financiero de segundo nivel o incluso informal. Este escalón no está debidamente regulado, permitiendo a estas instituciones hacer cobros sin la limitación de la tasa máxima legal convencional, utilizando los vacíos de la legislación o subterfugios para disfrazar los reales costos. Adicionalmente, se suma el hecho de que muchas veces sus clientes son grandes empresas, las que aprovechándose de la asimetría de fuerzas retrasan fuertemente los pagos, ahogando aún más a las pequeñas, que deben recurrir a cualquier instancia para financiar sus requerimientos de caja, pagando intereses que rayan en la usura.


Estos altos costos llevan a las empresas rápidamente a la insolvencia, produciendo lo que ya es una norma, que es la desaparición del 80% de la Pymes dentro de los primeros 5 años de vida. Especialmente, estas situaciones se dan en el escalón 3 y 4, es decir FNB y prestamistas informales, que tienen una forma de operar que por la vía de la poca transparencia, vulneran la ley al operar sin facturas y hacer verdaderos chequering. Además de no comprar facturas, realizan disfrazadas operaciones de préstamo con garantías de cheques o facturas, más cobros sobre la tasa máxima convencional, vía comisiones, retenciones importantes del monto tomado en garantía (se cursa un porcentaje del monto que llevan en documentos y en muchos casos, las retenciones se mantienen aún después de pagados los respectivos cheques o facturas) y finalmente no pagar impuesto de timbres y estampillas, disfrazando el préstamo como descuento o línea de crédito

 5. Efectivamente, las medidas adoptadas por las autoridades financieras desgraciadamente guarda silencio en el tema de fondo, que es, la falta de regulación de la actividad del Factoring en nuestro país Esta falta de regulación redunda en una falta de transparencia y en una escasa simetría entre los mercados, entre otros efectos indeseables.

6. Por tanto la presente moción apunta a superar la desregulación del contrato de factoring, mejorando las posibilidades de acceso al crédito de las PYMES. Así esta indicación pretende:

a) Precisar la oportunidad de pago de las grandes empresas a sus clientes, obligándolas a asumir el costo financiero con tasas penales que deben pagar las PYME por el retraso en el pago a sus acreedores.

b) Aumentar la simetría de los mercados, conceptualizando el contrato de factoring, definiendo que intereses pueden cobrarse en las operaciones realizadas, precisando que personas jurídicas pueden realizar la actividad de factoraje, indicando normas que regulan el riesgo por el caso de insolvencia de los deudores y estableciendo obligaciones que el factor debe cumplir en el desempeño de su actividad.

c) Aumentar la transparencia en estos mercados mas informales, obligándolos a entregar liquidaciones con toda la información de cobros y retenciones en el origen y en la liquidación de las respectivas operaciones, de manera de poder detectar la real tasa de interés que cobran.

Proyecto de ley.

Artículo único: Introdúzcanse las siguientes modificaciones en la Ley 18.010, sobre Operaciones de Crédito y Otras Obligaciones de Dinero:
1° Incorporar en la Ley 18.010, el siguiente artículo 31 nuevo:

ARTÍCULO 31: Se considerarán operaciones de crédito de dinero las operaciones de factoring, ya sea que se efectúen de manera aislada, o bien en el marco de una línea de crédito o cuenta corriente mercantil en virtud de la cual el factor se obligue a adquirir del cedente, créditos hasta por un determinado monto.


Respecto de cada operación, el factor podrá cobrar intereses, con las limitaciones y restricciones establecidas esta ley, y una comisión, conforme a lo que se indicará en los artículos siguientes.


Respecto de los saldos que el factor mantenga en la línea de crédito o cuenta corriente del cedente, se aplicará la misma tasa de interés, ya sea a favor o en contra del mismo. 

2° Incorporar en la Ley 18.010, el siguiente artículo 32 nuevo:

ARTÍCULO 32: Sólo podrán actuar como factor sociedades comerciales constituidas exclusivamente con dicho giro, los Bancos e Instituciones Financieras, las Cooperativas de Ahorro y Crédito y los otros agentes del mercado financiero expresamente autorizados para ello por la ley. 

Con todo, el Estado deberá arbitrar las medidas necesarias para la adecuada fiscalización de las actividades de dichas empresas. Un Reglamento regulará la forma en que se efectuará dicha fiscalización.

3° Incorporar en la Ley 18.010, el siguiente artículo 33 nuevo: 

ARTÍCULO 33: Las operaciones de factoring podrán ser de dos clases: aquellas en que el factor asume el riesgo de la cobranza del crédito, caso en el cual libera al cedente de toda responsabilidad en relación a la insolvencia del deudor cedido, directo o indirecto; y aquellas en las que el factor no asume dicho riesgo, por lo que el cedente se constituye en codeudor solidario de todas dichas obligaciones.


Respecto de aquellas operaciones en las que el factor asume el riesgo de la cobranza del crédito, las partes podrán pactar libremente las comisiones por dicho servicio. Respecto de aquellas en las que el factor no asume dicho riesgo, la comisión por los servicios asociados a la operación, los que dicen especial relación con la cobranza del crédito, no podrá ser superior a los límites establecidos en el inciso segundo del artículo 37 de la Ley 19.496.

4° Incorporar en la Ley 18.010, el siguiente artículo 34 nuevo:

ARTÍCULO 34: Respecto de cada uno de los créditos cedidos, el factor deberá liquidar al cedente la operación, indicando en partidas separadas, al menos, los siguientes conceptos: 

a) Valor nominal del crédito; 

b) Monto que el factor pagará o acreditará al cedente;

c) Tasa de interés aplicada, y monto de los intereses. En el evento que el factor pague o acredite al cedente un monto inferior al valor nominal del crédito, la tasa de interés sólo se aplicará respecto del monto efectivamente pagado o acreditado al cedente;

d) Monto de las comisiones cobradas; y

e) Impuestos asociados a la operación, si corresponde.

5° Incorporar en la Ley 18.010, el siguiente artículo 35 nuevo:

ARTÍCULO 35: El factor deberá otorgar al cedente asesoría técnica, comercial, financiera y todas aquellas que digan relación con la administración del crédito cedido y especialmente con la evaluación crediticia de sus clientes, análisis de mercados y otros servicios por los que podrá cobrar un honorario o comisión.

6° Incorporar en la Ley 18.010, el siguiente artículo transitorio nuevo:

Artículo 3°: La presidenta de la República, deberá dictar el Reglamento a que se refiere el inciso segundo del artículo 32, dentro de los ciento veinte días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

(Fdo.): Carlos Ominami Pascual, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES NAVARRO, ÁVILA Y HORVATH, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA SOMETER AL CONGRESO NACIONAL LA RATIFICACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA DE LOS DERECHOS DE LOS JÓVENES Y COMPROMETER EL INTERÉS DEL ESTADO DE CHILE POR INCORPORAR SUS CONTENIDOS EN EL DESARROLLO DE POLÍTICAS PÚBLICAS

(S 1119-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1. Que la Convención Iberoamericana de los Derechos de los Jóvenes es un tratado internacional de derechos humanos que fue firmado el 11 de octubre del 2005 en la ciudad española de Badajoz, cuyo alcance de aplicación está circunscrito a los 22 países que conforman la comunidad iberoamericana de naciones.
2. Que dicha Convención es un acuerdo de carácter vinculante, que establece el compromiso de los Estados a implementar nacionalmente los derechos consagrados en la Convención. 

3. Que dicha Convención es un tratado que, ya en vigor, beneficiará a la población iberoamericana de entre 15 y 24 años de edad.
4. Que la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes reconoce a los y las jóvenes como sujetos de derechos, como actores estratégicos del desarrollo de sus países y como personas capaces de ejercer responsablemente sus derechos y libertades. 

5. Que la Convención Iberoamericana es un instrumento que brindará soporte jurídico al conjunto de los gobiernos Iberoamericanos para el desarrollo de políticas públicas destinadas a la juventud. 

6. Que la Organización Iberoamericana de Juventud (OIJ), es el organismo internacional que ha liderado la elaboración y promoción de la Convención, así como la articulación con el conjunto de la Comunidad Iberoamericana y de organismos el sistema de Naciones Unidas en la difusión y ratificación de la Convención y es encabezada por su Secretario Ejecutivo, el ex director del INJUV, Eugenio Ravinet.


7. Que la OIJ está empeñada en transformar a la Convención en una eficiente herramienta de acción gestión y política que asegure el goce de sus derechos a los casi ciento cincuenta millones de jóvenes de la región, lo que supone el desafío de establecer los mecanismos de implementación y de protección de la Convención.
8. Que con fecha 2 de mayo y con el número de Ley 3845, firmada por el Presidente Evo Morales, Bolivia se convirtió en el séptimo país en ratificar la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes (CIDJ).

9. Que la Convención Iberoamericana entró en vigor el pasado 1° de marzo de 2008 luego de que Costa Rica fuera el sexto país en ratificar este tratado internacional detrás de Ecuador; Honduras; República Dominicana, España y Uruguay.

10. Que en el Perú la Convención ya fue aprobada por la Comisión de Relaciones Exteriores y una vez debatida y votada en el Pleno del Congreso podría convertirse en el octavo país iberoamericano en ratificarla.

11. Que los días 29, 30, 31 de octubre de 2008 tendrá lugar en El Salvador la XVIII Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, cuyo eje temático será “Juventud y Desarrollo”.

El Senado acuerda:

Solicitar a la Presidenta de la República, Michelle Bachelet someta ante el Congreso Nacional la ratificación de la Convención Iberoamericana de los Derechos de los Jóvenes y comprometa, en el marco de la XVIII Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno a realizarse en El Salvador los días 29, 30, 31 de octubre próximos, la voluntad política y el interés del Estado de Chile en incorporar los contenidos de este instrumento internacional en el desarrollo y la implementación de políticas públicas en nuestro país .

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Nelson Ávila Contreras, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ROMERO, ÁVILA, GARCÍA, GAZMURI, PIZARRO Y ZALDÍVAR, RELATIVO AL DECRETO QUE FIJARÁ LAS FÓRMULAS TARIFARIAS DE ELECTRICIDAD PARA EL PERÍODO 2008-2012

(S 1120-12

Honorable Senado:

Proyecto de Acuerdo

Tarifas Eléctricas

Fundamentos

Considerando:

Que el contexto actual de la crisis financiera mundial da un aliciente mayor para tomar todas las medidas necesarias que permitan fortalecer nuestra economía y realizar las reformas para evitar que seamos afectados como país.  

Que distintos sectores de la economía han perdido competitividad, principalmente las empresas de menor tamaño, debido al alza sostenida de los costos eléctricos que son necesarios para la elaboración de un sin número de bienes y servicios tanto para el mercado interno como externo. 

Que nuestra economía cuenta con una regulación tarifaria eléctrica inalterada hace mucho tiempo, y que próximamente se dictará una nueva tarifa para el período 2008-2012, situación que permite realizar las modernizaciones necesarias para un sector cada día más dinámico. 

Que actualmente las tarifas de suministro se fundan en variables estimadas del consumo eléctrico y que estos permanecen fijos por 4 años. Este plazo demasiado elevado lleva a realizar estimaciones poco acertadas para este sector que tiene variables que se modifican constantemente, por lo que las estimaciones difieren mucho de la realidad, sobre todo para un plazo tan elevado.  

Que existen otras injusticias del sistema tarifario que generan distorsiones al pago efectivo que deben realizar los usuarios por las instalaciones de distribución, pues éste se encuentra ligado al consumo de la potencia en las horas fuera de punta. Al respecto, se cobra por usar la potencia cuando hay exceso de capacidad disponible, es decir, fuera de punta (esto contradice el sistema tarifario que se basa en el pago del costo de expandir la capacidad en horas punta), y por otro lado, el costo por el uso de las instalaciones de distribución difiere por los costos de generación, lo que parece injustificable.  
Por lo tanto, se solicita adoptar el siguiente Proyecto de Acuerdo:

Proyecto de Acuerdo

Que el decreto que fija las fórmulas tarifarias de electricidad que el Poder Ejecutivo debe dictar para que comience a regir en el mes de noviembre de 2008 cuente con las siguientes modificaciones:

· Realizar los cobros por uso de potencia por lo consumido durante el mes y por el promedio de lo consumido en el período de horas punta, y no de acuerdo a los promedios de los dos más altos registros de los últimos 12 meses, ni los dos más altos registros del período de horas de punta.
· Aplicar a los consumos de potencia de lo usuarios finales, la misma definición de período de horas punta que se emplea para la energía que los generadores venden a los distribuidores, pues actualmente los usuarios pagan como potencia en punta la que usan los días sábados, domingos y festivos, situación que genera una transferencia de pagos injustificada, pues esos días no son cobrados a las distribuidoras por parte de las empresas generadoras.
· Que la tarifa de los costos de distribución de la electricidad dependa solamente de los factores que afectan directamente  dicho costo, no así los costos de generación.

(Fdo.): Sergio Romero Pizarro, Senador.- Nelson Ávila Contreras, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Jaime Gazmuri Mujica, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.
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